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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DE 1958 

gentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 25 de 
abril de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Nery Roca de Souto. 
bogarlos: Dres. Rafael de Moya Grullón, Mario C. Suárez y Anto-

nio Martínez Ramírez. 

ecurrido: Nicolás Mambrú Soriano. 
Abogado: Dr. J. José Escalante Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
e Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 

Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día cinco del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casa.dón, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nery Ro-
ca de Souto, cubana, mayor de edad, casada, comerciante, 
y propietaria, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula 
50337, serie la., sello 1698, contra sentencia pronunciada 
por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, romo Tribunal de Tra- 
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bajo de segundo grado, en fecha veinticinco de abril del mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, sello 

49471, por sí y por los Dres. Rafael de Moya Grullón, cédula 
1050, serie 56, sello 4826, y Antonio Martínez Ramírez, cédu-
la 22494, serie 31, sello 49711, abogados de la recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
48, sello 50921, en representación del Dr. J. José Escalante 
Díaz, cédula 28405, serie la., sello 5727, abogado del recu-
rrido Nicolás Mambrú Soriano, dominicano, mayor de edad, 
casado, obrero, de este domicilio y residencia, cédula 52097, 
serie la., sello 634168, en la lecturE: de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ca-
torce de junio del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por los Dres. Rafael de Moya Grullón, Antonio Martínez Ra-
mírez y Mario C. Suárez, abogados del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el 'memorial de defensa, notificado en fecha die-
cinueve de julio del mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. J. José Escalante Díaz, abogado de la parte 
recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 y 1352 del Código Civil; 
133 y 150 del Código de Procedimiento Civil; 16, 85, inciso 
l•, 86, inciso 29, 606 y 691 del Código de Trabajo; 50 y 57 de 
la Ley N9  637, del 1944, sobre Contrates de Trabajo, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencio impugnada consta lo 
siguiente: que con motivo de la demanda en resolución de 
contrato de trabajo por dimisión justificada y en pago de 
las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los 
trabajadores en estos casos, interpuesta por Nicolás Mam- 

brú Soriano contra Nery Roca de Soldo, el Juzgado de Paz 
de  la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó, 
en funciones de tribunal de trabajo de primer grado, en 
fecha dieciséis de octubre del mil novecientos cincuenta y 
seis, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara, justificada, la dimisión del trabajador 
Nicolás M. Mambrú Soriano; SEGUNDO: Condena a su pa-
trona Nery Roca Viuda Souto, a pagarle al trabajador Nico-
lás M. Mambrú Soriano, las sumas de RD$45.00, cuarenti-
cinco pesos oro, que le adeuda por concepto del salario co-
rrespondiente al mes de abril del año en curso y 20 días del 
mes de mayo del mismo año en curso; RD$21.60, veintiún 
pesos oro con sesenta centavos, por concepto de preaviso; 
RD$108.00, ciento ocho pesos oro, por concepto de auxilio 
de cesantía; RD$27.00, por concepto de las vacaciones, todo 
a razón de RD$27.00, de salarios mensuales; TERCERO: 
Condena, a la patrona Nery Roca Viuda Souto al pago de 
una multa de RD$5.00, como corrección disciplinaria y al 
pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Nery Roca de Souto, la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en atribuciones de Tribunal de Trabajo de segun-
do grado, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el de-
fecto pronunciado contra Nery Roca de Souto, por no haber 
comparecido a concluir en su recurso de apelación inter-
puesto contra la sentencia de trabajo, dictada por el Juzga-
do de Paz de la Primera Circunscripción, de este Distrito 
Nacional, de fecha 16 de octubre de 1956, en favor de Nico-
lás Mambrú Soriano; SEGUNDO: Rechaza, por los motivos 
Precedentemente expuestos, el mencionado recurso y confir-
ma en todas sus partes la sentencia recurrida por estar fun-
dada en derecho; TERCERO: Condena a la parte intimante 
que sucumbe al pago de los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Falta de 
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bajo de segundo grado, en fecha veinticinco de abril del mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, sello 

49471, por sí y por los Dres. Rafael de Moya Grullón, cédula 
1050, serie 56, sello 4826, y Antonio Martínez Ramírez, cédu-
la 22494, serie 31, sello 49711, abogados de la recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
48, sello 50921, en representación del Dr. J. José Escalante 
Díaz, cédula 28405, serie la., sello 5727, abogado del recu-
rrido Nicolás Mambrú Soriano, dominicano, mayor de edad, 
casado, obrero, de este domicilio y residencia, cédula 52097, 
serie la., sello 634168, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ca-
torce de junio del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por los Dres. Rafael de Moya Grullón, Antonio Martínez Ra-
mírez y Mario C. Suárez, abogados del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el 'memorial de defensa, notificado en fecha die-
cinueve de julio del mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. J. José Escalante Díaz, abogado de la parte 
recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 y 1352 del Código Civil; 
133 y 150 del Código de Procedimiento Civil; 16, 85, inciso 

86, inciso 2°, 606 y 691 del Código de Trabajo; 50 y 57 de 
la Ley NQ 637, del 1944, sobre Contrates de Trabajo, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: que con motivo de la demanda en resolución de 
contrato de trabajo por dimisión justificada y en pago de 
las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los 
trabajadores en estos casos, interpuesta por Nicolás Main- 

brú Soriano contra Nery Roca de Souto, el Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó, 

en funciones de tribunal de trabajo de primer grado, en 
fecha dieciséis de octubre del mil novecientos cincuenta y 
seis, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara, justificada, la dimisión del trabajador 
Nicolás M. Mambrú Soriano; SEGUNDO: Condena a su pa-
trona Nery Roca Viuda Souto, a pagarle al trabajador Nico-
lás M. Mambrú Soriano, las sumas de RD$45.00, cuarenti-
cinco pesos oro, que le adeuda por concepto del salario co-
rrespondiente al mes de abril del año en curso y 20 días del 
mes de mayo del mismo año en curso; RD$21.60, veintiún 
pesos oro con sesenta centavos, por concepto de preaviso; 
RD$108.00, ciento ocho pesos oro, por concepto de auxilio 
de cesantía; RD$27.00, por concepto de las vacaciones, todo 
a razón de RD$27.00, de salarios mensuales; TERCERO: 
Condena, a la patrona Nery Roca Viuda Souto al pago de 
una multa de RD$5.00, como corrección disciplinaria y al 
pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Nery Roca de Souto, la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en atribuciones de Tribunal de Trabajo de segun-
do grado, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el de-
fecto pronunciado contra Nery Roca de Souto, por no haber 
comparecido a concluir en su recurso de apelación inter-
puesto contra la sentencia de trabajo, dictada por el Juzga-
do de Paz de la Primera Circunscripción, de este Distrito 
Nacional, de fecha 16 de octubre de 1956, en favor de Nico-
lás Mambrú Soriano; SEGUNDO: Rechaza, por los motivos 
precedentemente expuestos, el mencionado recurso y confir-
ma en todas sus partes la sentencia recurrida por estar fun-
dada en derecho; TERCERO: Condena a la parte intimante 
que sucumbe al pago de los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Falta de 
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case legal y violación de los artículos 1315 del Código Civ• 
y 57 de la Ley número 637, sobre Contratos de Trabajo 
Segundo Medio: Violación de la Ley, es decir, otro aspecto 
del artículo 1315 del Código Civil; 85. párrafo 1 9, y 86 
párrafo 2", del Código de Trabajo, y 150 del Código de Pro: 
cedimiento Civil"; 

Considerando que, en los dos medios de su recurso, la 
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) que "tanto 
la audiencia celebrada por el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Judicial Nacional como la que 
tuvo lugar por ante la Cámara Civil y Comercial del mismo 
Distrito Judicial, lo fueron en defecto"; b) que "en ambas 
audiencias, la parte demandante se limitó a concluir solici-
tando la condenación de la recurrente sin establecer en 
ningún momento la existencia de un contrato de trabajo en-
tre las partes, la naturaleza y duración del mismo, el salario 
percibido y el despido de que fuera objeto"; c) que "la sim-
ple formulación de una querella, seguida de la comparecen-
cia ante la Sección de Querellas y Conciliación del Departa-
mento de Trabajo no implica en modo alguno que el obrero 
reclamante haya dejado establecidos los hechos alegados por 
él, y cuya prueba está obligado a aportar, por los medios 
legales, ante las jurisdicciones de juicio"; d) que "la senten-
cia recurrida viola flagrantemente el principio de que todo 
el que alega un hecho en justicia debe probarlo, especial-
mente su considerando 49, al expresar que desde otro punto 
de vista, los demás elementos del caso no han sido discutidos 
(contrato de trabajo por tiempo indeterminado, tiempo del 
mismo alrededor de seis años, salario de RD$27.00 mensua-
les), así de que procede también el pago de las vacaciones"; 
e) que "si bien legalmente es una justa causa de dimisión la 
falta de pago de salario, como lo establece el artículo 86 
en su párrafo 29, no es menos cierto que esa justa causa de-
bió ser establecida por el trabajador reclamante, de acuerdo 
con los principios generales de la prueba y, específicamente, 
con las prescripciones contenidas en el párrafo 1 9  del artícu-
lo 85 del Código de Trabajo"; y f) que "el Tribunal a quo, 
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al acoger las conclusiones del trabajador reclamante, .violó, 
al igual que el juez del primer grado, el artículo 150 del Có-
digo de Procedimiento Civil" porque "la parte recurrida no 
ha suministrado la prueba requerida por la ley ni ninguna 
otra que tenga relación con su demanda, la cual, por esa 
causa, tampoco puede ser considerada como justa"; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se expre-
sa: "que el Tribunal a quo acogió la demanda de que se trata, 
estimando justificada la dimisión del trabajador; que, en 
efecto, en el acta Ny 439 levantada en la sección de querellas 
y conciliación, en fecha 20 de junio de 1956, consta que el 
trabajador declaró que había presentado su dimisión en 
razón de que su patrono no le había pagado el salario de 
RD$27.00 correspondiente al mes de abril, ni los 20 días 
correspondientes al mes de mayo en que presentó su dimi-
sión; y el patrono expresó que el trabajador había violado 
el artículo 78 del Código de Trabajo. <al cometer actos in-
juriosos y malos tratamientos'; que <el trabajador desde la 
iniciación del litigio ha sostenido que su dimisión obedeció 
a falta de pago de salario'; que, frente a tal alegato el 
patrono no ha hecho la prueba del pago reclamado, como le 
corresponde, y se ha limitado a invocar una causa de despi-
do basado en el artículo 78 del Código de Trabajo, pero sin 
haber hecho la prueba de dicho alegato, no habiendo com-
parecido ni ante el juzgado a quo, ni ante esta jurisdicción; 
que por tanto, el Tribunal estima infundado el recurso de 
apelación de que se trata y correcta la demanda recurrida"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 16 del 
Código de Trabajo se presume, hasta prueba en contrario, 
la existencia del contrato de trabajo entre el que presta 
un servicio personal y aquél a quien le es prestado; que esta 
presunción abarca todos los elementos del contrato, tales 
como la estipulación del salario y la subordinación jurídica 
a que se refiere el artículo 1 del mencionado Código que 
consiste en la facultad que tiene el patrono de dirigir la 
actividad personal del trabajador, dictando normas, instruc-
ciones y órdenes para todo lo concerniente a la ejecución de 
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rase legal y violación de los artículos 1315 del Código Civil 
y 57 de la Ley número 637, sobre Contratos de Trabajo. 
Segundo Medio: Violación de la Ley, es decir, otro aspecto 
del artículo 1315 del Código Civil; 85. párrafo 19, y 86 
párrafo 2", del Código de Trabajo, y 150 del Código de Pro: 
cedimiento Civil"; 

Considerando que, en los dos medios de su recurso, la 
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) que "tanto 
la audiencia celebrada por el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Judicial Nacional como la que 
tuvo lugar por ante la Cámara Civil y Comercial del mismo 
Distrito Judicial, lo fueron en defecto"; b) que "en ambas 
audiencias, la parte demandante se limitó a concluir solici-
tando la condenación de la recurrente sin establecer en 
ningún momento la existencia de un contrato de trabajo en-
tre las partes, la naturaleza y duración del mismo, el salario 
percibido y el despido de que fuera objeto"; c) que "la sim-
ple formulación de una querella, seguida de la comparecen-
cia ante la Sección de Querellas y Conciliación del Departa-
mento de Trabajo no implica en modo alguno que el obrero 
reclamante haya dejado establecidos los hechos alegados por 
él, y cuya prueba está obligado a aportar, por los medios 
legales, ante las jurisdicciones de juicio"; d) que "la senten-
cia recurrida viola flagrantemente el principio de que todo 
el que alega un hecho en justicia debe probarlo, especial-
mente su considerando 4°, al expresar que desde otro punto 
de vista, los demás elementos del caso no han sido discutidos 
(contrato de trabajo por tiempo indeterminado, tiempo del 
mismo alrededor de seis años, salario de RD$27.00 mensua-
les), así de que procede también el pago de las vacaciones"; 
e) que "si bien legalmente es una justa causa de dimisión la 
falta de pago de salario, como lo establece el artículo 86 
en su párrafo 2°, no es menos cierto que esa justa causa de-
bió ser establecida por el trabajador reclamante, de acuerdo 
con los principios generales de la prueba y, específicamente, 
con las prescripciones contenidas en el párrafo 1° del artícu-
lo 85 del Código de Trabajo"; y f) que "el Tribunal a quo, 
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al acoger las conclusiones del trabajador reclamante,,,violó, 

al igual que el juez del primer grado, el artículo 150 del Có-

digo de Procedimiento Civil" porque "la parte recurrida no 

ha suministrado la prueba requerida por la ley ni ninguna 
otra que tenga relación con su demanda, la cual, por esa 
causa, tampoco puede ser considerada como justa"; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se expre-
sa: "que el Tribunal a quo acogió la demanda de que se trata, 
estimando justificada la dimisión del trabajador; que, en 
efecto, en el acta NQ 439 levantada en la sección de querellas 
y conciliación, en fecha 20 de junio de 1956, consta que el 
trabajador declaró que había presentado su dimisión en 
razón de que su patrono no le había pagado el salario de 
RD$27.00 correspondiente al mes de abril, ni los 20 días 
correspondientes al mes de mayo en que presentó su dimi-
sión; y el patrono expresó que el trabajador había violado 
el artículo 78 del Código de Trabajo. 'al cometer actos in-
juriosos y malos tratamientos'; que 'el trabajador desde la 
iniciación del litigio ha sostenido que su dimisión obedeció 
a falta de pago de salario'; que, frente a tal alegato el 
patrono no ha hecho la prueba del pago reclamado, como le 
corresponde, y se ha limitado a invocar una causa de despi-
do basado en el artículo 78 del Código de Trabajo, pero sin 
haber hecho la prueba de dicho alegato no habiendo com-
parecido ni ante el juzgado a quo, ni ante esta jurisdicción; 
que por tanto, el Tribunal estima infundado el recurso de 
apelación de que se trata y correcta la demanda recurrida"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 16 del 
Código de Trabajo se presume, hasta prueba en contrario, 
la existencia del contrato de trabajo entre el que presta 
un servicio personal y aquél a quien le es prestado; que esta 
presunción abarca todos los elementos del contrato, tales 
como la estipulación del salario y la subordinación jurídica 
a que se refiere el artículo 1 del mencionado Código que 
consiste en la facultad que tiene el patrono de dirigir la 
actividad personal del trabajador, dictando normas, instruc-
ciones y órdenes para todo lo concerniente a la ejecución de 
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su trabajo; que, por último, al tenor del artículo 1352 del 
Código Civi, la presunción legal dispensa de toda prueba a 
aquél en provecho del cual existe; 

Considerando que habiendo sido establecido, por los jue-
ces del fondo, en la especie, que el recurrido prestaba a l a 

 recurrente un servicio personal; puesto que esta última no 
negó tal relación de trabajo, cuando compareció, debidamen-
te representada, ante la Sección de Querellas y Conciliación 
de la Secretaría del Trabajo, y, siendo constante, asimismo, 
que la recurrente no impugnó allí el tipo de salario recla-
mado por el trabajador ni la duración del contrato, sino que 
se limitó a oponer a la demanda fundada en su dimisión 
justificada interpuesta por el trabajador, la terminación del 
contrato por despido justificado, basada en la violación del 
articulo 78 del Código de Trabajo; y, habiéndose establecido, 
por último, que "el patrono no ha hecho la prueba del pago 
reclamado", es evidente que los jueces del fondo, lejos de 
haber violado en su sentencia, los artículos 1315 del Código 
Civil y 57 de la Ley N 9  637, del 1944, sobre Contratos de 
Trabajo, han hecho de dichos textos legales una correcta 
aplicación; 

Considerando que, por otra parte, de acuerdo con el 
artículo 85, inciso 19, del Código de Trabajo, la dimisión es 
justificada cuando el trabajador pruei"a la existencia de una 
justa causa prevista al respecto por dicho Código y que, al 
tenor del artículo 86, inciso 2 9, del mismo Código, es causa 
de dimisión la falta de pago al trabajador por el patrono del 
"salario completo que le corresponde, en la forma y lugar 
convenidos o determinados por la ley"; 

Considerando que, al haberse establecido, por los jueces 
del fondo, mediante prueba regularmente administrada, tal 
como ya ha sido puesto de manifiesto. la  dimisión del recu-
rrido a causa de la falta de pago por la recurrente de los 
salarios debídoles a aquél por su trabajo, es evidente que 
los jueces del fondo no han violado, tampoco, los artículos 
85, inciso 1 9, y 86, inciso 2°, del Código de Trabajo; que, 
asimismo, al pronunciar el defecto de la recurrente y aco- 

ger las conclusiones del recurrido, por encontrarlas justas 

y considerar que reposaban en prueba legal, en la forma en 

que ya ha sido puesto de manifiesto, tampoco incurrió el 
Tribunal a quo en la violación del artículo 150 del Código 
de Trabajo, como pretende la recurrente; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugnada 
contiene una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permitido 
verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta apli-
cación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces del fondo, por lo cual no se ha 
incurrido en el vicio de falta de base legal, señalado por la 
recurrente; que, por todo lo precedentemente expuestb, los 
dos medios del recurso carecen de fundamento y deben, 
por tanto, ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nery Roca de Souto contra sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal 
de Trabajo de segundo grado, en fecha veinticinco de abril 
del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. J. José Escalante 
Díaz, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hije.— 
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su trabajo; que, por último, al tenor del artículo 1352 d el 
Código Civi, la presunción legal dispensa de toda prueba a 
aquél en provecho del cual existe; 

Considerando que habiendo sido establecido, por los jue-
ces del fondo, en la especie, que el recurrido prestaba a l a 

 recurrente un servicio personal; puesto que esta última no 
negó tal relación de trabajo, cuando compareció, debidamen-
te representada, ante la Sección de Querellas y Conciliación 
de la Secretaría del Trabajo, y, siendo constante, asimismo, 
que la recurrente no impugnó allí el tipo de salario recla-
mado por el trabajador ni la duración del contrato, sino que 
se limitó a oponer a la demanda fundada en su dimisión 
justificada interpuesta por el trabajador, la terminación del 
contrato por despido justificado, basada en la violación del 
articulo 78 del Código de Trabajo; y, habiéndose establecido, 
por último, que "el patrono no ha hecho la prueba del pago 
reclamado", es evidente que los jueces del fondo, lejos de 
haber violado en su sentencia, los artículos 1315 del Código 
Civil y 57 de la Ley NQ 637, del 1944, sobre Contratos de 
Trabajo, han hecho de dichos textos legales una correcta 
aplicación; 

Considerando que, por otra parte, de acuerdo con el 
artículo 85, inciso 1 9 , del Código de Trabajo, la dimisión es 
justificada cuando el trabajador pruei'a la existencia de una 
justa causa prevista al respecto por dicho Código y que, al 
tenor del artículo 86, inciso 2°, del mismo Código, es causa 
de dimisión la falta de pago al trabajador por el patrono del 
"salario completo que le corresponde, en la forma y lugar 
convenidos o determinados por la ley"; 

Considerando que, al haberse establecido, por los jueces 
del fondo, mediante prueba regularmente administrada, tal 
como ya ha sido puesto de manifiesto, la dimisión del recu-
rrido a causa de la falta de pago por la recurrente de los 
salarios debídoles a aquél por su trabajo, es evidente que 
los jueces del fondo no han violado, tampoco, los artículos 
85, inciso 1°, y 86, inciso 2°, del Código de Trabajo; que, 
asimismo, al pronunciar el defecto de la recurrente y aco- 
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ger las conclusiones del recurrido, por encontrarlas justas 
y considerar que reposaban en prueba legal, en la forma en 
que ya ha sido puesto de manifiesto, tampoco incurrió el 
Tribunal a quo en la violación del artículo 150 del Código 
de Trabajo, como pretende la recurrente; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugnada 
contiene una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permitido 
verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta apli-
cación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces del fondo, por lo cual no se ha 
incurrido en el vicio de falta de base legal, señalado por la 
recurrente; que, por todo lo precedentemente expuesfo, los 
dos medios del recurso carecen de fundamento y deben, 
por tanto, ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nery Roca de Souto contra sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal 
de Trabajo de segundo grado, en fecha veinticinco de abril 
del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. J. José Escalante 
Díaz, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DE 19 

Sentencia impugnada :Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 29 

abril de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente. Manuel de Jesús Pujols Sánchez. 
Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó. 

Recurrido: Sociedad Industrial Dominicana, C. por A. 
Abogado: lir. A. Ballester Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblien, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto cie Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa- 
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día cinco del mes de febrero de mil novecien- 
tos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de 
la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audien- 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
de Jesús Pujols Sánchez, dominicano, mayor de edad, solte- 
ro, obrero, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
58045, serie 1ra., sello 242182, contra sentencia pronunciada 
por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri- 
mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Tra- 
bajo de segundo grado, en fecha veintinueve de abril del 

1 novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelitnte; 

Oído 31 alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8576, serie 12, 

lo 49810, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
nclusiones; 

Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
48. s2ilo 50921, abogado de la parte recurrida, la Sociedad 
Industrial Dominicana, C. por A., empresa industrial orga-
nizada y existente de conformidad con las leyes de la Repú-
blica Dominicana, con su principal establecimiento en esta 
ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha doce 
de agosto del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito poi. 
el Dr. Jovino Herrera Arnó, abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha nueve 
de septiembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la parte re-
currida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 39, 78, párrafo 14, 84 y 691 
del Código de Trabajo, 1315 del Código Civil, 133 y 141 del 
Código de Procedimiento Civil, 50 de la Ley N9  637, de 
1944, sobre Contratos de Trabajo y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda en pago de las prestaciones que 
el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos 
sin causa justificada interpuesta por Manuel de Jesús Pujols 
Sánchez, contra la Sociedad Industrial Dominicana, C. por 
A., el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del Dis-
trito Nacional dictó, en funciones de tribunal de trabajo de 
primer grado, en fecha treinta de octubre del mil novecientos 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DE 1958 .  

Sentencia impugnada :Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 29 

abril de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente. Manuel de Jesús Pujols Sánchez. 
Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó. 

Recurrido: Sociedad Industrial Dominicana, C. por A. 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa- 
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día cinco del mes de febrero de mil novecien- 
tos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de 
la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audien- 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
de Jesús Pujols Sánchez, dominicano, mayor de edad, solte- 
ro, obrero, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
58045, serie ira., sello 242182, contra sentencia pronunciada 
por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri- 
mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Tra- 
bajo de segundo grado, en fecha veintinueve de abril del 

mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelfinte: 

Oído A alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8576, serie 12, 

lo 49810, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
nclusiones; 

Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
48. sello 50921, abogado de la parte recurrida, la Sociedad 
Industrial Dominicana, C. por A., empresa industrial orga-
nizada y existente de conformidad con las leyes de la Repú-
blica Dominicana, con su principal establecimiento en esta 
ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha doce 
de agosto del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito poi 
el Dr. Jovino Herrera Arnó, abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha nueve 
de septiembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la parte re-
currida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 39, 78, párrafo 14, 84 y 691 
del Código de Trabajo, 1315 del Código Civil, 133 y 141 del 
Código de Procedimiento Civil, 50 de la Ley N^ 637, de 
1944, sobre Contratos de Trabajo y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda en pago de las prestaciones que 
el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos 
sin causa justificada interpuesta por Manuel de Jesús Pujols 
Sánchez, contra la Sociedad Industrial Dominicana, C. por 
A., el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del Dis-
trito Nacional dictó, en funciones de tribunal de trabajo de 
primer grado, en fecha treinta de octubre del mil novecientos 
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cincuenta y seis, una sentencia con el siguiente dispositivo. 
"FALLA: Primero: Acoger, como por la presente acoge. 

 favorablemente la demanda interpuesta por Manuel de Je-
sús Pujols S., contra la Sociedad Industrial Dominicana 
C. por A., por encontrarla justa y procedente; Segundo: De-
clarar injustificado al despido y resuelto el contrato po r 

 culpa del patrono; Tercero: Que en consecuencia se condena 
a la Sociedad Industrial Dominicana, C. por A., a pagar al 
señor Manuel de Jesús Pujols Sánchez, la suma de RD$ 
49,92 por concepto de 24 días de desahucios; la suma de 
RD$249.60 por concepto de 120 días de auxilio de cesantía; 
la suma de RD$124.80 por concepto de 60 días como vaca-
ciones correspondientes a cuatro años de trabajo interrum-
pido; la suma de RD$187.20 por concepto de 90 días como 
justa indemnización por haberlo despedido sin justa causa; 
Cuarto: Que se condene a la Sociedad Industrial Domini- • 
cana, C. por A., al pago de los costos del procedimiento"; 
b) que, contra la sentencia cuyo dispositivo acaba de ser 
transcrito, recurrió en apelación la Sociedad Industrial Do-
minicana, C. por A., en fecha cuatro de diciembre del mil 
novecientos cincuenta y seis; c) que por sentencia de fecha 
diecisiete de enero del mil novecientos cincuenta y siete el 
Juzgado a quo, ordenó un informativo y la comparecencia 
personal de las partes; 

Considerando que sobre el recurso de apelación a que 
- ya se ha hecho referencia, la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente .  "FALLA: Primero: Acoge, por ser justo y reposar 
en prueba legal, el recurso de apelación interpuesto por la 
Sociedad Industrial Dominicana, C. por A., contra la sen-
tencia del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción de 
este Distrito Nacional, de fecha 30 del mes de octubre del 
año 1956 dictada en favor de Manuel de Jesús Pujols Sán-
chez, cuyas conclusiones desestima por infundadas, y, en 
consecuencia, reconociendo justo el despido de éste, en el  

resente caso, revoca la sentencia recurrida y rechaza la 
demanda de que se trata; Segundo: Condena al intimado que 
sucumbe al pago de los costos"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Violación 
al articulo 78 párrafo 14 y falsa aplicación del mismo y 84 
del 'Código Trujillo de Trabajo, y 1315 del Código Civil; 
segundo Medio: Violación al artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; Desnaturalización de los hechos y cir-
cunstancias de la causa; y Falta de base legal"; 

Considerando que el recurrente alega, en el Primer Me-
dio de su recurso, en síntesis, lo siguiente: "que para hacer 
una sana y justa aplicación del derecho y consecuentemen-
te del párrafo 14 del artículo 78 del Código Trujillo de Tra-
bajo, es necesario y fundamental, determinar exactamente 
la naturaleza del contrato de trabajo, así como la labor o 
servicio específico, que con tal motivo dicho trabajador esta-
ba obligado a realizar"; que "del más simple estudio de la 
sentencia recurrida en casación, no se advierte en Fute al-
guna, que el juez a quo, haga constar la naturaleza del con-
trato intervenido, ni la_ labor o clase de servicio, la cual 
estaba obligado a realizar en virtud del contrato intervenido, 
el trabajador recurrente, Manuel de Jesús Pujols Sánchez"; 
que la "desobediencia que sirve como 'falta justificativa de 
un despido", de acuerdo con la ley y la jurisprudencia, "no 
se ajusta exactamente al amplio sentido de la palabra des-
obediencia, sino que por el contrario ella está sujeta o some-
tida a condiciones indispensables, contrario a como la apli-
có el Juez a quo en la sentencia recurrida; en un aspecto que 
se trata de desobedecer la ejecución de un servicio contra-
tado; y en otro aspecto, que esa desobediencia, sea de tal 
magnitud, que implique un perjuicio para el patrono"; pero 

Considerando que, de acuerdo con el artículo 78, inciso 
14° del Código de Trabajo, el patrono puede dar por termi-
nado 1 contrato de trabajo despidiendo al trabajador por 
desobedecer éste al patrono o a sus representantes, siempre 
Ue se trate del servicio contratado; que. por otra parte, al 
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cincuenta y seis, una sentencia con el siguiente dispositivo:
, 

"FALLA: Primero: Acoger, como por la presente acoge. 
 favorablemente la demanda interpuesta por Manuel de Je-

sús Pujols S., contra la Sociedad Industrial Dominicana 
C. por A., por encontrarla justa y procedente; Segundo: De-
clarar injustificado al despido y resuelto el contrato po r 

 culpa del patrono; Tercero: Que en consecuencia se condena 
a la Sociedad Industrial Dominicana, C. por A., a pagar al 
señor Manuel de Jesús Pujols Sánchez, la suma de RD$ 
49.92 por concepto de 24 días de desahucios; la suma de 
RD$249.60 por concepto de 120 días de auxilio de cesantía; 
la suma de RD$124.80 por concepto de 60 días como vaca-
ciones correspondientes a cuatro años de trabajo interrum-
pido; la suma de RD$187.20 por concepto de 90 días como 
justa indemnización por haberlo despedido sin justa causa; 
Cuarto: Que se condene a la Sociedad Industrial Domini-
cana, C. por A., al pago de los costos del procedimiento"; 
b) que, contra la sentencia cuyo dispositivo acaba de ser 
transcrito, recurrió en apelación la Sociedad Industrial Do-
minicana, C. por A., en fecha cuatro de diciembre del mil 
novecientos cincuenta y seis; c) que por sentencia de fecha 
diecisiete de enero del mil novecientos cincuenta y siete el 
Juzgado a quo, ordenó un informativo y la comparecencia 
personal de las partes; 

Considerando que sobre el recurso de apelación a que 
'ya se ha hecho referencia, la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente .  "FALLA: Primero: Acoge, por ser justo y reposar 
en prueba legal, el recurso de apelación interpuesto por la 
Sociedad Industrial Dominicana, C. por A., contra la sen-
tencia del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción de 
este Distrito Nacional, de fecha 30 del mes de octubre del 
año 1956 dictada en favor de Manuel. de Jesús Pujols Sán-
chez, cuyas conclusiones desestima por infundadas, y, en 

consecuencia, reconociendo justo el despido de éste, en el  

presente caso, revoca la sentencia recurrida y rechaza la 
demanda de que se trata; Segundo: Cor .dena al intimado que 
sucumbe al pago de los costos"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Violación 
al articulo 78 párrafo 14 y falsa aplicación del mismo y 84 
del 'Código Trujillo de Trabajo, y 1315 del Código Civil; 
Segundo Medio: Violación al artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; Desnaturalización de los hechos y cir-
cunstancias de la causa; y Falta de base legal"; 

Considerando que el recurrente alega, en el Primer Me-
dio de su recurso, en síntesis, lo siguiente: "que para hacer 
una sana y justa aplicación del derecho y consecuentemen-
te del párrafo 14 del artículo 78 del Código Trujillo de Tra-
bajo, es necesario y fundamental, determinar exactamente 
la naturaleza del contrato de trabajo, así como la labor o 
servicio específico, que con tal motivo dicho trabajador esta-
ba obligado a realizar"; que "del más simple estudio de la 
sentencia recurrida en casación, no se advierte en mite al-
guna, que el juez a quo, haga constar la naturaleza del con-
trato intervenido, ni la, labor o clase de servicio, la cual 
est.,ba obligado a realizar en virtud del contrato intervenido, 
el trabajador recurrente, Manuel de Jesús Pujols Sánchez"; 
que la "desobediencia que sirve como 'falta justificativa de 
un despido", de acuerdo con la ley y la jurisprudencia, "no 
se ajusta exactamente al amplio sentido de la palabra des-
obediencia, sino que por el contrario ella está sujeta o some-
tida a condiciones indispensables, contrario a como la apli-
có el Juez a quo en la sentencia recurrida; en un aspecto que 
se trata de desobedecer la ejecución de un servicio contra-
tado; y en otro aspecto, que esa desobediencia, sea de tal 
magnitud, que implique un perjuicio para el patrono"; pero 

Considerando que, de acuerdo con el artículo 78, inciso 
14° del Código de Trabajo, el patrono puede dar por termi-
nado contrato de trabajo despidiendo al trabajador por 
desobedecer éste al patrono o a sus representantes, siempre 
que se trate del servicio contratado; que. por otra parte, al 
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tenor de las disposiciones del artículo 1 -  del citado Código  
es de la esencia del contrato de trabajo que el que se oblig a' 
a prestar un servicio personal, está bajo la dependen cia 

 inmediata o delegada de aquel a quien es prestado el ser-
vicio; 

Considerando que la autoridad a que está sometido el 
trabajador en todo lo concerniente al trabajo, no puede ser 
absoluta ni arbitraria, por lo cual la desobediencia al patro-
no o a sus representantes, erigida como justa causa de 
despido por el inciso 149 del artículo 78 del Código de Tra-
bajo, debe circunscribirse, de acuerdo con la frase, "siem-
pre que se trate del servicio contratado", contenida en su 
propio texto, a los casos en que ella se origina o corneta con 
motivo del servicio contratado, esto es, que la orden dada 
por el patrono o su representante, desobedecida por el tra-
bajador, corresponda a una actividad propia del servicio 
personal a que se ha obligado al trabajador, por su contra-
to de trabajo, o que se relacione de manera directa o conexa 
con el mismo; sin que, por otra parte, sea necesario, como 
pretende el recurrente, que la desobediencia sea de tal mag-
nitud que implique un perjuicio para el patrono, ya que el 
perjuicio intencional, causado por el trabajador durante el 
desempeño de las labores o con motivo de éstas, es objeto 
de la causa específica de despido justificado, prevista por el 
inciso 6" del mismo artículo 78; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
"que del estado de las declaraciones vertidas en la audien-
cia correspondiente es constante que en el taller de la com-
pañía intimante, cierto día el jefe ordenó cerrar las puertas 
para evitar que las máquinas se mojaran, luego mandó a 
Pujols (el trabajador demandante) a que abriera la puerta 
cerrada y éste se negó rotundamente a abrirla, alegando 
a dicho jefe de mecánica (que era su jefe inmediato) que 
mandara a abrirla a Balbuena, otro empleado a quien le 
había ordenado antes cerrar las puedas; a pesar de haber 
sido nuevamente instado a que cumpliera la orden que se 
le había dado, dicho trabajador reiteró su negativa por lo  

cual el mencionado jefe de mecánica le advirtió que se veía 
obligado a reportar el caso al super-intendente, el cual le 
despidió; que tampoco es una razón eficaz en favor del tra-
bajador, la que alega, de que no abrió la puerta (que le 
quedaba a tan solo unas pulgadas de distancia) porque esta-
ba atendiendo en ese momento unas máquinas, ya que la 
operación de abrir la puerta, que le fué ordenada no entor-
pecía, ni impedía en manera alguna, la atención a las máqui-
nas que él alega, sobre todo que esa orden le fué dada por 
quien estaba supervigilando esos trabajos y quien se perca-
taba de la urgente necesidad de abrir la puerta, para cuya 
negativa no tenía razón, justificación moral ni legal el tra-
bajador, ya que ello incluía una abierta desobediencia al 
patrón; que por todos esos motivos el despido quedó jus-
tificado. .."; 

Considerando, además, que en el atta levantada, en fe-
cha doce de septiembre del mil novecientos cincuenta y seis, 
por el Jefe de la Sección de Querellas y Conciliación del De-
partamento de Trabajo, a la cual se refiere la sentencia im-
pugnada, consta que el recurrente Manuel de Jesús Pujols 
S., prestó servicios a la Sociedad Industrial Dominicana, C. 
por A., "como ayudante operador de una máquina de aceite 
crudo"; 

Considerando que, como consecuencia de Lodo lo ante-
riormente expresado, es evidente que el Juez a quo compro-
bó, correctamente, una desobediencia del trabajador recu-
rrente al patrono recurrido, pues la orden dada se relacio-
naba de una manera conexa con el trabajo contratado, ya 
que era necesaria para la buena marcha de las labores, 
dadas las circunstancias del caso, y que, además, esta com-
probación se hizo mediante pruebas regularmente adminis-
tradas, por lo cual en la sentencia impugnada no se han 
violado, ni aplicado falsamente, los artículos 78, párrafo 14, 
y 84 del Código de Trabajo, ni el artículo 1315 del Código 
Civil, como pretende el recurrente en el Primer Medio, por 
lo cual éste debe ser desestimado; 
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tenor de las disposiciones del artículo 1" del citado Código 
es de la esencia del contrato de trabajo que el que se obliga 
a prestar un servicio personal, esta bajo la dependencia 
inmediata o delegada de aquel a quien es prestado el ser-
vicio; 

Considerando que la autoridad a que está sometido el 
trabajador en todo lo concerniente al trabajo, no puede ser 
absoluta ni arbitraria, por lo cual la desobediencia al patro-
no o a sus representantes, erigida como justa causa de 
despido por el inciso 149 del artículo 78 del Código de Tra-
bajo, debe circunscribirse, de acuerdo con la frase, "siem-
pre que se trate del servicio contratado", contenida en su 
propio texto, a los casos en que ella se origina o corneta con 
motivo del servicio contratado, esto es, que la orden dada 
por el patrono o su representante, desobedecida por el tra-
bajador, corresponda a una actividad propia del servicio 
personal a que se ha obligado al trabajador, por su contra-
to de trabajo, o que se relacione de manera directa o conexa 
con el mismo; sin que, por otra parte, sea necesario, como 
pretende el recurrente, que la desobediencia sea de tal mag-
nitud que implique un perjuicio para el patrono, ya que el 
perjuicio intencional, causado por el trabajador durante el 
desempeño de las labores o con motivo de éstas, es objeto 
de la causa específica de despido justificado, prevista por el 
inciso 6" del mismo artículo 78; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
"que del estado de las declaraciones vertidas en la audien-
cia correspondiente es constante que en el taller de la com-
pañía intimante, cierto día el jefe ordenó cerrar las puertas 
para evitar que las máquinas se mojaran, luego mandó a 
Pujols (el trabajador demandante) a que abriera la puerta 
cerrada y éste se negó rotundamente a abrirla, alegando 
a dicho jefe de mecánica (que era su jefe inmediato) que 
mandara a abrirla a Balbuena, otro empleado a quien le 
había ordenado antes cerrar las puertas; a pesar de haber 
sido nuevamente instado a que cumpliera la orden que se 
le había dado, dicho trabajador reiteró su negativa por lo 
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cual el mencionado jefe de mecánica le advirtió que se veía 
obligado a reportar el caso al super-intendente, el cual le 
despidió; que tampoco es una razón eficaz en favor del tra-
bajador, la que alega, de que no abrió la puerta (que le 
quedaba a tan solo unas pulgadas de distancia) porque esta-
ba atendiendo en ese momento unas máquinas, ya que la 
operación be abrir la puerta, que le fué ordenada no entor-
pecía, ni impedía en manera alguna, la atención a las máqui-
nas que él alega, sobre todo que esa orden le fué dada por 
quien estaba supervigilando esos trabajos y quien se perca-
taba de la urgente necesidad de abrir la puerta, para cuya 
negativa no tenía razón, justificación moral ni legal el tra-
bajador, ya que ello incluía una abierta desobediencia al 
patrón; que por todos esos motivos el despido quedó jus-
tificado. .."; 

Considerando, además, que en el acta levantada, en fe-
cha doce de septiembre del mil novecientos cincuenta y seis, 
por el Jefe de la Sección de Querellas y Conciliación del De-
partamento de Trabajo, a la cual se refiere la sentencia im-
pugnada, consta que el recurrente Manuel de Jesús Pujols 
S., prestó servicios a la Sociedad Industrial Dominicana, C. 
por A., "como ayudante operador de una máquina de aceite 
crudo"; 

Considerando que, como consecuencia de 1 odo lo ante-
riormente expresado, es evidente que el Juez a quo compro-
bó, correctamente, una desobediencia del trabajador recu-
rrente al patrono recurrido, pues la orden dada se relacio-
naba de una manera conexa con el trabajo contratado, ya 
que era necesaria para la buena marcha de las labores, 
dadas las circunstancias del caso, y que, además, esta com-
probación se hizo mediante pruebas regularmente adminis-
tradas, por lo cual en la sentencia impugnada no se han 
violado, ni aplicado falsamente, los artículos 78, párrafo 14, 
y 84 del Código de Trabajo, ni el artículo 1315 del Código 
Civil, como pretende el recurrente en el Primer Medio, por 
lo cual éste debe ser desestimado; 



218 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 219 

Considerando que por el Segundo Medio el recurrente 
invoca la violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, alegando "que el Juez a quo, ha tergiversado 
el sentido real de las declaraciones de los testigos y del com-
pareciente personal Manuel de Jesús Pujols Sánchez, desna-
turalizándolas, dándoles un sentido y alcance distinto al 
verdadero y absolutamente cierto"; pero que para funda-
mentar sus afirmaciones el recurrente se refiere al informa-
tivo - celebrado ante el Juez a quo, sin aportar el acta del 
mismo, por lo cual impide a esta Corte la comprobación de 
sí son ciertas las variaciones en las declaraciones de los tes-
tigos por él señaladas, y deja, por tanto, sin fundamento, 
sus alegatos al respecto; 

Considerando que en el medio que se examina se invoca 
también, falta de base legal, fundamentada en una motiva-
ción "confusa", e "inexacta", en la sentencia impugnada, 
que equivale a "inexistencia, o ausencia total de motivos"; 
pero que, en realidad, dicha decisión contiene motivos su-
ficientes aue justifican plenamente su dispositivo, así como 
una exposición completa de los hechos y una descripción 
de las circunstancias de la causa, que han permitido verifi-
car que dicho Tallo es el resultado de una exacta aplicación 
de la ley a los hechos que fueron soberanamente comproba-
dos por los jueces del fondo; que, consecuentemente, el 
Segundo Medio carece, también de fundamento, y, debe, 
por tanto ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Pujols Sánchez con-
tra sentencia pronunciada por la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, de fe-
cha veintinueve de abril del mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho 
del Dr. A. Ballestero Fernández, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
„Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

encia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
rmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que por el Segundo Medio el recurrent e 
 invoca la violación del artículo 141 del Código de Procedí. 

miento Civil, alegando "que el Juez a quo, ha tergiversado 
el sentido real de las declaraciones de los testigos y del com.. 
pareciente personal Manuel de Jesús Pujols Sánchez, desna-
turalizándolas, dándoles un sentido y alcance distinto al 
verdadero y absolutamente cierto"; pero que para funda-
mentar sus afirmaciones el recurrente se refiere al informa.. 
tivo celebrado ante el Juez a quo, sin aportar el acta del 
mismo, por lo cual impide a esta Corte la comprobación de 
sí son ciertas las variaciones en las declaraciones de los tes-
tigos por él señaladas, y deja, por tanto, sin fundamento, 
sus alegatos al respecto; 

Considerando que en el medio que se examina se invoca 
también, falta de base legal, fundamentada en una motiva-
ción "confusa", e "inexacta", en la sentencia impugnada, 
que equivale a "inexistencia, o ausencia total de motivos"; 
pero que, en realidad, dicha decisión contiene motivos su-
ficientes aue justifican plenamente su dispositivo, así como 
una exposición completa de los hechos y una descripción 
de las circunstancias de la causa, que han permitido verifi-
car que dicho Tallo es el resultado de una exacta aplicación 
de la ley a los hechos que fueron soberanamente comproba-
dos por los jueces del 'fondo; que, consecuentemente, el 
Segundo Medio carece, también de fundamento, y, debe. 
por tanto ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Pujols Sánchez con-
tra sentencia pronunciada por la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, de fe-
cha veintinueve de abril del mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho 
del Dr. A. Ballestera Hernández, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 
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(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C. 
.—Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1958 

' Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 20 

de marzo de 1956. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Manuel Emilio Casado. 
Abogado: Lic. Eliseo Romeo Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Nestor 
Contín Ay bar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy d'a diez del 
mes de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, años 
114' de la Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Emilio Casado, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en la casa N" 28-A de la 
calle Duvergé de la Villa de San José de Ocoa, cabecera 
del municipio del mismo nombre, de la Provincia Trujillo 
Valdez, cédula 449, serie 13, sello 6459, contra sentencia del 
Tribunal' Superior de Tierras de fecha veinte de marzo de 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente 'fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Eliseo Romeo Pérez, cédula 48, serie 13, 
sello 21488, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en fecha vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito 
por el Lic. Eliseo Romeo Pérez, en nombre y en representa-
ción del recurrente, en el cual se invocan los medios de 
casación que más adelante se expondrán; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
por medio de la cual se declara el defecto del recurrido Je-
sus María Soto, en el recurso de casación interpuesto por 
Manuel Emilio Casado, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras de fecha veinte de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y seis; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 y 1356 del Código Civil, 
4 y 84 de la Ley de Registro de Tierras, 141 del Código 
de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que la Parcela N 9  107, del Distrito Catastral N^ 3 del muni-
cipio de San José de Ocoa, sitio de Arroyo Hondo, Seccio-
nes "La Ciénaga" y "Naranjal Arriba", lugar de "la Zata", 
con una extensión superficial de 112 Has., 16 As., 48 Cas., 
fué medida catastralmente en virtud de una orden de prio-
ridad dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fe-
cha veintiséis de agosto de mil novecientos cincuenta y 
dos, a requerimiento de Manuel Eniilio Casado; b) que et1 
referido sitio de "Arroyo Hondo" en donde se encuentra 
la mencionada Parcela había sido objeto de mensura y par-
tición de acuerdo con la derogada Ley de 1911, y homolo-
gado dicho procedimiento por sentencia del Juzgado de 
Primera instancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1958 

' Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 20 
de marzo de 1956. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Manuel Emilio Casado. 

Abogado: Lic. Eliseo Romeo Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Nastor 
Contín Ay bar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy dia diez del 
mes de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, años 
114' de la Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Emilio Casado, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en la casa N" 28-A de la 
calle Duvergé de la Villa de San José de Ocoa, cabecera 
del municipio del mismo nombre, de la Provincia Trujillo 
Valdez, cédula 449, serie 13, sello 6459, contra sentencia del 
Tribunal' Superior de Tierras de fecha veinte de marzo de 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente 'fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Eliseo Romeo Pérez, cédula 48, serie 13, 
sello 21488, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en fecha vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito 
por el Lic. Eliseo Romeo Pérez, en nombre y en representa-
ción del recurrente, en el cual se invocan los medios de 
casación que más adelante se expondrán; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 

r medio de la cual se declara el defecto del recurrido Je-
us María Soto, en el recurso de casación interpuesto por 

Manuel Emilio Casado, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras de fecha veinte de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y seis; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 y 1356 del Código Civil, 
4 y 84 de la Ley de Registro de Tierras, 141 del Código 
de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que la Parcela N 9  107, del Distrito Catastral N" 3 del muni-
cipio de San José de Ocoa, sitio de Arroyo Hondo, Seccio-
nes "La Ciénaga" y "Naranjal Arriba", lugar de "la Zata", 
con una extensión superficial de 112 Has., 16 As., 48 Cas., 
fué medida catastralmente en virtud de una orden de prio-
ridad dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fe-
cha veintiséis de agosto de mil novecientos cincuenta y 
dos, a requerimiento de Manuel Emilio Casado; b) que el 
referido sitio de "Arroyo Hondo" en donde se encuentra 
la mencionada Parcela había sido objeto de mensura y par-
tición de acuerdo con la derogada Ley de 1911, y homolo-
gado dicho procedimiento por sentencia del Juzgado de 
Primera instancia del Distrito Judicial de Anua, en fecha 
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treinta de junio de mil novecientos veinticuatro; e) que a 
la audiencia celebrada por el Tribunal de Tierras de Juri s. 
dicción Original en fecha veintidós de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, en la que se conoció del sanea-
miento de dicha parcela, comparecieron: de una parte, Ma-
nuel Emilio Casado representado por el Lic. Eliseo Romeo 
Pérez, reclamante de la totalidad del terreno; y de la otra 
parte, Jesús María Soto Guerrero representado por el doc-
tor Fernando A. Silié Gatón, quien a su vez estuvo repre-
sentado por el doctor J. Francisco Pérez Velázquez, recla-
mante de una porción de terreno dentro de la misma parce-
la; d) que en dicha audiencia el Juez de Jurisdicción Origi-
nal después de oir a las partes en sus respectivas reclama-
ciones a los testigos producidos por las mismas partes y a los 
representantes de éstas, acordó los plazos que le fueron soli-
citados para depositar documentos y escritos ampliatorios 
de sus alegatos: los de Manuel Emilio Casado, sobre el fun-
damento de haber adquirido la mencionada parcela por 
compra en el año mil novecientos veintiséis a los Sucesores 
de Antonio José David y haberla poseído desde entonces, 
sin discusión con nadie; y los de Jesús María Soto Guerre-
ro, sobre el fundamento de que poseía una extensión super-
ficial que no podía precisar, amparado por un documento 
relativo al sitio de Arroyo Hondo; e) que en fecha veinti-
cuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, el 
Lic. Eliseo Romeo Pérez depositó con un escrito de conclu-
siones, los siguientes docunientos: 1.—Acta y plano N° 
711 de fecha 25 de abril de 1925, sobre la mensura "de un 
terreno propiedad de Antonio José David, situado en Arro-
yo Hondo, Común de San José de Ocoa, levantada por el 
Agrimensor Miguel A. Logroño"; 2 —Copia certificada del 
acta NQ 45, de fecha dieciséis de junio de mil novecientos 
cuarenta y ocho, instrumentado por el Notario Público de 
la Común de San José de Ocoa„ Dr. Juan Feo. Pérez Ve-
lázquez, relativo a "Ventas de acciones del sitio mensurado 
de Arroyo Hondo de las comunes de San José de Ocoa y 
Baní"; 3.—Copia certificada del dispositivo de una senten- 
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cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez, de fecha dieciocho de septiembre de mil 

novecientos cincuenta y uno, que condenó a Jesús María 
Soto al pago de una multa de RD$10.00, por destrucción 
de cercas, en perjuicio de Manuel Emilio Casado, a la vez 
que lo descargó del delito de violación de propiedad en per-
juicio del mismo, por insuficiencia de pruebas; 4.— Copia 
certificada del acto No 5 de fecha dieciocho de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, instrumentado por el 
Notario Público de los del número de la Común de Azua, 
licenciado A. Ortiz Marchena, intervenido entre Jorge J. 
David, Manuel Emilio Casado y Felipe Isa relativamente 
a la venta de los terrenos; 5.—Copia del acto bajo firma 
privada intervenido entre Felipe Isa y Manuel Emilio Ca 
sado, en fecha nueve de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, y varios otros documentos que se encuentran en el 
expediente consistentes en cartas, oficios, acto de alguacil 
y una certificación expedida por los Pedáneos de las sec-
ciones de La Ciénaga y el Naranjal Arriba, en relación con 
la posesión de los terrenos; f) que, Jesús María Soto Gue-
rrero, a pesar de haberse agotado el plazo que le concedió 
en audiencia el Juez de Jurisdicción Original y un nuevo pla-
zo que se le acordó en fecha veintisiete de junio de mil nove-
cientos cincuenta y cinco por oficio 1\19 2566, no produjo 
ningún escrito, ni depositó los documentos a que se refirió 
en la mencionada audiencia del veintidós de marzo de mil 
novecientos cincuenta y cuatro; g) que el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original decidió el caso por su senten-
cia de fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta y 
cinco, cuyo dispositivo dice así: "FALA: Primero: Que 
debe rechazar, por improcedente y mal fundada, la recla-
mación presentada por el señor Jesús María Soto, domi-
nicano, mayor de edad, casado, agricultor, portador de la 
cédula personal de identidad número 1074, serie 13, del 
domicilio y residencia de la sección de Naranjal Arriba, 
común de San José Ocoa, sobre una parte de esta par 
cela, declarando de mala fé las mejoras por él fomentadas 
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treinta de junio de mil novecientos veinticuatro; e) que a 
la audiencia celebrada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original en fecha veintidós de marzo de mil nove; 
cientos cincuenta y cuatro, en la que se conoció del sanea-
miento de dicha parcela, comparecieron: de una parte, Ma. 
nuel Emilio Casado representado por el Lic. Eliseo Romeo 
Pérez, reclamante de la totalidad del terreno; y de la otra 
parte, Jesús María Soto Guerrero representado por el doc-
tor Fernando A. Sitié Gatón, quien a su vez estuvo repre-
sentado por el doctor J. Francisco Pérez Velázquez, recla-
mante de una porción de terreno dentro de la misma parce-
la; d) que en dicha audiencia el Juez de Jurisdicción Origi-
nal después de oir a las partes en sus respectivas reclama-
ciones a los testigos producidos por las mismas partes y a los 
representantes de éstas, acordó los plazos que le fueron soli-
citados para depositar documentos y escritos ampliatorios 
de sus alegatos: los de Manuel Emilio Casado, sobre el fun-
damento de haber adquirido la mencionada parcela por 
compra en el año mil novecientos veintiséis a los Sucesores 
de Antonio José David y haberla poseído desde entonces, 
sin discusión con nadie; y los de Jesús María Soto Guerre-
ro, sobre el fundamento de que poseía una extensión super-
ficial que no podía precisar, amparado por un documento 
relativo al sitio de Arroyo Hondo; e) que en fecha veinti-
cuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, el 
Lic. Eliseo Romeo Pérez depositó con un escrito de conclu-
siones, los siguientes docurrtentos: 1.—Acta y plano N 9 

 711 de fecha 25 de abril de 1925, sobre la mensura "de un 
terreno propiedad de Antonio José David, situado en Arro-
yo Hondo, Común de San José de Ocoa, levantada por el 
Agrimensor Miguel A. Logroño"; 2 —Copia certificada del 
acta N9  45, de fecha dieciséis de junio de mil novecientos 
cuarenta y ocho, instrumentado por el Notario Público de 
la Común de San José de Ocoa„ Dr. Juan Feo. Pérez Ve-
lázquez, relativo a "Ventas de acciones del sitio mensurado 
de Arroyo Hondo de las comunes de San José de Ocoa y 
Baní"; 3.—Copia certificada del dispositivo de una senten- 
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cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez, de fecha dieciocho de septiembre de mil 

novecientos cincuenta y uno, que condenó a Jesús María 
Soto al pago de una multa de RD$10.00, por destrucción 
de cercas, en perjuicio de Manuel Emilio Casado, a la vez 
que lo descargó del delito de violación de propiedad en per-
juicio del mismo, por insuficiencia de pruebas; 4.— Copia 
certificada del acto N 9  5 de fecha dieciocho de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, instrumentado por el 
Notario Público de los del número de la Común de Azua, 
licenciado A. Ortiz Marchena, intervenido entre Jorge J. 
David, Manuel Emilio Casado y Felipe Isa relativamente 
a la venta de los terrenos; 5.—Copia del acto bajo firma 
privada intervenido entre Felipe Isa y Manuel Emilio Ca 
sado, en fecha nueve de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, y varios otros documentos que se encuentran en el 
expediente consistentes en cartas, oficios, acto de alguacil 
y una certificación expedida por los Pedáneos de las sec-
ciones de La Ciénaga y el Naranjal Arriba, en relación con 
la posesión de los terrenos; f) que, Jesús María Soto Gue-
rrero, a pesar de haberse agotado el plazo que le concedió 
en audiencia el Juez de Jurisdicción Original y un nuevo pla-
zo que se le acordó en fecha veintisiete de junio de mil nove-
cientos cincuenta y cinco por oficio N 9  2566, no produjo 
ningún escrito, ni depositó los documentos a que se refirió 
en la mencionada audiencia del veintidós de marzo de mil 
novecientos cincuenta y cuatro; g) que el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original decidió el caso por su senten-
cia de fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta y 
cinco, cuyo dispositivo dice así: "FALA: Primero: Que 
debe rechazar, por improcedente y mal fundada, la recla-
mación presentada por el señor Jesús María Soto, domi-
nicano, meyor de edad, casado, agricultor, portador de la 
cédula personal de identidad número 1074, serie 13, del 
domicilio y residencia de la sección de Naranjal Arriba, 
común de San José de Ocoa, sobre una parte de esta par 
cela, declarando de mala fé las mejoras por él fomentadas 
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dentro de la misma, regidas éstas por la primera parte del 
artículo 555 del Código Civil; Segundo: Que debe ordenar' 
el registro del derecho de propiedad de esta parcela y s us 

 mejoras, en favor del señor Manuel Emilio Casado, (re-
produce sus generales), haciendo constar sobre la misma 
el registro de una hipoteca judicial a favor del señor Joa-
quín Diógenes Pimentel, por la suma de RD$971.60"; h) 
que de esta sentencia apeló en fecha 21 de julio de 1955, 
Jesús Maria Soto Guerrero y luego de conocerse de la 
causa ante el Tribunal Superior de Tierras en fecha vein-
tinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
depositó un acto 1\1 9  37, de fecha doce de junio de mil nove-
cientos doce, debidamente transcrito, instrumentado por el 
Juez Alcalde de la entonces Común de San José de Ocoa 
en funciones de Notario, mediante el cual José Velázquez 
vende a Jesús María Soto "un predio de terreno, sembrado 
de palmas de canas, en la sección de Naranjal de la Co-
mún de San José de Ocoá", que linda: al "Norte, con mon-
tes del vendedor; al Sur, con un botado del señor Seferino 
Velázquez; al Este, con otro botado de Juan Nepomuceno 
Velázquez, y al Oeste, montes del mismo vendedor", y por 
la mediación del Dr. Fernando A. Si'ié Gatón concluyó pi-
diendo, de manera principal, que se revocara la sentencia 
apelada y se le adjudicara la porción de terreno ocupado 
por él, determinada por la posesión mantenida en ese sitio, 
en razón de que el documento de compra no ha dicho expre 
samente la cantidad de terreno, la cual según afirmó el re-
clamante alcanza a 300 tareas, poco más o menos, y sub-
sidiariamente, en el sentido de que si se estimaba necesario 
completar la instrucción con la audición de testigos, se le 
diera entonces "la oportunidad en nueva audiencia para 
hacer oir los mismos testigos"; i) que a su vez ;  el licenciado 
Eliseo Romeo Pérez, concluyó en el sentido de que se recha-
zara el pedimento de registro formulado por su contradictor 
y se confirmara la sentencia apelada, y que para "más 

brevedad proponía al colega y solicitaba al Tribunal que 
en vez de hacer una ampliación réplica de esta audiencia", 

se les diera un plazo para hacer réplica y contra réplica 
mediante escritos, que sería mejor y no se alargarían las 

audiencias; j) que ambas partes presentaron nuevos es-
critos dentro de los plazos acordados por el Tribunal, en 
los cuales ratificaron sus conclusiones presentadas en au-
diencia; y k) que el Tribunal Superior de Tierras dictó sen-
tencia en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y seis; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia del TI -- 
bunal Superior de Tierras de fecha veinte de marzo de mil 
novecientos cincuenta y seis, ahora impugnada en casación 
dice así: "FALLA: Primero: Se acoge la apelación inter-
puesto en fecha 21 de julio de 1955, por el señor Jesús Ma-. 
ría Soto Guerrero; Segundo: Se modifica la Decisión N" 
1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal en fecha 13 de julio de 1955, en el saneamiento de la 
Parcela N° 107 del Distrito Catastral N 9  3 del municipio 
de San José de Ocoa, sitio de Arroyo Hondo, Provincia 
Trujillo Valdez, para que su dispositivo, en lo adelante rija 
del siguiente modo: PARCELA NUMERO 107; Area 112 
Has., 16 Cas.: Que debe ordenar y ordena el registro del 
derecho de propiedad sobre esta parcela y sus mejoras en 
la siguiente forma: a) 11 Has., 62 As., 50 Cas., más o me-
nos, en el lugar de su posesión, en favor del señor Jesús 
María Soto, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
portador de la cédula N° 1074, serie 13, domiciliado y resi-
dente en la sección de Naranjal Arriba, municipio de San 
José de Ocoa; b) el resto de la parcela en favor del señor 
Manuel Emilio Casado, (reproduce sus generales)"; 

Considerando que por su Memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 1315 y 1356 dle Códivo Civil"; "Se-
gundo Medio: Violación del artículo 4 de la Ley de Registro 
de Tierras"; y "Tercer Medio: Violación de los artículos 
84 de la Ley de Registro de Tierras y 141 del Código de 
Procedimiento Civil"; 
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dentro de la misma, regidas éstas por la primera parte del 
artículo 555 del Código Civil; Segundo: Que debe ordenar,  
el registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus 
mejoras, en favor del señor Manuel Emilio Casado, (re-
produce sus generales), haciendo constar sobre la misma, 
el registro de una hipoteca judicial a 'favor del señor Joa-
quín Diógenes Pimentel, por la suma de RD$971.60"; h) 
que de esta sentencia apeló en fecha 21 de julio de 1955, 
Jesús Maria Soto Guerrero y luego de conocerse de la 
causa ante el Tribunal Superior de Tierras en fecha vein-
tinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
depositó un acto N 9  37, de fecha doce de junio de mil nove-
cientos doce, debidamente transcrito, instrumentado por el 
Juez Alcalde de la entonces Común de San José de Ocoa 
en funciones de Notario, mediante el cual José Velázquez 
vende a Jesús María Soto "un predio de terreno, sembrado 
de palmas de canas, en la sección de Naranjal de la Co-
mún de San José de Ocoá", que linda: al "Norte, con mon-
tes del vendedor; al Sur, con un botado del señor Seferino 
Velázquez; al Este, con otro botado de Juan Nepomuceno 
Velázquez, y al Oeste, montes del mismo vendedor", y por 
la mediación del Dr. Fernando A. SPié Gatón concluyó pi-
diendo, de manera principal, que se revocara la sentencia 
apelada y se le adjudicara la porción de terreno ocupado 
por él, determinada por la posesión mantenida en ese sitio, 
en razón de que el documento de compra no ha dicho expre 
samente la cantidad de terreno, la cual según afirmó el re-
clamante alcanza a 300 tareas, poco más o menos, y sub-
sidiariamente, en el sentido de que si se estimaba necesario 
completar la instrucción con la audición de testigos, se le 
diera entonces "la oportunidad en nueva audiencia para 
hacer oir les mismos testigos"; i) que a su vez ;  el licenciado 
Eliseo Romeo Pérez, concluyó en el sentido de que se recha-
zara el - pedimento de registro formulado por su contradictor 
y se confirmara la sentencia apelada, y que para "más 
brevedad proponía al colega y solicitaba al Tribunal que 
en vez de hacer una ampliación réplica de esta audiencia", 

se les diera un plazo para hacer réplica y contra réplica 
mediante escritos, que sería mejor y no se alargarían las 
audiencias; j) que ambas partes presentaron nuevos es-
critos dentro de los plazos acordados por el Tribunal, en 
los cuales ratificaron sus conclusiones presentadas en au-
diencia; y k) que el Tribunal Superior de Tierras dictó sen-
tencia en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y seis; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha veinte de marzo de mil 
opecientos cincuenta y seis, ahora impugnada en casación 

dice así: "FALLA: Primero: Se acoge -  la apelación inter-
puesto en fecha 21 de julio de 1955, por el señor Jesús Ma-. 
ría Soto Guerrero; Segundo: Se modifica la Decisión N° 
1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal en fecha 13 de julio de 1955, en el saneamiento de la 
Parcela N° 107 del Distrito Catastral No 3 del municipio 
de San José de Ocoa, sitio de Arroyo Hondo, Provincia 
Trujillo Valdez, para que su dispositivo, en lo adelante rija 
del siguiente modo: PARCELA NUMERO 107; Área 112 
Has., 16 Cas.; Que debe ordenar y ordena el registro del 
derecho de propiedad sobre esta parcela y sus mejoras en 
la siguiente forma: a) 11 Has., 62 As., 50 Cas., más o me-
nos, en el lugar de su posesión, en favor del señor Jesús 
María Soto, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
portador de la cédula N9 1074, serie 13, domiciliado y resi-
dente en la sección de Naranjal Arriba, municipio de San 
José de Ocoa; b) el resto de la parcela en favor del señor 
Manuel Emilio Casado, (reproduce sus generales)"; 

Considerando que por su Memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 1315 y 1356 dle Códivo Civil"; "Se-
gundo Medio: Violación del artículo 4 de la Ley de Registro 
de Tierras"; y "Tercer Medio: Violación de los artículos 
84 de la Ley de Registro de Tierras y 141 del Código de 
Procedimiento Civil"; 
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Considerando en cuanto al primer medio de casación: 
que en síntesis, lo alegado por el recurrente es que, él hizo 
la prueba ante los jueces del fondo, de que los terrenos 
con sus colindancias bien determinadas fueron ocupados y 
fomentados desde hace más de cuarenta años por su cau-
sante, quien desde el año mil novecientos veinticincso los 
hizo objeto de mensura y partición debidamente homolo-
gada y se los traspasó en mil novecientos veintiséis según 
documento que está transcrito, en las mismas condiciones 
en que lo ha venido poseyendo él, esto es, como dueño ex-
clusivo, sin ser molestado y sin haber tenido discusión con 
nadie, hasta el año mil novecientos cincuenta y uno cuando 
el actual intimado Jesús María Soto Guerrero se introdujo 
dentro de la Parcela y consecuentemente fué condenado por 
el delito ae destrucción de cercas, quedando pendiente otra 
causa penal en cuanto al delito de violación de Propiedad, 
hasta que el Tribunal de Tierras desidiera sobre el sanea-
miento; que fué en virtud de esa prueba que el Juez de Ju-
risdicción Original le adjudicó la totalidad de la Parcela y 
rechazó la reclamación de la porción que pretendía Jesús 
María Soto Guerrero, ya que según la confesión de éste, solo 
entró ahí en mil novecientos cincuenta y uno y antes de esa 
fecha lo que tuvo fué una posesión ideal derivada del acto 
de mil novecientos doce, el cual de haberle podido transmi-
tir algún derecho, éste quedó aniquilado por la mensura y 
partición homologada de mil novecientos veinte y cuatro; 
que "no obstante la confesión clara y precisa 'del propio re-
clamante Soto Guerrero, y la hecha por los señores José F. 
Subero, José María Santana y José Abraham Sajiun las 
cuales no fueron objeto de consideración por parte del Tri-
bunal Surerior de Tierras, la decisión impugnada apoyó su 

.dispositivo en las declaraciones inacordes, mentirosas, de 
tres enemigos del recurrente .. . que quisieron atribuir al 
intimado una posesión material de larga duración que el 
propio reclamante desmintió", con lo cual, sostiene el recu-
rrente, que se violaron los artículos 1315 y 1356 del Código 
Civil; pero 

Considerando que las jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar el valor del testimonio en jus 

ic 	

- 
y pueden, por tanto, en caso de desacuerdo de los 

testigos, acoger las deposiciones que aprecien como since-

ras, sin i necesidad de motivar de una manera especial o 
expresada una de las declaraciones que se hayan pro-
ducido en sentido contrario; que en la sentencia impugnada, 
el Tribunal a quo para estatuir sobre el recurso de apela-
ción interpuesto por Jesús María Soto Guerrero contra el 
fallo del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, esta-
bleció fundándose en los elementos de prueba aportados 
regularmente al debate, que el Juez de Jurisdicción Original 
rechazó la reclamación de Jesús María Soto G. porque a su 
juicio, las declaraciones de los testigos presentados por di-
cho reclamante "adolecen de vaguedad, imprecisión y con-
tradicción, y que han sido el fruto de la complacencia en 
favor de Jesús María Soto y no el deseo imparcial de ayu-
dar a la justicia"; que dicho Tribunal a quo, luego de haber 
examinado en detalle todas y cada una de esas declaracio-
nes, en aquellos puntos en que específicamente el mencio-
nado Juez se había fundado para decidir como lo hizo, esta-
bleció en la sentencia ahora impugnada mediante la pon-
deración de todos y cada uno de esos testimonios, que no 
adolecían de los vicios señalados por el Juez de Jurisdicción 
Original y luego de reconocer que dichas declaraciones 
eran sinceras, contrariamente a como lo había apreciado 
dicho Juez, en la sentencia apelada y que no incurrían en 
ninguna contradicción, expresó: que ya en grado de apela-
ción el señor Jesús María Soto Guerrero depositó el acto 
N9  37 de fecha doce de junio de mil novecientos doce, debi-
dabente transcrito ... mediante el cual el señor José Ve-
lázquez le vendió un predio de terreno, sembrado de palmas 
de canas. .. , documento éste que no presentó ante el Juez 
de Jurisdicción Original; "que como el sitio de Arroyo Hon-
do en el cual se encuentra ubicada esta parcela fué objeto 
de mensura y partición homologada por sentencia de fecha 
30 de junio de 1924, por este procedimiento auedaron ani- 
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Considerando en cuanto al primer medio de casación: 
que en síntesis, lo alegado por el recurrente es que, él hizo 
la prueba ante los jueces del fondo, de que los terrenos 
con sus colindancias bien determinadas fueron ocupados y 
fomentados desde hace más de cuarenta años por su cau-
sante, quien desde el año mil novecientos veinticincso los 
hizo objeto de mensura y partición debidamente homolo-
gada y se los traspasó en mil novecientos veintiséis según 
documento que está transcrito, en las mismas condiciones 
en que lo ha venido poseyendo él, esto es, como dueño ex-
clusivo, sin ser molestado y sin haber tenido discusión con 
nadie, hasta el año mil novecientos cincuenta y uno cuando 
el actual intimado Jesús María Soto Guerrero se introdujo 
dentro de la Parcela y consecuentemente fué condenado por 
el delito ae destrucción de cercas, quedando pendiente otra 
causa penal en cuanto al delito de violación de Propiedad, 
hasta que el Tribunal de Tierras desidiera sobre el sanea-
miento; que fué en virtud de esa prueba que el Juez de Ju-
risdicción Original le adjudicó la totalidad de la Parcela y 
rechazó la reclamación de la porción que pretendía Jesús 
María Soto Guerrero, ya que según la confesión de éste, solo 
entró ahí en mil novecientos cincuenta y uno y antes de esa 
fecha lo que tuvo fué una posesión ideal derivada del acto 
de mil novecientos doce, el cual de haberle podido transmi-
tir algún derecho, éste quedó aniquilado por la mensura y 
partición homologada de mil novecientos veinte y cuatro; 
que "no obstante la confesión clara y precisa del propio re-
clamante Soto Guerrero, y la hecha por los señores José F. 
Subero, José María Santana y José Abraham Sajiun las 
cuales no fueron objeto de consideración por parte del Tri-
bunal Surerior de Tierras, la decisión impugnada apoyó su 

--dispositiva en las declaraciones inacordes, mentirosas, de 
tres enemigos del recurrente .. . que quisieron atribuir al 
intimado una posesión material de larga duración que el 
propio reclamante desmintió", con lo cual, sostiene el recu-
rrente, que se violaron los artículos 1315 y 1356 del Código 
Civil; pero 

Considerando que las jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar el valor del testimonio en jus- 

pueden, por tanto, en caso de desacuerdo de los 

testigos, y os, acoger las deposiciones que aprecien como since- 
ras, sin necesidad de motivar de una manera especial o 
expresaicada una de las declaraciones que se hayan pro- 
ducido en sentido contrario; que en la sentencia impugnada, 
el Tribunal a quo para estatuir sobre el recurso de apela- 
ción interpuesto por Jesús María Soto Guerrero contra el 
fallo del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, esta- 
bleció fundándose en los elementos de prueba aportados 
regularmente al debate, que el Juez de Jurisdicción Original 
rechazó la reclamación de Jesús María Soto G. porque a su 
juicio, las declaraciones de los testigos presentados por di- 
cho reclamante "adolecen de vaguedad, imprecisión y con- 
tradicción, y que han sido el fruto de la complacencia en 
favor de Jesús María Soto y no el deseo imparcial de ayu- 
dar a la justicia"; que dicho Tribunal a quo, luego de haber 
examinado en detalle todas y cada una de esas declaracio- 
nes, en aquellos puntos en que específicamente el mencio- 
nado Juez se había fundado para decidir como lo hizo, esta- 
bleció en la sentencia ahora impugnada mediante la pon- 
deración de todos y cada uno de esos testimonios, que no 
adolecían de los vicios señalados por el Juez de Jurisdicción 
Original y luego de reconocer que dichas declaraciones 
eran sinceras, contrariamente a como lo había apreciado 
dicho Juez, en la sentencia apelada y que no incurrían en 
ninguna contradicción, expresó: que ya en grado de apela- 
ción el señor Jesús María Soto Guerrero depositó el acto 
N' 37 de fecha doce de junio de mil novecientos doce, debi- 
dabente transcrito ... mediante el cual el señor José Ve- 
lázquez le vendió un predio de terreno, sembrado de palmas 

. de canas. .. , documento éste que no presentó ante el Juez 
de Jurisdicción Original; "que como el sitio de Arroyo Hon- 
do en el cual se encuentra ubicada esta parcela fué objeto 
de mensura y partición homologada por sentencia de fecha 
30 de junio de 1924, por este procedimiento auedaron ani- 
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quilados los derechos del señor Jesbs María Soto, así Co rno 
 la posesión que para fines de prescripción midiera haber 

mantenido hasta esa fecha"; pero, que la posesión iniciada 
entonces, o sea el treinta de junio de mil novecientos vein-
ticuatro, mantenida hasta el día en que se presentaron las 
reclamaciones contradictorias sobre esta parcela, o sea el 
de la audiencia del veintidós de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, ha durado 29 años y 9 meses, más del 
tiempo requerido entonces para que a su favor se haya ope. 
rado la prescripción adquisitiva, de acuerdo con el artícu-
lo 2262 del Código Civil según ha sido modificado; que, 
consiguientemente dicho Tribunal a quo al estatuir así, no 
ha incurrido en las violaciones denunciadas por el recu-
rrente en el medio que se examina, por lo cual debe ser 
desestimado; 

Considerando en cuanto al segundo medio de casación 
por el cual el recurrente invoca la violación del artículo 
4 de la Ley de Registro de Tierras; oue, dicho recurrente 
aduce, que el intimado basó su reclamación en su calidad 
de dueño según una escritura del año 1912 y además, en la 
circunstancia de haber entrado a cultivar la porción de 
terreno que reclamó en el año mil novecientos cincuenta 
y uno; que "lo primero no basta por sí solo para constituir 
una una posesión engendradora de derechos de propiedad, 
al tenor del artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras" 
y "lo segundo constituye una usurpación carente de dura-
ción para constituir una posesión capaz de hacer adquirir 
por prescripción; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo en la sentencia im-
pugnada (lió por establecido en cuanto a la escritura de 
mil novecientos doce, lo siguiente: "que como el sitio de 
Arroyo Hondo en el cual se encuentra ubicada esta parcela 
fué objeto de mensura y partición homologada por senten-
cia de fecha 30 de junio de 1924, por este procedimiento 
quedaron aniquilados los derechos del señor Jesús María 
Soto, así como la posesión que para fines de prescripción 
pudieran haber mantenido hasta esa fecha"; que, esas con- 

sideraciones ponen de manifiesto que dicho Tribunal des-
cartó en este punto las pretensiones del reclamante ahora 
intimado en. casación, y por tanto, los alegatos que el re-
currente hace en relación con este mismo punto, deben 
ser desestimados; 

Considerando que igualmente, el Tribunal a quo puso 
de manifiesto en el fallo impugnado no haber tenido en 
cuenta exclusivamente el hecho comprobado y admitido por 
dicho Tribunal, de que Jesús María Soto entrara a cultivar 
la porción de terreno de que se trata en mil novecientos 
cincuenta y uno, sino que, para hacer derecho a su recla-
mación sobre la indicada porción de terreno, se fundó en 
los testimonios que ponderó soberanamente estableciendo 

-que, la posesión iniciada por Soto Guerrero con posteriori-
dad a la homologación antes dicha, "esto es el 30 de junio 
de 1924, mantenida hasta el día en que se presentaron las 
reclamaciones contradictoria sobre esta parcela, o sea el 
de la audiencia del 22 de marzo de 1954, ha durado 29 
años y 9 meses, más del tiempo requerido entonces para que 
en su favor se haya operado la prescripción adquisitiva, 
de acuerdo cc7n el artículo 2262 del Código Civil según ha 
sido modificado"; que en consecuencia, los alegatos que 
sobre este punto .también hace el recurrente, deben ser 
desestimados, tanto como todo el segundo medio de casa-
ción que se examina; 

Considerando que por el tercero y último medio de 
casación el recurrente invoca "la violación de los artículos 
84 de la Ley de Registro de Tierras y 141 del Código de 
Procedimiento Civil"; y aduce, en resumen, entre algunas 
cuestiones de puro hecho que escapan al control de la Su-
prema Corte de Justicia, como Corte de Casación, que al 
no tomar en consideración el Tribunal a quo la confesión 
de Jesús María Soto, haber adoptado "las declaraciones 
inacordes de los testigos que depusieron en su favor, y ha-
cer caso omiso de la disposición útil y seria de los testigos 
José F. Subero, José A. Sajiún y José IW Santana" dicho 
Tribunal violó los referidos textos legales; pero, 
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quilados los derechos del señor Jeáús María Soto, así Co mo 
 la posesión que para fines de prescripción pudiera haber 
 mantenido hasta esa fecha"; pero, que la posesión iniciada 

entonces, o sea el treinta de junio de mil novecientos vein-
ticuatro, mantenida hasta el día en que se presentaron las 
reclamaciones contradictorias sobre esta parcela, o sea el 
de la audiencia del veintidós de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, ha durado 29 años y 9 meses, más del 
tiempo remerido entonces para que a su favor se haya ope. 
rado la prescripción adquisitiva, de acuerdo con el artícu-
lo 2262 del Código Civil según ha sido modificado; que, 
consiguientemente dicho Tribunal a quo al estatuir así, no 
ha incurrido en las violaciones denunciadas por el recu-
rrente en el medio que se examina, por lo cual debe ser 
desestimado; 

Considerando en cuanto al segundo medio de casación 
por el cual el recurrente invoca la violación del artículo 
4 de la Ley de Registro de Tierras; oue, dicho recurrente 
aduce, que el intimado basó su reclamación en su calidad 
de dueño según una escritura del año 1912 y además, en la 
circunstancia de haber entrado a cultivar la porción de 
terreno que reclamó en el año mil novecientos cincuenta 
y uno; que "lo primero no basta por sí solo para constituir 
una una posesión engendradora de derechos de propiedad, 
al tenor del artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras" 
y "lo segundo constituye una usurpación carente de dura-
ción para constituir una posesión capaz de hacer adquirir 
por prescripción; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo en la sentencia im-
pugnada dió por establecido en cuanto a la escritura de 
mil novecientos doce, lo siguiente: "que como el sitio de 
Arroyo Hondo en el cual se encuentra ubicada esta parcela 
fué objeto de mensura y partición homologada por senten-
cia de fecha 30 de junio de 1924, por este procedimiento 
quedaron aniquilados los derechos del señor Jesús María 
Soto, así como la posesión que para fines de prescripción 
pudieran haber mantenido hasta esa fecha"; que, esas con- 

sideraciones ponen de manifiesto que dicho Tribunal des-
cartó en este punto las pretensiones del reclamante ahora 
intimado en. casación, y por tanto, los alegatos que el re-
currente hace en relación con este mismo punto, deben 
ser desestimados; 

Considerando que igualmente ;  el Tribunal a quo puso 
de manifiesto en el fallo impugnado no haber tenido en 
cuenta exclusivamente el hecho comprobado y admitido por 
dicho Tribunal, de que Jesús María Soto entrara a cultivar 
la porción de terreno de que se trata en mil novecientos 
cincuenta y uno, sino que, para hacer derecho a su recla-
mación sobre la indicada porción de terreno, se fundó en 
los testimonios que ponderó soberanamente estableciendo 
que, la posesión iniciada por Soto Guerrero con posteriori-
dad a la homologación antes dicha, "esto es e! 30 de junio 
de 1924, mantenida hasta el día en que se presentaron las 
reclamaciones contradictoria sobre esta parcela, o sea el 
de la audiencia del 22 de marzo de 1954, ha durado 29 
años y 9 meses, más del tiempo requerido entonces para que 
en su favor se haya operado la prescripción adquisitiva, 
de acuerdo din el artículo 2262 del Código Civil según ha 
sido modificado"; que en consecuencia, los alegatos que 
sobre este punto .también hace el recurrente, deben ser 
desestimados, tanto como todo el segundo medio de casa-
ción que se examina; 

Considerando que por el tercero y último medio de 
casación el recurrente invoca "la violación de los artículos 
84 de la Ley de Registro de Tierras y 141 del Código de 
Procedimiento Civil"; y aduce, en resumen, entre algunas 
cuestiones de puro hecho que escapan al control de la Su-
prema Corte de Justicia, como Corte de Casación, que al 
no tomar en consideración el Tribunal a quo la confesión 
de jesús María Soto, haber adoptado "las declaraciones 
inacordes de los testigos que depusieron en su favor, y ha-
cer caso omiso de la disposición útil y seria de los testigos 
José F. Subero, José A. Sajiún y José MI Santana" dicho 
Tribunal violó los referidos textos legales; pero, 
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Considerando que por cuanto se ha expuesto con oca-
sión del examen del primer medio de casación, los alegatos 
del recurrente en relación con este último medio de casa-
ción deben ser también desestimados; que, por otra parte, 
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes q ue 

 justifican plenamente su dispositivo, y no ha violado, por 
 tanto, el artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras ni 

tampoco el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
que contiene la regla general que impone a los jueces la 
obligación de motivar sus sentencias, por lo cual procede 
desestimar el presente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Emilio Casado contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha veinte 
de marzo de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C. —Car-
los Ml. Lamarche H.— Néstor Contín Aybar— Clod. Ma-
teo-Fernández.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1958 

senl encia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 2 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Duarte Pepin. 

Dios, Patria y Libertad.. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por !os Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista- C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contri Aybar y Clodorniro 
Mateo Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Duarte Pepin, dominicano, soltero, abogado, mayor de edad, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 24776, 
serie 31, sello 50951, contra sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís. en sus atribuciones 
criminales, en fechá dos de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictainen del Magistrado Procurador General 

de la República; 	 - 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
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Considerando que por cuanto se ha expuesto con oca-
sión del examen del primer medio de casación, los alegatos 
del recurrente en relación con este último medio de casa-
ción deben ser también desestimados; que, por otra parte, 
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes qu e 

 justifican plenamente su dispositivo, y no ha violado, por 
tanto, el artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras ni 
tampoco el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
que contiene la regla general que impone a los jueces la 
obligación de motivar sus sentencias, por lo cual procede 
desestimar el presente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Emilio Casado contra s 
tencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha veinte 
de marzo de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C. —Car-
los Ml. Lamarche H.— Néstor Contín Aybar.— Clod. Ma-
teo-Fernández.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1958 

menda Impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 2 de octubre de 1957. 

teria: Penal. 

urrente: Rafael Duarte Pepín. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por !os Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista- C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contra Aybar y Clodorniro 
Mateo Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Duarte Pepin, dominicano, soltero, abogado, mayor de edad, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 24776, 
serie 31, sello 50951, contra sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís. en sus atribuciones 
criminales, en fecha dos de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
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en fecha diez de octubre del mismo año (1957), en la cu al 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, cespués de haber del 
berado, y vistos los artículos 282, 291 del Código de Proce-
dimiento Criminal y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de 'tasación; 

Considerando que en la sentencu. impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de los recursos de apelación interpuestos por el acusado Ra-
fael Duarte Pepín, contra sentencia dictada en sus atribu-
ciones criminales, en fecha veinticinco de octubre de mil 
novecientos cincuenta y cinco, por la Tercera Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-

. cional, dicho acusado compareció en fecha quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, por ante la Secretaría de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, para ser 
interrogado sobre constitución de abogado; b) que dicho acu-
sado al ser interrogado por el Primer Sustituto de Presi-
dente de la mencionada Corte, en funciones de Presidente, 
contestó que había conferido mandato para que lo defendie-
ran y postularan por él a los doctores José Escuder y Angelo 
Elmúdesi Porcella, pero únicamente en cuanto a los recursos 
de apelación que versan sobre las actuaciones incidentales; 
c) que en un día no indicado del mes de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete, a requerimiento del Procurador 
General de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, el acu-
sado fué citado, por medio de alguacil, para Que compare-
ciera el veintitrés de ese mismo mes, a las 9 a.m., por ante 
la Corte de Apelación de San Pedro 'de Macorís, a fin de 
que constituyera "abogado en cuanto al fondo, en la causa 
pendiente a su cargo por ante la Corte cte Apelación de 
San Pedro de Macorís, por el crimen de tentativa de homi-
cidio en la persona de Pedro Pablo Frandera Grandgerard''; 
e) que el original de la citación de este acto le fué enviado 
al Procurador General de la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, por el Procurador General de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, por oficio N" 961, del 9 del  

m ismo mes de agosto de 1957' f) que el acusado Pepín no ob-
temperó a la indicada citación, habiendo sido dictado el 
seismo día de la no comparecencia, veintitrés de agosto, 
un auto, por el Magistrado Presidente de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, mediante el cual se le 
designó a dicho acusado, como abogado para que lo asista 
en sus medios de defensa en cuanto al fondo. a la abogado 
de oficio de la referida Corte, Dra. Isidora Mejías de la 
Rocha; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Desestima, por improcedente, el pedimento que, in limi-
ne litis, ha formulado el acusado Doctor Rafael Duarte Pe-
pín, en audiencia de esta fecha, el cual pedimento figura en 
otro lugar de la presente decisión; y mantiene. mientras el 
acusado no constituya otro abogado defensor, la designación 
del abogado de oficio de esta Corte que, mediante el auto 
correspondiente, le fué nombrado para que lo asista en sus 
medios de defensa; SEGUNDO: Reenvía, para otra fecha 
que se fijará oportunamente, el conocimiento de la presente 
causa criminal, a fin de darle oportunidad a dicho acusado 
de escoger el abogado que considere conveniente para postu-
lar por él en cuanto al fondo de la causa que se le sigue; 
TERCERO: Reserva las costas"; 

Considerando que el recurrente no ha formulado ningún 
medio determinado en apoyo de su recurso de casación; 
que, por su parte, el Magistrado Procurador General de la 
República ha concluido pidiendo la inadmisión del mismo 
recurso por haber sido interpuesto fuera del plazo indicado 
por la ley; 

• 
Considerando, en cuanto al medio de inadmisión, que 

la sentencia impugnada fué dictada el dos de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete y el recurso de casación 
fué interpuesto por el acusado el día diez 'del mismo mes de 
octubre; que, por tanto, dicho-  recurso se hizo dentro del 
plazo de diez días señalado por el artículo 29 de la Ley sobre 
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en fecha diez de octubre del mismo año (1957) , en la en 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, cespués de haber del 
berado, y vistos los artículos 282, 291 del Código de Proce-
dimiento Criminal y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de los recursos de. apelación interpuestos por el acusado Ra-
fael Duarte Pepín, contra sentencia dictada en sus atribu-
ciones criminales, en fecha veinticinco de octubre de mil 
novecientos cincuenta y cinco, por la Tercera Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, diche acusado compareció en fecha quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, por ante la Secretaría de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, para ser 
interrogado sobre constitución de abogado; b) que dicho acu-
sado al ser interrogado por el Primer Sustituto de Presi-
dente de la mencionada Corte, en funciones de Presidente, 
contestó que había conferido mandato para que lo defendie-
ran y postularan por él a los doctores José Escúder y Angelo 
Elmúdesi Porcella, pero únicamente en cuanto a los recursos 
de apelación que versan sobre las actuaciones incidentales; 
c) aue en un día no indicado del mes de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete, a requerimiento del Procurador 
General de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, el acu-
sado fué citado, por medio de alguacil, para aue compare-
ciera el veintitrés de ese mismo mes, a las 9 a.m., por ante 
la Corte de Apelación de San Pedro 'de Macorís, a fin de 
que constituyera "abogado en cuanto al fondo, en la causa 
pendiente a su cargo por ante la Corte cip Apelación de 
San Pedro de Macorís, por el crimen de tentativa de homi-
cidio en la persona de Pedro Pablo Frandera Grandgerard"; 
e) que el original de la citación de este acto le 'fué enviado 
al Procurador General de la. Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, por el Procurador General de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, por oficio N9 961, del 9 del 

BOLETÍN JUDICIAL 

mismo mes de agosto de 1957' f) que el acusado Pepín no ob- 
temperó a la indicada citación, habiendo sido dictado el 

ismo día de la no comparecencia, veintitrés de agosto, 
un auto, por el Magistrado Presidente de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, mediante el cual se le 
designó a dicho acusado, como abogado para que lo asista 
en sus medios de defensa en cuanto al fondo. a la abogado 
de oficio de la referida Corte, Dra. Isidora Mejías de la 

ocha ; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Desestima, por improcedente, el pedimento que, in limi-
ne litis, ha formulado el acusado Doctor Rafael Duarte Pe-
pín, en audiencia de esta fecha, el cual pedimento figura en 
otro lugar de la presente decisión; y mantiene. mientras el 
acusado no constituya otro abogado defensor; la designación 
del abogado de oficio de esta Corte que, mediante el auto 
correspondiente, le fué nombrado para que lo asista en sus 
medios de defensa; SEGUNDO: Reenvía, para otra fecha 
que se fijará oportunamente, el conocimiento de la presente 
causa criminal, a fin de darle oportunidad a dicho acusado 
de escoger el abogado que considere conveniente para postu-
lar por él en cuanto al 'fondo de la causa que se le sigue; 
TERCERO: Reserva las costas"; 

Considerando que el recurrente no ha formulado ningún 
medio determinado en apoyo de su recurso de casación; 
que, por su parte, el Magistrado Procurador General de la 
República ha concluido pidiendo la inadmisión del mismo 
recurso por haber sido interpuesto fuera del plazo indicado 
por la ley; 

Considerando, en cuanto al medio de inadmisión, que 
la sentencia impugnada fué dictada el dos de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete y el recurso de casación 
fué interpuesto por el acusado el día diez del mismo mes de 
octubre; que, por tanto, dicho.' recurso se hizo dentro del 
plazo de diez días sefitalado por el artículo 29 de la Ley sobre 
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Procedimiento de Casación, razón por la cual debe ser des-
estimado el medio propuesto por el ministerio público; 

Considerando, en cuanto al recurso del acusado, que el 
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto qu e 

 la Corte a qua, después de responder a los alegatos que for-
muló el acusado in limine litis, tendientes a demostrar en 
esencia la violación en su perjuicio del derecho de defensa, 
por haberse hecho la designación del abogado defensor del 
fondo de la causa estando él ausente y sin haberse cum-
plido con las formalidades del artículo 291 del Código de 
Procedimiento Criminal, dicha Corte decidió en el disposi-
tivo de su fallo mantener la designación del abogado de 
oficio que fué nombrado, mientras el acusado no constituya 
otro abogado defensor y reenviar el conocimiento de la 
causa criminal para otra fecha que se fijará oportunamen-
te "a fin de darle oportunidad a dicho acusado de escoger 
el abogado que considere conveniente para postular por él 
en cuanto al fondo de la causa que se le sigue"; que, en 
tales condiciones, la sentencia impugnada no pudo incurrir, 
con lo decidido, en la violación del derecho de defensa del 
acusado ni en vicio alguno que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Duarte Pepín contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en fecha dos de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, en atribuciones criminales, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes, y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.—. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

ntencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República, en fun-
ciones de Tribunal Superior Administrativo, de fecha 13 

de diciembre de 1956. 

Materia:Contencioso-Administrava. 

Recurrente: Ingenio Santa Fé, Inc. 
Abogados: Dr. Enrique Peynado, Licdos. Julio F. Peynado y Manuel 

Vicente Feliú. 

Recurrido: Estado Dominicano. 
Abogado: Lic. Roque E. Bautista M., Procurador General Adminis-

trativo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C , Primer Sus-
tituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. Car-
los Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Ma-
teo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy dia doce del mes de febrero de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ingenio 
Santa Fé, Inc., corporación organizada de acuerdo con las 
leyes del Estado de New York, Estados Unidos de América, 
con su domicilio estatutorio en la ciudad de New York del 
mencionado Estado, y con domicilio también en el batey 
principal del Ingenio Santa Fé, municipio de San Pedro de 
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Recurrente: Ingenio Santa Fé, Inc. 
Abogados: Dr. Enrique Peynado, Licdos. Julio F. Peynado y Manuel 

Vicente Feliú. 

Recurrido: Estado Dominicano. 
Abogado: Lic. Roque E. Bautista M., Procurador General Adminis-

trativo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Procedimiento de Casación, razón por la cual debe ser des. 
estimado el medio propuesto por el ministerio público; 

Considerando, en cuanto al recurso del acusado, que el 
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto qu e 

 la Corte a qua, después de responder a los alegatos que for. 
muló el acusado in limine litis, tendientes a demostrar en 
esencia la violación en su perjuicio del derecho de defensa, 
por haberse hecho la designación del abogado defensor del 
fondo de la causa estando él ausente y sin haberse cum-
plido con las formalidades del artículo 291 del Código de 
Procedimiento Criminal, dicha Corte decidió en el disposi-
tivo de su fallo mantener la designación del abogado de 
oficio que fué nombrado, mientras el acusado no constituya 
otro abogado defensor y reenviar el conocimiento de la 
causa criminal para otra fecha que se fijará oportunamen-
te "a fin de darle oportunidad a dicho acusado de escoger 
el abogado que considere conveniente para postular por él 
en cuanto al fondo de la causa que se le sigue"; que, en • 
tales condiciones, la sentencia impugnada no pudo incurrir, 
con lo decidido, en la violación del derecho de defensa del 
acusado ni en vicio alguno que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Duarte Pepín contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en fecha dos de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, en atribuciones criminales, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández., Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.—. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C , Primer Sus-
tituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. Car-
los Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Ma-
teo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy dia doce del mes de febrero de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
Ablica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ingenio 
Santa Fé, Inc., corporación organizada de acuerdo con las 
leyes del Estado de New York, Estados Unidos de América, 
con su domicilio estatutorio en la ciudad de New York del 
mencionado Estado, y con domicilio también en el batey 
principal del Ingenio Santa Fé, municipio de San Pedro de 
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Macorís, que constituye su principal establecimiento, contra 
sentencia pronunciada por la Cámara de Cuentas de la 
República, en funciones de Tribunal Superior Administrati-
yo, en fecha trece de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y seis, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230, serie 

sello 23299, por sí, y por los Licdos. Julio F. Peynado, cédul 
7687, serie 1, sello 167, y Manuel Vicente Feliú, cédula 119 , 
serie 23, sello 2079, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Roque E. Bautista M., Procurador General 
Administrativo, en representación del Estado, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el cinco de 
febrero de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por los 
Licdos. Julio F. Peynado y Manuel V. Feliú, y por el Dr. 
Enrique Peynado, en el cual se invocan los medios que luego 
se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintidós de mar-
zo de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el Lic.21,4n 
Roque E. Bautista M., Procurador General Administrativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, reglas XXII y XXIV, 9, 
párrafos 40 y 984, de la Ley N9 1488, de 1947, que establece 
el Arancel de Importación y Exportación; 1, párrafo 15, de 
la Ley 2397, de 1950; 141 del Código de Procedimiento Civil; 
29 y 60 deJa. Ley N' 1494, de 1947,, que instituye la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa, mod. por la Ley N9 3835, 
de 1954, y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-. 
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que "la 
Ingenio Santa Fé, C. por A., importó por el vapor `Emilia' 
de matrícula americana, que arribó al puerto de Ciudad 
Trujillo el 30 de diciembre de 1954, 15 tambores de `Petro-
hol' con 810 galones valorados en RD$454.00, de acuerdo con  

la declaración hecha en liquidación N' 6 planilla N9  1029- 
C T., formulario 15-A Ref. N9 15380, del 10 de enero de 
19. 55"; 2) "que el Oficial Verificador cuando procedió al 
despacho de la mercancía importada, insertó en el mani- 

. • sto la siguiente nota: 'Alcohol isopropílico (Petrohol) de 
99, para uso industrial"; 3) "que al realizarse el aforo el 
icial de la Aduana le aplicó el párrafo 984 del Arancel de 
portación y Exportación (Ley N° 1488) a razón de RD$ 

.00 el litro y el párrafo 15 nota, la ley N9 2397 (Impuestos 
Unificados de Importación), a razón de RD$1.095 el litro, 
considerando el producto importado asimilable al alcohol 
metílico"; 4) "que no conforme la empresa importadora, con 
el aforo aplicado, devolvió la liquidación de la, expresada 
mercancía, dentro del plazo legal, elevando formal protesta 
ante la Dirección General de Aduanas"; 5) "que la Dirección 
General de Aduanas dictó su Desición N 9  28-55 en fecha 
3 de mayo de 1955, confirmando el aforo aplicado, decisión 
ta contra la cual la Ingenio Santa Fé, Inc., interpuso nue- 

o recurso jerárquico por ante la Secretaría de Estado de 
inanzas, mediante instancia de'  echa 31 de mayo de 1955"; 
) que sobre dicho recurso el Secretario de Estado de Fi- 

nanzas dictó en fecha trece de septiembre de mil novecien- 
tos cincuenta y cinco, la siguiente Resolución: "RESUELVE: 
1.—ADMITIR como por la presente admite en cuanto a la 
forma, el recurso jerárquico elevado por la firma Ingenio 
Santa Fé, Inc., contra la Decisión N9  28-55 dictada por ,lq. 
Dirección General de Aduanas en fecha 23 de mayo de 
1955;— 2.—RECHAZAR como por la presente rechaza en 
cuanto al fondo el presente recurso jerárquico;— 3.—CON- 
FIRMAR como por la presente confirma en todas sus partes 

lo* la indicada decisión N9 28-55, de fecha 23 de mayo de 1955, 
dictada por la Dirección General de Aduanas;— 4.—COMU- 
NICAR la presente Resolución a la Dirección General de 
Aduanas y a la parte interesada para los fines procedentes"; 
Y 7) que en fecha veintiocho de sotiembre de mil novecien- 
tos cincuenta y cinco, la Ingenio Santa Fé, Inc., recurrió 
contra la antes mencionada Resolución, ante la Cámara de 
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Macorís, que constituye su principal establecimiento, contra 
sentencia pronunciada por la Cámara de Cuentas de la 
República, en funciones de Tribunal Superior Administrati-
vo, en fecha trece de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y seis, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230, serie 1, 

sello 23299, por sí, y por los Licdos. Julio F. Peynado, cédula 
7687, serie 1, sello 167, y Manuel Vicente Feliú, cédula 1196, 
serie 23, sello 2079, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Roque E. Bautista M., Procurador General 
Administrativo, en representación del Estado, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositadc el cinco de 
febrero de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por los 
Licdos. Julio F. Peynado y Manuel V. Feliú, y por el Dr. 
Enrique Peynado, en el cual se invocan los medios que luego 
se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintidós de mar-
zo de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el Lic. 
Roque E. Bautista M., Procurador General Administrativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, reglas XXII y XXIV, 9, 
párrafos 40 y 984, de la Ley N° 1488, de 1947, que establece 
el Arancel de Importación y Exportación; 1, párraTo 15, de 
la Ley 2397, de 1950; 141 del Código de Procedimiento Civil; 
29 y 60 de la Ley N" 1494, de 1947, que instituye la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa, mod. por la Ley N" 3835, 
de 1954, y 1 de la Ley sobre Procredimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que "la 
Ingenio Santa Fé, C. por A., importé por el vapor `Emilia' 
de matrícula americana, que arribó al puerto de Ciudad 
Trujillo el 30 de diciembre de 1954, 15 tambores de `Petro-
hol' con 810 galones valorados en RD$454 00, de acuerdo con 
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la declaración hecha en liquidación N°  6 planilla N9  1029- 

' 
" e T., formulario 15-A Ref. N" 15380, del 10 de enero de 
1955"; 2) "que el Oficial Verificador cuando procedió al 
despacho de la mercancía importada, insertó en el mani-
fiesto la siguiente nota: 'Alcohol isopropílico (Petrohol) de 
99", para uso industrial"; 3) "que al realizarse el aforo el 
oficial de la Aduana le aplicó el párrafo 984 del Arancel de 
Importación y Exportación (Ley N' 1488) a razón de RD$ 
1.00 el litro y el párrafo 15 nota, la ley N9  2397 (Impuestos 
Unificados de Importación), a razón de RD$1.095 el litro, 
considerando el producto importado asimilable al alcohol 
metílico"; 4) "que no conforme la empresa importadora, con 
el aforo aplicado, devolvió la liquidación de la , expresada 
mercancía, dentro del plazo legal, elevando formal protesta 
ante la Dirección General de Aduanas"; 5) "que la Dirección 
General de Aduanas dictó su Desición N 9  28-55 en fecha 
23 de mayo de 1955, confirmando el aforo aplicado, decisión 
ésta contra la cual la Ingenio Santa Fé, Inc., interpuso nue-
vo recurso jerárquico por ante la Secretaría de Estado de 
Finanzas, mediante instancia de fecha 31 de mayo de 1955"; 
6) que sobre dicho recurso el Secretario de Estado de Fi-
nanzas dictó en fecha trece de septiembre de mil novecien-

e s cincuenta y cinco, la siguiente Resolución: "RESUELVE: 
.—ADmiTIR, como por la presente admite en cuanto a la 
orma, el recurso jerárquico elevado por la firma Ingenio 

Santa Fé, Inc., contra la Decisión NQ 28-55 dictada por )4 
Dirección General de Aduanas en fecha 23 de mayo de 
1955;— 2.—RECHAZAR como por la presente rechaza en 
cuanto al fondo el presente recurso jerárquico;— 3.—CON-
FIRMAR como por la presente confirma en todas sus partes 
la indicada decisión NQ 28-55, de fecha 23 de mayo de 1955, 
dictada por la Dirección General de Aduanas;— 
NICAR la presente Resolución a la Dirección General de 
Aduanas y a la parte interesada para :os fines procedentes"; 
Y 7) que en fecha veintiocho de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, la Ingenio Santa Fé, Inc., recurrió 
contra la antes mencionada Resolución, ante la Cámara de 



238 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 239 

Cuentas de la República, en funcione, de Tribunal Superi or 
 Administrativo, la cual dictó la sentencia ahora impugnadA 

 cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: 
Declara regular en cuanto a la forma del procedimiento el 
recurso interpuesto por la Ingenio Santa Fé, Inc., contra la 
Resolución N° 420-55 del 13 de septiembre de 1955, del Se. 
cretario de Estado de Finanzas;— Segundo: Rechaza en 
cuanto al fondo, por improcedente, el referido recurso y 
confirma en todas sus partes y con todas sus consecuencias 
legales, la decisión recurrida"; 

Considerando que la recurrente alega que la sentencia 
impugnada "ha violado el párrafo 40 del Art. 9 de la Ley 
N° 1488 que establece el arancel de importación y exporta. 
ción, las reglas XXII y XXIV del Art. 3 y los artículos 141 
del Código de Procedimiento Civil y 29 de la Ley N" 1494 que 
instituye la jurisdicción contencioso-administrativa; y ha 
hecho una falsa aplicación del párrafo 984 del Art. 9 de la 
mencionada ley 1\19 1488 y del párrafo 15 del Art. 1 de la 
Ley N° 2397 que unifica impuestos especiales cuya recauda-
ción está a cargo de las aduanas, por falta de motivos y 
falta de base legal"; 

Considerando que dicha recurrente sostiene que estas 
violaciones "han consistido en haber rechazado dicha sen-
tencia las conclusiones principales que presentó ante aquel 
tribunal la compañía intimante tendientes a que a su impor-
tación de 15 tambores del producto denominado `Petrohol', 
derivado del petróleo, recibida por la compañía por la adua-
na de San Pedro de Macorís el 10 de enero de 1956, se le 
aplicara el párrafo 40 del Art. 9 del Arancel, establecido 
por la ley N° 1488, párrafo comprendido dentro del grupo 
III, Esqu;stos, betunes y sus derivados `de la clase "A", 
Piedras, tierras, productos cerámicos y vidriera, que fija un 
derecho del 10% ad-valorem, y no el párrafo 984, relativo al 
alcohol metílico, que está gravado con un derecho de RD 
$1.00 por litro, como lo había hecho la liquidación N° 6, 
planilla N° 1029, C.T., de la Aduana de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 27 de enero de 1956, ya que el `Petrohol', pro- 

dueto mineral, que no se emplea ni en la farmacia ni en el 
tocador, debía considerarse incluido genéricamente, cuando 
no específicamente, en el renglón previsto en dicho párrafo 
40, que comprende otras manufacturas de aceites minerales 
o productos de los mismos, no previstos en otra parte, que 
no se empleen en la farmacia ni en el tocador'; en haber 
rechazado también las conclusiones subsidiarias de la com-
pañía tendientes a que, en el caso de que el tribunal no consi-
derara el petrohol un artículo previsto genéricamente en 
dicho párrafo 40, le aplicase siempre este párrafo 40, y no el 
párrafo 984, relativo al alcohol metílico, que fija un derecho 
de RD$1.00 por litro, en virtud de las reglas que el mismo 
artículo dicta para la clasificación y el aforo de los artículos 
no previstos en el arancel, o sean las reglas XXII y XXIV, 
ya que si se aplica al petrohol el sistema o criterio estable-
cidos por estas reglas y se determina su aforo por analogía 
con otro artículo previsto, es forzoso incluirlo, a este título, 
bajo el mismo párrafo 40, en razón de que éste es relativo 
a 'otras manufacturas de aceites minerales o productos de 
los mismos, no previstos en otra parte, que no se empleen 
en la farmacia ni en el tocador', con los cuales el Petrohol 
tiene la mayor analogía exigida por esas reglas al ser un 
producto mineral derivado del petróleo y no usarse en la far-
macia ni en el tocador, y en haber, en consecuencia, recha-
zado el recurso elevado por la compañía intimante contra 
la resolución N° 420-55 del Secretario de Estado de Finan-
zas de fecha 13 de septiembre de 1955, en la cual se recha-
zaba su reclamación contra la liquidación mencionada, falló 
que el tribunal que le dictó trató de fundamentar con dos 
únicos motivos, uno, que la regla XXII, invocada por la com-
pañía Intimante, no era aplicable en este caso, por tratarse 
de una sustancia, el petrohol, cuya naturaleza y cuyo uso 
lo permiten Caracterizar; y otra, que en virtud de la regla 
Pertinente, o sea la XXIV, única aplicable al caso, era legí-
timo aforarlo bajo el párrafo 984, relativo al alcohol metí-
lico, por su analogía con este producto, en razón -§e que el 
petrohol, aunque derivado del petróleo, es usado en la in- 
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Cuentas de la República, en funciones de Tribunal Superi or 
 Administrativo, la cual dictó la sentencia ahora impugnadA 

cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: 
Declara regular en cuanto a la forma del procedimiento el 
recurso interpuesto por la Ingenio Santa Fé, Inc., contra la 
Resolución N9  420-55 del 13 de septiembre de 1955, del Se. 
cretarro de Estado de Finanzas;— Segundo: Rechaza en 
cuanto al fondo, por improcedente, el referido recurso y 
confirma en todas sus partes y con todas sus consecuencias 
legales, la decisión recurrida"; 

Considerando que la recurrente alega que la sentencia 
impugnada "ha violado el párrafo 40 del Art. 9 de la Ley 
N^ 1488 que establece el arancel de importación y exporta.. 
ción, las reglas XXII y XXIV del Art. 3 y los artículos 141 
del Código de Procedimiento Civil y 29 de la Ley Ny 1494 que 
instituye la jurisdicción contencioso-administrativa; y ha 
hecho una falsa aplicación del párrafo 984 del Art. 9 de la 
mencionada ley N9  1488 y del párrafo 15 del Art. 1 de la 
Ley I\19  2397 que unifica impuestos especiales cuya recauda-
ción está a cargo de las aduanas, por falta de motivos y 
falta de base legal"; 

Considerando que dicha recurrente sostiene que estas 
violaciones "han consistido en haber rechazado dicha sen-
tencia las conclusiones principales que presentó ante aquel 
tribunal la compañía intimante tendientes a que a su impor-
tación de 15 tambores del producto denominado `Petrohol', 
derivado del petróleo, recibida por la compañía por la adua-
na de San Pedro de Macorís el 10 de enero de 1956, se le 
aplicara el párrafo 40 del Art. 9 del Arancel, establecido 
por la ley N9  1488, párrafo comprendido dentro del grupo 
III, Esqu;stos, betunes y sus derivados `de la clase "A", 
Piedras, tierras, productos cerámicos y vidriera, que fija un 
derecho del 10% ad-valorem, y no el párrafo 984, relativo al 
alcohol metílico, que está gravado con un derecho de RD 
$1.00 por litro, como lo había hecho la liquidación N° 6, 
planilla N° 1029, C.T., de la Aduana de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 27 de enero de 1956, ya que el Tetrohol', pro- 

dueto mineral, que no se emplea ni en la farmacia ni en el 
tocador, debía considerarse incluido genéricamente, cuando 
no especificamente, en el renglón previsto en dicho párrafo 

40, que comprende otras manufacturas de aceites minerales 
o productos de los mismos, no previstos en otra parte, que 
no se empleen en la farmacia ni en el tocador'; en haber 
rechazado también las conclusiones subsidiarias de la com-
pañía tendientes a que, en el caso de que el tribunal no consi-
derara el petrohol un artículo previsto genéricamente en 
dicho párrafo 40, le aplicase siempre este párrafo 40, y no el 
párrafo 984, relativo al alcohol metílico, que fija un derecho 
de RD$1.00 por litro, en virtud de las reglas que el mismo 
artículo dicta para la clasificación y el aforo de los artículos 
no previstos en el arancel, o sean las reglas XXII y XXIV, 
ya que si se aplica al petrohol el sistema o criterio estable-
cidos por estas reglas y se determina su aforo por analogía 
con otro artículo previsto, es forzoso incluirlo, a este título, 
bajo el mismo párrafo 40, en razón de que éste es relativo 
a 'otras manufacturas de aceites minerales o productos de 
los mismos, no previstos en otra parte, que no se empleen 
en la farmacia ni en el tocador', con los cuales el Petrohol 
tiene la mayor analogía exigida por esas reglas al ser un 
producto mineral derivado del petróleo y no usarse en la far-
macia ni en el tocador, y en haber, en consecuencia, recha-
zado el recurso elevado por la compañía intimante contra 
la resolución N" 420-55 del Secretario de Estado de Finan-
zas de fecha 13 de septiembre de 1955, en la cual se recha-
zaba su reclamación contra la liquidación mencionada, falló 
que el tribunal que le dictó trató de fundamentar con dos 
únicos motivos, uno, que la regla XXII, invocada por la com-
pañía Intimante, no era aplicable en este caso, por tratarse 
de una sustancia, el petrohol, cuya naturaleza y cuyo uso 
lo permiten Caracterizar; y otra, que en virtud de la regla 
pertinente, o sea la XXIV, única aplicable al caso, era legí-
timo aforarlo bajo el párrafo 984, relativo al alcohol metí-
lico, por su analogía con este producto, en razón .4e que el 
Petrohol, aunque derivado del petróleo, es usado en la in- 
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dustría, como el alcohol metílico y el alcohol etílico, motiv os 
 que no sólo encierran graves errores de derecho sino tam-

bién un olvido lamentable de las normas técnicas a que debe 
someterse el juez al redactar sus sentencias"; pero, 

Considerando que el Tribunal Superior Administrativ o 
 ha admitido que el producto denominado "Petrohol" (alco-

hol isopropílico de 99 9), importado por la recurrente, no 
está previsto en el arancel de importación y exportación, 
y por aplicación de la regla XXIV del artículo 3 de la Ley-
N" 1488, relativa al aforo de los artículos no previstos que 
sean análogos o parecidos a cualquier artículo previsto, fué 
aforado bajo el párrafo 984 del artículo 9 de la citada ley, 
que se refiere al alcohol metílico, después de haber compro-
bado que "existe una analogía entre el `Petrohol (alcohol 
isopropílico de 99") y los alcoholes metílico y etílico a los 
cuales puede sustituir en la industria"; 

Considerando que de conformidad con la regla XXII 
del Arancel de Importación y Exportación para "clasificar 
un artículo no previsto dentro de algún grupo de este arancel 
se tendrá en cuenta su nombre comercial, si no fuere ma-
terialmente posible caracterizarlo por su naturaleza, o por 
el uso a que generalmente se destina"; que tratándose de 
un producto que no está específicamente previsto en el 
arancel, según lo ha admitido el fallo impugnado, procedía 
la aplicación de la regla XXIV antes mencionada, según la 
cual "los artículos que no figuren en ninguno de los párrafos 
de este arancel, y que sean análogos o parecidos a cualquier 
artículo previsto, pagarán el mismo derecho que se aplica 
al artículo previsto a que más se asemeje, en los detalles si-
guientes: primero, en material; segundo, en calidad; tercero, 
en textura; cuarto, en el uso a que sc- pueda aplicar"; que, 
además, no obstante los términos empleados pór el Tribunal 
a quo en la redacción de la sentencia impugnada, es eviden-
te que dicho tribunal tuvo en cuenta las dos reglas antes 
menciordas para hacer la clasificación y el aforo del Pe-
trohol, pues la regla XXII es inseparable de la regla XXIV,  

y la aplicación de esta última implica que el artículo clasi- 
ficado por analogía no está previsto en ningún grupo arancel; 

Considerando que la determinación de la semejanza que 
pueda existir entre un artículo no previsto y otro previsto 
en el arancel —para su debida clasificación y aforo— es 
una cuestión de puro hecho que escapa a la censura de la 

casación; 
Considerando que, por consiguiente, al admitir, en he-

cho, el Tribunal a quo el alcohol isopropílico es análogo a 
los alcohóles metílico y etílico, a los cuales puede sustituir 
en la industria, dicho Tribunal, ha aplicado correctamente el 
párrafo 984, Grupo IV, del artículo 9 de la Ley N° 1488, de 
1947, que establece el Arancel de Importación y Exporta-
ción, y el párrafo 15 del artículo 1 de la Ley N° 2397, de 
1950, que unifica impuestos especiales cuya recaudación 
está a cargo de las aduanas; 

Considerando, por otra parte, en cuanto a la falta de 
motivos y a la falta de base legal, que la recurrente sostiene 
que sus conclusiones principales, en las cuales pedía que se 
declarase el Petrohol como artículo previsto por lo menos 
genéricamente en el párrafo 40 del arancel, no son contes-
tados por la sentencia impugnada; 

Considerando, sin embargo, que la sentencia impugnada 
ha motivado implícitamente el rechazamiento de las con-
clusiones principales, al rechazar las conclusiones subsidia-
rias y admitir que el alcohol isopropílico no está previsto en 
el arancel, y que, por consiguiente, procedía la aplicación 
de la regla XXIV, relativa al aforo de los artículos no pre-
vistos que tengan semejanza con otros previstos; 

Considerando que, además, la recurrente también sos-
tiene que al no "precisar la sentencia impugnada ningún 
hecho que permita reconocer si el petrohP1 tiene el mismo 
uso que el alcohol metílico, limitándose a afirmar dogmá-
ticamente, sin pruebas para ello, que existe una analogía 
entre el primero y los alcoholes metílico y etílico, pone a la 
Suprema Corte en la imposibilidad material de apreciar si 
la sentencia impugnada aplicó correctamente el derecho, es- 
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dustría, como el alcohol metílico y el alcohol etílico, motiv os 
 que no sólo encierran graves errores de derecho sino tan'. 

bién un olvido lamentable de las normas técnicas a que debe 
someterse el juez al redactar sus sentencias"; pero, 

Considerando que el Tribunal Superior Administrativ o 
 ha admitido que el producto denominado "Petrohol" (alco-

hol isopropílico de 99 9), importado por la recurrente, no 
está previsto en el arancel de importación y exportación, 
y por aplicación de la regla XXIV del artículo 3 de la Ley-
N" 1488, relativa al aforo de los artículos no previstos que 
sean análogos o parecidos a cualquier artículo previsto, fué 
aforado bajo el párrafo 984 del artículo 9 de la citada ley, 
que se refiere al alcohol metílico, después de haber compro-
bado que "existe una analogía entre el `Petrohol (alcohol 
isopropílico de 99") y los alcoholes metílico y etílico a los 
cuales puede sustituir en la industria"; 

Considerando que de conformidad con la regla XXII 
del Arancel de Importación y Exportación para "clasificar 
un artículo no previsto dentro de algún grupo de este arancel 
se tendrá en cuenta su nombre comercial, si no fuere ma-
terialmente posible caracterizarlo por su naturaleza, o por 
el uso a que generalmente se destina"; que tratándose de 
un producto que no está específicamente previsto en el 
arancel, según lo ha admitido el fallo impugnado, procedía 
la aplicación de la regla XXIV antes mencionada, según la 
cual "los artículos que no figuren en ninguno de los párrafos 
de este arancel, y que sean análogos o parecidos a cualquier 
artículo previsto, pagarán el mismo derecho que se aplica 
al artículo previsto a que más se asemeje, en los detalles si-
guientes: primero, en material; segundo, en calidad; tercero, 
en textura; cuarto, en el uso a que se pueda aplicar"; que, 
además, no obstante los términos empleados pdr el Tribunal 
a quo en la redacción de la sentencia impugnada, es eviden-
te que dicho tribunal tuvo en cuenta las dos reglas antes 
mencionas para hacer la clasificación y el aforo del Pe-
trohol, pues la regla XXII es inseparable de la regla XXIV,  

y la aplicación de esta última implica que el artículo clasi- 
ficado por analogía no está previsto en ningún grupo arancel; 

Considerando que la determinación de la semejanza que 
pueda existir entre un artículo no previsto y otro previsto 
en el arancel —para su debida clasificación y aforo— es 
una cuestión de puro hecho que escapa a la censura de la 

casación; 
Considerando que, por consiguiente, al admitir, en he-

cho, el Tribunal a quo el alcohol isopropílico es análogo a 
los alcoholes metílico y etílico, a los cuales puede sustituir 
en la industria, dicho Tribunal, ha aplicado correctamente el 
párrafo 984, Grupo IV, del artículo 9 de la Ley N" 1488, de 
1947, que establece el Arancel de Importación y Exporta-
ción, y el párrafo 15 del artículo 1 de la Ley NY  2397, de 
1950, que unifica impuestos especiales cuya recaudación 
está a cargo de las aduanas; 

Considerando, por otra parte, en cuanto a la falta de 
motivos y a la falta de base legal, que la recurrente sostiene 
que sus conclusiones principales, en las cuales pedía que se 
declarase el Petrohol como artículo previsto por lo menos 
genéricamente en el párrafo 40 del arancel, no son contes-
tados por la sentencia impugnada; 

Considerando, sin embargo, que la sentencia impugnada 
ha motivado implícitamente el rechazamiento de las con-
clusiones principales, al rechazar las conclusiones subsidia-
rias y admitir que el alcohol isopropílico no está previsto en 
el arancel, y que, por consiguiente, procedía la aplicación 
de la regla XXIV, relativa al aforo de los artículos no pre-
vistos que tengan semejanza con otros previstos; 

Considerando que, además, la recurrente también sos-
tiene que al no "precisar la sentencia impugnada ningún 
hecho que permita reconocer si el petrohdl tiene el mismo 
uso que el alcohol metílico, limitándose a afirmar dogmá-
ticamente, sin pruebas para ello, que existe una analogía 
entre el primero y los alcoholes metílico y etílico, pone a la 
Suprema Corte en la imposibilidad material de apreciar si 
la sentencia impugnada aplicó correctamente el derecho, es- 
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to es, si existió la alegada analogía en que ella se funda y si 
por consiguiente, era legítimo rechazar la reclamación de la 
compañía intimante"; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada contiene, e n 
 este aspecto, una exposición de los hechos de la causa que 

han permitido verificar que su dispositivo está legalmente 
justificado; que, en efecto, para establecer la semejanza 
entre ambos alcoholes, el alcohol metílico y el alcohol iso-
propílico, dicha sentencia se ha fundado en que este último 
producto tiene, en la industria, el mismo uso que el alcohol 
metílico, al cual puede sustituir; 

Considerando que, en tales condiciones, la sentencia 
impugnada no adolece del vicio de falta de motivos, ni tam-
poco carece de base legal; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por la Ingenio Santa Fé, Inc., contra sentencia pro-
nunciada por la Cámara de Cuentas de la República, en 
funciones de Tribunal Superior Administrativo, en fecha tre-
ce de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hija— 

ENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Julcial de Azua, de fecha 29 de julio de 1957. 

Merla: Trabajo. 

ecurr4'nte: Dominican Fruit Steamship Co., C. por A. 
bogado: Lic. Digno Sánchez. 

•arrido: Eugenio Sisa. 
bogado: Lic. Antonio Germosén Mayí. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henriquez licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de 'febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

 el recurso de casación interpuesto por la Domini-
can Fruit Steamship Co., C. por A., compañía agrícola orga-
nizada de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
con su principal establecimiento en esta ciudad, contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado 
de. Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, como 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha veintinueve 
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to es, si existió la alegada analogía en que ella se funda y si 
por consiguiente, era legítimo rechazar la reclamación de la 
compañía intimante"; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada contiene, e n 
 este aspecto, una exposición de los hechos de la causa que 

han permitido verificar que su dispositivo está legalmente 
justificado; que, en efecto, para establecer la semejanza 
entre ambos alcoholes, el alcohol metílico y el alcohol iso-
propílico, dicha sentencia se ha fundado en que este último 
producto tiene, en la industria, el mismo uso que el alcohol 
metílico, al cual puede sustituir; 

Considerando que, en tales condiciones, la sentencia 
impugnada no adolece del vicio de falta de motivos, ni tam-
poco carece de base legal; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por la Ingenio Santa Fé, Inc., contra sentencia pro-
nunciada por la Cámara de Cuentas de la República, en 
funciones de Tribunal Superior Administrativo, en fecha tre-
ce de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año er él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

ENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
JuJicial de Azua, de fecha 29 de julio de 1957. 

a: Trabajo. 

rente: Dominican Fruit Steamship Co., C. por A. 

gado: Lic. Digno Sánchez. 

rido: Eugenio Sisa. 

ado: Lic. Antonio Germosén Mayí. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henriquez licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de 'febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Domini-
can F'ruit Steamship Co., C. por A., compañía agrícola orga-
nizada de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
con su principal establecimiento en esta ciudad, contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado 
de. Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, como 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha veintinueve 
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de julio de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rogelio Sánchez, cédula 8156, serie ira. 

sello 24586, en representación del Lic. Digno Sánchez, cédu: 
la 2819, serie 1, sello 21781, abogado de la recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación recibido en Secretaría en 
fecha veintiséis de agosto de mil novecientos cincuenta y sie-
te, suscrito por el Lic. Digno Sánchez, abogado de la recu-
rrente, en el cual se alega como medio único la violación de 
los artículos 1315 del Código Civil; 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; falta de motivos y falta de base legal; 

Visto el memorial de defensa de fecha once de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el Lic. 
Antonio Germosén Mayí, abogado del recurrido Eugenio 
Sisa, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, clorni-

' ciliado y residente en Pueblo Viejo, sección del municipio de 
Azua, cédula 9479, serie lra., sello 638762; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 78, inciso 14, 691 del Código 
de Trabajo, y 1, 5 y 65, inciso 3, de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que con motivo de la demanda intentada 
por Eugenio Sisa contra la Dominican Fruit Steamship Co., 
C. por A., después de agotado el preliminar de la concilia- I 
ción, en pago de las prestaciones que el Código de Trabajo 
acuerda a los trabajadores despedidos sin causa justificada, 
el Juzgado de Paz del municipio de Azua, dictó, como Tri- j 
bunal de Trabajo de primer grado, en fecha cinco de abril 
de mil novecientos cincuenta y siete una sentencia con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que debe condenar 
y condena, a la empresa Dominican Fruit And Steamship 
Company, C. por A., parte demandada, a pagar en favor de 

Eugenio Sisa, parte demandante, la suma d° Trescientos 
Cuarenta y Ocho Pesos Oro (RD$348.00), que le correspon-
den por veinticuatro días de preaviso y sesenta días de auxi-
lio de cesantía, y tres meses de indemnización por el tiempo 
que transcurrirá desde la fecha de la demanda, hasta la fe-
cha que la presente sentencia sea definitiva; Segundo: Se 
condena a la Empresa Dominican Fruit, And S/S Compa-
ny, C. por A., al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apclación inter-
puesto por la Dominican Fruit and Steamship Co., C. por A., 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua, dictó, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: Primero: Que debe declarar y declara 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
interpuesto por la empresa Dominican Fruit and Steamship 
Co., C. por A., contra la sentencia civil dictada por el Juz-
_zado de Paz de este Municipio en fecha 5 de abril de 1957, 
funcionando como Tribunal de Trabajo de Primer Grado, 
por haberse realizado dicho recurso de acuerdo con la Ley; 
Segundo: Que debe confirmar y confirma en todas sus partes 
la sentencia objeto del presente recurso; y Tercero: Que debe 
condenar y condena a la empresa Dominican Fruit and 
Steamship Co., C. por A., al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto a la nulidad del recurso, invo-
cada por el recurrido, sobre el 'fundamento de que la recu-* 
rrente no explica en qué consisten las violaciones de la ley 
por ella alegadas; 

Considerando sin embargo, que el examen del memorial 
de casación muestra que éste contiene la enunciación de los 
textos legales cuya violación se invoca que, además, aunque 
de una manera suscinta, en dicho memorial, que fué luego 
ampliado, se desenvuelven los medios que le sirven de fun-
damento; 

Considerando que, en consecuencia, el memorial de ca-
ción está ajustado al artículo 5 de la Ley sobre Procedi- 
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y condena, a la empresa Dominican Fruit And Steamship 
Company, C. por A., parte demandada, a pagar en favor de 

Eugenio Sisa, parte demandante, la suma dp Trescientos 
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Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la Dominican Fruit and Steamship Co., C. por A., 
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Azua, dictó, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
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regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
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gado de Paz de este Municipio en fecha 5 de abril de 1957, 
funcionando como Tribunal de Trabajo de Primer Grado, 
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miento de Casación, por lo cual la excepción de nulidad pr o
-- puesta por el recurrido debe ser rech'izada; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal alegada 
en el único medio del recurso, que el Tribunal a quo para 
desestimar la causa justa de despido invocada por la actual 
recurrente, o sea la prevista en el inciso 14 del artículo 78 del 
Código de Trabajo, por "desobedecer el trabajador al patro-
no o a sus representantes, siempre que se trate del servicio 
contratado", y confirmar, consecuentemente la sentencia 
apelada, ha expuesto como único motivo que "no se puede 
considerar como desobediencia la- imposibilidad en que se 
encontraba Eugenio Sisa para levantar el tronco que se le 
ordenó quitar, ya que a lo imposible nadie está obligado, y 
que de la circunstancia de que el Capataz Lico Queliz lo 
levantara no debe necesariamente inferirse que todo hom-
bre dotado de un vigor promedio pudiera hacerlo, porque 
el Capataz puede tener fuerza excepcional, y es a la empresa 
a quien corresponde probar que no es así, prueba que no ha 
hecho"; pero 

Considerando que el examen del motivo anteriormente 
transcrito pone de manifiesto que el Tribunal a quo, inter-
virtiendo el orden de la prueba, rechazó, en último análisis, 
las conclusiones de la actual recurrente porque ella no esta-
bleció la prueba del hecho negativo de que al trabajador 
no le era imposible cumplir la orden que se le dió en relación 
con su trabajo, cuando en realidad la prueba de la imposi-
bilidad alegada incumbe a quien la ha invocado, o sea al 
trabajador; 

Considerando que, por otra parte, la sentencia impug-
nada no contiene una exposición completa de los hechos 
una descripción de las circunstancias de la causa que perro:- 
tan verificar si ella está legalmente justificada; que, en 
efecto, en dicho fallo no se establece la naturaleza y la dura-, 
ción del contrato de trabajo que ligaba al trabajador deman-
dante con su patrono, la Dominican Fruit Steamship 
C. por A., ni el monto del salario estipulado o la forma de la 
remuneración, elementos indispensables para controlar si las 

prestaciones acordadas al trabajador están ajustadas a la 
ley; que, por consiguiente, la sentencia impugnada carece 
de base legal; 

Imor

Considerando que de conformidad con el inciso 3 del 
artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las 
costas podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere 
casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun- 
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi- 
cial de Azua, en funciones ck,  Tribunal de Trabajo de segun- 

. do grado, en fecha veintinueve de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente Tallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez; y 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B. —Luis Logroño C.— Car-
los ML Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico — (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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puesta por el recurrido debe ser rechazada; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal alegada 
en el único medio del recurso, que el Tribunal a quo para 
desestimar la causa justa de despido invocada por la actual 
recurrente, o sea la prevista en el inciso 14 del artículo 78 del 
Código de Trabajo, por "desobedecer el trabajador al patro-
no o a sus representantes, siempre que se trate del servicio 
contratado", y confirmar, consecuentemente la sentencia 
apelada, ha expuesto como único motivo que "no se puede 
considerar como desobediencia la- imposibilidad en que se 
encontraba Eugenio Sisa para levantar el tronco que se le 
ordenó quitar, ya que a lo imposible nadie está obligado, y 
que de la circunstancia de que el Capataz Lico Queliz lo 
levantara no debe necesariamente inferirse que todo hom-
bre dotado de un vigor promedio pudiera hacerlo, porque 
el Capataz puede tener fuerza excepcional, y es a la empresa 
a quien corresponde probar que no es así, prueba que no ha 
hecho"; pero 

Considerando que el examen del motivo anteriormente 
transcrito pone de manifiesto que el Tribunal a quo, inter-
virtiendo el orden de la prueba, rechazó, en último análisis, 
las conclusiones de la actual recurrente porque ella no esta-
bleció la prueba del hecho negativo de que al trabajador 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 2 de julio, 1957 

Materia: Penal. 

Recurrente: Isidro Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contri Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día doce del mes de febrero de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isidro Cas-
tillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, domici-
liado y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís, 
cédula 23385, serie 23, sello 251524, contra sentencia pro-
nunciada en grado de apelación por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en 
fecha dos de julio de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia a contnuación: "FALLA: Primero: Que 
debe declarar, como en efecto declara, regular y válid5 en 
cuanto a la forma el recurso de Apelación interpuesto por el 

inculpado Isidro Castillo contra sentencia de fecha 31 de 
mayo de 1957, dictada por el Juzgado de Paz de este Muni-
cipio, que lo condenó a RD$6.00 de multa y 6 chas de prisión  

correccional y la cancelación de la licencia por un período 
de dos meses a partir de la extinción de la pena impuesta y -
al pago de las costas; Segundo: Que debe pronunciar, como 
en efecto pronuncia, el defecto contra el inculpado Isidro 
Castillo, por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Tercero: Que en cuanto 
a la pena impuesta, debe confirmar y confirma la sentencia 
objeto del presente recurso; Cuarto: Que en cuanto a la 
cancelacion de la licencia debe modificar y modifica, la 
misma y re le cancela por un período de un mes a partir 
de la extinción de la pena impuesta; Quinto: Que debe con-
denar, como en efecto condena, al inculpado al pago de las 
costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha treinta de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de fiaber deli-
bPrado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y .1, 29, 30 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 30 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia se hu-
biere dictado en defecto, el plazo de diez días señalado 
por el artículo 29 para interponer el recurso de casación, se 
empezará a contar desde el día en que la oposición no fuere 
admisible; 

Considerando que en el presente caso consta que la 
sentencia impugnada fué dictada en defecto contra el actual 
recurrente en fecha dos de julio de mil novecientos cincuen-
ta y siete; que dicha sentencia le fué notificada personal-
mente el nueve de julio y que el recurso de casación se inter-
puso el día treinta del referido mes y ario; que habiéndose 



248 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 249 
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mayo de 1957, dictada por el Juzgado de Paz de este Muni-
cipio, que lo condenó a RD$6.00 de multa y 6 días de prisión  

correccional y la cancelación de la licencia por un período 
de dos meses a partir de la extinción de la pena impuesta yir...„ 
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Secretaría del Tribunal a quo, en fecha treinta de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y .1, 29, 30 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 30 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia se hu-
biere dictado en defecto, el plazo de diez días señalado 
por el artículo 29 para interponer el recurso de casación, se 
empezará a contar desde el día en que la oposición no fuere 
admisible; 

Considerando que en el presente caso consta que la 
sentencia impugnada fué dictada en defecto contra el actual 
recurrente en fecha dos de julio de mil novecientos cincuen-
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 notifica.do la sentencia en defecto al prevenido el nueve de 
julio de mil novecientos cincuenta y siete, el plazo de cinco 
días otorgado por el artículo 186 del Código de Procedi-
miento Criminal, para la oposición, venció el día catorce 
y el plazo de la casación, iniciado el siguiente día, venció' 
por ser un plazo franco, el veintiséis de julio; que, por con: 
siguiente, el recurso de que se trata, interpuesto el treinta 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, es tardío; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Isidro Castillo contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, en fecha dos de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente ai pago cle las 
costas. 

(Firmados H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— LUiS Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche Henríquez.— F. E. Ravelo de la Fuente. 
Néstor Contín Aybar. —Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada., leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

ntencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri: 
mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 8 de julio 
de 1957. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblien. Dominie.ana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, arios 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Gre-
gorio Bautista Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, del domicilio y residencia de la sección de "Arro-
yo tañas", del municipio de San José de Ocoa, Provincia 
Trujillo Valdez, cédula 2853, serie 13, sello 800057, contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, en fecha ocho de julio del mil novecientos chi- 

. 

Interviniente: Manuel Eligio Tejeda Melo. 
Abogado: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 

Recurrente: Juan Gregorio. Bautista Gómez. 
Abogado: Dr. J. Francisco Pérez Velázquez. 

mal eria : Penal. 
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Recurrente: Juan Gregorio .  Bautista Gómez. 
Abogado: Dr. J. Francisco Pérez Velázquez. 

Interviniente: Manuel Eligio Tejeda Melo. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 
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notificado la sentencia en defecto al prevenido el nueve d e 
 julio de mil novecientos cincuenta y siete, el plazo de cinco 

días otorgado por el artículo 186 del Código de Procedi-
miento Criminal, para la oposición, venció el día catorce, 
y el plazo de la casación, iniciado el siguiente día, venció 
por ser un plazo franco, el veintiséis ae julio; que, por con-
siguiente, el recurso de que se trata, interpuesto el treinta 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, es tardío; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Isidro Castillo contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, en fecha dos de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre- 
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 

' los Ml. Lamarche Henríquez.— F. E. Ravelo de la Fuente. 
Néstor Contín Aybar. —Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

IP En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Gre-
gorio Bautista Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, del domicilio y residencia de la sección de "Arro-
yo tañas", del municipio de San José de Ocoa, Provincia 
Trujillo Valdez, cédula 2853, serie 13, sello 800057, contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, en fecha ocho de julio del mil novecientos cía- 



252 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 253 

cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar d e 
 presente rallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, cédula 2980, 

serie 48, sello 21522, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B , cédula 3726, serie 
1ra., sello 5956, abogado del interviniente Manuel Eligio 
Tejeda Melo, dominicano, mayor de edad, comerciante, do-
miciliado y residente en la Villa de San José de Ocoa, mu-
nicipio del mismo nombre, provincia Trujillo Valdez, cédula 
93, serie 13, sello 1104, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha quince de julio del 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del Dr. 
Francisco Pérez Velázquez, en la cual se expresa que se 
interpone el recurso, "por no estar conforme con dicha 
sentencia y especialmente por no haber dado la sentencia, 
motivos para rechazar los pedimentos del recurrente, señor 
Juan Gregorio Bautista Gómez; y por otros medios que se 
Agregarán oportunamente"; 

Visto el memorial de casación de fecha veintinueve de 
noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha veintinueve de 
noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., abogado de Manuel 
Eligio Tejeda Melo, parte civil constituida; 

Visto el escrito de ampliación del interviniente Manuel 
Eligio Tejeda Melo, parte civil constituida, suscrito por' su 
abogado Lic. Quírico Elpidio Pérez B., en fecha tres de 
diciembre del mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi- 

, nto Civil y 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
; , 1 ‘nto de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:‘) 
"que en fecha 4 de marzo de 1944, ante el Juez Alcalde 
(hoy Juez de Paz) de la común (hoy municipio) de San 
José de Ocoa, comparecieron Juan Gregorio Bautista Gó-
mez, v Manuel Eligio Tejeda Melo, obteniendo el primero 
en préstamo del segundo, la suma de RD$226.85, la cual 

I garantizó con varios quintales de café de los cuales no se 
desapoderó, comprometiéndose a solventar dicha deuda el 
día 28 de febrero de 1945, según consta en el formulario 
N9  92 de la indicada fecha 4 de marzo, operación ésta reali-
zada de conformidad con la Ley N°  671, vigente en esa 
epoca; b) que vencido el término del préstamo sin que el 
deudor pagase la suma convenida, el acreedor elevó instan-
cia al indicado funcionario, a fin de que, de acuerdo con la 
indicada Ley, procediera a la ejecución de la prenda puesta 
en garantía por Juan Gregorio Bautista Gómez; c) que 
realizado el procedimiento correspondiente, al no hacer en-
e rega el deudor de la prenda puesta en garantía, fué conde-
nado en defecto, por sentencia del 17 de julio de 1945, a la 
pena de un mes de prisión correccional, al pago de una multa 
de cien pesos oro y al pago de las costas; d) que, sobre el 
recurso de oposición del prevenido, en fecha 9 de agosto 
del indicado año, intervino la sentencia cuyo dispositivo se 
copia a continuación: Primero: Que debe ratificar la regu-
laridad del recurso de oposición interpuesto por el nombra-
do Juan Gregorio Bautista Gómez, contra la sentencia ren-
dida en defecto por esta Alcaldía en fecha 17 de julio del 
.tño en curso, por haberlo dirigido en tiempo hábil; Segundo: 
Que debe rechazar y rechaza el recurso de oposición de que 
se trata; Tercero: Que debe modificar y modifica la sen-
tencia recurrida, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar de esta sentencia, y en consecuencia, condena al señor 
Juan Gregorio Bautista Gómez, de generales ignoradas: a) a 
sufrir un mes de prisión correccional; b) a pagar una multa 

o 
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cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, cédula 2980, 

serie 48, sello 21522, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus corclusiones; 

Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B , cédula 3726, serie 
1ra., sello 5956, abogado del interviniente Manuel Eligio 
Tejeda Melo, dominicano, mayor de edad, comerciante, do-
miciliado y residente en la Villa de San José de Ocoa, mu-
nicipio del mismo nombre, provincia Trujillo Valdez, cédula 
93, serie 13, sello 1104, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha quince de julio del 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del Dr. 
Francisco Pérez Velázquez, en la cual se expresa que se 
interpone el recurso, "por no estar conforme con dicha 
sentencia y especialmente por no haber dado la sentencia, 
motivos para rechazar los pedimentos del recurrente, señor 
Juan Gregorio Bautista Gómez; y por otros medios que se 
agregarán oportunamente"; 

Visto el memorial de casación de fecha veintinueve de 
noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha veintinueve de 
noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., abogado de Manuel 
Eligio rejeda Melo, parte civil constituida; 

Visto el escrito de ampliación del interviniente Manuel 
Eligio Tejeda Melo, parte civil constituida, suscrito poi' su 
abogado Lic. Quírico Elpidio Pérez B., en fecha tres de 
diciembre del mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi- 

miento Civil y 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:‘) 
"que en fecha 4 de marzo de 1944, ante el Juez Alcalde 
hoy Juez de Paz) de la común (hoy municipio) de San 
osé de Ocoa, comparecieron Juan Gregorio Bautista Gó-
ez, v Manuel Eligio Tejeda Melo, obteniendo el primero 

n préstamo del segundo, la suma de RD$226.85, la cual 
garantizó con varios quintales de café de los cuales no se 
desapoderó, comprometiéndose a solventar dicha deuda el 
día 28 de febrero de 1945, según consta en el formulario 
1\"9  92 de la indicada fecha 4 de marzo, operación ésta reali-
zada de conformidad con la Ley /sT9 671, vigente en esa 
epoca; b) que vencido el término del préstamo sin que el 
deudor pagase la suma convenida, el acreedor elevó instan-
cia al indicado funcionario, a fin de que, de acuerdo con la 
indicada Ley, procediera a la ejecución de la prenda puesta 
en garantía por Juan Gregorio Bautista Gómez; c) que 
realizado el procedimiento correspondiente, al no hacer en-
e rega el deudor de la prenda puesta en garantía, fué conde-
nado en defecto, por sentencia del 17 de julio de 1945, a la 
pena de un mes de prisión correccional, al pago de una multa 
de cien pesos oro y al pago de las costas; d) que, sobre el 
recurso de oposición del prevenido, en fecha 9 de agosto 
del indicado año, intervino la sentencia cuyo dispositivo se 
copia a continuación: Primero: Que debe ratificar la regu-
laridad del recurso de oposición interpuesto por el nombra-
do Juan Gregorio Bautista Gómez, contra la sentencia ren-
dida en defecto por esta Alcaldía en fecha 17 de julio del 
dilo en curso, por haberlo dirigido en tiempo hábil; Segundo: 
Que debe rechazar y rechaza el recurso de oposición de que 
e trata; Tercero: Que debe modificar y modifica la sen-

tencia recurrida, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar de esta sentencia, y en consecuencia, condena al señor 
Juan Gregorio Bautista Gómez, de generales ignoradas: a) a 
sufrir un mes de prisión correccional; b) a pagar una multa 
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montante a la suma de cien pesos (RD$100.00), compensa_ 
ble con un día de prisión por cada peso dejado de pagar: 
2) condena al mismo Juan Gregorio Bautista Gómez, a res-
tituirle al señor Manuel Eligio Tejeda Melo, parte civil cons-
tituida, la suma de doscientos veintiséis pesos con ochenti-
cinco centavos, monedas de curso legal que constituye el 
préstamo que ha dado origen al presente recurso; y d) lo 
condena, además al pago de las costas; e) que, sobre el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido, intervino 
en fecha 20 de marzo de 1956, una sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Truji-
llo Valdez, confirmando la apelada ya indicada; f) que, 
sobre el recurso de casación interpuesto por el deudor con-
denado, la Suprema Corte de Justicia mediante sentencia 
de fecha 25 de octubre de 1946, casó la indicada decisión y 
envió el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Azua; g) que así apoderado dicho tri-
bunal, después de varios reenvíos de la causa, en fecha 25 
del mes de febrero de 1947, intervino una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: Primero: Que debe acoger, como al 
efecto acoge el pedimento formulado por el abogado repre-
sentante de la parte civil, de acuerdo con las conclusiones 
del Magistrado Procurador Fiscal, y, en consecuencia; a) 
que debe reenviar y al efecto reenvía el conocimiento de la 
causa hasta tanto sea conocido el incidente de inscripción 
en falsedad, declarada en Secretaría por la parte civil cons-
tituida, señor Manuel Eligio Tejeda; b) que debe rechazar, 
como al efecto rechaza el incidente propuesto por el preve-
nido, en sentido de que, antes de conocerse la procedencia 
de la inscripción en falsedad, sea fallada la imposibilidad 
de la acción penal contra el prevenido, en razón de no re-
unir el documento en contra de la garantía exigida por la 
Ley No 671 las condiciones de forma y fondo para su vali-
dez ,por improcedente, y, en consecuencia, que debe conde-
nar y al efecto condena al prevenido Ju-an Gregorio Bau-
tista Gómez, al pago de las costas del incidente; h) 
que verlicado el procedimiento de inscripción en falsedad 

de que se ha hecho mención, éste culminó después de reco-
rrer todos los grados de jurisdicción en la sentencia pronun-
ciada por esta Corte en fecha trece de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: 'Prime-
ro: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Eligio Tejeda Melo, contra la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís en fecha 23 de octu-
bre de 1953, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente• fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, distrayéndolas en favor de los abogados Dres. 
Froilán J. R. Tavárez y J. Francisco Pérez Velázquez, quie-
nes afirman haberlas avanzado"; i) que, terminado así el 
procedimiento de inscripción en falsedad, y reanudada la 
audiencia para conocer del recurso de apelación pendiente, 
contra la sentencia pronunciada en fecha nueve de agosto del 
mil novecientos cuarenticinco por la Alcaldía (hoy Juzgado 
de Paz) de San José de Ocoa, el tribunal de envío, o sea el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
dictó en fecha tres de febrero del mil novecientos cincuenta 
y seis, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
Primero: Que debe declarar, como en efecto declara, en 
cuanto a la forma, bueno y válido el recurso de apelación 
-sobre el cual se rinde el presente fallo; Segundo: Que debe 
revocar, como al efecto revoca la sentencia No 627 de fecha 
nueve de agosto del año 1945 dictada por la Alcaldía (Juz-
gado de Paz) de San José de Ocoa y cuyo dispositivo figura 
copiado en otro lugar del presente fallo, por haberse com-
probado que el requerimiento de ejecución del formulario 
N" 92 de fecha 4 de marzo de 1944, fué realizado por el 
señor Manuel Eligio Tejeda Melo, después de haber trans-
currido el plazo que señala la Ley; Tercero: Que debe decla-
rar buena y válida la constitución en parte civil hecha por 
el señor Manuel Eligio Tejeda Melo contra el nombrado 
Juan Gregorio Bautista Gómez, por haberla realizado de 
acuerdo con la Ley y rechaza las conclusiones de éste por 
improcedentes y mal fundadas; Cuarto: Que debe condenar 
Y al efecto condena al señor Manuel Eligio Tejeda Melo al 

■■■ 
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montante a la suma de cien pesos (RD$100.00), compens a.. 
ble con un día de prisión por cada peso dejado de pagar; 
2) condena al mismo Juan Gregorio Bautista Gómez, a res-
tituirle al señor Manuel Eligio Tejeda Melo, parte civil cons-
tituida, la suma de doscientos veintiséis pesos con ochenti-
cinco centavos, monedas de curso legal que constituye el 
préstamo que ha dado origen al presente recurso; y d) lo 
condena, además al pago de las costas; e) que, sobre el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido, intervino 
en fecha 20 de marzo de 1956, una sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Truji-
llo Valdez, confirmando la apelada ya indicada; f) que, 
sobre el recurso de casación interpuesto por el deudor con-
denado, la Suprema Corte de Justicia mediante sentencia 
de fecha 25 de octubre de 1946, casó la indicada decisión y 
envió el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Azua; g) que así apoderado dicho tri-
bunal, después de varios reenvíos de la causa, en fecha 25 
del mes de febrero de 1947, intervino una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: Primero: Que debe acoger, como al 
efecto acoge el pedimento formulado por el abogado repre-
sentante de la parte civil, de acuerdo con las conclusiones 
del Magistrado Procurador Fiscal, y, en consecuencia; a) 
que debe reenviar y al efecto reenvía el conocimiento de la 
causa hasta tanto sea conocido el incidente de inscripción 
en falsedad, declarada en Secretaría por la parte civil cons-
tituida, señor Manuel Eligio Tejeda; b) que debe rechazar, 
como al efecto rechaza el incidente propuesto por el preve-
nido, en sentido de que, antes de conocerse la procedencia 
de la inscripción en falsedad, sea Tallada la imposibilidad 
de la acción penal contra el prevenido, en razón de no re-
unir el documento en contra de la garantía exigida por la 
Ley 1\1.9  671 las condiciones de forma y fondo para su vali-
dez ,por improcedente, y, en consecuencia, que debe conde-
nar y el efecto condena al prevenido Juan Gregorio Bau-
tista Gómez, al pago de las costas del incidente; h) 
que ver:ficado el procedimiento de inscripción en falsedad 

de que se ha hecho mención, éste culminó después de reco-
rrer todos los grados de jurisdicción en la sentencia pronun-
ciada por esta Corte en fecha trece de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: 'Prime-
ro: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Eligio Tejeda Melo, contra la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís en fecha 23 de octu-
bre de 1953, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente .  fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, distrayéndolas en favor de los abogados Dres. 
Froilán J. R. Tavárez y J. Francisco Pérez Velázquez, quie-
nes afirman haberlas avanzado"; i) que, terminado así el 
procedimiento de inscripción en falsedad, y reanudada la 
audiencia para conocer del recurso de apelación pendiente, 
contra la sentencia pronunciada en fecha nueve de agosto del 
mil novecientos cuarenticinco por la Alcaldía (hoy Juzgado 
de Paz) de San José de Ocoa, el tribunal de envío, o sea el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
dictó en fecha tres de febrero del mil novecientos cincuenta 
y seis, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
Primero: Que debe declarar, como en efecto declara, en 
cuanto a la forma, bueno y válido el recurso de apelación 
sobre el cual se rinde el presente fallo; Segundo: Que debe 
revocar, como al efecto revoca la sentencia l\T9 627 de fecha 
nueve de agosto del año 1945 dictada por la Alcaldía (Juz-
gado de Paz) de San José de Ocoa y cuyo dispositivo figura 
copiado en otro lugar del presente fallo, por haberse com-
probado que el requerimiento de ejecución del formulario 
N? 92 de fecha 4 de marzo de 1944, fué realizado por el 
señor Manuel Eligio Tejeda Melo, después de haber trans-
currido el plazo que señala la Ley; Tercero: Que debe decla-
rar buena y válida la constitución en parte civil hecha por 
el señor Manuel Eligio Tejeda Melo contra el nombrado 
Juan Gregorio Bautista Gómez, por haberla realizado de 
acuerdo con la Ley y rechaza las conclusiones de éste por 
improcedentes y mal fundadas; Cuarto: Que debe condenar 
Y al efecto condena al señor Manuel Eligio Tejeda Melo al 
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pago de las costas civiles y se ordena que las mismas sean 
distraidas en provecho del Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, 
quien afirmó haberlas avanzado; Quinto: Que debe declarar 
y declara las costas penales de oficio"; j) que sobre el re-
curso de casación interpuesto por Manuel Eligio Tejeda Me-
lo, la Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, 
dictó, en fecha treinta de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y seis, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto a sus ordinales 
tercero y cuarto, la sentencia pronunciada en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua en fecha 
tres de febrero del año en curso, mil novecientos cincuenta 
y seis, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto por ante la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional; y Segundo: Condena a Juan Bautista Gómez al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del _Lic. 
Quírico Elpidio Pérez B., por afirmar haberlas avanzado 
en su mayor parte"; 

Considerando que así apoderada, la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó, en fecha oého de julio del mil novecientos cin-
cuenta y siete, la sentencia ahora impugnada cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Que debe declarar, 
como en efecto declara, regular y válida la constitución en 
parte civil, en grado de apelación, hecha por Manuel Eligio 
Tejeda Melo, en contra de Juan Gregorio Bautista Gómez, 
y, en consecuencia, confirma en todas sus partes los ordi-
nales C y D de la sentencia N" 627, dictada en fecha 9 del 
mes de agosto del año 1945, por la entonces Alcaldía (hoy 
Juzgado de Paz) de San José de Ocoa, que copiado a la 
letra dice así: Condena al mismo Juan Gregorio Bautista 
Gómez, a restituir al señor Manuel Eligio Tejeda Melo, parte 
civil constituida, la suma de Doscientos Veintiséis Pesos 
con Ochenticinco Centavos Moneda en Curso Legal (RDS 
226.83) que constituyó en préstamo que ha dado origen al  

presente caso; y D) lo condena, además, al pago de las 
costas; Segundo: Que debe rechazar, como en efecto recha-
za, el pedimento formulado por Juan Gregorio Bautista Gó-
mez, en cuanto a la compensación de las costas civiles, por 
improcedentes y mal fundadas; Tercero: Que debe conde-
nar, como en efecto condena, a Juan Gregorio Bautista Gó-
mez, al pago de las costas civiles causadas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Violación del artículo 
59 de la Ley de Organización Judicial y 23 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por no establecer la sentencia el 
contenido del dictamen del Ministerio Público, ni la compro-
bación de que fué producido en audiencia pública"; "Segun-
do Medio: Violación de las reglas de la competencia rationae 
materiae.— Falta aplicación del principio de la unidad de 
jurisdicción"; "Tercer Medio: Falta absoluta de motivos y 
omisión de estatuir sobre todos los puntos de conclusiones 
del exponente que fueron sometidos por ante el Juez a quo"; 
"Cuarto Medio: Violación de los artículos 48, 65 y 70 del 
Código de Procedimiento Civil, por (no) haber declarado 
la sentencia nulo el procedimiento sobre trámites procesales 
para apoderarlo de la demanda, cuando el exponente lo re-
clamó por conclusiones formales"; "Quinto Medio: Violación 
de los artículos 70 párrafo 1 de la Constitución•de la Repú-
blica; 43 de la Ley de Organización Judicial, 3 del Código 
de Procedimiento Criminal, por falsa aplicación del prin-
cipio de la unidad de jurisdicción"; "Sexto Medio: Violación 
del artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, de alcan-
ce general, sobre prohibición de someter demandas nuevas 
en grado de apelación"; "Séptimo Medio: Violación del ar-
tículo 1291 del Código Civil y 130 del Código de Procedi-
miento Civil, reformado por la Ley N 9  507 del 25 de julio 
de 1941.— Falta de base legal.— Desnaturalización de los 
documentos.— Falsos motivos e interpretación de la ley"; 

Considerando que por el Tercer Medio, que se examina 
en primer término por convenir así, el recurrente alega: "si 
se leen las conclusiones que fueron presentadas por el recu- 
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pago de las costas civiles y se ordena que las mismas sean 
distraidas en provecho del Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, 
quien afirmó haberlas avanzado; Quinto: Que débe declarar 
y declara las costas penales de oficio"; j) que sobre el re-
curso de casación interpuesto por Manuel Eligio Tejeda Me-
lo, la Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, 
dictó, en fecha treinta de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y seis, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto a sus ordinales 
tercero y cuarto, la sentencia pronunciada en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua en fecha 
tres de febrero del año en curso, mil novecientos cincuenta 
y seis, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto por ante la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional; y Segundo: Condena a Juan Bautista Gómez al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Lic. 
Quírico Elpidio Pérez B., por afirmar haberlas avanzado 
en su mayor parte"; 

Considerando que así apoderada, la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó, en fecha ocho de julio del mil novecientos cin-
cuenta y siete, la sentencia ahora impugnada cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Que debe declarar, 
como en efecto declara, regular y válida la constitución en 
parte civil, en grado de apelación, hecha por Manuel Eligio 
Tejeda Melo, en contra de Juan Gregorio Bautista Gómez, 
y, en consecuencia, confirma en todas sus partes los ordi-
nales C y D de la sentencia N9 627, dictada en fecha 9 del 
mes de agosto del año 1945, por la entonces Alcaldía (hoy 
Juzgado de Paz) de San José de Ocoa, que copiado a la 
letra dice así: Condena al mismo Juan Gregorio Bautista 
Gómez, a restituir al señor Manuel Eligio Tejeda Melo, parte 
civil constituida, la suma de Doscientos Veintiséis Pesos 
con Ochenticinco Centavos Moneda en Curso Legal (RD$ 
226.85) que constituyó en préstamo que ha dado origen al 
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resente caso; y D) lo condena, además, al pago de las 
stas; Segundo: Que debe rechazar, como en efecto recha-
el pedimento formulado por Juan Gregorio Bautista Gó-

Pz, en cuanto a la compensación de las costas civiles, por 
procedentes y mal fundadas; Tercero: Que debe conde-

ar, como en efecto condena, a Juan Gregorio Bautista Gó-
ez, al pago de las costas civiles causadas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Violación del artículo 
59 de la Ley de Organización Judicial y 23 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por no establecer la sentencia el 
contenido del dictamen del Ministerio Público, ni la compro-
bación de que fué producido en audiencia pública"; "Segun-
do Medio: Violación de las reglas de la competencia rationae 
materiae.— Falta aplicación del principio de la unidad de 
jurisdicción"; "Tercer Medio: Falta absoluta de motivos y 
omisión de estatuir sobre todos los puntos de conclusiones 
del exponente que fueron sometidos por ante el Juez a quo"; 
"Cuarto Medio: Violación de los artículos 48, 65 y 70 del . 
Código de Procedimiento Civil, por (no) haber declarado 
la sentencia nulo el procedimiento sobre trámites procesales 
para apoderarlo de la demanda, cuando el exponente lo re-
clamó por conclusiones formales"; "Quinto Medio: Violación 
de los artículos 70 párrafo 1 de la Constitución. de la Repú-
blica; 43 de la Ley de Organización Judicial, 3 del Código 
de Procedimiento Criminal, por falsa aplicación del prin-
cipio de la unidad de jurisdicción"; "Sexto Medio: Violación 
del artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, de alcan-
ce general, sobre prohibición de someter demandas nuevas 
en grado de apelación"; "Séptimo Medio: Violación del ar-
tículo 1291 del Código Civil y 130 del Código de Procedi-
miento Civil, reformado por la Ley 1\19  507 del 25 de julio 
de 1941.— Falta de base legal.— Desnaturalización de los 
documentos.— Falsos motivos e interpretación de la ley"; 

Considerando que por el Tercer Medio, que se examina 
en primer término por convenir así, el recurrente alega: "si 
se leen las conclusiones que fueron presentadas por el recu- 
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rrente ante el Juez a quo, que se hallan consignadas en la 
sentencia recurrida; y los motivos dados por el dicho Juez en 
la referida sentencia, se verá que no estatuyó sobre ninguno 
de los pedimentos que le fueron sometidoS de manera clara 
Y Precisa"; y que "no queda la menor duda de que la sen-
tencia recurrida ha incurrido en un vicio que la hace sus-
ceptible de casación"; 

Considerando que, ciertamente, los jueces del fondo es-
tán obligados a responder a todos los puntos que han sido 
articulados en audiencia, de un modo preciso y categórico, 
en las conclusiones de las partes; 

Considerando que, en la especie, y tal como lo alega el 
recurrente, él presentó en la audiencia del ocho de julio del 
mil novecientos cincuenta y siete ante el Tribunal a quo, 
antes de concluir al fondo, conclusiones tendientes, 19 a que 
se declarara bueno y válido su recurso de apelación; 2^ de 
manera principal, a que se declarara que dicho Tribunal 
era incompetente "para conocer de esta acción civil, porque 
está fundada en los hechos que la parte civil alega como 
acreedora pura y simple, por el préstamo, que es distinta 
de la acción que autoriza la jurisprudencia a someter al 
tribunal represivo independientemente de la acción pública 
que debe estar fundada en los mismos hechos aue sirvieron 
de base a la prevención en primer grado de jurisdicción; 
porque esta es la acción del acreedor puro y simple, en co-
bro de pesos; y la prevención penal se funda en la falta 
de entrega de la prenda, hechos completamente distintos, 
razón por la cual, en estas circunstancias, no es aplicable 
el principio de la unidad de jurisdicción; porque la parte 
civil reclama como acreedora y no como parte lesionada por 
el delito previsto y castigado por el artículo 10 de la Ley 
(O.E.) NQ 671 del 19 de septiembre de 1921"; 3 9  subsidia-
riamente, para el caso en que hipotéticamente se considera-
sen "unidas dichas condiciones de admisibilidad del princi-
pio de la unidad de jurisdicción", y "bajo absolutas reservas 
de derecho", que se declararan "nulos y sin efecto los trá-
mites procesales seguidos por la parte civil" para someter  

la acción a ese tribunal, "después de haberse extinguido la 
acción pública"; "ésto, porque se ha omitido el preliminar 
de conciliación, el emplazamiento con todas sus menciones 
y dar copia del acta de no conciliación o la mención de no 

comparecéncia, todo prescrito a pena de nulidad por la 

Ley"; 4" "más subsidiariamente aún", que se declarara, 
`irrecibible la acción pública, por violación del doble grado 
de jurisdicción y por ser demanda en grado de apelación 
prohibida, puesto que la demanda", presentada al tribunal 
a quo difería "por su causa y por su objeto, de la demanda 
presentada por ante el Juez de primer grado: allí reclamó 
como parte lesionada por el susodicho delito de falta de 
entrega de la prenda; aquí pretende accionar como acree-
dora del préstamo en virtud del formulario 92, o sea que 
trata de ejercer la acción personal en cobro de pesos como 
acreedor puro y simple, cuando debiera accionar como parte 
lesionada por el delito"; 

Considerando que, no obstante las conclusiones princi-
pales, subsidiarias, y más subsidiarias aún formuladas de 
manera precisa y categórica en los referidos ordinales 2 9, 
a» y 4^ tendientes a que se declarara la incompetencia del 
tribunal para conocer de la acción de la cual se trataba, a 
que se declarara nulo y sin efecto el procedimiento seguido 
por la parte civil para apoderar al tribunal y, por último, 
a que se declarara irrecibible la acción pública, las cuales 
contienen la indicación de los motivos particulares que tenía 
el recurrente para hacer dichos pedimentos, el Tribunal 
a quo, "confirma en todas sus partes los ordinales C y D 
de la sentencia N" 627, dictada en fecha 9 del mes de agosto 
del año 1945, por la entonces Alcaldía (hoy Juzgado de 
Paz) de San José de Ocoa", que había sido objeto de urr 
recurso de apelación del hoy recurrente en casación, sin 
dar motivos que justifiquen el rechazamiento implícito que 
tal decisión conlleva de los pedimentos formales a que ya se 
ha hecho referencia; aue, en tal virtud el fallo impugnado, 
carece, en estos aspectos, de motivos, tal como lo alega el 
recurrente en el tercer medio de su recurso que se examina, 
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rrente ante el Juez a quo, que se hallan consignadas en la 
sentencia recurrida; y los motivos dados por el dicho Juez en 
la referida sentencia, se verá que no estatuyó sobre ningun o 

 de los pedimentos que le fueron sometidoS de manera clara 
y precisa"; y que "no queda la menor duda de que la sen. 
tencia recurrida ha incurrido en un vicio que la hace sus-
ceptible de casación"; 

Considerando que, ciertamente, los jueces del fondo es-
tán obligados a responder a todos los puntos que han sido 
articulados en audiencia, de un modo preciso y categórico, 
en las conclusiones de las partes; 

Considerando que, en la especie, y tal como lo alega el 
recurrente, él presentó en la audiencia del ocho de julio del 
mil novecientos cincuenta y siete ante el Tribunal a quo, 
antes de concluir al fondo, conclusiones tendientes, 1" a que 
se declarara bueno y válido su recurso de apelación; 2" de 
manera principal, a que se declarara que dicho Tribunal 
era incompetente "para conocer de esta acción civil, porque 
está fundada en los hechos que la parte civil alega como 
acreedora pura y simple, por el préstamo, que es distinta 
de la acción que autoriza la jurisprudencia a someter al 
tribunal represivo independientemente de la acción pública 
que debe estar fundada en los mismos hechos aue sirvieron 
de base a la prevención en primer grado de jurisdicción; 
porque esta es la acción del acreedor puro y simple, en co-
bro de pesos; y la prevención penal se funda en la falta 
de entrega de la prenda, hechos completamente distintos, 
razón por la cual, en estas circunstancias, no es aplicable 
el principio de la unidad de jurisdicción; porque la parte 
civil reclama como acreedora y no corno parte lesionada por 
el delito previsto y castigado por el artículo 10 de la Ley 
(O.E.) N" 671 del 19 de septiembre de 1921"; 3° subsidia-
riamente, para el caso en que hipotéticamente se considera-
sen "unidas dichas condiciones de admisibilidad del princi-
pio de la unidad de jurisdicción", y "bajo absolutas reservas 
de derecho", que se declararan "nulos y sin efecto los trá-
mites procesales seguidos por la parte civil" para someter  

la acción a ese tribunal, "después de haberse extinguido la 

acción pública"; "ésto, porque se ha omitido el preliminar 
de conciliación, el emplazamiento con todas sus menciones 

dar copia del acta de no conciliación o la mención de no 
comparecencia, todo prescrito a pena de nulidad por la 
Ley"; 4" "más subsidiariamente aún", que se declarara, 
'irrecibible la acción pública, por violación del doble grado 
de jurisdicción y por ser demanda en grado de apelación 
prohibida, puesto que la demanda", presentada al tribunal 
a quo difería "por su causa y por su objeto, de la demanda 
presentada por ante el Juez de primer grado: allí reclamó 
como parte lesionada por el susodicho delito de falta de 
entrega de la prenda; aquí pretende accionar como acree-
dora del préstamo en virtud del formulario 92, o sea que 
trata de ejercer la acción personal en cobro de pesos como 
acreedor puro y simple, cuando debiera accionar como parte 
lesionada por el delito"; 

Considerando que, no obstante las conclusiones princi-
pales, subsidiarias, y más subsidiarias aún formuladas de 
manera precisa y categórica en los referidos ordinales 2 9, 
3" y 4' tendientes a que se declarara la incompetencia del 
tribunal para conocer de la acción de la cual se trataba, a 
que se declarara nulo y sin efecto el procedimiento seguido 
por la parte civil para apoderar al tribunal y, por último, 
a que se declarara irrecibible la acción pública, las cuales 
contienen la indicación de los motivos particulares que tenía 
el recurrente para hacer dichos pedimentos, el Tribunal 
a quo, "confirma en todas sus partes los ordinales C y D 
de la sentencia N" 627, dictada en fecha 9 del mes de agosto 
del año 1945, por la entonces Alcaldía (hoy Juzgado de 
Paz) de San José de Ocoa", que había sido objeto de urr 
recurso de apelación del hoy recurrente en casación, sin 
dar motivos que justifiquen el rechazamiento implícito que 
tal decisión conlleva de los pedimentos formales a que ya se 
ha hecho referencia; aue, en tal virtud el fallo impugnado, 
carece, en estos aspectos, de motivos, tal como lo alega el 
recurrente en el tercer medio de su recurso que se examina, 



260 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	 BOLETÍN JUDICIAL 

	
261 

por lo cual aquél debe ser anulado, sin que sea necesario 
examinar los demás medios del recurso; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden 
ser compensadas cuando una sentencia fuere casada por fal-
ta o insuficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Admite a Manuel Eligio 
Tejeda Melo, como interviniente en el recurso del cual se tra-
ta; Segundo: Casa la sentencia pronunciada en grado de 
apelación por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha ocho de 
julio del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo, y envía 
el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís; y Tercero: Compensa las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carr 
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia. impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Monte Cristy, de fecha 30 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Uecurrente; Carlos Daniel Inoa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Lúis Logroño Cohen, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de febrero de mil 
novecientos., cincuenta y ocho años 114' de la Independen-
cia 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos Da- 
niel Inoa, dominicano, de diecinueve años de edad, soltero, 
empleado público, domiciliado y residente en la ciudad de 
San Fernando de Monte Cristy, cédula 5643, serie 41, sello 
25621, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Monte Cristy, de fecha treinta de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete, dictada en 
atribúciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la Republica; 
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por lo cual aquél debe ser anulado, sin que sea necesario 
examinar los demás medios del recurso; 

Considerando que de acuerdo ron el artículo 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden 
ser compensadas cuando una sentencia fuere casada por fal-
ta o insuficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Admite a Manuel Eligio 
Tejeda Melo, como interviniente en el recurso del cual se tra-
ta; Segundo: Casa la sentencia pronunciada en grado de 
apelación por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha ocho de 
julio del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo, y envía 
el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís; y Tercero: Compensa las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carr 
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

'certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Monte Cristy, de fecha 30 de octubre de 1957. 

ateria: Penal. 

ur-ente: Carlos Daniel Inoa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacicnal, hoy día doce del mes de febrero de mil 
novecientos, cincuenta y ocho años 114' de la Independen-
cia 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos Da-
niel Inoa, dominicano, de diecinueve años de edad, soltero, 
empleado público, domiciliado y residente en la ciudad de 
San Fernando de Monte Cristy, cédula 5643, serie 41, sello 
25621, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Monte Cristy, de fecha treinta de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete, dictada en 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera Instancia de Monte Cris. 
ty, en fecha treinta de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y siete, a requerimiento del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, párrafo primero, del Có-
digo Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de septiembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete, el Comandante del Destacamento de la 
Policía Nacional destacado en la ciudad de Monte Cristy, 
Municipio y Provincia del mismo nombre, sometió por ante 
el representante del Ministerio Público del Juzgado de Paz 
del Municipio de Monte Cristy, a Carlos Daniel Inoa, incul-
pado del delito de heridas en perjuicio de Blasina Féliz 
Rosario, hecho que ocurrió en la madrugada de ese día; 
b) que apoderado del caso el indicado Juzgado de Paz de 
Monte Cristy, y por sentencia dictada en fecha dos de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete. condenó al 
actual recurrente, Carlos Daniel Inoa. por el delito de heri-
das en perjuicio de Blasina Féliz Rosario, a las penas de 
seis días de prisión correccional, al pago de una de quince 
pesos (RD$15.00) y al pago de las costas del procedimien-
to; c) que contra esa sentencia interpuso recurso de ape-
ladón, en la misma fecha de la sentencia, o sea el día dos 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, el actual 
recurrente, Carlos Daniel Inoa, por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy; 

Considerando que sobre el anterior recurso de apela-
ción, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristy dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar .y declara, bueno y válido el recurso de apelación 
interpuesta por el prevenido Carlos Daniel Inoa, de gene- 

rales conocidas, contra sentencia de fecha 2 del mes de oc-
tubre del año en curso, dictada por el Juzgado de Paz de 
este Municipio de Monte Cristy, que lo condenó por el delito 
de heridas en perjuicio de la señora Blasina Féliz Rosario, 

a sufrir la pena de seis (6) días de prisión correccional, 
al pago de una multa de quince pesos oro (RD$15.00) y al 
pago de las costas del procedimiento;, por haberlo hecho en 
tiempo hábil.— SEGUNDO: Que debe confirmar y confir-
ma, en todas sus partes la sentencia del Juzgado de Paz del 
municipio de Monte Cristy, de fecha 2 de octubre de 1957, 
que condenó al nombrado Carlos Daniel Inoa, a sufrir la 
pena de seis (6) días de prisión correccional, al pago de una 
multa de quince pesos oro RD$15.00) y al pago de las costas 
del procelirniento, por el delito de heridas en perjuicio de la 
señora Blasina Féliz Rosario, por haber hecho el Juez a quo 
una correcta aplicación de la ley; se condena además al 
recurrente Carlos Daniel Inoa, al pago de las costas de la 
alzada"; 

Considerando que el Juzgado a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente aportadas en la instrucción de la causa, lo siguien-
te: a) que el prevenido Carlos Daniel Inoa le dió un golpe a 
Blasina Féliz Rosario, con una silla, después de cruzarse pa-
labras entre ellos; golpe éste que, de conformidad con el 
certificado médico expedido el dos de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el doctor J. E. Kunhardt, 
Médico-Director del Hospital "Padre Fantino", le produjo a 
Blasina Féliz Rosario una "herida contusa en la rekión 
frontal que sólo interesó los planos superciliares, que cura-
rá antes de los diez días, salvo complicación, Sin dejar le-
sión permanente"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por el Juzgado a quo, está carac-
terizado el delito de 'heridas previsto y sancionado por el 
párrafo I del artículo 311 del Código Penal, puesto a cargo 
del recurrente; que, en consecuencia, al declarar el Juzga- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera Instancia de Mónte Cris-
ty, en fecha treinta de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y siete, a requerimiento del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311, párrafo primero, del Có-
digo Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de septiembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete, el Comandante del Destacamento de la 
Policía Nacional destacado en la ciudad de Monte Cristy, 
Municipio y Provincia del mismo nombre, sometió por ante 
el representante del Ministerio Público del Juzgado de Paz 
del Municipio de Monte Cristy, a Carlos Daniel Inoa, incul-
pado del delito de heridas en perjuicio de Blasina Féliz 
Rosario, hecho que ocurrió en la madrugada de ese día; 
b) que apoderado del caso el indicado Juzgado de Paz de 
Monte Cristy, y por sentencia dictada en fecha dos de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete, condenó al 
actual recurrente, Carlos Daniel Inoa. por el delito de heri-
das en perjuicio de Blasina Féliz Rosario, a las penas de 
seis días de prisión correccional, al pago de una de quince 
pesos (RD$15.00) y al pago de las costas del procedimien-
to; c) que contra esa sentencia interpuso recurso de ape-
lach5n, en la misma fecha de la sentencia, o sea el día dos 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, el actual 
recurrente, Carlos Daniel Inoa, por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy; 

Considerando que sobre el anterior recurso de apela-
ción, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristy dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar y declara, bueno y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido Carlos Daniel Inoa, de gene- 

rales conocidas, contra sentencia de fecha 2 del mes de oc-
tubre del año en curso, dictada por el Juzgado de Paz de 
-;te Municipio de Monte Cristy, que lo condenó por el delito 

de heridas en perjuicio de la señora Blasina Féliz Rosario, 

a sufrir la pena de seis (6) días de prisión correccional, 
al pago de una multa de quince pesos oro (RD$15.00) y al 
pago de las costas del procedimiento; por haberlo hecho en 
tiempo hábil.— SEGUNDO: Que debe confirmar y confir-
ma, en todas sus partes la sentencia del Juzgado de Paz del 
municipio de Monte Cristy, de fecha 2 de octubre de 1957, 
que condenó al nombrado Carlos Daniel Inoa, a sufrir la 
pena de seis (6) días de prisión correccional, al pago de una 
multa de quince pesos oro RD$15.00) y al pago de las costas 
del procedimiento, por el delito de heridas en perjuicio de la 
señora Blasina Féliz Rosario, por haber hecho el Juez a quo 
una correcta aplicación 'de la ley; se condena además al 
recurrente Carlos Daniel Inoa, al pago de las costas de la 
alzada"; 

Considerando que el Juzgado a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente aportadas en la instrucción de la causa, lo siguien-
te: a) que el prevenido Carlos Daniel Inoa le dió un golpe a 
Blasina Féliz Rosario, con una silla, después de cruzarse pa-
labras entre ellos; golpe éste que, de conformidad con el 
certificado médico expedido el dos de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el doctor J. E. Kunhardt, 
Médico-Director del Hospital "Padre Fantino", le produjo a 
Blasina Féliz Rosario una "herida contusa en la rekión 
frontal que sólo interesó los planos superciliares, que cura-
rá antes de los diez días, salvo complicación, Sin dejar le-
sión permanente"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por el Juzgado a quo, está carac-
terizado el delito de heridas previsto y sancionado por el 
párrafo I del artículo 311 del Código Penal, puesto a cargo 
del recurrente; que, en consecuencia, al declarar el Juzga- 
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do a quo al prevenido Carlos Daniel Inoa culpable del refe-
rido delito, le atribuyó al hecho la calificación legal qu e 

 le corresponde según su propia naturaleza, y al condenarlo 
a las penas de seis días de prisión correccional y quince 
pesos de multa, le impuso una sanción que está ajustada 
a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne 
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Daniel Inoa contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Monte Cristy, en atribuciones correccio-
nales y en grado de apelación, en fecha treinta de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez .B— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

„ en tencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 7 
de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

nevurrente: César Antonio Núñez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por César An-
tonio Núñez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de La Vega, cédula 26958, serie 47, se-
llo 5359134, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
La Vega, de fecha siete de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaria de la Corte a qua, en fecha siete de noviembre 
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do a quo al prevenido Carlos Daniel Inoa culpable del refe-
rido delito, le atribuyó al hecho la calificación legal que 
le corresponde según su propia naturaleza, y al condenarlo 
a las penas de seis días de prisión correccional y quince 
pesos de multa, le impuso una sanción que está ajustada 
a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne 
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Daniel Inoa contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Monte Cristy, en atribuciones correccio-
nales y en grado de apelación, en fecha treinta de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez .B— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1958 

lentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 7 
de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: César Antonio Núñez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
'Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por César An-
tonio Núñez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de La Vega, cédula 26958, serie 47, se-
llo 5359194, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
La Vega, de fecha siete de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

retaría de la Corte a qua, en fecha siete de noviembre 
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de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio detern-u. 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, escala sexta, 
del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo. 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de marzo del ario mil novecientos cincuenta 
y siete, Eduardo Manuel Estévez compareció por ante el 
Primer Teniente Severo Rivera Castro; P. N., destacado 
en la Octava Compañía de la Policía Nacional, en la ciudad 
de La Vega, y presentó formal querella contra César Anto-
nio Núñez, por el delito de abuso de confianza en su per-
juicio; b) que apoderada del caso la Cámara Penal del 
Juzgado ae Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, conoció del mismo en fecha veintisiete clt junio de mil 
novecientos cincuenta y siete, y dictó una sentencia en de-
fecto con el siguiente dispositivo: "1"—Se pronuncia defecto 
contra el nombrado César Núñez, de generales ignoradas, 
por no haber comparecido a la audiencia para la cual fué 
citado legalmente; 29—Se condena a dicho nombrado César 
Núñez a un ario de prisión correccional acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; por el delito de abuso de 
confianza en perjaicio de Eduardo Manuel Estévez (a) Ba-
ro; 3"—Se condena además al pago de las costas"; c) que 
contra esa sentencia interpuso recurso de oposición César 
Antonio Núñez, en fecha doce de julio del mismo ario, del 
cual conoció la mencionada Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judirial de La Vega, dictan-
do en esa misma fecha, doce de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"1"—Se declara nulo y sin ningún efecto el recurso de opo-
sición interpuesto por el prevenido César Núñez contra sen-
tencia de esta Cámara Penal de fecha 27 de junio de 1957, 

• que lo condenó en defecto por el delito de abuso de confian- 

za en perjuicio de Eduardo Manuel Estévez (a) Baro, a 
strfrir la pena de un ario de prisión correccional y al pago 
de las costas; por no haber comparecido a esta audiencia 
no obstante haber sido legalmente citado; 2"—Se condena 
al oponente al pago de las costas"; d) que no conforme con 
ese fallo, el inculpado César Antonio Núñez interpuso re-
curso de apelación, del cual conoció la Corte de Apelación 
de La Vega en fecha doce de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete, dictando en esa misma fecha una 
sentencia en defecto, con el dispositivo siguiente: "PRIME-
RO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Declara defecto 
contra el nombrado César Núñez, por no haber compare-
cido a esta audiencia para la cual fué regularmente citado:, 
TRCERO: Modifica la sentencia rendida por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Inistancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, el veintisiete de junio del ario mil nove-
cientos cincuenta y siete, que condenó en defecto al pre-
venido César Núñez, de generales en el expediente, a sufrir 
la pena de un ario de prisión correccional y al pago de las 
costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes., 
por el delito de abuso de confl4nza en perjuicio de Eduardo 
Manuel Estévez; en el sentido'de condenar a dicho inculpa-
do César Núñez a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, por el delito antes citado del cual se le reco-
noce autor responsable, acogiendo en su favor más amplias 
circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena además al 
preindicado César Núñez al pago de las costas de esta ins-
tancia"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido contra esa sentencia, la Corte de 
Apelación de La Vega dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALA: PRIMERO: Decla-
ra bueno y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de oposición;— SEGUNDO: Modifica la sentencia rendida 
por esta Corte el doce del mes de septiembre del afio mil 
novecientos cincuenta y siete, que condenó en defecto al 
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de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deterrni. 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, escala sexta, 
del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de marzo del ario mil novecientos cincuenta 
y siete, Ecivardo Manuel Estévez compareció por ante el 
Primer Teniente Severo Rivera Castro, P. N., destacado 
en la Octava Compañía de la Policía Nacional, en la ciudad - 
de La Vega, y presentó formal querella contra César Anto-
nio Núñez, por el delito de abuso de confianza en su per-
juicio; b) que apoderada del caso la Cámara Penal del 
Juzgado cte. Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, conoció del mismo en fecha veintisiete ch junio de mil 
novecientos cincuenta y siete, y dictó una sentencia en de-
fecto con el siguiente dispositivo: "1"—Se pronuncia defecto 
contra el nombrado César Núñez, de generales ignoradas, 
por no haber comparecido a la audiencia para la cual fué 
citado legalmente; 29—Se condena a dicho nombrado César 
Núñez a un ario de prisión correccional acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; por el delito de abuso de 
confianza en perjuicio de Eduardo Manuel Estévez (a) Ba-
ro; 3"—Se condena además al pago de las costas"; c) que 
contra esa sentencia interpuso recurso de oposición César 
Antonio Núñez, en fecha doce de julio del mismo ario, del 
cual conoció la mencionada Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judirial de La Vega, dictan-
do en esa misma fecha, doce de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"1"—Se declara nulo y sin ningún efecto el recurso de opo-
sición interpuesto por el prevenido César Núñez contra sen-
tencia de esta Cámara Penal de fecha 27 de junio de 1957, 

• que lo condenó en defecto por el delito de abuso de confian- 

za en perjuicio de Eduardo Manuel Estévez (a) Baro, a 
sufrir la pena de un ario de prisión correccional y al pago 
de las costas; por no haber comparecido a esta audiencia 
no obstante haber sido legalmente citado; 2°—Se condena 
al oponente al pago de las costas"; d) que no conforme con 
ese fallo, el inculpado César Antonio Núñez interpuso re-
curso de apelación, del cual conoció la Corte de Apelación 
de La Vega en fecha doce de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete, dictando en esa misma fecha una 
sentencia en defecto, con el dispositivo siguiente: "PRIME-
RO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Declara defecto 
contra el nombrado César Núñez, por no haber compare-
cido a esta audiencia para la cual fué regularmente citado:, 
T£RCERO: Modifica la sentencia rendida por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Inistancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, el veintisiete de junio del ario mil nove-
cientos cincuenta y siete, que condenó en defecto al pre-
venido César Núñez, de generales en el expediente, a sufrir 
la pena de un ario de prisión correccional y al pago de las 
costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 
por el delito de abuso de confl4nza en perjuicio de Eduardo 
Manuel Estévez; en el sentido'cle condenar a dicho inculpa-
do César Núñez a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, por el delito antes citado del cual se le reco-
noce autor responsable, acogiendo en su favor más amplias 
circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena además al 
preindicado César Núñez al pago de las costas de esta ins-
tancia"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter- 
puesto por el prevenido contra esa sentencia, la Corte de 
Apelación de La Vega dictó la sentencia ahora impugnada, 

yo dispositivo es el siguiente: "FALA: PRIMERO: Decla- cu 

ra bueno y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de oposición;— SEGUNDO: Modifica la sentencia rendida 
por esta Corte el doce del mes de septiembre del año mil 
novecientos cincuenta y siete, que condenó en defecto al 
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prevenido y oponente, César Núñez. de generales conocidas, 
a sufrir la pena de un año de prisión correccional y al pago 
de las costas, por el delito de abuso de confianza en per-
juicio del menor Eduardo Manuel Estévez; en el sentido de 
condenar a dicho prevenido a sufrir la pena de dos meses 
de prisión correccional por el delito antes citado del cual 
sede reconoce autor responsable, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Condena además al 
preindicaclo César Núñez al pago de las costas de esta ins-
tancia"; 

Considerando que la Corte n. qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular-
mente aportadas en la instrucción de la causa, que Eduardo 
Manuel Estévez entregó en fecha diez de marzo del año 
mil novecientos cincuenta y siete al prevenido César Anto-
nio Núñez, diez billetes de la Lotería Nacional y veinticinco 
planillas de quinielas, para que éste los vendiera "ganán-
dose una comisión y le entregara el producido de la venta o 
devolviera los billetes y quinielas que no pudiera vender"; 
que el valor de los billetes y las quinielas ascendía a la 
suma de doscientos diecisiete3pesos oro con cincuenta cen-
tavos (RD$217.50), y que de dicha suma el vendedor dis-
puso en su provecho de la cantidad de ciento treinta y un 
pesos con treinta y dos centavos (RD$131.32); 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua está caracte-
rizado el delito de abuso de confianza previsto por el Art. 
108 del Código Penal, y sancionado por el artículo 406 del 
mismo Código con las penas de prisión correccional de uno 
a dos año y multa que no bajará de cincuenta pesos, ni ex-
cederá el tanto de la tercera parte de las indemnizaciones 
y restituciones que se deban al agraviado; que al declarar 
la Corte a qua. a dicho prevenido culpable 'del referido delito, 
le atribuyó al hecho la calificación legal que le corresponde 
según su propia naturaleza, y al condenarlo a la pena de 
dos meses de prisión correccional, acogiendo en su favor  

circunstancias atenuantes, le impuso una sanción que está 
ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne 
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por César Antonio Núñez, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en atribuciones correccionales, en fecha siete de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segando 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Ay bar.— Clod. Mateo-Fernández. —Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

268 
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al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por César Antonio Núñez, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en atribuciones correccionales, en fecha siete de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segando 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO D E1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo (I, 
fecha 19 de septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Manuel Antonio Lizardo Gómez y Manuel Ac, 

Hazoury. 
Abogados: Dres. Alfonso Matos Félix y Rafael Aug. Sánchez R, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día catorce del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28 de la Era de Trujillo. dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: i 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Antonio Lizardo Gómez, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chófer, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cé-
dula 29795, serie 54, sello 2427446, y Manuel Antonio Ha-
zoury, cuyas generales no constan en el expediente, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
sus atribuciones correccionales, de fecha diecinueve de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi -
tivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, el día veintitrés de septiem- 
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
de los doctores Alfonso Matol Féíliz y Rafael Augusto Sán- 
chez hijo, cédulas 16762 y 38378, series 47 y 1 8 , cuyos sellos 
no constan en el expediente, respectivamente. quienes ac- 
tuaron en nombre y representación de los recurrentes, en 
la cual no se indica ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 3 de la Ley N" 2022, refor- 
mado por la Ley 3749, del año 1954; 1382 del Código Civil, 
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
del accidente automovilístico ocurrido el día cinco de julio 
de mil novecientos cincuenta y siete, en la Avenida San 
Martín, de esta ciudad, en el cual recibió la muerte José 
Antonio Miniño Rodríguez, fué sometido a la acción de la 
justicia Manuel Antonio Lizardo Gómez, chófer de 
la guagua pública N9  6131, en la cual se encontraba la vícti- 
ma en el momento del accidente; b) que apoderada del 
caso, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Ihstanctia del Distrito Nacional, dictó en fecha dos de 
agosto de mil novecientos cincuenta y seis una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe de- 
clarar y declara regulares, en cuanta a la forma, las cons- 
tituciones en parte civil hechas por los señores José Eurí- 
pides Miniño Castillo y Juana Evangelista Rodríguez Veloz, 
por conducto del Dr. Juan Tomás Mejía Feliú, contra el 
prevenido Manuel Antonio Lizardo Gómez, y el señor Ma- 
nuel Antonio Hazoury Gómez, como parte civilmente res- 
ponsable del delito en su condición de comitente del preve- 
nido Manuel Antonio Lizardo Gómez, en el momento de 
ocurrir el accidente; Segundo: que debe declarar y declara 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO D E1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 19 de septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Manuel Antonio Lizardo Gómez y Manuel Ati 	, 

Hazoury. 
Abogados: Dres. Alfonso Matos Félix y Rafael Aug, Sánchez 	, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día catorce del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28 de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia púdica, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Antonio Lizardo Gómez, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chofer, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cé-
dula 29795, serie 54, sello 2427446, y Manuel Antonio Ha-
zoury, cuyas generales no constan en el expediente, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
sus atribuciones correccionales, de fecha diecinueve de sep-

tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi -
tivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

lo
de la Vista elacta del recurso de casación levantada en la 
 Secretaría de la Corte a qua, el día veintitrés de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
de los doctores Alfonso MatoFéíliz y Rafael Augusto Sán-
chez hijo, cédulas 16762 y 38378, series 47 y 1a , cuyos sellos 
no constan en el expediente, respectivamente. quienes ac-
tuaron en nombre y representación de los recurrentes, en 

,• 

la cual no se indica ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 3 de la Ley N^ 2022, refor-
mado por la Ley 3749, del año 1954; 1382 del Código Civil, 
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
del accidente automovilístico ocurrido el día cinco de julio 
de mil novecientos cincuenta y siete, en la Avenida San 
Martín, de esta ciudad, en el cual recibió la muerte José 
Antonio Miniño Rodríguez, fué sometido a la acción de la 
justicia Manuel Antonio Lizardo Gómez, chófer de 
la guagua pública N9  6131, en la cual se encontraba la vícti-
ma en el momento del accidente; b) que apoderada del 
caso, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Ihstanclia del Distrito Nacional, dictó en fecha dos de 
agosto de mil novecientos cincuenta y seis una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe de-
clarar y declara regulares, en cuanta a la forma, las cons-
tituciones en parte civil hechas por los señores José Eurí-
pides Miniño Castillo y Juana Evangelista Rodríguez Veloz, 
por conducto del Dr. Juan Tomás Mejía Feliú, contra el 
prevenido Manuel Antonio Lizardo Gómez, y el señor Ma-
nuel Antonio Hazoury Gómez, como parte civilmente res-
ponsable del delito en su condición de comitente del preve-
nido Manuel Antonio Lizardo Gómez, en el momento de 
ocurrir el accidente; Segundo: que debe declarar y declara 



272 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 273 

al nombrado Manuel Antonio Lizardo Gómez, de genera. 
les que constan, no culpable del delito de homicidio invo. 
luntario (violación a la Ley N° 2022, sobre accidentes cau-
sados con vehículos de motor) en la persona de quien se 
llamó Jose Antonio Miniño Rodríguez y, en consecuencia, 
lo descarga por haberse establecido que en la comisión del 
hecho concurrió una falta de parte de la víctima y existir 
una insuficiencia de pruebas respecto a la comisión, por 
parte del prevenido, de alguna de las faltas limitativamente 
establecidas por el artículo 3 de la expresada Ley número 
2022; Tercero: que debe rechazar y rechaza las conclusio-
nes de las partes civiles constituidas, señores José Eurípi-
des Miniño Castillo y Juana Evangelista Rodríguez Veloz, 
por improcedentes; y Cuarto: que debe declarar y declara 
las costas penales de oficio y condena a las partes civiles 
constituidas, señores José Eurípides Miniño Castillo y Jua-
na Evangelista Rodríguez Veloz, al pago por mitad de 
las costas civiles, con distracción en favor de los doctores 
Francisco del Rosario Díaz y Eugenio Alfonso Matos Félix, 
abogados de la defensa del prevenido y de la parte civil-
mente responsable por haber afirmado haberlas avanzado"; 
c) que contra la anterior sentencia interpusieron recurso 
de apelación las personas constituidas en parte civil, José 
Eurípides Miniño Castillo y Juana Evangelista Rodríguez 
Veloz, en la 'forma y en el plazo indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidas en la forma las apela-
ciones interpuestas por las partes civiles constituidas en 
audiencia, señores José Eurípides Miniño Castillo y Juana 
Evangelista Rodríguez Veloz; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por 
la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de PPimera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha dos del mes de agosto 
del año mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar del presente fallo; y obrando 
por propia autoridad, declara al prevenido Manuel Antonio 

Lizardo Gómez, culpable del delito de homicidio involun-
tario causado con un vehículo de motor (violación de la 

Ley N' 2022), en perjuicio de José Antonio Miniño Ro-
dríguez, reconociendo en la comisión del hecho la falta 
concurrente de la víctima; TERCERO: Condena a Manuel 
Antonio Lizardo Gómez, prevenido, y a Manuel Antonio 
Hazoury Gómez, parte civilmente responsable, al pago soli-
dario de una indemnización de dos mil pesos oro (RD$2,000. 
00) en favor de cada una de las partes civiles constituidas, 
como justa reparación de los daños y perjuicios sufridos 
por ellas, con motivo de la muerte de su hijo José Antonio 
Miniño• Rodríguez, tomando en consideración, como se ha 
dicho, la talla concurrente de la víctima;— CUARTO: Con-
dena al prevenido y a la parte civilmente responsable al 
pago solidario de las costas civiles, con distracción en pro-
vecho del Doctor Juan Tomás Mejía Feliú, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto ski recurso de la persona civilmente responsable: 

Considerando que de conformidad con el artículo 37 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el re-
curso de casación sea interpuesto por el ministerio público, 
por la parte civil o por la persona civilmente responsable, 
éstos deben, a pena de nulidad, depusitar un memorial con 
indicación de los medios de casación, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente 
Manul Antonio Hazoury Gómez, quien fué puesto en causa 
como persona civilmente responsable ante los jueces del fon-
do, no invocó cuando declaró su recurso ningún medio de-
terminado de casación, que dicho recurrente tampoco ha 
presentado con posterioridad a la declaración del recurso 
ningún memorial en apoyo del mismo que, por consiguiente, 
el recurso de casación de que se trata es nulo; 
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aparece copiado en otro lugar del presente fallo; y obrando 
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Lizardo Gómez, culpable del delito de homicidio involun-
tario causado con un vehículo de motor (violación de la 
Ley N9 2022), en perjuicio de José Antonio Miniño Ro-
dríguez, reconociendo en la comisión del hecho la falta 
concurrente de la víctima; TERCERO: Condena a Manuel 
Antonio Lizardo Gómez, prevenido, y a Manuel Antonio 

Hazoury Gómez, parte civilmente responsable, al pago soli-
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dicho, la lalta concurrente de la víctima;— CUARTO: Con-
dena al prevenido y a la parte civilmente responsable al 
pago solidario de las costas civiles, con distracción en pro-
vecho del Doctor Juan Tomás Mejía Feliú, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable: 

Considerando que de conformidad con el artículo 37 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el re-
curso de casación sea interpuesto por el ministerio público, 
por la parte civil o por la persona civilmente responsable, 
éstos deben, a pena de nulidad, depositar un memorial con 
indicación de los medios de casación, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente 
Manul Antonio Hazoury Gómez, quien fué puesto en causa 
como persona civilmente responsable ante los jueces del fon-
do, no invocó cuando declaró su recurso ningún medio de-
terminado de casación, que dicho recurrente tampoco ha 
presentado con posterioridad a la declaración del recurso 
ningún memorial en apoyo del mismo que, por consiguiente, 
el recurso de casación de que se trata es nulo; 



En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba sometidos regularment e 

 al debate, dió por establecido los siguientes hechos: a) que 
el día nueve de julio de mil novecientos cincuenta y sei s , 
mientras la guagua pública N° 6131 era conducida por el 
prevenido Manuel Antonio Lizardo Gómez, por la Avenida 
San Martín, perdió la vida el menor José Miniño Rodríguez, 
pasajero del mencionado vehículo; b) que el accidente ocu-
rrió al rozar la guagua con un poste de luz eléctrica, al 
reiniciar su marcha, y en el preciso momento en que dicho 
pasajero sacaba la cabeza por una de las ventanillas del 
vehículo; 

Considerando que la Corte a ging, para revocar la sen-
tencia apeiada, en la cual sólo se había admitido la falta 
de la víctima, expresa lo siguiente: "que si es cierto que 
de la declaración del testigo Leonel Antonio Julian se des-
prende que si José Antonio Miniño Rodríguez cometió una 
falta al sacar de la guagua la cabeza, también resulta que 
la guagua no se detivo en su parada, sino en medio de la 
parada y un poste de luz; de lo que se infiere que al parar 
cerca del poste de luz en vez de en el lugar indicado por 
los Reglamentos, señalados seguramente tomando en cuen-
ta la topografía del terreno, para que al arrancar el ve-
hículo no tropiece con obstáculo alguno al tratar de sepa-
rarse del borde de la acera, el conductor de la guagua co-
metió una falta que debió evitar estacionándose en el sitio 
reglamentario de la parada"; y agrega "que en el descenso 
al lugar de los hechos, ordenado y realizado, esta Corte, 
según consta en el acta redactada al efecto, comprobó, con 
la declaración de los testigos comparecientes. la  posición 
que tenía la guagua al producirse el accidente, en que perdió 
la vida José Antonio Miniño Rodríguez, y por la propia 
observación de la Corte, que dicho vehículo había entrado 
a la cuneía, rozado con la acera y que a la altura de la ca-
rrocería de la guagua había en el palo de luz un impacto, 

274 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 275 

ocasionado, como lo estima esta Corte, por el choque con 
la guagua, a que se refirieron los testigos"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, está caracterizado el delito de 
homicidio involuntario causado con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto y sancionado por la Ley NQ 2022, 
reformada, del año 1949, puesto a cargo del prevenido Li-
zardo Gómez y en perjuicio de José Antonio Miniño Ro-
dríguez, t2.1 como se declaró en la sentencia impugnada, pe-
ro tan soso, como lo hizo, para los fines de la acción civil, 
ya que las personas constituidas en parte civil eran las úni- 

cas apelantes; 
Considerando que los jueces del fondo comprobaron al 

efecto ClUe, como consecuencia de la infracción come-
tida por el prevenido, las personas constituidas en par-
te civil, el padre y la madre de la víctima, José Eurípides 
Miniño Castillo y Juana Evangelista Rodríguez Veloz, res-
pectivamente, sufrieron un daño cuyo monto se fijó sobe-
ranamente en la suma de RD$2,000.00, para cada uno de 
ellos, teniendo en cuenta además la incidencia de la falta 
de la víctima en la realización del accidente; que, al pro-
ceder de ese modo, la Corte 11. qua hizo en el fallo impug-
nado una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 
Civil y de los principios que regulan la reparación del daño; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Manuel Antonio Hazoury Gómez, 
en su calidad de persona civilmente responsable, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, en fecha diecinueve de septiembre de mil no-
vecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por el prevenido Manuel Antonio 
Lizardo Gómez contra la misma sentencia; y Tercero: Con-

dena a los recurrentes al pago •cle las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
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En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba sometidos regularment e 

 al debate, dió por establecido los siguientes hechos: a) que 
el día nueve de julio de mil novecientos cincuenta y sei s , 
mientras la guagua pública N° 6131 era conducida por el 
prevenido Manuel Antonio Lizardo Gómez, por la Avenida 
San Martín, perdió la vida el menor José Miniño Rodríguez, 
pasajero del mencionado vehículo; b) que el accidente ocu-
rrió al rozar la guagua con un poste de luz eléctrica, al 
reiniciar su marcha, y en el preciso momento en que dicho 
pasajero sacaba la cabeza por una de las ventanillas del 
vehículo; 

Considerando que la Corte a qua para revocar la sen-
tencia apeiada, en la cual sólo se había admitido la falta 
de la víctima, expresa lo siguiente: "que si es cierto que 
de la declaración del testigo Leonel Antonio Julian se des-
prende que si José Antonio Miniño Rodríguez cometió una 
falta al sacar de la guagua la cabeza, también resulta que 
la guagua no se detivo en su parada, sino en medio de la 
parada y un poste de luz; de lo que se infiere que al parar 
cerca del poste de luz en vez de en el lugar indicado por 
los Reglamentos, señalados seguramente tomando en cuen-
ta la topografía del terreno, para que al arrancar el ve-
hículo no tropiece con obstáculo alguno al tratar de sepa-
rarse del borde de la acera, el conductor de la guagua co-
metió una falta que debió evitar estacionándose en el sitio 
reglamentario de la parada"; y agrega "que en el descenso 
al lugar de los hechos, ordenado y realizado, esta Corte. 
según consta en el acta redactada al efecto, comprobó, con 
la declaración de los testigos comparecientes. la  posición 
que tenía la guagua al producirse el accidente, en que perdió 
la vida José Antonio Miniño Rodríguez, y por la propia 
observación de la Corte, que dicho vehículo había entrado 
a la cuneía, rozado con la acera y que a la altura de la ca-
rrocería de la guagua había en el palo de luz un impacto, 
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ocasionado, como lo estima esta Corte, por el choque con 
la guagua, a que se refirieron los testigos"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, está caracterizado el delito de 
homicidio involuntario causado con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto y sancionado por la Ley NY  2022, 
reformada, del año 1949, puesto a cargo del prevenido Li-
zardo Gómez y en perjuicio de José Antonio Miniño Ro-
dríguez, t41 como se declaró en la sentencia impugnada, pe-
ro tan soso, como lo hizo, para los fines de la acción civil, 
ya que las personas constituidas en parte civil eran las úni- 
cas apelantes; 

Considerando que los jueces del fondo comprobaron al 

efecto QUe, como consecuencia de la infracción come-
tida por el prevenido, las personas constituidas en par-
te civil, el padre y la madre de la víctima, José Eurípides 
Miniño Castillo y Juana Evangelista Rodríguez Veloz, res-
pectivamente, sufrieron un daño cuyo monto se fijó sobe-
ranamente en la suma de RD$2,000.00, para cada uno de 
ellos, teniendo en cuenta además la incidencia de la falta 
de la víctima en la realización del accidente; que, al pro-
ceder de ese modo, la Corte ,R, qua hizo en el fallo impug-
nado una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 
Civil y de los principios que regulan la reparación del daño; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Manuel Antonio Hazoury Gómez, 
en su calidad de persona civilmente responsable, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, en fecha diecinueve de septiembre de mil no-
vecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por el prevenido Manuel Antonio 
Lizardo Gómez contra la misma sentencia; y Tercero: Con-

dena a los recurrentes al pago .de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
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los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- - (Fdo.) Ernesto Curiel hijo — 
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• SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de f 
24 de julio de 1957. 

-,laceria: Penal. 

necurrente: Miguel Angel Fernández Bonilla. 

•Ir 	 Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Angel Fernández Bonilla, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chófer, domiciliado y residente en el municipio de 
Esperanza, provincia de Santiago, cédula 6201, serie 48, 
sello 26043, contra sentencia pronunciada en sus atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de Santiago 
en fecha veinte y cuatro de julio del año mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-•- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo —  

• SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1958/ 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de f 

24 de julio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Angel Fernández Bonilla. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Angel Fernández Bonilla, dominicano, mayor de edad, ca- 
sado, chófer, domiciliado y residente en el municipio de 

 correccionales por la Corte de Apelación de Santiago 

Esperanza, provincia de Santiago, cédula 6201, serie 48, 
sello 26043, contra sentencia pronunciada en sus atribucio-
nes 
en fecha veinte y cuatro de julio del año mil novecientos 

Oído e 
República; 

 li  dictamen  de la pú 	amen del Magistrado Procurador General 

cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

íd  

, • 

4 1 



278 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 279 

Vista el acta del recurso de casación levantada en lá 
Secretaría de la Corte a qua en fecha nueve de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1, 29; 65, 66 y 67 de la Ley sobre Proce. 
dimiento de Casación; 

Considerando que en fecha veinte y cuatro de julio del 
año mil novecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación 
de Santiago pronunció en sus atribuciones correccionales 
la sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: Primero: Declara nulo, sin ningún valor ni efecto el 
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Miguel 
Fernández (Miguel Angel Fernández Bonilla), contra sen-
tencia en defecto dictada por esta Corte de Apelación, en 
fecha veintidós del mes de enero del año en curso (1957), 
mediante la cual modificó la sentencia apelada, dictada en 
fecha veintisiete del mes de noviembre del año mil nove-
cientos cincuenta y seis, por la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, que declaró nulo, sin ningún valor ni efecto el recur-
so de oposición que interpuso contra sentencia de la misma 
Primera Cámara Penal en 'fecha seis de noviembre del 
mismo año, que lo condenó a seis meses de prisión correc-
cional, por el delito de violación a la Ley N^ 3143, en perjui-
cio de Ceferino Santiago Rodríguez, y lo condenó esta Corte 
a la pena de tres meses de prisión correccional, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes, y al pago de las 
costas; Segundo: Condena al procesado al pago de las 
costas"; 

Considerando que esta sentencia fué notificada al pre-
venido .Fernández Bonilla, en su domicilio y residencia del 
"Batey Benefactor", Municipio de Esperanza, en fecha vein-
te y ocho de agosto del año mil novecientos cincuenta y  

siete, por acto del alguacil de estrados del Juzgado de Paz 

del Municipio de Esperanza, Félix María Domínguez; 
Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley -

sobre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer 
el recurso de casación es de diez días contados desde la fe-
cha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estu-
vo presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada, o 
si fué debidamente citado para la misma; que, en todo otro 
caso, el plazo correrá a partir de la notificación de la sen-
tencia; que, además, según reza el artículo 66 de esta ley, 
todos los plazos en ella establecidos en favor de las partes 
son francos y de acuerdo con el artículo 67, estos plazos, 
así como el término de la distancia se calcularán del mismo 
modo que los fijados en las leyes de procedimiento; que, 
finalmente, al tenor del artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal, cuando en materia correccional haya 
lugar a aumentarse un plazo en razór de la distancia, éste 
se aumentará contándose un día más por cada tres leguas/ 
de distancia, o sea doce kilómetros)a-m.&";X"f hla t de 

Considerando que, en la especie, la sentencia impug-  ✓ 

nada, que no era suceptible de oposición, fué notificada al P 
prevenido Fernández Bonilla en su domicilio y residencia 
del "Batey Benefactor", Municipio de Esperanza, en fecha 
veinte y ocho de agosto de 1957; que dicho lugar está a 40 
kilómetros de distancia de la ciudad de Santiago de los 
Caballeros, sede de la Corte que pronunció la sentencia im-
pugnada; que el prevenido interpuso el recurso qut es 
motivo de la presente sentencia, en fecha nueve de octubre 
del año indicado; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente que 
plazo de diez días fijado por el artículo 29 de la Ley 

bre Procedimiento de Casación, más el aumento a que 
bía lugar en razón de la distancia, estaba vencido el día 
que se interpuso el recurso de casación, o sea el nueve 
octubre del año mil novecientos cincuenta y siete; que, 
efecto, el plazo de diez días francos, contados a partir 
la notificación de la sentencia, venció el día ocho de 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en lá 
Secretaría de la Corte a qua en fecha nueve de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determj. 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1, 29; 65, 66 y 67 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en fecha veinte y cuatro de julio del 
año mil novecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación 
de Santiago pronunció en sus atribuciones correccionales 
la sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: Primero: Declara nulo, sin ningún valor ni efecto el 
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Miguel 
Fernández (Miguel Angel Fernández Bonilla), contra sen-
tencia en defecto dictada por esta Corte de Apelación, en 
fecha veintidós del mes de enero del año en curso (1957), 
mediante la cual modificó la sentencia apelada, dictada en 
fecha veintisiete del mes de noviembre del año mil nove-
cientos cincuenta y seis, por la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, que declaró nulo, sin ningún valor ni efecto el recur-
so de oposición que interpuso contra sentencia de la misma 
Primera Cámara Penal en fecha seis de noviembre del 
mismo año, que lo condenó a seis meses de prisión correc-
cional, por el delito de violación a la Ley N^ 3143, en perjui-
cio de Ceferino Santiago Rodríguez, y lo condenó esta Corte 
a la pena de tres meses de prisión correccional, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes, y al pago de las 
costas; Segundo: Condena al procesado al pago de las 
costas"; 

Considerando que esta sentencia fué notificada al pre-
venido .Fernández Bonilla, en su domicilio y residencia del 
"Batey Benefactor", Municipio de Esperanza, en fecha vein-
te y ocho de agosto del año mil novecientos cincuenta y  

siete, por acto del alguacil de estrados del Juzgado de Paz 
del Municipio de Esperanza, Félix María Domínguez; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer 
el recurso de casación es de diez días contados desde la fe-
cha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estu-
vo presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada, o 
si fué debidamente citado para la misma; que, en todo otro 
caso, el plazo correrá a partir de la notificación de la sen-
tencia; que, además, según reza el artículo 66 de esta ley, 
todos los plazos en ella establecidos en favor de las partes 
son francos y de acuerdo con el artículo 67, estos plazos, 
así como el término de la distancia se calcularán del mismo 
modo que los fijados en las leyes de procedimiento; que, 
finalmente, al tenor del artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal, cuando en materia correccional haya 
lugar a aumentarse un plazo en razór de la distancia, éste 
se aumentará contándose un día más por cada tres leguas0 
de distancia, o sea doce kilómetros, a...P .14-7444k a4t 39 d. ¿t.,  

Considerando que, en la especie, la sentencia impug-
nada, que no era suceptible de oposición, fué notificada al 
prevenido Fernández Bonilla en su domicilio y residencia 
del "Batey Benefactor", Municipio de Esperanza, en fecha 
veinte y ocho de agosto de 1957; que dicho lugar está a 40 
kilómetros de distancia de la ciudad de Santiago de los 
Caballeros, sede de la Corte que pronunció la sentencia im-
pugnada; que el prevenido interpuso el recurso que es 
motivo de la presente sentencia, en fecha nueve de octubre 
del año indicado; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente que 
el plazo de diez días fijado por el artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, más el aumento a que 
abía lugar en razón de la distancia, estaba vencido el día 

que se interpuso el recurso de casación, o sea el nueve 
octubre del año mil novecientos cincuenta y siete; que, 
efecto, el plazo de diez días francos, contados a partir 
la notificación de la sentencia, venció el día ocho de 
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septiembre del mismo año, pero como ese plazo tenía qu e 
 aumentarse en cuatro días más, en razón de la distancia 

existente entre el Municipio de Esperanza y la ciudad de 
Santiago de los Caballeros, el plazo para interponer el re-
curso de casación venció el día doce de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y siete; que, en tales condiciones, al 
ser interpuesto el recurso de que se trata en fecha nueve 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, dicho re-
curso es tardío; 

Pof talez motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Miguel Angel Fernández 
Bonilla, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha veinte y cuatro de julio del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. - 

La presente sentencia ha sido riada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 30 
de noviembre de 1956. 

Recurrente: Isaías García Genao. 
Abogado: Lic. R. A. Jorge Rivas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente y Néstor Contín Aybar,* asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto per Isaías Gar-
cía Genao, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi-
ciliado y residente en Los Amaceyes, Municipio de Peña, 
Cédula 1652, serie 32, sello 219027, contra sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha treinta de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Manuel de Jesús Vargas Polanco, cédula 

323, serie 40, sello 49374, en representación del Lic. R. A. 
Jorge Rivas, cédula 429, serie 31, sello 37480, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
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septiembre del mismo año, pero como ese plazo tenía que 
aumentarse en cuatro días más, en razón de la distancia 
existente entre el Municipio de Esperanza y la ciudad de 
Santiago de los Caballeros, el plazo para interponer el re-
curso de casación venció el día doce de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y siete; que, en tales condiciones, al 
ser interpuesto el recurso de que se trata en fecha nueve 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, dicho re-
curso es tardío; 

Pof talez motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Miguel Angel Fernández 
Bonilla, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha veinte y cuatro de julio del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leida y publicada por mí, secretario General, que 
certifico.— (Pdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 30 
de noviembre de 1956. 

urrente: Isaías García Genao. 
Ahogado: Lic. R. A. Jorge Rivas. 

Dios, PAtria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel 
Lamarche Flenríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente y Néstor Contín Aybar,' asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto per Isaías Gar-
cía Genao, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi-
ciliado y residente en Los Amaceyes, Municipio de Peña, 
cédula 1652, serie 32, sello 219027, contra sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha treinta de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Manuel de Jesús Vargas Polanco, cédula 

323, serie 40, sello 49374, en representación del Lic. R. A. 
Jorge Rivas, cédula 429, serie 31, sello 37480, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
por la cual se declara el defecto de la recurrida María de 
Jesús Rodríguez de Fuello; 

Visto el memorial de casación de fecha treinta de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el abo-
gado del recurrente, en el cual se alegan contra la sentencia] 
impugnada los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de -li-
berado, y vistos los artículos 2262 del Código Civil; 141 
480 del Código de Procedimiento Civil; 11 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre ProcedimientJ 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de febrero del mil novecientos veinticinco 
falleció Justiniano Genao, dejando todos sus bienes a su 
esposa, Sixta Filpo, por testamento otorgado en fecha ocho 
de enero d ese mismo año, a excepción de cinco pesos de 
terreno del sitio de Guayacanal, que legó por el mismo tes-
tamento a .losé Faustino Fuello; b) que por testamento de 
fecha treinta y uno de septiembre de mil novecientos vein-
tinueve, Sixta Filpo legó todos sus bienes en favor de José 
Faustino Fuello y de la esposa de este último, María de 
Jesús Rodríguez de Fuello, con excepción de cinco pesos de 
acciones de terreno del sitio comunero de Guayacanal que 
legó por el mismo testamento a Domingo Antonio Núñez; 
c) que sometidos a saneamiento catastral los inmuebles 
objeto de esos testamentos, dos de ellos fueron designados 
como Parcelas Nos. 29 y 30 del Distrito Catastral N 9  20 del 
Municipio de Santiago; d) que estas parcelas fueron recla-
madas en el Tribunal de Tierras por María de Jesús Rodrí-
guez y por su esposo José Faustino Fuello, en virtud de 
ese documento; e) que contra estos últimos reclamó dichas 
parcelas, Isaías García Genao, en su calidad de sobrino de 

Justiniano Genao; f) que el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original, dictó sentencia en fecha primero de agos-
to del mil novecientos cincuenta y seis, por la cual rechazó 
la reclamación de Isaías GarCía Genao; declaró buenos y 
válidos los testamentos- otorgados por Justiniano Genao 
y Sixta Filpo; que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Isaías García Genao, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó en fecha treinta de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis,* la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA:— 1 9—Se rechaza, por falta de 
fundamento, la apelación interpuesta por el señor Isaías 
García Genao, en fecha 8 de agosto del 1956;— 2 9— Se 
confirma la Decisión 1\19 4 de Jurisdicción Original, de 
fecha 1 9  de agosto del 1956, en relación con las Parcelas 
Nos. 29 y 30 del Distrito Catastral N° 20 del Municipio de 
Santiago, Provincia de Santiago, cuyo dispositivo es el si-
guiente: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza, la recla-
mación formulada por Isaías García Genao, sobre las Par-
celas Nos. 29 y 30, por improcedente y mal fundada.— SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara buenos y válidos los 
testamentos auténticos de fechas 8 de enerc, de 1925 y 
31 de septiembre de 1929, y en tal virtud: PARCELA NU-
MERO 29— Que debe ordenar y ordena el registro del de-
recho de propiedad de esta parcela, la cual tiene una exten-
sión superficial de 20 (veinte) Has. 21 (veintiún) As., 83 
(ochenta y tres) Cas., y sus mejoras consistentes en una 
casa de madera, techada 'de cana, árboles frutales, yerba de 
guinea, palmas, cana y cercas de alambres, en favor de 
José Faustino Fuello, dominicano, mayor de edad, casado, 
con María de •Jesús • Rodríguez, agricultor, domici-
liado y residente en Guayacanal, Munidpio 'de Santiago, 
cédula N9 5675, serie 31, sello N 9  66851, y de María•cle 
Jesús Rodríguez de Fuello, dominicana, mayor de edad, ca-
sada con José Faustino Fuello, de quehaceres domésticos, ) 
domiciliada y residente en Guayacanal, Municipio de San-
tiago, cédula N9 14871, serie 31, sello N 9  2396501, en partes 
iguales.— PARCELA NUMERO 30— Que debe ordenar 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
por la cual se declara el defecto de la recurrida María de 
Jesús Rodríguez de Fuello; 

Visto el memorial de casación de fecha treinta de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el abo-
gado del recurrente, en el cual se alegan contra la sentencia 
impugnada los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2262 del Código Civil; 141 y 
480 del Código de Procedimiento Civil; 11 de la Ley de Re 
gistro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de febrero del mil novecientos veinticinco 
falleció Justiniano Genao, dejando todos sus bienes a su 
esposa, Sixta Filpo, por testamento otorgado en fecha ocho 
de enero d ese mismo año, a excepción de cinco pesos de 
terreno del sitio de Guayacanal, que legó por el mismo tes-
tamento a .losé  Faustino Puello; b) que por testamento de 
fecha treinta y uno de septiembre de mil novecientos vein-
tinueve, Sixta Filpo legó todos sus bienes en favor de José 
Faustino Fuello y de la esposa de este último, María de 
Jesús Rodriguez de Fuello, con excepción de cinco pesos de 
acciones de terreno del sitio comunero de Guayacanal que 
legó por el mismo testamento a Domingo Antonio Núñez; 
c) que sometidos a saneamiento catastral los inmuebles 
objeto de esos testamentos, dos de ellos fueron designados 
como Parcelas Nos. 29 y 30 'del Distrito Catastral NQ 20 del 
Municipio de Santiago; d) que estas parcelas fueron recla-
madas en el Tribunal de Tierras por María de Jesús Rodrí-
guez y por su esposo José Faustino Fuello, en virtud de 
ese documento; e) que contra estos últimos reclamó dichas 
parcelas, Isaías García Genao, en su calidad de sobrino de 

Justiniano Genao; f) que el Tribunal de Tierras de Juris-
# dicción Original, dictó sentencia en fecha primero de agos-

to del mil novecientos cincuenta y seis, por la cual rechazó 
la reclamación de Isaías Gareía Genao; declaró buenos y 
válidos los testamentos- otorgados por Justiniano Genao 
y Sixta Flipp; que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Isaías García Genao, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó en fecha treinta de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis; la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA:— 1Q—Se rechaza, por falta de 
fundamento, la apelación interpuesta por el señor Isaías 
García Genao, en fecha 8 de agosto del 1956;— 2 9— Se 
confirma la Decisión NQ 4 de Jurisdicción Original, de 
fecha 1Q de agosto del 1956, en relación con las Parcelas 
Nos. 29 y_ 30 del Distrito Catastral N0 20 del Municipio de 
Santiago, Provincia de Santiago, cuyo dispositivo es el si-
guiente: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza, la recla-
mación formulada por Isaías García Genao, sobre las Par-
celas Nos. 29 y 30, por improcedente y mal fundada.— SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara buenos y válidos los 
testamentos auténticos de fechas 8 de enere, de 1925 y 
31 de septiembre de 1929, y en tal virtud: PARCELA NU-
MERO 29— Que debe ordenar y ordena el registro del de-
recho de propiedad de esta parcela, la cual tiene una exten-
sión superficial de 20 (veinte) Has. 21 (veintiún) As., 83 
(ochenta y tres) Cas., y sus mejoras consistentes en una 
casa de madera, techada de cana, árboles frutales, yerba de 
guinea, palmas, cana y cercas de alambres, en favor de 
José Faustino Puello, dominicano, mayor de edad, casado, 
con María de Jesús Rodríguez, agricultor, domici-
liado y iesidente en Guayacanal, MuniLipio 'de Santiago, 
cédula N9 5675, serie 31, sello N 9  66851, y de María 'de 
Jesús Rodríguez de Fuello, dominicana, mayor de edad, ca-
sada con José Faustino Puello, de quehaceres domésticos, 
domiciliada y residente en Guayacanal, Municipio de San-
tiago, cédula N° 14871, serie 31, sello NQ 2396501, en partes 
iguales.— PARCELA NUMERO 30— Que debe ordenar 
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y ordena el registro del derecho de propiedad de esta par. 
cela, la cual tiene una extensión superficial de 23 (veinti-
trés) has., 20 (veinte) as., 71 (setentiún) cas.. y sus mejo. 
ras consistentes en yerba de guinea, palmas, cocos y cercas  
de alambres y maya, en favor de José Faustino Puello, de 
generales anotadas, y de María de Jesús Rodríguez de Fue-
llo, cuyas generales constan, en partes iguales"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: 1°: Violación de los artículos 
480, inciso 39, y 141 'del Código de Procedimiento Civil; Vio-
lación de la Ley 585 y del artículo 84 de la Ley de Registro 
de Tierras; 

Considerando en cuanto a los dos medios, reunidos, que 
el recurrente alega, en síntesis: que el Tribunal Superior de 
Tierras adjudicó las Parcelas Nos. 29 y 30 en favor de Ma-
ría de Jesús Rodríguez en virtud de la prescripción, sin que 
ésta la hubiera invocado ante dicha jurisdicción, por lo cual 
el Tribunal a quo excedió "el límite de su apoderamiento, 
cuyo alcance se determina por los pedimentos contenidos en 
las conclusiones formales de las partes en litis"; que el 
Tribunal Superior de Tierras omitió en su sentencia- indicar 
la fecha de la defunción de Justiniano Genao "indispensa-
ble para saber si la esposa de éste murió antes o después 
de él"; que para determinar el tiempo de la prescripción 
tomó como punto de partida la fecha del testamento en vez 
vez de la fecha de la defunción del testador; que se hace 
correr el plazo de la prescripción "a partir de la fecha en 
que fueron producidos los formularios de reclamaciones" 
y omite considerar los actos notificados por alguacil a re-
querimiento de Isaías García Genao a los actuales recu-
rrentes para interrumpir la prescripción; pero, 

* Considerando en cuanto a la violación del artículo 480`? 
del Código de Procedimiento Civil, alegada en el primer 
medio; que, de acuerdo con el espíritu de la Ley de Regis-
tro de Tierras, la cual establece un procedimiento in rein 
para la depuración y adjudicación de los derechos inmobi ; 

 liarios susceptibles de registro, los jueces del saneamiento  

catastral tienen potestad para suplir de oficio el medio 
derivado de la Prescripción, y de darle a la adjudicación 
este fundamento, sin incurrir por ello en el vicio de ultra 
petita, ni exceder los límites de su apoderamiento, siempre, 
desde luego, que no se haya violado el derecho de defensa; 

Considerando en cuanto a los demás alegatos del recu-
rrente; que éste impugna únicamente los motivos dados 
por el Tribunal a quo para justificar la prescripción cum-
plida en provecho de la actual recurrida, Maria de Jesús 
Rodríguez de Puello, sobre las parcelas objeto de la litis; 
que estas consideraciones de la sentencia impugnada son 
superabundantes para el sostenimiento de dicho fallo; que, 
en efecto, el Tribunal Superior de Tierras para rechazar 
la reclamación pormulada por Isaías García Genao y de-
clarar la validez de los testamentos auténticos otorgados 
por Justiniano Genao en favor de Sixta Filpo y de esta 
última, en 'favor de José Faustino Puello y su esposa, Ma-
ría de Jesús Rodríguez, en fechas ocho de enero de mil 
novecientos veinticinco y treinta y uno de septiem-
bre del mi: novecientos veintinueve, respectivamente, ade-
más de dar sus propios motivos, adoptó los ce la decisión 
de jurisdicción original; que entre estos últimos motivos se 
expresa que "Isaías García Genao nada ha expresado res-
pecto de la validez de los testamentos citados más arriba, 
ni respecto a la solicitud de compulsorio formulada por él 
en la audiencia del 29 de noviembre de 1955, que por el 
contrario, de sus conclusiones del 4 de mayo del 1956 re-
sulta evidente que acepta como válidos en la forma los tes-
tamentos aludidos"; que también se expresa en la men-
cionada sentencia "que José Faustino Puello y su esposa 
son los legatarios de la expresada finada Sixta Filpo Vda. 
Genao y poseen desde 1930 las parcelas Nos. 29 y 30 a título 
de propietarios por sí y por sus causantes desde el siglo 
diecinueve, lo cual quedó establecido, esto último, por la 
declaración del testigo Federico Llaverías Salce"; que Isaías 
García Genao, sobrino legítimo de Justiniano Genao, falle-
cido el 10 de febrero de 1925, legó a título universal, sus 
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y ordena el registro del derecho de propiedad de esta par-
cela, la cual tiene una extensión superficial de 23 (veinti-
trés) has., 20 (veinte) as., 71 (setentiún) cas.. y sus mej o

-ras consistentes en yerba de guinea, palmas, cocos y cercas 
de alambres y maya, en favor de José Faustino Puello, de 
generales anotadas, y de María de Jesús Rodríguez de Pue-
llo, cuyas generales constan, en partes iguales"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: 1°: Violación de los artículos 
480, inciso 39, y 141 'del Código de Procedimiento Civil; Vio-
lación de la Ley 585 y del artículo 84 de la Ley de Registro 
de Tierras; 

Considerando en cuanto a los dos medios, reunidos, que 
el recurrente alega, en síntesis: Que el Tribunal Superior de 
Tierras adjudicó las Parcelas Nos. 29 y 30 en favor de Ma-
ría de Jesús Rodríguez en virtud de la prescripción, sin que 
ésta la hubiera invocado ante dicha jurisdicción, por lo cual 
el Tribunal a quo excedió "el límite de su apoderamiento, 
cuyo alcance se determina por los pedimentos contenidos en 
las conclusiones formales de las partes en litis"; que el 
Tribunal Superior de Tierras omitió en su sentencia- indicar 
la fecha de la defunción de Justiniano Genao "indispensa-
ble para saber si la esposa de éste murió antes o después 
de él"; que para determinar el tiempo de la prescripción 
tomó como punto de partida la fecha del testamento en vez 
vez de la fecha de la defunción del testador; que se hace 
correr el plazo de la prescripción "a partir de la fecha en 

que fueron producidos los formularios de reclamaciones" 1, 

y omite considerar los actos notificados por alguacil a re-' 
querimiento de Isaías García Genao a los actuales recu-
rrentes para interrumpir la prescripción; pero, 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 480 
del Código de Procedimiento Civil, alegada en el primer 
medio; que, de acuerdo con el espíritu de la Ley de Regis-
tro de Tierras, la cual establece un procedimiento in rem 
para la depuración y adjudicación de los derechos inmobi -

liarios susceptibles de registro, los jueces del saneamiento  

catastral tienen potestad para suplir de oficio el medio 
derivado de la prescripción, y de darle a la adjudicación 
este fundamento, sin incurrir por ello en el vicio de ultra 
petita, ni exceder los límites de su apoderamiento, siempre, 
desde luego, que no se haya violado el derecho de defensa; 

Considerando en cuanto a los demás alegatos del recu-
rrente; que éste impugna únicamente los motivos dados 
por el Tribunal a quo para justificar la prescripción cum-
plida en provecho de la actual recurrida, Maria de Jesús 
Rodríguez de Puello, sobre las parcelas objeto de la litis; 
que estas consideraciones de la sentencia impugnada son 
superabundantes para el sostenimiento de dicho fallo; que, 
en efecto, el Tribunal Superior de Tierras para rechazar 
la reclamación pormulada por Isaías García Genao y de-
clarar la validez de los testamentos auténticos otorgados 
por Justiniano Genao en favor de Sixta Filpo y de esta 
última, en favor de José Faustino Puello y su esposa, Ma-
ría de Jesús Rodríguez, en fechas ocho de enero de mil 
novecientos veinticinco y treinta y uno de septiem-
bre del mi: novecientos veintinueve, respectivamente, ade-
más de dar sus propios motivos, adoptó los ce la decisión 
de jurisdicción original; que entre estos últimos motivos se 
expresa que "Isaías García Genao nada ha expresado res-
pecto de la validez de los testamentos citados más arriba, 
ni respecto a la solicitud de compulsorio formulada por él 
en la audiencia del 29 de noviembre de 1955, que por el 
contrario, de sus conclusiones del 4 de mayo del 1956 re-
sulta evidente que acepta como válidos en la forma los tes-
tamentos aludidos"; que también se expresa en la men-
cionada sentencia "que José Faustino Puello y su esposa 
son los legatarios de la expresada finada Sixta Filpo Vda. 
Genao y poseen desde 1930 las parcelas Nos. 29 y 30 a título 
de propietarios por sí y por sus causantes desde el siglo 
diecinueve, lo cual quedó establecido, esto último, por la 
declaración del testigo Federico Llaverías Salce"; que Isaías 
García Genao, sobrino legítimo de Justiniano Genao, falle-
cido el 10 de febrero de 1925, legó a título universal, sus 



muebles e inmuebles (con excepción de cinco pesos de 
acciones de terreno del sitio de Guayacanal que dejó 
señor José Faustino Puello), a su esposa Sixta Filpo. ' 1•111 por lo cual, dicho sobrino, que sólo tenía una vocación here- 
ditaria, no tiene ningún derecho en la sucesión del expre , 

 do finado Justiniano Genao"; que, por tanto, estos aspec1 

de los medios del recurso deben ser desestimados; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Isaías García Genao, contra senten-
cia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha treinta de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu(' , 

 firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- - (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  

1101,, SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

=.1 	,4.entencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 8 
de agosto de 1957. 

materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Antonio Fernández. 

Abogado: Dr. Salvador Jorge Blanco. 

Dios, Patria. y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contra Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecinueve del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Fernández, dominicano, mayor de edad, mecánico, 
domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de los Ca-
balleros, cédula 21719, serie 31, sello 5412, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones 
correccionales, de fecha ocho de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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muebles e inmuebles (con excepción de cinco pesos 
acciones de terreno del sitio de Guayacanal que dejó 
señor José Faustino Puello), a su esposa Sixta Filpo 
por lo cual, dicho sobrino, que sólo tenía una vocación he, 

ditaria, no tiene ningún derecho en la sucesión del expre , 
 do finado Justiniano Genao"; que, por tanto, estos aSperi 

de los medios del recurso deben ser desestimados; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Isaías García Genao, contra senten 
cia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha treinta d 
noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Mi. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contra Aybar.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- - (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  

41-115,  SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

-ientencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 8 
de agosto de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Antonio Fernández. 
Abogado: Dr. Salvador Jorge Blanco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contra Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecinueve del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Fernández, dominicano, mayor de edad, mecánico, 
domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de los Ca-
balleros, cédula 21719, serie 31, sello 5412, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones 
correccionales, de fecha ocho de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diecinueve del mismo 
mes de agosto, a requerimiento del Dr. Salvador Jorge Blan-
co, cédula 37108, serie 31, sello 37657, en nombre y repre-
sentación del recurrente Ramón Antonio Fernández, en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado 
del recurrente, Dr. Salvador Jorge Blanco; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 39, inciso a), párrafos 1, u, 
de la Ley N9 2022, del año 1949, reformada por la Ley N9 
3749, del año 1954; 189 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
del accidente automovilístico ocurrido en las inmediaciones 
de la ciudad de Santiago, en el kilómetro cuatro y medio de 
la Carretera Duarte, el día cuatro de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, fueron sometidos a la acción de la 
justicia Ramón Antonio Fernández, conductor del automó-
vil placa Ny  4323, y Roberto A. Barrera, chófer del ca-
mión placa NQ 16939; b) que apoderada del caso, la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago, después de un reenvío de la causa, 
dictó en fecha veintinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara al nombrado 
Roberto Antonio Barrera de generales anotadas, no culpa-
ble de los delitos de homicidio y heridas involuntarias (Ley 
2022), puestos a su cargo, por no haberlos cometido; SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara al nombrado Ramón 
Antonio Fernández culpable del delito de homicidio invo-
luntario (Ley 2022) en perjuicio de Rafael Olivo, Rafael Es-
teban Marino Lora P., Lidia Mercedes Vargas, Mercedes Ro-
dríguez y Fidelina Pérez, y del delito de heridas involunta-
rias que curaron después del primero y antes del décimo  

día, (Ley 2022) en perjuicio de Manuel Antonio Peña y 
Leepoldo de la Rosa Martínez, y en consecuencia de su reco-
nocida culpabilidad, debe condenar y condena al mencio-
nado prevenido Ramón Antonio Fernández a sufrir dos 
arios y medio de prisión correccional y pagar una multa de 
RD$500.00, aplicando en su favor el principio del no cúmulo 
de penas y reconociendo falta común de parte de los agra-
viados; TERCERO: Que debe ordenar y ordena la cancela-
ción de la licencia N' 10211 para manejar vehículos de mo-
tor, expedida a favor del acusado Ramón Antonio Fernán-
dez, por un período de diez años a partir de la extinción 
de la pena principal; CUARTO: Que debe ordenar y ordena 
la devolución de la licencia 1\19 9748 para manejar vehículos 
de motor, al coprevenido Roberto Antonio Barrera; QUIN-
TO: Que debe declarar y declara buena, en la forma, la 
constitución en parte civil de la señora Francisca Antonia 
Olivo Vera, en su calidad de madre de Rafael Olivo y de la 
señora Francisca Antonia Vásquez, a nombre de los meno-
res Altagracia Martina, Narcisa Antonia y Cristobalina Mer-
cedes, hijos del fenecido Rafael Olivo, contra los acusados 
Ramón Antonio Fernández y Roberto Antonio Barrera, 
SEXTO: Que debe declarar y declara buena, en la forma, 
la con:titución en parte civil de la señora Eugenia Marga-
rita Santos de Lora, en su calidad de esposa del fenecido 
Rafael Esteban Marino Lora, contra los acusados Ramón 
Antonio Fernández y Roberto Antonio Barrera ; SEPTIMO: 
Que debe pronunciar y pronuncia el defecto de las señoras 
Francisca Antonia Olivo Vera y Francisca Antonia Vásquez, 
por falta de conclusiones, en lo que se refiere a la constitu-
ción en parte civil contra el co-acusado Roberto Antonio 
Barrera; OCTAVO: Que debe dar y da acta del desistimien-
to que sobre su constitución en parte civil contra el preve-
nido Ramón Antonio Fernández hacen las señoras Francis-
ca Antonia Olivo Vera, madre del fenecido Rafael Olivo, 
Francisca Antonia Vásquez, en su calidad de madre de los 
menores Altagracia Martínez, Narcisa Antonia y Cristoba-
lina Mercedes, hijos del fenecido Rafael Olivo y Eugenia 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diecinueve del mismo 

 mes de agosto, a requerimiento del Dr. Salvador Jorge Blan-
co, cédula 37108, serie 31, sello 37657, en nombre y repre-
sentación del recurrente Ramón Antonio Fernández, en la 

• cual no se expone ningún medio determinado de casación; 
Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado 

del recurrente, Dr. Salvador Jorge Blanco; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 39, inciso a), párrafos I, II, 
de la Ley N" 2022, del año 1949, reformada por la Ley N9 
3749, del año 1954; 189 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
del accidente automovilístico ocurrido en las inmediaciones 
de la ciudad de Santiago, en el kilómetro cuatro y medio de 
la Carretera Duarte, el día cuatro de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, 'fueron sometidos a la acción de la 
justicia Ramón Antonio Fernández, conductor del automó-
vil placa N" 4323, y Roberto A. Barrera, chófer del ca-
mión placa N" 16939; b) que apoderada del caso, la Primera-
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago, después de un reenvío de la causa, , 
dictó en fecha veintinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara al nombrado 
Roberto Antonio Barrera de generales anotadas, no culpa-
ble de los delitos de homicidio y heridas involuntarias (Ley 
2022), puestos a su cargo, por no haberlos cometido; SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara al nombrado Ramón 
Antonio Fernández culpable del delito de homicidio invo-
luntario (Ley 2022) en perjuicio de Rafael Olivo, Rafael Es-
teban Marino Lora P., Lidia Mercedes Vargas, Mercedes Ro-
dríguez y Fidelina Pérez, y del delito de heridas involunta-
rias que curaron después del primero y antes del décimo  

día (Ley 2022) en perjuicio de Manuel Antonio Peña y 
Leopoldo de la Rosa Martínez, y en consecuencia de su reco-
nocida culpabilidad, debe condenar y condena al mencio-
nado prevenido Ramón Antonio Fernández a sufrir dos 
años y medio de prisión correccional y pagar una multa de 
RD$500.00, aplicando en su favor el principio del no cúmulo 
de penas y reconociendo falta común de parte de los agra-
viados: TERCERO: Que debe ordenar y ordena la cancela-
ción de la licencia N" 10211 para manejar vehículos de mo-
tor, expedida a favor del acusado Ramón Antonio Fernán-
dez, por un período de diez años a partir de la extinción 
de la pena principal; CUARTO: Que debe ordenar y ordena 
la devolución de la licencia N" 9748 para manejar vehículos 
de motor, al coprevenido Roberto Antonio Barrera; QUIN-
TO: Que debe declarar y declara buena, en la forma, la 
constitución en parte civil de la señora Francisca Antonia 
Olivo Vera, en su calidad de madre de Rafael Olivo y de la 
señora Francisca Antonia Vásquez, a nombre de los meno-
res Altagracia Martina, Narcisa Antonia y Cristobalina Mer-
cedes, hijos del fenecido Rafael Olivo, contra los acusados 
Ramón Antonio Fernández y Roberto Antonio Barrera, 
SEXTO: Que debe declarar y declara buena, en la forma, 
la constitución en parte civil de la señora Eugenia Marga-
rita Santos de Lora, en su calidad de esposa del fenecido 
Rafael Esteban Marino Lora, contra los acusados Ramón 
Antonio Fernández y Roberto Antonio Barrera; SEPTIMO: 
Que debe pronunciar y pronuncia el defecto de las señoras 
Francisca Antonia Olivo Vera y Francisca Antonia Vásquez, 
por falta de conclusiones, en lo que se refiere a la constitu-
ción en parte civil contra el co-acusado Roberto Antonio 
Barrera; OCTAVO: Que debe dar y da acta del desistimien-
to que sobre su constitución en parte civil contra el preve-
nido Ramón Antonio Fernández hacen las señoras Francis-
ca Antonia Olivo Vera, madre del fenecido Rafael Olivo, 
Francisca Antonia Vásquez, en su calidad de madre de los 
menores Altagracia Martínez, Narcisa Antonia y Cristoba-
lina Mercedes, hijos del fenecido Rafael Olivo y Eugenia 
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vs 

Margarita Santos Vda. Lora, en su calidad de esposa del 
fenecido Esteban Marino Lora P.,; NOVENO: Que deb e 

 rechazar y rechaza, en el fondo, la constitución en parte 
 civil de las señoras Francisca Antonia Olivo Vera, Francisco 

Antonio Vásquez y Eugenia Margarita Santos Vda. Lora, 
en su indicada calidad, en lo que se refiere al acusado Ro-
berto Antonio Barrera, por improcedente y mal fundada; 
DECIMO: Que debe condenar y condena al acusado Ramón 
Antonio Fernández, al pago de las costas penales, declaran.. 
do las mismas de oficio, con respecto al acusado Roberto 
Antonio Barrera; DECIMOPRIMERO: Que debe compensar 
y compensa las costas civiles"; c) que contra este fallo inter-
pusieron recurso de apelación tanto el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, como el preve-
venido Ramón Antonio Fernández, en los plazos y en la 
forma señalados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Admite en la forma, los recursos de apelación; SEGUN-
DO: Modifica la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales, en fecha veintinueve del mes de marzo del 
año en curso (1957), por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
en su ordinal segundo, mediante el cual declaró al nombra-
do Ramón Antonio Fernández, culpable del delito de homi-
cidio involuntario (Ley N 9  2022), en perjuicio de Rafael 
Olivo, Rafael Esteban Marino Lora P., Lidia Mercedes 
Vargas, Mercedes Rodríguez y Fidelina Pérez, y del delito 
de heridas involuntarias que curaron después del primer 
día y antes del décimo (Ley N 9  2022), en perjuicio de Ma-
nuel Antonio Peña y Leopoldo de la Rosa Martínez, lo con-
denó a sufrir la pena de dos años y seis meses de prisión 
correccional, y al pago de una multa de quinientos pesos 
oro, aplicando en su favor la regla del no cúmulo de penas, 
y reconociendo falta común de parte de los agraviados, en 
el sentido , de condenarlo a la pena de tres años -de prisión 
correccional y al pago de una multa de un mil pesos oro, y,  

rae reconocer que no existe falta común de parte de los agra-
viados; TERCERO: Confirma el ordinal tercero de dicha 
-;entencia, que ordenó la cancelación de la licencia N 9  10211 
para manejar vehículos de motor, expedida en favor del 
procesado Ramón Antonio Fernández, por un período de 
diez años a partir de la extinción de la pena principal, y 
el ordinal décimo, que condenó al referido procesado al pago 
de las costas penales; CUARTO: Condena al procesado al 
pago de las costas de esta alzada; QUINTO: Descarga a los 
testigos Manuel Antonio Peña, José Gustavo García Rivas, 
Miguel Vásquez y Tomás Santos, de la multa de diez pesos 
impuesta a cada uno, por sentencia ae esta Corte de fecha 
treintiuno de julio de este año, por no haber comparecido 
a la audiencia anterior, acogiendo la excusa presentada por 
ellos"; 

401 	Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación estos tres medios: "1 9  Violación y falsa aplica- 
cación del párrafo II del artículo 3 de la Ley 2022; 2 9  Desna- 
turalización de los hechos y circunstancias de la causa y 
consecuente violación del artículo 23 de lá Ley de Casación 
y 3 de la Ley N9  2022; 39  Violación de los artículos 3 de 
la Ley 2022 y 189 del Código de Procedimiento Criminal. 
Desnaturalización de documentos de la causa y falta de 
base legal"; los cuales serán examinados en otro orden; 

Considerando en cuanto al segando medio, que por 
este medio se alega que el accidente "se debió a la luz alta 
de un vehículo que subía en dirección contraria a la de 
Ramón Antonio Fernández", de acuerdo con la declaración 
del testigo Manuel Antonio Peña Abreu, que consta en el 
proceso verbal levantado con motivo del accidente y la del 
testigo José Gustavo García Rivas. dada en el tribunal, y 
que, no obstante "la Corte a qua ha desnaturalizado estos 
hechos y circunstancias de la causa, pues ha dicho que esa 
prueba no se produjo, cuando en realidad ha quedado de-
mostrada la producción de la misma a lo largo de todo el 
proceso"; 
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Margarita Santos Vda. Lora, en su calidad de esposa del 
fenecido Esteban Marino Lota P.; NOVENO: Que debe 
rechazar y rechaza, en el fondo, la constitución en parte 
civil de las señoras Francisca Antonia Olivo Vera, Francisco 
Antonio Vásquez y Eugenia Margarita Santos Vda. Lora, 
en su indicada calidad, en lo que se refiere al acusado Ro-
berto Antonio Barrera, por improcedente y mal fundada; 
DECIMO: Que debe condenar y condena al acusado Ramón 
Antonio Fernández, al pago de las costas penales, declaran-
do las mismas de oficio, con respecto al acusado Roberto 
Antonio Barrera; DECIMOPRIMERO: Que debe compensar 
y compensa las costas civiles"; e) que contra este fallo inter-
pusieron recurso de apelación tanto el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, como el preve-
venido Ramón Antonio Fernández, en los plazos y en la 
forma señalados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Admite en la forma, los recursos de apelación; SEGUN-
DO: Modifica la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales, en fecha veintinueve del mes de marzo del 
año en curso (1957), por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
en su ordinal segundo, mediante el cual declaró al nombra-
do Ramón Antonio Fernández, culpable del delito de homi-
cidio involuntario (Ley N 9  2022), en perjuicio de Rafael 
Olivo, Ralfael Esteban Marino Lora P., Lidia Mercedes 
Vargas, Mercedes Rodríguez y Fidelina Pérez, y del delito 
de heridas involuntarias que curaron después del primer 
día y antes del décimo (Ley N 9  2022), en perjuicio de Ma-
nuel Antonio Peña y Leopoldo de la Rosa Martínez, lo con-
denó a sufrir la pena de dos años y seis meses de prisión 
correccional, y al pago de una multa de quinientos pesos 
oro, aplicando en su favor la regla del no cúmulo de penas, 
y reconociendo falta común de parte de los agraviados, en 
el sentido de condenarlo a la pena de tres años .de prisión 
correccional y al pago de una multa de un mil pesos oro, y,  

de reconocer que no existe falta común de parte de los agra-
viados; TERCERO: Confirma el ordinal tercero de dicha 
sentencia, que ordenó la cancelación de la licencia 1\1 9  10211 
para manejar vehículos de motor, expedida en favor del 
procesado Ramón Antonio Fernández, por un período de 
diez años a partir de la extinción de la pena principal, y 
el ordinal décimo, que condenó al referido procesado al pago 
de las costas penales; CUARTO: Condena al procesado al 
pago de las costas de esta alzada; QUINTO: Descarga a los 
testigos Manuel Antonio Peña, José Gustavo García Rivas, 
Miguel Vásquez y Tomás Santos, de la multa de diez pesos 
impuesta a cada uno, por sentencia ele esta Corte de fecha 
treintiuno de julio de este año, por no haber comparecido 
a la audiencia anterior, acogiendo la excusa presentada por 
ellos"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación estos tres medios: "1 9  Violación y falsa aplica-
cación del párrafo II del artículo 3 de la Ley 2022; 2 9  Desna-
turalización de los hechos y circunstancias de la causa y 
consecuente violación del artículo 23 de lá Ley de Casación 
y 3 de la Ley N9  2022; 39  Violación de los artículos 3 de 
la Ley 2022 y 189 del Código de Procedimiento Criminal. 
Desnaturalización de documentos de la causa y falta de 
base legal"; los cuales serán examinados en otro orden; 

Considerando en cuanto al segando medio, que por 
este medio se alega que el accidente "se debió a la luz alta 
de un vehículo que subía en dirección contraria a la de 
Ramón Antonio Fernández", de acuerdo con la declaración 
del testigo Manuel Antonio Peña, Abreu, que consta en el 
proceso verbal levantado con motivo del accidente y la del 
testigo José Gustavo García Rivas. dada en el tribunal, y 
que, no obstante "la Corte a qua ha desnaturalizado estos 
hechos y circunstancias de la causa, pues há dicho que esa 
prueba no se produjo, cuando en realidad ha quedado de-
mostrada la producción de la misma a lo largo de todo el 
proceso"; 
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Considerando que los jueces del fondo mediante los 
elementos de prueba sometidos regularmente al debate die-
ron por establecidos los siguientes hechos: "1 9 ) que en la no. 
che del día tres de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y seis, salió de esta ciudad el señor Rafael Marino Lora, 
acompañado de la señora Fidelina Pérez, en un carro de su 
propiedad manejado por el chófer Manuel Antonio Peñ a 

 (a) Antero, con destino al `Texa Bar', sito en el kilómetro 
seis de la carretera Duarte, tramo Santiago-Licey; 2°) que 
allí, en dicho Bar ocupó asiento al rededor de una mesa en 
unión de varios de los agraviados y del procesado Ramón 
Antonio Fernández (a) Toñito, tomando bebidas alcohóli-
cas hasta bien entrada la madrugada del día cuatro de di-
ciembre del año antes dicho; 3°) que al disponerse el regre-
so a esta ciudad de Santiago, el prevenido Ramón Antonio 
Fernández, ofreció espontáneamente traerlo en un vehículo 
de su propiedad, ya que el carro de Rafael Esteban Marino 
Lora, había sido dejado en el taller de reparaciones del pre-
indicado prevenido Fernández para fines de arreglo, y en 
efecto tomaron asiento en el carro los señores Rafael Este-
ban Marino Lora, Fidelina Pérez, Manuel Antonio Peña 
Abreu (a) Antero, y Leopoldo de la Rosa, en la parte trasera 
y tomaron asiento junto al procesado en la parte delantera de 
dicho carro los señores Rafael Olivo, Lidia Mercedes Vargas 
y Mercedes Rodríguez; 4°) que iniciado el regreso, el pro-
cesado conduce el vehículo en la dirección antes indicada 
y al llegar próximo a la curva abierta de la carretera Duar-
te, comprendida entre los kilómetros cuatro y cinco, el pre-
venido reduce la velocidad para dar lugar a que una recua 
de tres burros despeje la ruta y luego de estar la vía franca 
reiniciaron la marcha acelerando la velocidad al paso de 
otro vehículo que viene en sentido contrario y al realizarse 
el cruce, se inclina un poco hacia la derecha y de inmediato 
va a chocar violentamente a un camión por la parte trasera, 
que estaba convenientemente estacionado a su derecha, a 
una distancia prudencial de la curva abierta que hace la 
carretera en ese sitio, frente a un foco del tendido eléctrico, 
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y con los faroles pequeños encendidos, y 5°) que a conse-
cuencia del susodicho choque perdieron la vida los señores 
Rafael Esteban Marino Lora, Rafael Olivo, Fidelina Pérez, 
Lidia Mercedes Vargas y Mercedes Rodríguez, y con heridas 
y golpes Manuel Antonio Peña Abreu (a) Antero, Leopoldo 
de la Rosa Martínez y el mismo procesado Ramón Antonio 
Fernández (a) Toñito"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua está caracterizado el delito de 
homicidio involuntario en perjuicio de Rafael Olivo, Rafael 
Esteban Marino L., Lidia Mercedes Vargas, Mercedes Ro-
dríguez y Fidelina Pérez y el delito de heridas involuntarias 
en perjuicio de Manuel Antonio Peña y Leopoldo de la Rosa, 
delito previsto y sancionado por el artículo 3 de la Ley N9  
2022, del año 1949, reformado por la Ley N° 3749, del 
año 1954; 

Considerando que para establecer los hechos de la causa 
la Corte a qua no ha incurrido en la desnaturalización ale-
gada por el recurrente, ni en otra alguna; que, en efecto, 
el testigo Manuel Antonio Peña Abreu declaró en la audien-
cia de la causa en apelación, en relación con la luz alta lo 
que sigue: "que él vió una claridad, pero no sabe de aue eran 
y no puede decir si Fernández pudo encandilarse; que no 
recuerda las declaraciones que dió ante el Fiscal, en el hos-
pital, por las condiciones en que se encontraba; que no re-
cuerda haber visto vehículo que iba hacia el Este"; y luego 
agrega: "que el accidente ocurrió a consecuencia de una 
luz alta, él vió una claridad que podía cegarlo, o un descuido 
lo pudo motivar; que ver la claridad y estrellarse fué ins-
tantáneo"; y el testigo José Gustavo García Rivas, uno de 
los arrieros de la recua de burros declaró en apelación "que 
cuando oyó el golpe los burros estaban del camión pasado 
como veinte metros; que al montarse en el burro, vió frente 
a él el vehículo que subía, el cual se detuvo y luego arrancó"; 
que, como se vé, la primera declaración es contradictoria y 
la segunda no habla de luz alta; que, el prevenido en su decla-
ración a raíz del suceso, en el hospital, .no dijo nada sobre 
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Considerando que los jueces del fondo mediante los 
elementos de prueba sometidos regularmente al debate die-
ron por establecidos los siguientes hechos: "19) que en la no-
che del día tres de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y seis, salió de esta ciudad el señor Rafael Marino Lora, 
acompañado de la señora Fidelina Pérez, en un carro de su 
propiedad manejado por el chófer Manuel Antonio Peña 
(a) Antero, con destino al 'Texa Bar', sito en el kilómetro 
seis de la carretera Duarte, tramo Santiago-Licey; 2°) que 
allí, en dicho Bar ocupó asiento al rededor de una mesa en 
unión de varios de los agraviados y del procesado Ramón 
Antonio Fernández (a) Toñito, tomando bebidas alcohóli-
cas hasta bien entrada la madrugada del día cuatro de di-
ciembre del año antes dicho; 3°) que al disponerse el regre-
so a esta ciudad de Santiago, el prevenido Ramón Antonio 
Fernández, ofreció espontáneamente traerlo en un vehículo 
de su propiedad, ya que el carro de Rafael Esteban Marino 
Lora, había sido dejado en el taller de reparaciones del pre-
indicado prevenido Fernández para fines de arreglo, y en 
efecto tornaron asiento en el carro los señores Rafael Este-
ban Marino Lora, Fidelina Pérez, Manuel Antonio Peña 
Abreu (a) Antero, y Leopoldo de la Rosa, en la parte trasera 
y tomaron asiento junto al procesado en la parte delantera de 
dicho carro los señores Rafael Olivo, Lidia Mercedes Vargas 
y Mercedes Rodríguez; 4°) que iniciado el regreso, el pro-
cesado conduce el vehículo en la dirección antes indicada 
y al llegar próximo a la curva abierta de la carretera Duar-
te, comprendida entre los kilómetros cuatro y cinco, el pre-
venido reduce la velocidad para dar lugar a que una recua 
de tres burros despeje la ruta y luego de estar la vía franca 
reiniciaron la marcha acelerando la velocidad al paso de 
otro vehículo que viene en sentido contrario y al realizarse 
el cruce, se inclina un poco hacia la derecha y de inmediato 
va a chocar violentamente a un camión por la parte trasera, 
que estaba convenientemente estacionado a su derecha, a 
una distancia prudencial de la curva abierta que hace la 
carretera en ese sitio, frente a un foco del tendido eléctrico, 
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y con los faroles pequeños encendidos, y 5°) que a conse-
cuencia del susodicho choque perdieron la vida los señores 
Rafael Esteban Marino Lora, Rafael Olivo, Fidelina Pérez, 
Lidia Mercedes Vargas y Mercedes Rodríguez, y con heridas 
y golpes Manuel Antonio Peña Abreu (a) Antero, Leopoldo 
de la Rosa Martínez y el mismo procesado Ramón Antonio 
Fernández (a) Toñito"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua está caracterizado el delito de 
homicidio involuntario en perjuicio de Rafael Olivo, Rafael 
Esteban Marino L., Lidia Mercedes Vargas, Mercedes Ro-
dríguez y Fidelina Pérez y el delito de heridas involuntarias 
en perjuicio de Manuel Antonio Peña y Leopoldo de la Rosa, 
delito previsto y sancionado por el artículo 3 de la Ley N9  
2022, del año 1949, reformado por la Ley N° 3749, del 
año 1954; 

Considerando que para establecer los hechos de la causa 
la Corte a qua no ha incurrido en la desnaturalización ale-
gada por el recurrente, ni en otra alguna; que, en efecto, 
el testigo Manuel Antonio Peña Abreu declaró en la audien-
cia de la causa en apelación, en relación con la luz alta lo 
que sigue: "que él vió una claridad, pero no sabe de Que eran 
y no puede decir si Fernández pudo encandilarse; que no 
recuerda las declaraciones que dió ante el Fiscal, en el hos-
pital, por las condiciones en que se encontraba; que no re-
cuerda haber visto vehículo que iba hacia el Este"; y luego 
agrega: "que el accidente ocurrió a consecuencia de una 
luz alta, él vió una claridad que podía cegarlo, o un descuido 
lo pudo motivar; que ver la claridad y estrellarse fué ins-
tantáneo"; y el testigo José Gustavo García Rivas, uno de 
los arrieros de la recua de burros declaró en apelación "que 
cuando oyó el golpe los burros estaban del camión pasado 
como veinte metros; que al montarse en el burro, vió frente 
a él el vehículo que subía, el cual se detuvo y luego arrancó"; 
que, como se vé, la primera declaración es contradictoria y 
la segunda no habla de luz alta; que, el prevenido en su decla-
ración a raíz del suceso, en el hospital, .no dijo nada sobre 
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luz alta y atribuyó el accidente a que "el camión estaba 
parado en la curva con las luces traseras apagadas", ni dije-
ron nada tampoco de esta circunstancia los otros testigos; 
que, en esas condiciones, la Corte a qua, al decir que "en 
el plenario no se ha producido la prueba de ese alegato" 
(de la luz alta) lo que realmente ha expresado es que tal 
alegato debe ser descartado como consecuencia de la ponde-
ración del testimonio; que, finalmente, el accidente resul-
tante del deslumbramiento de los focos de otro automóvil es 
previsible y no constituye un caso de fuerza mayor desde el 
momento en que el conductor ha podido evitarlo bajando la 

. luz, como señal de advertencia, o deteniendo la marcha del 
vehículo, si es necesario; que, en consecuencia, el medio que 
se acaba de examinar carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, que en él se 
alega que la sentencia carece de base legal, porque la Corte 
a qua no ha determinado los elementos de prueba que le han 
servido para establecer que el prevenido iba a una velocidad 
fuera de los límites señalados por la ley o del límite que de-
mandaba la proximidad del peligro; y supone una serie de 
faltas, para violar de ese modo el artículo 3 de la Ley I\T 9 

 2022 y el 189 del Código de Procedimiento Criminal; pero, 
Considerando que la Corte a qua para declarar al pre-

venido responsable de la infracción puesta a su cargo, ex-
presa lo siguiente: "que el hecho del procesado haber mane-
jado el vehículo en cuestión después de haber pasado casi 
toda la noche ingiriendo bebidas alcohólicas, conduciendo 
pasajeros en exceso, sobre todo en el asiento delantero, 
junto a él, que le impedían realizar con destreza las nece-
sarias y obligadas maniobras que debe ejecutar todo con-
ductor para mantener el dominio del vehículo que maneja, 
unido a la velocidad desarrollada por el carro momentos 
antes del choque, fueron las causas determinantes del acci-
dente"; que, los hechos que sirvieron de base a tales con-
sideraciones fueron establecidos en el fallo impugnado me-
diante la ponderación de las pruebas aportadas al debate, 
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y a los mismos se les dió, además, la calificación legal que 
les corresponde conforme a su naturaleza y se les hizo pro-
ducir los efectos jurídicos pertinentes; que, por tanto, este 
otro medio carece de fundamento y debe ser igualmente des-
estimado; 

Considerando que por el primer medio, que se examina 

en último término, se alega que la Corte a qua, ha desco-
nocido la falta.de las víctimas en el presente caso, con todas 
sus consecuencias legales; 

Considerando que, ciertamente, la Corte a qua, después 
de comprobar que las víctimas habían estado ingiriendo 
bebidas alcohólicas con el prevenido, y que aceptaron ser 
trasladadas en un vehículo conducido por el mismo preveni-
do, a sabiendas de que éste se encontraba en estado de em-
briaguez o muy excitado, declaró que "el hecho del conduc-
tor haber ingerido bebidas alcohólicas, no conlleva una falta 
de las víctimas cuando éstas tengan, conocimiento de ese 
hecho, porque Siempre confían en las manos expertas del 
conductor acreditado por la expedición de una licencia para 
manejar vehículo, por la autoridad competente"; pero, 

Considerando que cuando una persona consiente en ser 
transportada en un automóvil, a sabiendas de que el con-
ductor del vehículo se encuentra en estado de embriaguez 
o muy excitado por la ingestión de bebidas alcohólicas, co-
mete una falta, pues es evidente que en semejante estado 
del conductor se aumentan considerablemente los riesgos 
ordinarios del transporte; 

Considerando que de  conformidad con la Ley N 9  2022, 
reformada, el homicidio involuntario causado con el manejo 
de un vehículo de motor está castigado con las penas de dos 
a cinco años de prisión y multa de mil a dos mil pesos; que 
de conformidad con el Párrafo II, del artículo 3 de la mis- 
ma ley, si concurre en el accidente la falta de la víctima, los 

tribijueces podrán reducir esa pena hasta la mitad; que, en el' 
resente caso, la Corte a qua, al descartar indebidamente 

'a falta de las víctimas imponerle al prevenido las penas 
(le tres años de prisión correccional Sr mil pesos de multa, 
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luz alta y atribuyó el accidente a que "el camión estab a 
 parado en la curva con las luces traseras apagadas", ni dije_ 

ron nada tampoco de esta circunstancia los otros testigos ; 
 que, en esas condiciones, la Corte a qua, al decir que "en 

el plenario no se ha producido la prueba de ese alegato" 
(de la luz alta) lo que realmente ha expresado es que tal 
alegato debe ser descartado como consecuencia de la ponde-
ración del testimonio; que, finalmente, el accidente resul-
tante del deslumbramiento de los focos de otro automóvil es 
previsible y no constituye un caso de fuerza mayor desde el 
momento en que el conductor ha podido evitarlo bajando la 
luz, como señal de advertencia, o deteniendo la marcha del 
vehículo, si es necesario; que, en consecuencia, el medio que 
se acaba de examinar carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, que en él se 
alega que la sentencia carece de base legal, porque la Corte 
a qua no ha determinado los elementos de prueba que le han 
servido para establecer que el prevenido iba a una velocidad 
fuera de los límites señalados por la ley o del límite que de-
mandaba la proximidad del peligro; y supone una serie de 
faltas, para violar de ese modo el artículo 3 de la Ley N 9 

 2022 y el 189 del Código de Procedimiento Criminal; pero, 
Considerando que la Corte a qua para declarar' al pre-

venido responsable de la infracción puesta a su cargo, ex-
presa lo siguiente: "que el hecho del procesado haber mane-
jado el vehículo en cuestión después de haber pasado casi 
toda la noche ingiriendo bebidas alcohólicas, conduciendo 
pasajeros en exceso, sobre todo en el asiento delantero, 
junto a él, que le impedían realizar con destreza las nece-
sarias y obligadas maniobras que debe ejecutar todo con-
ductor para mantener el dominio del vehículo que maneja, 
unido a la velocidad desarrollada por el carro momentos 
antes del choque, fueron las causas determinantes del acci-
dente"; que, los hechos que sirvieron de base a tales con-
sideraciones fueron establecidos en el fallo impugnado me-
diante la ponderación de las pruebas aportadas al debate,  

y a los mismos se les dió, además, la calificación legal que 
les corresponde conforme a su naturaleza y se les hizo pro-
ducir los efectos jurídicos pertinentes; que, por tanto, este 
otro medio carece de fundamento y debe ser igualmente des-
estimado; 

Considerando que por el primer medio, que se examina 
en último término, se alega que la Corte a qua, ha desco-
nocido la falta-de las víctimas en el presente caso, con todas 
sus consecuencias legales; 

Considerando que, ciertamente, la Corte a qua, después 
de comprobar que las víctimas habían estado ingiriendo 
bebidas alcohólicas con el prevenido, y que aceptaron ser 
trasladadas en un vehículo conducido por el mismo preveni-
do, a sabiendas de que éste se encontraba en estado de em-
briaguez o muy excitado, declaró que "el hecho del conduc-
tor haber ingerido bebidas alcohólicas, no conlleva una falta 
de las víctimas cuando éstas tengan conocimiento de ese 
hecho, porque Siempre confían en las manos expertas del 
conductor acreditado por la expedición de una licencia para 
manejar vehículo, por la autoridad competente"; pero, 

Considerando que cuando una persona consiente en ser 
transportada en un automóvil, a sabiendas de que el con-
ductor del vehículo se encuentra en estado de embriaguez 
o muy excitado por la ingestión de bebidas alcohólicas, co-
mete una falta, pues es evidente que en semejante estado 
del conductor se aumentan considerablemente los riesgos 
ordinarios del transporte; 

Considerando que de conformidad con la Ley N 9  2022, 
reformada, el homicidio involuntario causado con el manejo 
de un vehículo de motor está castigado con las penas de dos 
a cinco años de prisión y multa de mil a dos mil pesos; que 
de conformidad con el Párrafo II, del artículo 3 de la mis-
ma ley, si concurre en el accidente la falta de la victima, los'? 
'veces podrán reducir esa pena hasta la mitad; que, en el ' 

resente caso, la Corte a qua, al descartar indebidamente 
la falta de las víctimas imponerle a prevenido las penas 
e tres arios de prisión correccional S7 mil pesos de multa, 
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W." 

ha privado al prevenido del beneficio que ejerce la incidenci a 
 de la falta de la víctima sobre su responsabilidad penal; que, 
 por consiguiente, la sentencia impugnada debe ser casada 

por ese motivo, pero sólo en cuanto a la pena impuesta al 
recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto a la apli-
cación de la pena, la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Santiago, en sus atribuciones correccionales, 
en fecha ocho de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del 
presente fallo, y rechaza en sus demás aspectos el presente 
recurso de casación, y envía él asunto, así delimitado, por 
ante la Corte de Apelación de La Vega; y Segundo: Declara 
las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 'fe-
cha 30 de agosto de 1957. 

)1:lit‘ria: Penal. 

Ret urrente: José del Carmen Peña (a) Nini. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecinueve del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Carmen Peña (Niní), dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en la calle Nuestra Señora 
de Regla N9  36, de la ciudad de Baní, cédula 3248, serie 3, 
sello 22262, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, de fecha treinta de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla- 
ra regular y válido el recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido José del Carmen Peña (a) Niní, contra senten- 
cia de fecha 17 de enero de 1957, dictada por el Juzgado de 
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ha privado al prevenido del beneficio que ejerce la incidencia 
de la falta de la víctima sobre su respcnsabilidad penal; que 
por consiguiente, la sentencia impugnada debe ser casada' 
por ese motivo, pero sólo en cuanto a la pena impuesta al 
recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto a la apli-
-cación de la pena, la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Santiago, en sus atribuciones correccionales, 
en fecha ocho de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del 
presente fallo, y rechaza en sus demás aspectos el presente 
recurso de casación, y envía él asunto, así delimitado, por 
ante la Corte de Apelación de La Vega; y Segundo: Declara 
las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

ENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

tencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de -fe-
cha 30 de agosto de 1957. 

ia: Penal. 

rente: José del Carmen Peña (a) Niní. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblic9, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
II. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez. licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecinueve del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, arios 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Carmen Peña (Niní), dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en la calle Nuestra Señora 
de Regla NQ 36, de la ciudad de Baní, cédula 3248, serie 3, 
sello 22262, Contra sentencia de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, de fecha treinta de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIIVLERO: Decla- 
ra regular y válido el recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido José del Carmen Peña (a) Niní, contra senten- 
cia de fecha 17 de enero de 1957, dictada por el Juzgado de 
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Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: Primero: Declarar, como 
al *efecto declaramos, al nombrado José del Carmen Peña 
(a) Niní, de generales anotadas, culpable de haber violado 
la Ley N'?  2402, de 1950, sobre asistencia obligatoria de los 
hijos menores de 18 años, en perjuicio de la menor Nieves 
Esperanza de 3 meses de edad, hija natural, procreada con 
la querellante Flor María Reynoso, y en consecuencia, se 
condena a sufrir la pena de dos años de prisión correccio-
nal, que deberá cumplir en la cárcel pública de esta ciudad; 
Segundo: Fijar como al efecto fijamos. una pensión mensual 
de tres pesos (RD$3.00) oro en provecho de dicha menor, 
a partir de hoy; Tercero: Ordenar, como al efecto ordena-
mos, la ejecución provisional de la sentencia, no obstante 
cualquier recurso, por tratarse de hijos naturales no reco-
nocidos; y Cuarto: Condenar, como al efecto lo condenamos 
al pago de las costas'; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
contra la cual se apela; y TERCERO: Condena al prevenido 
al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950, 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta- 
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blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-
pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Léy NQ 2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José del Carmen Peña, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha treinta de agosto de mil novecientos cincuenta y 
siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 

•Contin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
fecha 14 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Jorge o Rafael Antonio Jorge Quezada. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblicas Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecinueve del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
93' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casa -Jión, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Jorge, o Rafael Antonio Jorge Quezada, dominicano, mayor 
le edad, soltero, sastre, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, en la casa N^ 114 de la calle Abreu, cédula 5870, serie 
32, sello 282342, contra sentencia de la Corte de Apelación 

Ciudad Trujillo de 'fecha catorce de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha veintidós de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trece 
de enero de mil novecientos cincuenta y ocho suscrito por 
el propio recurrente, en el cual se invoca la violación de los 
artículos 2, 3, 4 y 5 de la Ley 2402, de 1950; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N9 2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

• Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha seis de mayo de mil novecientos cincuenta y siete 

•compareció por ante el Oficial Comandante de la Segunda 
Compañía de la Policía Nacional, Palacio de la Policía en 
esta ciudad, la señora Lucía Martínez, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de oficios domésticos. domiciliada y resi-
dente en la calle "Doctor Otilio Meléndez" (patio de la casa 
N" 71), de esta misma ciudad, y presentó una querella 
contra Rafael Jorge, por no cumplir éste con sus obligacio-
nes de padre de la menor María Leocadia Martínez, enton-
ces de 11 años de edad, procreada con dicha querellante, 
quien solicitó que se le asignara una pensión de RD$12.00 
oro mensuales para las atenciones de dicha menor; b) que 
en la misma fecha el referido Oficial de la Policía dirigió 
un requerimiento a Rafael Jorge, residente en la calle Abreu 
N9 114, de esta ciudad, para que compareciera en un plazo 
"de ocho días" por ante el Juez de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, para que voluntariamen-
te se aviniera a cumplir con las referidas obligaciones; c) 
que en fecha trece de mayo de mil novecientos cincuenta y 
siete, el Magistrado Juez de Paz de la Segunda Circunscrip- 
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ción del Distrito Nacional asistido de su Secretario, levantó 
un acta de la comparecencia ante dicho Juzgado de la se. 
ñora Lucía Martínez y de la' declaración que ésta le hizo de 
"haber procreado con el nombrado Rafael Jorge, la menor 
María Leocadia Martínez", y de solicitud de que se le asig-
nara una pensión de doce pesos oro mensuales, expresán-
dose en dicha acta, que Rafael Jorge no compareció, no 
obstante haber sido legalmente citado; d) que de este ex. 
pediente fué apoderada la Primera Cámara Penal del JU7 

gado de Primera Instancia del Distrito Nacional en la au 
diencia pública del nueve de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y siete en que se conoció de la causa, después de 
oirse a la querellante quien redujo a la cantidad de RD$ 
10.00 oro mensuales la solicitud de pensión que había for-
mulado antes y al prevenido en su de^!aración de que dicha 
querellante "no tenía ningún gasto con ésa niña" porque la 
misma "está becada" en un colegio, y el dictamen del Minis-
terio Público, fué dictada una sentencia cuyo dispositivo se 
copia íntegramente en el de la sentencia ahora impugnada;. 

Considerando que sobre el recua so de apelación inter-
puesto por el prevenido el mismo día nueve de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó en fecha catorce de octubre del mis-
mo año mil novecientos cincuenta y siete la sentencia que es 
objeto del presente recurso de casación, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
do en la forma, el •presente recurso de apelación; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones, 
correccionales, por la Primera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
9 del mes de agosto de 1957, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara, al nombrado Rafael Jorge, de generales ano-
tadas, culpable del delito de violación a la Ley N° 2402, de 
1950, en perjuicio de la menor Malla Leocadia Martínez, 
procreada con la señora Lucía Martínez, y en consecuencia 
lo condena a dos años de prisión correccional; SEGUNDO: 
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Que debe fijar y fija, en la suma de RD$7.00 oro mensuales, 
el monto áe la pensión alimenticia que el prevenido deberá 

suministrarle a la madre querellante, para las atenciones y 
necesidades de la menor en referencia; TERCERO: Que de-
be ordenar y ordena, la ejecución provisional de la senten-
cia, a partir de la querella; CUARTO: Que debe condenar 
y condena, al inculpado al pago de lac costas penales causa-
das'; y TERCERO: Condena al prevenido Rafael Jorge, al 
pago de las costas"; 

Considerando en cuanto a la admisibilidad del recurso, 
que en su memorial de casación, el recurrente sostiene que, 
no obstante no estar en prisión, él ha llenado las formalida-
des indicadas por el artículo 7 de la Ley N° 2402, de 1950, 
para hacer suspender los efectos de su condenación, con lo 
cual ha satisfecho las exigencias de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación para que su recurso sea admisible; pero, 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que, también, los artículos 7 y 8 de la 
Ley N° 2402, de 1950, disponen que, "cuando un individuo 
haya sido condenado en virtud de esta Ley, puede hacer 
suspender los efectos de su condena en cualquier momento, 
sometiéndose a cumplir sus deberes de padre conforme lo 
determina el artículo 1", y que, "para hacer cesar los 
efectos de la sentencia condenatoria, el padre condenado 
hará petición formal al Procurador Fiscal del Tribunal o 
al Procurador General de la Corte de Apelación que haya 
dictado la sentencia, expresando en dicha petición el com-
promiso de cumplir sus obligaciones desde que sea excarce-
lado y el Procurador Fiscal o el Prwurador General, cada 
uno en su caso, levantará acta de esta circunstancia, que 
firmará el interesado si sabe hacerlo, y la cual se anexará 
al expediente correspondiente"; 
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Considerando que el recurrente fué condenado a la pen a 
 de dos años de prisión correccional; que no se ha establecido 

que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya 
obtenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artículos 
7 y 8 de la Ley NQ  2402, de 1950; que dicho recurrente se 
ha limitado a afirmar por sí mismo que él hizo suspender la 
ejecución de la pena y a depositar en el expediente un recibo 
firmado por Lucía Martínez en fecha nueve de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete por la suma de siete pesos 
y comprobantes de subsiguientes entregas por valor decla-
rado de igual suma en los meses de septiembre, octubre, 
noviembre y diciembre de 1957, circunstancia ésta que no 
basta para dejar cumplido el voto de los referidos artículos 
7 y 8 de la Ley N 9  2402, de 1950, r&ativos a la suspensión 
de la ejecución de la pena que él alega; que, por tanto, el 
presente recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rafael Jorge Quezada 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo de fecha catorce de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel. —Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

ENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

cla implignada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 
11 de septiembre de 1957. 

a: Penal. 

rente: Rafael Eligio Ureña. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúbliect Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecinueve del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Eligio Ureña, dominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, 
domiciliado y residente en la calle Eladio Victoria N 9  69, 
de la ciudad y municipio de Santiago de los Caballeros, 
cédula 49700, serie 31, sello 261504, contra sentencia pro-
nunciada en fecha once de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 

• de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Considerando que el recurrente fué condenado a la pen a 
 de dos años de prisión correccional; que no se ha establecido 

que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya 
obtenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artículos 
7 y 8 de la Ley NI' 2402, de 1950; que dicho recurrente se 
ha limitado a afirmar por sí mismo que él hizo suspender la 
ejecución de la pena y a depositar en el expediente un recibo 
firmado por Lucía Martínez en fecha nueve de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete poi la suma de siete pesos 
y comprobantes de subsiguientes entregas por valor decla-
rado de igual suma en los meses de septiembre, octubre, 
noviembre y diciembre de 1957, circunstancia ésta que no 
basta para dejar cumplido el voto de los referidos artículos 
7 y 8 de la Ley N9  2402, de 1950, r&ativos a la suspensión 
de la ejecución de la pena que él alega; que, por tanto, el 
presente recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rafael Jorge Quezada 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo de fecha catorce de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel. —Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

NTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

da  impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 
11 de septiembre de 1957. 

a: Penal. 

rrente: Rafael Eligio Ureña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecinueve del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

ncia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
igio Ureña, dominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, 

domiciliado y residente en la calle Eladio Victoria N 9  69, 
de la ciudad y municipio de Santiago de los Caballeros, 
cédula 49700, serie 31, sello 261504, contra sentencia pro-
unciada en fecha once de septiembre de mil novecientos 

cincuenta y siete, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo 

spositivo se copia más adelante; 

(irlo el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge neral 
 de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 Secretaría del Tribunal a quo, en fecna veintitrés de octubre 

del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se indica ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, inciso 2, letra h), de la 
Constitución de la República; 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 69, inciso 7 9  del Código de Procedi-
miento CM! y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones de la Policía Nacional fué sometido a la 
Justicia, en fecha veintinueve de enero de mil novecientos 
cincuenta y cinco, Rafael Eligio Ureña, por el "hecho de 
haber sido sorprendido fumando en el Teatro Víctor" de la 
ciudad de Santiago, en momentos en que se -.proyectaban 
las películas "La None del Destino" y "Trampa de Acero"; 
b) que por sentencia pronunciada en defecto por el Juzgado 
de Paz de la Tercera Circunscripción del Municipio de San-
tiago, en fecha diez y seis de abril de mil novecientos cin-
cuenta y seis, el prevenido Rafael Eligio Ureña fué conde-
nado a tres meses de prisión correccional y al pago de las 
costas; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del 
prevenido, en fecha quince de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago pronunció en defecto la sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Falla 1'; Que debe pronunciar defecto contra el 
inculpado Rafael Eligio Ureña, de generales ignoradas, por 
haber sido legalmente citado y no comparecer a la audien-
cia; 20 ; Que debe declarar y declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el mencionado preve- 

nido en fecha 23 de enero de 1957, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de la Tercera Circunscripción de este Munici-
pio de fecha 16-4-56, que lo condenó a sufrir la pena de tres 
meses de prisión correccional, por el delito de violación al 
artículo 67 de la Ley 1951; 3": que debe confirmar y confir-
ma , la, antes expresada sentencia en todas sus partes; 49: 
Lo condena además al pago de las costas"; que, sobre el 
recurso .le oposición del prevenido, intervino la sentencia 
ahora impugnada, la cual contiene el siguiente dispositivo: 
"FALL 1: PRIMERO: Que debe declarar como al efecto de-
clara, nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición, inter-
puestc oor el nombrado Rafael Eligio Ureña, de generales 
ignoradas, en fecha 4-3-1957, contra sentencia de esta Ter-
cera Cámara Penal rendida en defecto en fecha 15-2-1957, 
que lo condenó a sufrir la pena de tres meses de prisión 
correccional, por el delito de violación al art. 67, de la Ley 
1951; SEGUNDO: Se condena además, al pago de las costas"; 

Considerando que al tenor de los artículos 188 y 208 
del Código de Procedimiento Criminal, si el oponente no 
comparece a sostener su recurso, la oposición será nula o 
se tendrá como no hecha; que para pronunciar la nulidad 
de la oposición es necesario que el prevenido haya sido legal-
mente citado, y que la parte contra quien va dirigida con-
cluya en este sentido; 

Considerando que al tenor del inciso 7 9  del artículo 
69 del Código de Procedimiento Civil "las personas que no 
tienen ningún domicilio conocido en la República, podrán 
ser emplazadas en el lugar de su actual residencia y si no 
fuere conocido ese lugar, el emplazamiento se fijará en la 
puerta principal del local del tribunal que deba conocer la 
demanda, entregándose una copia al fiscal, que visará el 
original"; 

Considerando que en el presente caso el prevenido no 
fué citado legalmente; que, en efecto, para citar a una per-
sona en la forma prescrita por dicho texto legal es necesa-
rio que el alguacil actuante compruebe y deje constancia en 
el acta de que el prevenido no tiene domicilio ni residencia 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge neral 
 de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 Secretaria del Tribunal a quo, en fecna veintitrés de octubre 

del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se indica ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, inciso 2, letra h), de la 
Constitución de la República; 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 69, inciso 7° del Código de Procedi-
miento Ci gil y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones de la Policía Nacional fué sometido a la 
Justicia, en fecha veintinueve de enero de mil novecientos 
cincuenta y cinco, Rafael Eligio Ureña, por el "hecho de 
haber sido sorprendido fumando en el Teatro Víctor" de la 
ciudad de Santiago, en momentos en que se .,proyectaban 
las películas "La None del Destino" y "Trampa de Acero"; 
b) que por sentencia pronunciada en defecto por el Juzgado 
de Paz de la Tercera Circunscripción del Municipio de San-
tiago, en fecha diez y seis de abril de mil novecientos cin-
cuenta y seis, el prevenido Rafael Eligio Ureña fué conde-
nado a tres meses de prisión correccional y al pago de las 
costas; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del 
prevenido, en fecha quince de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago pronunció en defecto la sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Falla 1": Que debe pronunciar defecto contra el 
inculpado Rafael Eligio Ureña, de generales ignoradas, por 
haber sido legalmente citado y no comparecer a la audien-
cia; Que debe declarar y declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el mencionado preve- 

nido en fecha 23 de enero de 1957, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de la Tercera Circunscripción de este Munici-
pio de fecha 16-4-56, que lo condenó a sufrir la pena de tres 
meses de prisión correccional, por el delito de violación al 
artículo 67 de la Ley 1951; 3": que debe confirmar y confir-
ma, la\ antes expresada sentencia en todas sus partes; 49: 
Lo condena además al pago de las costas"; que, sobre el 
recurso .le oposición del prevenido, intervino la sentencia 
ahora impugnada, la cual contiene el siguiente dispositivo: 
"FALL 1: PRIMERO: Que debe declarar como al efecto de-
clara, nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición, inter-
puestc oor el nombrado Rafael Eligio Ureña, de generales 
ignoradas, en 'fecha 4-3-1957, contra sentencia de esta Ter-
cera Cámara Penal rendida en defecto en fecha 15-2-1957, 
que lo condenó a sufrir la pena de tres meses de prisión 
correccional, por el delito de violación al art. 67, de la Ley 
1951; SEGUNDO: Se condena además, al pago de las costas"; 

Consiaerando que al tenor de los artículos 188 y 208 
del Código de Procedimiento Criminal, si el oponente no 
comparece a sostener su recurso, la oposición será nula o 
se tendrá como no hecha; que para pronunciar la nulidad 
de la oposición es necesario que el prevenido haya sido legal-
mente citado, y que la parte contra quien va dirigida con-
cluya en este sentido; 

Considerando que al tenor del inciso 7 9  del artículo 
69 del Código de Procedimiento Civil "las personas que no 
tienen ningún domicilio conocido en la República, podrán 
ser emplazadas en el lugar de su actual residencia y si no 
fuere conocido ese lugar, el emplazamiento se fijará en la 
puerta principal del local del tribunal que deba conocer la 
demanda, entregándose una copia al fiscal, que visará el 
original"; 

Considerando que en el presente caso el prevenido no 
fué citado legalmente; que, en efecto, para citar a una per-
sona en la forma prescrita por dicho texto legal es necesa-
rio que el alguacil actuante compruebe y deje constancia en 
el acta de que el prevenido no tiene domicilio ni residencia 
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conocidos en la República; que de ello nada se dice en la 
citación, en la cual, además, no consta que fuera fijada en 
la puerta principal del tribunal, limitándose el alguacil a ha. 
cer entrega de la copia al fiscal, quien visó el original; 

Considerando que, por consiguiente, al declarar la nuli-
dad de la oposición, el tribunal a quo, desconoció el artícu-
lo 69, inciso 79, del Código de Procedimiento Criminal, y vio.. 

16, consecuentemente, los artículos 188 y 208 del Código 
de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha once 
de septiembre del año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat; y Segundo: Declara de oficio 

las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los 

 
 Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 

Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. — 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia de fecha 17 de septiembre, 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alcibiades Félix Pineda. 
Abogado: Dr. Victor Manuel Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente: Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel 

amarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, 
:asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecinueve del mes de febrero de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcibíades 
Félix Pineda, dominicano, mayor de edad, soltero, supervi-
sor evangélico —según su propia declaración— domiciliado 
y residente en la sección Santana del Municipio de Higüey, 
cédula 10649, serie 10, cuyo sello de renovación no se men-
ciona en el expediente, contra sentencia pronunciada en gra-
do de apelación en sus atribuciones correccionales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de "La 
Altagracia", en fecha diez y siete de septiembre del año mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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conocidos en la República; que de ello nada se dice en la 
citación, en la cual, además, no consta que fuera fijada en 
la puerta principal del tribunal, limitándose el alguacil a ha-
cer entrega de la copia al fiscal, quien visó el original; 

Considerando que, por consiguiente, al declarar la nuli-
dad de la oposición, el tribunal a quo, desconoció el artícu-
lo 69, inciso 7°, del Código de Procedimiento Criminal, y vio-
ló, consecuentemente, los artículos 188 y 208 del Código 
de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha once 
de septiembre del año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat; y Segundo: Declara de oficio 

las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. — 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1958 

centenela impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia de fecha 17 de septiembre, 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alcibiades Félix Pineda. 
Abogado: Dr. Víctor Manuel Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini. Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, 
Isistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 

pus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecinueve del mes de febrero de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcibiades 
Félix Pineda, dominicano, mayor de edad, soltero, supervi-
sor evangélico —según su propia declaración— domiciliado 
y residente en la sección Santana del Municipio de Higüey, 
cédula 10649, serie 10, cuyo sello de renovación no se men-
ciona en el expediente, contra sentencia pronunciada en gra-
do de apelación en sus atribuciones correccionales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de "La 
Altagracia", en fecha diez y siete de septiembre del año mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
diez y siete de septiembre del año mil novecientos cincuen-
ta y siete en la Secretaría del Juzgado n quo, a solicitud del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veinte y dos de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Doctor Víctor Manuel Mangual, cédula 18900, serie 1ra., 
sello 45913, abogado del recurrente, depositado en Secre-
taría en fecha veinticinco del mes y año indicados; en el 
cual se invocan los medios de casación que luego serán 
enunciados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, 20, 23, inciso 5 9-y 43, párrafo 
2", de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones del Ejército Nacional, Alcibíades Félix 
Pineda fué sometido a la justicia en fecha cinco de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, por el hecho de 
"porte ilegal de arma blanca"; b) que debidamente apode-
rado del caso el Juzgado de Paz del Municipio de "La Ro-
mana, en fecha cinco de septiembre del citado año fué 
pronunciada la sentencia cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: Primero: Que debe declarar, como al 
efecto declara al nombrado Alcibíades Félix Pineda, de ge-
nerales anotadas, culpable del hecho de portar ilegalmente 
un puñal, en consecuencia se le condena a sufrir la pena de 
seis (6) meses de prisión correccional, así como al pago 
de las Costas; Segundo: Ordena la confiscación del puñal 
cuerpo del delito el cual reúne las dimensiones exigidas por 
la Ley, es decir más de 3 pulgadas de largo por más de me-
dia pulgada de ancho; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi- 

cial de La Altagracia pronunció la sentencia ahora impug-
nada dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Declara 
buen;) y válido el recurso de Apelación interpuesto por el 
prevenido Alcibíades Félix Pineda, de generales anotadas, 
contra la sentencia del Juzgado de Paz de este Municipio, 
de fecha 5 de septiembre de 1957, que lo condenó a sufrir 
la pena de seis (6) meses de prisión correccional, por el 
delito de porte ilegal de arma blanca, por haberlo hecho 
en tiempo oportuno y llenar las demás formalidades legales; 
segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida, que lo•condenó a sufrir la pena de seis (6) meses de 
prisión correccional por el delito de porte ilegal de arma 
blanca, ordenó la confiscación del cuerpo del delito (en la 
especie de un cuchillo puñal) y lo condenó al pago de las 
costas; Tercero: Condena a dicho prevenido, al pago de las 
costas de alzada"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso, los medios siguientes de casación: "a) violación al 
artículo 49 de la Ley de Organización Judicial.— Violación 
al apartado h) del párrafo 1ro., del artículo 8 de la Consti-
tución de la República Dominicana.— Violación a los ar-
tículos 3 y 9 de la Ley N- 1014 del 11 de octubre de 1935; 
Omisión de estatuir.— Amplia violación al derecho de de-
fensa"; "b) Violación al artículo 190 del Código de Procedi-
miento Criminal.— Violación al artículo 4 de la Ley N-
1044 del 11 de octubre de 1935; Violación al artículo 195 del 
Código de Procedimiento Criminal y del artículo 141 del 

ódigo de Procedimiento Civil.— Violación al Derecho de 
efensa.— Falta de motivos. —Falta de base legal"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
recurrente denuncia que "al iniciarse la audiencia ante el 
Tribunal de Apelación (Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Romana), solicitó que quería hacerse 
asistir de un abogado para que lylefendiera; que el repre-
sentante del ministerio público concluyó respecto a ese pe-
dimento y que, a pesar de estas circunstancias, la decisión 
atacada nada dice a ese respecto, fallando el fondo del asun- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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dimento y que, a pesar de estas circunstancias, la decisión 
atacada nada dice a ese respecto, fallando el fondo del asun- 



312 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 313 

to, con lo cual el fallo impugnado ha incurrido en el vi 
de falta de motivos, omisión de estatuir y violación del de 
cho de defensa ..."; 

Considerando que el examen del acta de audiencia 
rrespondiente pone de manifiesto que in limine litis, en 
audiencia del día 17 de octubre de 1957, fijada para con 
del recurso de apelación interpuesto por el prevenido Alei 
bíades Félix Pineda contra la sentencia condenatoria p 
nunciada en fecha cinco de septiembre de ese mismo año 
el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana, dicho p 
venido solicitó formalmente que quería "hacerse asistir 
un abogado para que lo defienda"; que a ese pedimento 
opuso el representante del ministerio público, concluyendo 
en la forma siguiente: "Que se continúe la causa por el. 
motivo de que había tiempo suficiente para que el prevenido -
se hiciese asistir de un abogado para su defensa"; 

Considerando que, en la especie, el Juez a quo estatuyó 
sobre el fondo de la prevención, sin examinar el pedimento 
del prevenido; que, al fallar el fondo, es evidente que el 
tribunal a quo rechazó implícitamente dicho pedimento, sin 
exponer los motivos pertinentes; que, en tales condiciones, 
la sentencia que se impugna carece, en este aspecto de 
motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun 
ciada en sus atribuciones correccionales en grado de ape-
lación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, en fecha diez y siete de septiembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositiv 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo y envía el 
asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís; y Segundo: Declara de 
oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

"encia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
rmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



312 	 BOLETÍN JUDICIAL 

to, con lo cual el fallo impugnado ha incurrido en el vi • 
de falta de motivos, omisión de estatuir y violación del de 
cho de defensa ..."; 

Considerando que el examen del acta de audiencia co, 
rrespondiente pone de manifiesto que in limine litis, en la 
audiencia del día 17 de octubre de 1957, fijada para conocer 
del recurso de apelación interpuesto por el prevenido Alci-
biades Félix Pineda contra la sentencia condenatoria pro.: 
nunciada en fecha cinco de septiembre de ese mismo año por 
el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana, dicho pre. 
venido solicitó formalmente que quería "hacerse asistir de 
un abogado para que lo defienda"; que a ese pedimento se 
opuso el representante del ministerio público, concluyendo 
en la forma siguiente: "Que se continúe la causa por el 
motivo de que había tiempo suficiente para que el prevenido . 

 se  hiciese asistir de un abogado para su defensa"; 
Considerando que, en la especie, el Juez a quo estatuyó 

sobre el fondo de la prevención, sin examinar el pedimento 
del prevenido; que, al fallar el fondo, es evidente que el 
tribunal a quo rechazó implícitamente dicho pedimento, sin 
exponer los motivos pertinentes; que, en tales condiciones, 
la sentencia que se impugna carece, en este aspecto de 
motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones correccionales en grado de ape-
lación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, en fecha diez y siete de septiembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo y envía el 
asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís; y Segundo: Declara de 
oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 313 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

- diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



314 

Recurrente: Octavio René Velázquez Velázquez. 

BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 315 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo d 

fecha 12 de junio de 1957. 

Materia: Penal. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblic9, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiuno del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavio 
René Velázquez Velázquez, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agente vendedor, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, cédula 2031, serie 68, sello 102937, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación r:le Ciudad Trujillo en 
fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta y siete, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno, en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha cinco de julio del 
orriente año, en la cual no se invoca ningún medio deter-

nado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-

.ado, y vistos los artículos 3, inciso c), y el párrafo IV, 
el mismo artículo de la Ley N 9  2022, de 1949, modificado 
r la Ley N 9  3749, de 1954; 3 y 203 del Código de Proce-

dimiento Criminal, y 1, 20, 29 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que el presente recurso, interpuesto eL, 
día cinco de julio de mil novecientos cincuenta y siete, debe 
ser admitido al tenor del artículo 29 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, en vista de que el recurrente no 
estuvo presente en la audiencia del dia doce de junio de mil 
novecientos cincuenta y siete, en la cual fué dictada la sen-
tencia impugnada, ni tampoco fué debidamente citado para 
la misma; ni hay constancia de que la referida sentencia le 
fuera notificada; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentes a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
con motivo del accidente de la circulación acaecido en el 
kilómetro 25 de la carretera Mella el nueve de julio de mil 
novecientos cincuenta y seis, en el cual resultó con lesiones 
graves el nombrado Luis Esteban Apolinar, el Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Nacional puso en movimien-
to la acción pública, citando directamente al inculpado Oc-
tavio René Velázquez Velázquez ante la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, a fin de ser juzgado por el delito de golpes y heridas 
por imprudencia causados con el manejo de un vehículo de 
motor; 2) que dicho Tribunal falló la prevención puesta a 
Cargo de dicho inculpado, así como la demanda en repara-
ción de daños y perjuicios interpuesta accesoriamente a la 
acción pública por Luis Esteban Apolinar, parte civil cons-
tituida, contra el prevenido Octavio René Velázquez y la 
Compañía General de Seguros "La Comercial", puesta en 
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acción pública por Luis Esteban Apolinar, parte civil cons-
tituida, contra el prevenido Octavio René Velázquez y la 
Compañía General de Seguros "La Comercial", puesta en 



316 	 BOLETIN JUDICIAL BotrríN JUDICIAL 	 317 

causa como persona' civilmente relNnsable, por sentencia 
de fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta. 
y seis, cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia impug_ 
nada; 3) que contra dicha sentencia apelaron el mismo día 
del fallo el prevenido Octavio René Velázquez Velázquez y. 
la persona condenada como civilmente responsable, la Com-
pañía General de Seguros "La Comercial"; 4) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido, la' 
Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en la forma, el presente recurso de 
apelación;— SEGUNDO: Confirma en la medida de la ape-
lación interpuesta, la sedeTiérá—linpugna-d-a, dictada en atri-
buciones correccionales por la Primera. Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha veintidós del mes de octubre del ario mil novecientos 
cincuenta y seis, y cuyo dispositivo copiado textualmente 
dice así: 'FALLA: Primero: que debe declarar, como en 
efecto declara, al nombrado Octavio René Velázquez Veláz-
quez, de generales anotadas, no culpable del delito de aban-
dono, en perjuicio de Luis Esteban Apolinar. y, en conse-
cuencia, se le descarga por no haberlo cometido; Segundo: 
que debe declarar, como en efecto declara, al nombrado 
Octavio René Velázquez Velázquez, culpable del delito de 
violación a la Ley N<.' 2022 (contusiones y fracturas) en 
perjuicio de Luis Esteban Apolinar, que curan después de 
30 días y antes de 120, y, en consecuencia, se le condena 
a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional, y al 
pago de una multa de cien pesos oro dominicanos, (RD 
$100.00) multa que en caso de insolvencia compensará con 
un dia de prisión por cada peso dejado de pagar; Tercero: 
que debe ordenar, como en efecto ordena. la  cancelación de 
la licencia para manejar vehículo de motor, por un períod 
de un año a partir de la extinción de la pena; Cuarto: que 
debe declarar, como en efecto declara, regular y válida la 
constitución en parte civil hecha por Luis Esteban Apolinar 
en contra de Octavio René Velázquez Velázquez, y la pues- 

ta en causa de la compañía aseguradora de la motocicleta 
No 575, la Compañía General de Seguros La Comercial, de-
bidamente representada en el país por la Compañía de 
Indemnizaciones, C. por A.; Quinto: que debe condenar, co-

- mo en efecto condena, a Octavio René Velázquez Velázquez 
y la Compañía Aseguradora al pago solidario de una indem-
nización de RD$800.00 a favor de Luis Esteban Apolinar, 
a título de indemnización como justa reparación de los daños 
morales y materiales sufridos por él; más los intereses lega-
les; Sexto: que debe condenar, como en efecto condena, a 
Octavio René Velázquez Velázquez, y a la Compañía La 
Comercial, C. por A., al pago de las costas civiles distraídas 
en favor de los Doctores J. M. Acosta Torres y Caonabo 
Jiménez Paulino, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad; Séptimo: que debe condenar, como en efecto con-
dena, al prevenido Octavio René Velázquez Velázquez, al 
pago de las costas penales causadas'; TERCERO: Condena 
al prevenido Octavio René Velázquez Velázquez al pago de 
las costas"; 

Considerando que de acuerdo con los elementos de prue-
ba aportados en la instrucción de la causa los jueces del 
fondo dieron por establecido lo siguiente: 1) que el día 
nueve de julio de mil novecientos cincuenta y seis el pre-
venido Octavio René Velázquez Velázquez, mientras con-
ducía la motocicleta placa NQ 575, atropelló a Luis Esteban 
Apolinar, quien se encontraba reparando en el kilómetro 25 
de la carretera Mella los alambres del tendido eléctrico, de 
la Corporación Dominicana de Electricidad; 2) que las lesio-
nes sufridas por la víctima le causaron una imposibilidad 
para el trabajo por.más de veinte días; y 3) que la causa 
determinante y generadora del accidente fué, en último aná-

is, la imprudencia de llevar el prevenido un pañuelo cu-
riéndole la nariz, el cual, debido a la fuerte brisa, le tapó 

los ojos, privándolo momentáneamente de la visión; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua está caracte-
rizado el delito de golpes y heridas por imprudencia causa- 
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causa como persona civilmente responsable, por sentencia 
de fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta 
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de un año a partir de la extinción de la pena; Cuarto: que 
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título de indemnización como justa reparación de los daños 
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de la carretera Mella los alambres del tendido eléctrico, de 
la Corporación Dominicana de Electricidad; 2) que las lesio-
nes sufridas por la víctima le causaron una imposibilidad 
para el trabajo por,más de veinte días; y 3) que la causa 
determinante y generadora del accidente fué, en último aná-
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los ojos, privándolo momentáneamente de la visión; 
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dos con el manejo de un vehículo de motor, previsto y san. 
cionado por el artículo 3, letra c) de la Ley N9 2022, de 
1949, modificado por la Ley 1\19 3749, de 1954, con la,. 
penas de seis meses a dos años de prisión y multa de cien 
a quinientos pesos, puesto a cargo del prevenido; que en 
consecuencia, la Corte a qua atribuyó al hecho la califi 

. ción legal que le corresponde según su propia natural 
y al condenar a dicho prevenido, después de haberse decbi 
rado su culpabilidad, a las penas de seis meses de prisión 
y cien pesos de multa, le impuso, en este aspecto, un 
sanción ajustada a los mencionados textos legales; 

Considerando, en cuanto a la cancelación de la licencia, 
que la Corte a qua, al ordenar que esta cancelación se man-
'tuviera por un ario a partir de la extinción de la pena prin-
cipal, hizo una errónea aplicación del párrafo IV del ar-
tículo 3 de la citada ley, pues cuando, como en la especie, 
los golpes y heridas causan una imposibilidad para el tra-
bajo de 20 días o más, la cancelación de la. licencia se 
mantendrá por seis meses, y no por un año según lo decidió 
la Corte a giwv, como si se tratara de golpes y heridas que 
ocasionaron lesión permanente, que es cuando la privación 
de la licencia se mantiene por el término de un año; 

r Considerando que, por otra parte además de haber sido 
condenado el prevenido en primera instancia a las penas de 
prisión y multa, fué condenado también al pago de una 
indemnización de RD$800.00 en favor de la parte,civil cons-
tituída, a título de daños y perjuicios; que consecuentemen-
te, en virtud del efecto devolutivo del recurso de apelación 
del prevenido, relativo a todos los puntos de la sentencia 
apelada contrarios a su interés, la Corte a qua estaba en el 
deber de estatuir tanto sobre la acción pública como sobre 
la acción civil; que no obstante ello dicha Corte se limitó a 
juzgar y decidir la cuestión penal, y no falló nada respecto 
de las condenaciones civiles que fueron pronunciadas contra 
el recurrente, con lo cual la sentencia impugnada ha des-
conocido los principios que rigen el efecto devolutivo de la 
apelación del prevenido; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en el aspecto delimi-
tado, la sentencia dictada por la Corte de Apelación de-Ciu—
dad Trujillo en fecha doce de junio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente 'fallo, y envía el asunto ante la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal; y Segundo: Declara de oficio las I 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

qm.., 	La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 12 
de agosto de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Manuel Resto Díaz. 
Abogado: Dr. Néstor Caro. 

Recurrido: Del Río Motors, C. por A. 
Abogados: Lic. Rafael Augusto Sánchez y el Dr. Augusto Luis 

Sánchez S. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiuno del mes de febrelo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Resto Díaz, de nacionalidad norteamericana, nacido en 
Puerto Rico, mayor de edad, casado, negociante, domicilia-
do y residente en la Avenida José Trujillo Valdez, parte alta, 
de esta ciudad, cédula 63835, serie 1ra., sello 1213, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha doce de  

agosto de mil novecientos cincuenta y siete, (Decisión N" 
' en relación con la Parcela 1\19  24, Porción "C", del Dis-

trito Catastral N9  4, del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo), 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

- Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Luis R. del Castillo M., cédula 40583, 

serie 1ra., sello 49755, en representación del Lic. Rafael 
Augusto Sánchez, cédula 1815, serie ira., sello 4042 y del 
Dr. Augusto Luis Sánchez S., cédula 44218, serie lra., 
sello 9560, abogados de la parte recurrida la Del Río Mo-
tors, C. por A., una compañía por acciones constituida de 
acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio social 
y asiento principal en la casa N 9  95 de la calle "30 de Mar-
zo", de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en fecha die- - 
cinueve de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. Néstor Caro, cédula 12531, serie 26, sello 

- 433971, en représentación del recurrente, en el cual se invo-
can los medios de casación que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa depositado en fecha once 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Licenciado Rafael Augusto Sánchez y el doctor Au-
gusto Luis Sánchez S., abogados de la parte recurrida, en 
representación de ésta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 84 de 
la Ley de Registro de Tierras, N° 1542, del 1947, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 

" en fecha once de octubre de mil novecientos cincuenta y 
Seis el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez dirigió al Tri-
bunal Superior de Tierras a nombre de Manuel Resto Díaz 
una instancia, en solicitud de que se le diera acta, de que 
Introducía ante dicho Tribunal y contra la razón social 
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"Del Río Motors, C. por A.", una litis sobre derechos regi s. 
trados, tendiente a que se le reconociera la existencia de 
una opción con las modalidades, prerrogativas y plazos indl. 
cados en la referida instancia, sobre la Parcela N 9  24 
Provisional, Porción "C", del Distrito Catastral N" 4 del 
Distrito Nacional, lugar de Villas Agrícolas, y sus mejoras, 
inmueole que había sido anteriormente de la propiedad del 
exponente y que por un procedimiento de embargo inmo-
biliar le .fué adjudicado a Del Río Motors, C. por A., por 
sentencia ele la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha vein-
tidós de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
todo ello, sobre el fundamento de que, la repetida opción 
le acordó a la impetrante un plazo de dos años y seis meses, 
en cuyo término podría ocupar el inmueble sin más obliga-
ción que la de dar cumplimiento a su obligación de pagar lo 
convenido "ya en plazos periódicos o ya al vencimiento, por 
una suma global, en la forma que conviniera al exponente"; 
que, por la misma referida instancia, el impetrante pidió 
que se ordenara la inscripción en el Registro de Títulos para 
los fines de ley; b) que por acto número 1146 del 31 de 
octubre de 1956, instrumentado por el ministerial Miguel 
Angel Rodrigo, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte de 
Justicia, Manuel Resto Díaz, teniendo como abogado cons-
tituido y apoderado especial para todos los fines y conse-
cuencias de este acto, al Dr. Ramón Pina Acevedo y Mar-
tínez, notificó a la Del Río Motors, C. por A., así como a 
los abogados de ésta, y al Abogado del Estado, y al Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, la referida instancia; 
d) que por Oficio N9 22 de fecha siete de febrero de mil 
novecientos cincuenta y siete, el Registrador de Títulos del 
Distrito Nacional a solicitud del Tribunal de Tierras rindió 
un informe con la indicación de que, la referida Parcela, 
"amparada por el Certificado de Título N9  29940, se encuentr 
tra registrada originalmente a favor del Dr. Hipólito Sán-
chez Báez, según acto de fecha veinte de abril de mil novel. 
cientos cincuenta y uno, y que, dentro de la misma se han": 

ectuado diversas transferencias, en la siguiente forma: 
3.— Por acto de fecha 28 de noviembre de 1951, el Dr. 

Hipálito Sanchez Báez vendió al señor Manuel Resto Díaz 
la parte que le resta de esta Parcela o sea una porción de 
3000 metros cuadrados" y "4.— Que por virtud de senten- 
cia de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, se declara a la Del 
Río Motors, C. por A., adjudicataria de la Porción de. 3000 
metros cuadrados y sus mejoras consistentes en una casa 
de concreto, techada de concreto, con todas sus anexidades 
y dependencias que le correspondían dentro de esta Parcela 
al señor Manuel Resto Díaz"; e) que en la primera audien- 
cia celebrada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original para conocer del asunto, y a la cual solamente 
comparecieron los abogados que representaban a la parte 
demandada Del R5o Motors, C. por A., quienes concluyeron 
pidiendo el rechazamiento de la demanda. por improcedente 
y mal fundada, fué leída por Secretaría una instancia diri- 
gida al Tribunal por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, 
en sus calidades ya expresadas, solicitando el reenvío y la 
fijación de una nueva fecha para conocer del expediente, 
"en razón de que antes de recibir la citación" para dicha 
audiencia, se "había comprometido G asistir a audiencia 
correccional por ante la justicia represiva de San Pedro 
de Macorís", y el Tribunal, en consideración a los motivos 
expuestos reenvió la causa para la audiencia pública del 
día quince de febrero de mil novecientos cincuenta y siete; 
n que a esa hueva audiencia en la cual los abogados de la 
parte demandada ratificaron sus conclusiones presentadas 
anteriormente, tampoco compareció la parte demandante 
Manuel Resto Díaz ni su abogado constituído, y el Tribunal 
no recibió excusa alguna; g) que no obstante, para fines de 
una mejor sustanciación de la causa, dicho Tribunal de Ju- 
risdicción Original resolvió darle una tercera oportunidad a 

anuel Resto Díaz para que presentara las pruebas de sus 
atos, y, al efecto, el veintiocho del indicado mes de fe- 
o se dictó un auto fijando la audiencia pública del veinte 
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"Del Río Motors, C. por A.", una litis sobre derechos regir. 
trados, tendiente a que se le reconociera la existencia de 
una opción con las modalidades, prerrogativas y plazos indi-
cados en la referida instancia, sobre la Parcela N 9  24 
Provisional, Porción "C", del Distrito Catastral N9 4 del" 
Distrito Nacional, lugar de Villas Agrícolas, y sus mejora, 
inmueole que había sido anteriormente de la propiedad del 
exponente y que por un procedimiento de embargo inmo. 
biliar le 'fué adjudicado a Del Río Motors, C. por A., por 
sentencia ae la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha vein-
tidós de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
todo ello, sobre el fundamento de que, la repetida opción 
le acordó a la impetrante un plazo de dos años y seis meses, 
en cuyo término podría ocupar el inmueble sin más obliga-
ción que la de dar cumplimiento a su obligación de pagar lo 
convenido "ya en plazos periódicos o ya al vencimiento, por 
una suma global, en la forma que conviniera al exponente"; 
que, por la misma referida instancia, el impetrante 
que se ordenara la inscripción en el Registro de Títtilos para 
los fines de ley; b) que por acto número 1146 del 31 de 
octubre de 1956, instrumentado por el ministerial Miguel 
Angel Rodrigo, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte de 
Justicia, Manuel Resto Díaz, teniendo como abogado cons-
tituido y apoderado especial para todos los fines y conse-
cuencias de este acto, al Dr. Ramón Pina Acevedo y Mar-
tínez, notificó a la Del Río Motors, C. por A., así como a 
los abogados de ésta, y al Abogado del Estado, y al Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, la referida instancia; 
d) que por Oficio NQ 22 de fecha siete de febrero de mil 
novecientos cincuenta y siete, el Registrador de Títulos del 
Distrito Nacional a solicitud del Tribunal de Tierras rindió 
un informe con la indicación de que, la referida Parcela, 
"amparada por el Certificado de Título N9  29940, se encuen-
tra registrada originalmente a favor del Dr. Hipólito Sán-
chez Báez, según acto de fecha veinte de abril de mil novel'',' 
cientos cincuenta y uno, y que, dentro de la misma, se han 

efectuado diversas transferencias, en la siguiente forma: 
Por acto de fecha 28 de noviembre de 1951, el Dr. 

kIipólito Sanchez Báez vendió al señor Manuel Resto Díaz 
la parte que le resta de esta Parcela o sea una porción de 
3000 metros cuadrados" y "4.— Que por virtud de senten- 
cia de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, se declara a la Del 
Río Motors, C. por A., adjudicataria de la Porción de. 3000 
metros cuadrados y sus mejoras consistentes en una casa 
de concreto, techada de concreto, con todas sus anexidades 
y dependencias que le correspondían dentro de esta Parcela 
al señor Manuel Resto Díaz"; e) que en la primera audien- 
cia celebrada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original para conocer del asunto, y a la cual solamente 
comparecieron los abogados que representaban a la parte 
demandada Del R5o Motors, C. por A., quienes concluyeron 
pidiendo el rechazamiento de la demanda, por improcedente 
y mal fundada, fué leída por Secretaría una instancia diri- 
gida al Tribunal por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, 
en sus calidades ya expresadas, solicitando el reenvío y la 
fijación de una nueva fecha para conocer del expediente, 
"en razón de que antes de recibir la citación" para dicha 
audiencia, se "había comprometido ú asistir a audiencia 
correccional por ante la justicia represiva de San Pedro 
de Macorís", y el Tribunal, en consideración a los motivos 
expuestos reenvió la causa para la audiencia pública del 
día quince de febrero de mil novecientos cincuenta y siete; 
f) que a esa hueva audiencia en la cual los abogados de la 
parte demandada ratificaron sus conclusiones presentadas 
anteriormente, tampoco compareció la parte demandante 
Manuel Resto Díaz ni su abogado constituido, y el Tribunal 
no recibió excusa alguna; g) que no obstante, para fines de 
una mejor sustanciación de la causa, dicho Tribunal de Ju- 
risdicción Original resolvió darle una tercera oportunidad a 

nuel Resto Díaz para que presentara las pruebas de sus 
atos, y, al efecto, el veintiocho del indicado mes de fe- 
o se dictó un auto fijando la audiencia pública del veinte 
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de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, a las nueve 
de la mañana, y se ordenó la citación de las partes para 
que comparecieran a dicha audiencia; h) que posteriormen-
te, el día cuatro de marzo de mil novecientos cincuenta y 
siete, se recibió en la Secretaría del Tribunal un escrito 
fechado el veintiocho de febrero del mismo año y firmado 
por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez y una carta 
anexa dirigídale por Manuel Resto Díaz desde Santurce, 
Puerto Rico, fechada a 9 de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y siete, escrito que se transcribe textualmente en el 
cuerpo de la sentencia que más tarde intervino, dictada por 
el Juez de Jurisdicción Original, y que así concluye: "Prime-
ro: Que ordenéis el reenvío del conocimiento y fallo de 
la litis sobre derechos registrados de que se trata, fijando 
la audiencia nueva que proceda para después del mes de 
abril del presente año, a fin de dar oportunidad al señor Ma-
nuel Resto Díaz de regresar de Puerto Rico y ponerse al 
frente de su defensa y hacer uso de todas las vías de dere-
chos qae sean factibles para ejercer ampliamente su derecho 
de defensa; Segundo: Que en consecuencia, se fije audiencia 
posterior al mes de abril del año en curso para el conoci-
miento de dicho asunto"; i) que la audiencia pública fijada 
por medio del auto de veintiocho de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y siete, tuvo efecto en el día y hora indi-
cados en el mismo, y a dicha audiencia. únicamente compa-
recieron los abogados de la parte demandada, y después de 
tomar conocimiento del mencionado escrito del doctor Ra-
món Pina Acevedo y Martínez y de la carta anexa a dicho 
escrito, concluyeron en la siguiente forma: "En vista de la 
poca seriedad de la demanda intentada por el señor Manuel 
Resto Díaz y de lo infundada de la misma, lo cual se com-
prueba puesto que han sido fijadas tres audiencias para 
conocer de la misma a las cuales no han asistido ni él ni su 
representante el doctor Ramón Pina Acevedo y Martínez, 
nosotros nos oponemos formalmente en interés de la celeri-
dad que requiere la administración de la justicia en vista de 
lo poco serio de la demanda de que se trata, a que se celebre 

una cuarta audiencia y nos oponemos a cualquier plazo que 
solicite el señor Resto Díaz o su representante para depo-
sitar un escrito de defensa; ratificamos nuestras conclusio-
nes presentadas en la audiencia del 17 de enero de 1957; 
en el sentido de que se rechace la demanda, por improce-
dente y mal fundada"; j) que el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original dictó su sentencia en fecha veintinueve 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, y el disposi-
tivo de la misma se encuentra íntegramente copiado en el 
del falki ahora impugnado; k) que ae esa sentencia apeló 
Manuel Resto Díaz, tanto por medio de una carta suscrita 
por su abogado constituido y apoderado especial en fecha 
ocho de abril de mil novecientos cincuenta y siete, como 
por medio de otra carta suscrita por el propio Manuel 
Resto Díaz fechada en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
a diez de abril de mil novecientos cincuenta y siete, diri-
gidas ambas al Secretario del Tribunal de Tierras; 1) que 
en fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
se dictó un auto fijando la audiencia del Tribunal Superior 
de Tierras del treintiuno de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, a las nueve horas de la mañana, para cono-
cer del indicado recurso de apelación, ordenándose por el 
mismo auto, citar a las personas cuyos nombres figuran eri 
el encabezamiento del mismo, para que "comparezcan a la 
dicha audiencia"; n) que la misma tuvo efecto público y 
contradictoriamente el día y a la hora indicada en la cita-
ción, y solamente compareció el Dr. Augusto Luis Sánchez 
S., en representación de la Del Río Motors, C. por A., quien 
presentó conclusiones en la siguiente forma: "En primer 
lugar vamos a solicitar una pequeña enmienda de un error 
cometido en jurisdicción original en la razón social de la 
Compañía, que es simplemente "Del Rio Motors, C. por A.", 
sin poner "Company", para que sea corregida en todas las 
Partes en que se mencione dicha razón social en la sentencia 
apelada, y en segundo lugar, en cuanto a las apelaciones del 
ocho de abril de mil novecientos cincuenta y siete del Dr. 
Ramón Pina Acevedo y Martínez, en representación del 
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de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, a las nueve 
de la mañana, y se ordenó la citación de las partes para 
que comparecieran a dicha audiencia; h) que posteriormen-
te, el día cuatro de marzo de mil novecientos cincuenta y 
siete, se recibió en la Secretaría del Tribunal un escrito 
fechado el veintiocho de febrero del mismo año y firmado 
por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez y una carta 
anexa dirigídale por Manuel Resto Díaz desde Santurce, 
Puerto Rico, fechada a 9 de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y siete, escrito que se transcribe textualmente en el 
cuerpo de la sentencia que más tarde intervino, dictada por 
el Juez de Jurisdicción Original, y que así concluye: "Prime-
ro: Que ordenéis el reenvío del conocimiento y fallo de 
la litis sobre derechos registrados de que se trata, fijando 
la audiencia nueva que proceda para después del mes de 
abril del presente año, a fin de dar oportunidad al señor Ma-
nuel Resto Díaz de regresar de Puerto Rico y ponerse al 
frente de su defensa y hacer uso de todas las vías de dere-
chos que sean factibles para ejercer ampliamente su derecho 
de defensa; Segundo: Que en consecuencia, se fije audiencia 
posterior al mes de abril del año en curso para el conoci-
miento de dicho asunto"; i) que la audiencia pública fijada 
por medio del auto de veintiocho de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y siete, tuvo efecto en el día y hora indi-
cados en el mismo, y a dicha audiencia. únicamente compa-
recieron los abogados de la parte demandada, y después de 
tomar conocimiento del mencionado escrito del doctor Ra-
món Pina Acevedo y Martínez y de la carta anexa a dicho 
escrito, concluyeron en la siguiente forma: "En vista de la 
poca seriedad de la demanda intentada por el señor Manuel 
Resto Díaz y de lo infundada de la misma, lo cual se com-
prueba puesto que han sido fijadas tres audiencias para 
conocer de la misma a las cuales no han asistido ni él ni su 
representante el doctor Ramón Pina Acevedo y Martínez, 
nosotros nos oponemos formalmente en interés de la celeri-
dad que requiere la administración de la justicia en vista de 
lo poco serio de la demanda de que se trata, a que se celebre 

una cuarta audiencia y nos oponemos a cualquier plazo que 
solicite el señor Resto Díaz o su representante para depo-
sitar un escrito de defensa; ratificamos nuestras conclusio-
nes presentadas en la audiencia del 17 de enero de 1957; 
en el sentido de que se rechace la demanda, por improce-
dente y mal fundada"; j) que el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original dictó su sentencia en fecha veintinueve 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, y el disposi-
tivo de la misma se encuentra íntegramente copiado en el 
del fallo ahora impugnado; k) que ae esa sentencia apeló 
Manuel Resto Díaz, tanto por medio de una carta suscrita 
por su abogado constituido y apoderado especial en fecha 
ocho de abril de mil novecientos cincuenta y siete, como 
por medio de otra carta suscrita por el propio Manuel 
Resto Díaz fechada en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
a diez de abril de mil novecientos cincuenta y siete, diri-
gidas ambas al Secretario del Tribunal de Tierras; 1) que 
en fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
se dictó un auto fijando la audiencia del Tribunal Superior 
de Tierras del treintiuno de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, a las nueve horas de la mañana, para cono-
cer del indicado recurso de apelación, ordenándose por el 
mismo auto, citar a las personas cuyos nombres figuran eri 
el encabezamiento del mismo, para que "comparezcan a la 
dicha audiencia"; n) que la misma tuvo efecto público y 
contradictoriamente el día y a la hora indicada en la cita-
ción, y solamente compareció el Dr. Augusto Luis Sánchez 
S., en representación de la Del Río Motors, C. por A., quien 
presentó conclusiones en la siguiente forma: "En primer 
lugar vamos a solicitar una pequeña enmienda de un error 
cometido en jurisdicción original en la razón social de la 
Compañía, que es simplemente "Del Río Motors, C. por A.", 
sin poner "Company", para que sea corregida en todas las 
partes en que se mencione dicha razón social en la sentencia 
apelada, y en segundo lugar, en cuanto a las apelaciones del 
ocho de abril de mil novecientos cincuenta y siete del Dr. 
Ramón Pina Acevedo y Martínez, en representación del 
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señor Manuel Resto Díaz, y de fecha diez de abril de mil 
novecientos cincuenta y siete del propio señor Manuel Resto 
Díaz, vamos a solicitar muy respetuosamente en nombre 
de la Del Río Motors, C. por A., que se rechacen dichas 
apelaciones y se confirme la sentencia de jurisdicción origi• 
nal de fecha veintinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, fundando nuestras conclusiones actuales, en 
los mismos que expusimos en jurisdicción original"; 

Considerando que sobre el precitado recurso de apela-
ción, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha doce 
de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Se rechaza el recurso de apelación interpuesto 
en fecha 8 de abril de 1957, por el Dr. Ramón Pina Acevedo 
y Martínez contra la Decisión N9 1 dictada pOr el Juez de 
Jurisdicción Original en fecha 29 de marzo de 1957, relativa 
a la Parcela N 9  24, Porción "C", del Distrito Catastral N" 
4 del Distrito Nacional, por improcedente y mal fundado; 
SEGUNDO: Se confirma en todas sus partes la expresada 
Decisión, cuyo dispositivo dice así: Parcela N°  24, Porción 
"C": Unico: Rechazar como al efecto rechaza, la demanda 
interpuesta en fecha 11 dé octubre de 1956, por el señor 
Manuel Resto Díaz, en contra de la Del Río Motors, C. por 
A., en reconocimiento de opción relativa a la parte de la 
Parcela N9 24, Porción "C", y sus mejoras, del Distrito 
Catastral N 9  2 del Distrito Nacional, que fué adjudicada en 
pública subasta a dicha compañía por sentencia de la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial de este Distrito Judicial dictada 
en fecha 22 de diciembre de 1955"; 

Considerando que por su Memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos y pruebas del proceso y falta de 
base legal"; "Segundo Medio: Violación del Derecho de de-
fensa"; y "Tercer Medio: Violación de los artículos 141 del 
Código de Procedimiento Civilj 84 de la Ley de Registro 
de Tierras N9  1542 del 11 de octubre de 1947 publicada en  

a Gaceta Oficial N" 6707 del 7 de noviembre del 1947, 
todo por falta o insuficiencia de motivos"; 

Considerando que por el primero y el segundo medios, 
reunidos, el recurrente invoca la "desnaturalización de los 
hechos y pruebas del proceso, falta de base legal", y "viola-
ción d-.?l derecho de defensa"; y aduce, "que la realidad de 
las operaciones realizadas entre intimante e intimada son 
muy otras a las que pretendió comprobar la sentencia aho-
ra recurrida"; que él era propietario del inmueble el cual 
fué 'embargado por Del Río Motors, C. por A.", y, a cam-
bio de que el embargado Manuel Resto Díaz desistiera de 
'una demanda incidental en el curso de dicho embargo, se 
llegó a un acuerdo mediante el cual se le otorgó al hoy 
recurrente en casación una opción, permitiéndole seguir 
viviendo la casa y solar de que se trata mientras la opción 
durara, y dándole oportunidad de obtener por un precio 
determinado, nuevamente la casa; que, en esas condiciones 
la Del Río Motors, C. por A., inició procedimientos de des-
alojo que motivaron la demanda de que se trata, tendiente 
a determinar la verdadera posición jurídica de Manuel Resto 
Diaz y, "no obstante, sin darle oportunidad de defenderse 
en la litis, ya que se encontraba fuera del país y aún no 
ha regresa do, lo que fué oportunamente avisado al Tribunal 
de Tierras, el dicho Tribunal desconoció los principios más 
elementales nue rigen la opción y desnaturalizó los verdade-
ros hechos acontecidos entre las partes"; y, "violando los 
principios que rigen el derecho de defensa, la jurisdicción 
de tierras en ninguno de sus grados, —sostiene el recurren-
te—, le otorgó oportunidad para defenderse, comparecer y 
aportar las pruebas de sus pretensiones"; pero, 

Considerando que los agravios formulados en relación 
a la solicitud de reenvío de la causa no pueden referirse 
sino única y exclusivamente a la sentencia dictada por el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicciór. Original, ya que el 
examen del fallo ahora impugnado, dictado por el Tribunal 
Superior de Tierras sobre la apelad& del recurrente, pone 
de manifiesto que solamente ante el tribunal de primer gra- 
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señor Manuel Resto Díaz, y de fecha diez de abril de mil 
novecientos cincuenta y siete del propio señor Manuel Resto 
Díaz, vamos a solicitar muy respetuosamente en nombre 
de la Del Río Motors, C. por A., que se rechacen dichas 
apelaciones y se confirme la sentencia de jurisdicción origi• 
nal de fecha veintinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, fundando nuestras conclusiones actuales, en 
los mismos que expusimos en jurisdicción original"; 

Considerando que sobre el precitado recurso de apela.. 
ción, el Tribunal Superior de Tierras dictó en 'fecha doce 
de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Se rechaza el recurso de apelación interpuesto 
en fecha 8 de abril de 1957, por él Dr. Ramón Pina Acevedo 
y Martínez contra la Decisión N9 1 dictada por el Juez de 
Jurisdicción Original en fecha 29 de marzo de 1957, relativa 
a la Parcela N9 24, Porción "C", del Distrito Catastral N" 
4 del Distrito Nacional, por improcedente y mal fundado; 
SEGUNDO: Se confirma en todas sus partes la expresada 
Decisión, cuyo dispositivo dice así: 'Parcela N °  24, Porción 
"C": Unico: Rechazar como al efecto rechaza, la demanda 
interpuesta en fecha 11 de octubre de 1956, por el señor 
Manuel Resto Díaz, en contra de la Del Río Motors, C. por 
A., en reconocimiento de opción relativa a' la parte de la 
Parcela N9  24, Porción "C", y sus mejoras, del Distrito 
Catastral NQ 2 del Distrito -Nacional, que fué adjudicada en 
pública subasta a dicha compañía por sentencia de la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial de este Distrito Judicial dictada 
en fecha 22 de diciembre de 1955"; 

Considerando que por.su Memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos y pruebas del proceso y falta de 
base legal"; "Segundo Medio: Violación del Derecho de de-
fensa"; y "Tercer Medio: Violación de los artículos 141 del 
Código de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de Registro 
de Tierras N9  1542 del 11' de octubre de 1947 publicada en  

a Gaceta Oficial N°  6707 del 7 de noviembre del 1947, 
todo por falta o insuficiencia de motivos"; 

Considerando que por el primero y el segundo medios, 
reunidos, el recurrente invoca la "desnaturalización de los 
hechos y pruebas del proceso, falta de base legal", y "viola-
ción d21 derecho de defensa"; y aduce, "que la realidad de 
las operaciones realizadas entre intimante e intimada son 
muy otras a las que pretendió comprobar la sentencia aho-
ra recurrida"; que él era propietario del inmueble el cual 
fué "embargado por Del Río Motors, C. por A.", y, a cam-
bio de que el embargado Manuel Resto Díaz desistiera de 
una demanda incidental en el curso de dicho embargo, se 
llegó a un acuerdo mediante el cual se le otorgó al hoy 
i ecurrente en casación una opción, permitiéndole seguir 
viviendo la casa y solar de que se trata. mientras la opción 
durara, y dándole oportunidad de obtener por un precio 
determinado, nuevamente la casa; que, en esas condiciones 
la Del Río Motors, C. por A., inició procedimientos de des-
alojo que motivaron la demanda de que se trata, tendiente 
a determinar la verdadera posición jurídica de Manuel Resto 
Díaz y, "no obstante, sin darle oportunidad de defenderse 
en la litis, ya que se encontraba fuera del país y aún no 
ha regresado, lo que fué oportunamente avisado al Tribunal 
de Tierras, el dicho Tribunal desconoció los principios más 
elementales nue rigen la opción y desnaturalizó los verdade-
ros hechos acontecidos entre las partes"; y, "violando los 
principios que rigen el derecho de defensa, la jurisdicción 
de tierras en ninguno de sus grados, —sostiene el recurren-
te—, le otorgó oportunidad para defenderse, comparecer y 
aportar las pruebas de sus pretensiones"; pero, 

Considerando que los agravios formulados en relación 
a la solicitud de reenvío de la causa no pueden referirse 
sino única y exclusivamente a la sentencia dictada por el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción.. Original, ya que el 
examen del fallo ahora impugnado, dictado por el Tribunal 
Superior de Tierras sobre la apelación del recurrente, pone 
de manifiesto que solamente ante el tribunal de primer gra- 
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do dicho recurrente solicitó uno o varios reenvíos de la 
causa; que no habiendo dicho recurrente propuesto nada 
en la jurisdicción de apelación en relación con dicha solici-
tud, procede desestimar sus alegatos en cuanto a la preten-
dida violación del derecho de defensa: que, también, en la 
sentencia impugnada se dió por establecido, en cuanto al 
fondo mismo de la demanda, al igual que en la sentencia 
apelada, que dicho recurrente no aportó la prueba de los 
hechos que motivaron su instancia, tendiente a que se reco-
nociera en su favor un derecho de opción relativo al inmue-
ble adjudicado a la compañía comercial Del Río Motors, C. 
por A.; que contrariamente a los alegatos que se examinan, 
en los hechos comprobados y admitidos por el Tribunal 
a quo no se han desnaturalizado las pruebas del proceso; 
que, tampoco sé han desnaturalizado los hechos relativos a 
la opción aducida por el recurrente, ya que, en los motivos 
de la sentencia apelada, los cuales adoptó el Tribunal a quo, 
además de admitir que el demandante no hizo la prueba, no 
se ha hecho otra cosa sino acoger las conclusiones de la par-
te demandada; 

Considerando que por otra parte, el Tribunal a quo, 
además de haber hecho en los aspectos ya examinados una 
correcta aplicación de las reglas que rigen la prueba, según 
las cuales, el demandante debe probar los hechos que sir-
ven de fundamento a su demanda, hizo en la sentencia im-
pugnada una exposición completa de los hechos y una des-

cripción de las circunstancias de la causa, que han permi-
tido verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta 
aplicación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces; que, por tanto, dicha sentencia 
tampoco carece de base legal, y en consecuencia, por cuan-

to ha sido expuesto, procede desestimar el primero y el 

segundo melios de casación; 
Considerando que por el tercero y último medio de ca-

sación el recurrente invoca "Violación de los artículos 141 

del Código de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de Regis-
tro de Tierras. .., todo por falta de motivos"; y aduce, que 

"el fallo impugnado dista mucho de tener motivos aprecia-
bles ya que en el mismo no constan los motivos por los 
cuales el Tribunal resolvió rechazar la demanda, y en con-
secuencia determinar como no probada la opción y la situa-
ción jurídica que pretendía"; que tampoco constan motivos 
por los cuales "pueda saberse cuáles fueron las razones que 
tuvo (el Tribunal) para desestimar la solicitud que hizo" 
a fin de que se le otorgaran los plazos para regresar al 
país, comparecer al tribunal y aportar pruebas"; y que, 
finalmente, no se dan motivos en el fallo impugnado según 
los cuales se puedan determinar las razones que se tuvieron 
para desestimar "las medidas de instrucción que fueron soli-
citadas en auxilio de sus derechos"; "que en ninguno de los 
aspectos de la litis planteados por ambas partes" en causa, 
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes; pero 

Considerando que para rechazar la demanda de que se 
trata, el Tribunal a o uo en la sentencia impugnada además 
de dar motivos propios, adoptó los que había dado el juez 
de Jurisdicción Original, en la sentencia apelada; que, en 
el fallo impugnado se dió por establecido: 1) que para cono-
cer de la demanda de que se trata el Juez de Jurisdicción 
Original celebró tres audiencias, a ringuna de las cliftles 
compareció el demandante Manuel Resto Díaz, ni su aboga-
do constituido el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, y 
que la única intervención del expresado abogado se limita-
ba a enviar escritos a dicho Juez, pidiéndole reenvíos de la 
causa para otra fecha; 2) que a la audiencia fijada por el 
Tribunal Superior de Tierras, en grado de apelación, tam-
poco compareció el señor Manuel Resto Díaz ni tampoco 
su abogado; 3) que ni por ante el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal ni por ante la jurisdicción de segundo grado, el de-
mandante Manuel Resto Díaz, ha aportado la prueba de 
los hechos que motivan su instancia tendiente a que se le 
reconociera en su favor un derecho de opción relativo al 
inmueble de que se trata; no obstante habérsele dado "am-
pliamente la oportunidad de demostrar y,probar los funda-
mentos de sus alegatos"; 4) "que los motivos expuestos por 
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do dicho recurrente solicitó uno o varios reenvíos de 1 
causa; que no habiendo dicho recurrente propuesto nada 
en la jurisdicción de apelación en relación con dicha solici-
tud, procede desestimar sus alegatos en cuanto a la preten-
dida violación del derecho de defensa; que, también, en la 
sentencia impugnada se dió por establecido, en cuanto al 
fondo mismo de la demanda, al igual que en la sentencia 
apelada, que dicho recurrente no aportó la prueba de los 
hechos que motivaron su instancia, tendiente a que se reco-
nociera en su favor un derecho de opción relativo al inmue-
ble adjudicado a la compañía comercial Del Río Motors, C. 
por A.; que contrariamente a los alegatos que se examinan, 
en los hechos comprobados y admitidos por el Tribunal 
a quo no se han desnaturalizado las pruebas del proceSo; 
que, tampoco sé han desnaturalizado los hechos relativos a • 
la opción aducida por el recurrente; ya que, en los motivos 
de la sentencia apelada, los cuales adoptó el Tribunal a quo, 
además de admitir que el demandante no hizo la prueba, no 
se ha hecho otra cosa sino acoger las conclusiones de la par 
te demandada; 

Considerando que por otra parte, el Tribunal a quo, 
además de haber hecho en los aspectos ya examinados una 
correcta aplicación de las reglas que rigen la prueba, según 
las cuales, el demandante debe probar los hechos que sir-
ven de fundamento a su demanda, hizo en la sentencia im-
pugnada una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permi-
tido verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta 
aplicación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces; que, por tanto, dicha sentencia 
tampoco carece de base legal, y en consecuencia, por cuan-
to ha sido expuesto, procede desestimar el primero y el 
segundo melios de casación; 

Considerando que por el tercero y último medio de ca-
sación el recurrente invoca "Violación de los artículos 141 
del Código de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de Regis-
tro de Tierras. .., todo por falta de motivos"; y aduce, que 
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"el fallo impugnado dista mucho de tener motivos aprecia-
bles ya que en el mismo no constan los motivos por los 
cuales el Tribunal resolvió rechazar la demanda, y en con-
secuencia determinar como no probada la opción y la situa-
ción jurídica que pretendía"; que tampoco constan motivos 
por los cuales "pueda saberse cuáles fueron las razones que 
tuvo (el Tribunal) para désestimar la solicitud que hizo" 
a fin de que se le otorgaran los plazos para regresar al 
país, comparecer al tribunal y aportar pruebas"; y que, 
finalmente, no se dan motivos en el fallo impugnado según 
los cuales se puedan determinar las razones que se tuvieron 
para desestimar "las medidas de instrucción que fueron soli-
citadas en auxilio de sus derechos"; "que en ninguno de los 
aspectos de la litis planteados por ambas partes" en causa, 
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes; pero 

Considerando que para rechazar la demanda de que se 
trata, el Tribunal a quo en la sentencia impugnada además 
de dar motivos propios, adoptó los que había dado el juez 
de Jurisdicción Original, en la sentencia apelada; que, en el fallo impugnado se dió por establecido: 1) que para cono-
cer de la demanda de que se trata el Juez de Jurisdicción 
Original celebró tres audiencias, a ninguna de las alfiles 
compareció el demandante Manuel Resto Díaz, ni su aboga-
do constituido el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, y 
que la única intervención del expresado abogado se limita-ba a enviar escritos a dicho Juez, pidiéndole reenvíos de la 
causa para otra fecha; 2) que a la audiencia fijada por el 
Tribunal Superior de Tierras, en grado de apelación, tam-
poco compareció el señor Manuel Resto Díaz ni tampoco su abogad& 3) que ni por ante el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal ni por ante la jurisdicción• de segundo grado, el de-
mandante Manuel Resto Díaz, ha aportado la prueba de 
los hechos que motivan su instancia tendiente a que se le 
reconociera en su favor un derecho de opción relativo al 
inmueble de que se trata; no obstante habérsele dado "am-
pliamente la oportunidad de demostrar y,probar los funda-
mentos de sus alegatos"; 4) "que los motivos expuestos por 
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el señor Manuel Resto Díaz para solicitar el reenvío del 
caso para otras audiencias, el Tribunal los considera impro-
cedentes, en razón de que dicho señor está representado 
por su abogado constituido Dr. Pina Acevedo y Martínez, 
y nada le impedía a éste comparecer y presentar las prue_ 
bas que tuviera en apoyo de su demanda; 

Considerando por todo cuanto se ha expuesto queda de 
manifiesto que la sentencia impugnada dió motivos sufi-
cientes que justifican su dispositivo; que, además, los ale. 
gatos del recurrente relativos a falta de motivación "para 
desestimar las medidas de instrucción" que afirma haber 
solicitado, carecen de fundamento pues en el presente caso, 
el examen del fallo impugnado evidencia que en ningún mo: 
mento el demandante ni el demandado solicitaron ante los 
jueces del 'fondo medida alguna de instrucción; que, por 
tanto, el tercero y último medio de casación al igual qlzr , 

 los dos primeros debe ser desestimado; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Manuel Resto Díaz, contra sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras, de fecha doce de agosto 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha 
sido_copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijc.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 3 de abril de 1957. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Unique Optical Company, Inc. 
Abogado: Lic. Hermán Cruz Ayala. 

Recurrido: Esther Betancourt de Del Rosario. 
Abogado: Dr•. R. Antonio Jiménez D. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Unique 
Optical Company, Inc., ópticos y talladores de lentes ópti-
cos por mayor, domiciliada en la casa 1\1 9  19 oeste de la ca-
lle 34 de la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de 
América y con domicilio de elección en los departamentos 
417-418 del edificio Diez, N 9  35 de la calle dél Conde de 
esta ciudad, contra parte del ordinal tercero y contra el 
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el señor Manuel Resto Díaz para solicitar el reenvío del 
caso para otras audiencias, el Tribunal los considera impro-
cedentes, en razón de que dicho señor está representado 
por su abogado constituido Dr. Pina Acevedo y Martínez, 
y nada le impedía a éste comparecer y presentar las prue-
bas que tuviera en apoyo de su demanda; 

Considerando por todo cuanto se ha expuesto queda de 
manifiesto que la sentencia impugnada dió motivos sun., 
cientes que justifican su dispositivo; que, además, los ale- , 

 gatos del recurrente relativos a falta de motivación "para 
desestimar las medidas de instrucción" que afirma habe 
solicitado, carecen de fundamento pues en el presente caso,. 
el examen del fallo impugnado evidencia que en ningún mo: 
mento el demandante ni el demandado solicitaron ante los 
jueces del 'fondo medida alguna de instrucción; que, por 
tanto, el tercero y último medio de casación al igual qu1. 
los dos primeros debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Resto Díaz, contra sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras, de fecha doce de agosto 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha 
sido_copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijc.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 3 de abril de 1957. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Unique Optical Company, Inc. 
4hogado: Lic. Hermán Cruz Ayala. 

Recurrido: Esther Betancourt de Del Rosario. 
Abogado: Dr. R. Antonio Jiménez D. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R Batista C., Primer 
Sustituto cte Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de febrero de 
Mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Unique 
Optical Company, Inc., ópticos y talladores de lentes ópti-
cos por mayor, domiciliada en la casa N9  19 oeste de la ca-
lle 34 de la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de 
América y con domicilio de elección en los departamentos 
417-418 del edificio Diez, N^ 35 de la calle del Conde de 
esta ciudad, contra parte del ordinal tercero y contra el 
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ordinal cuarto del dispositivo de la sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo. en sus atri-
buciones comerciales, en fecha tres de abril del mil nove-
cientos cincuenta y siete, que se copian en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Cesáreo A. Contreras. cédula 4729, serie 

8, sello 23995, en representación del Lic. Herman Cruz 
Ayala, cédula 1567, serie P, sello 832, abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. R. Antonio Jiménez D , cédula 44776, serie 
1", sello 49377, abogado de la recurrida Esther Betancourt 
de Del Rosario, dominicana, casada, propietaria, cédula 
39730, serie la , sello 2907, de este domicilio y residencia, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la RepúLlica; 

Visto el Memorial de Casación depositado en fecha 
seis de junio del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Lic. Hermán Cruz Ayala, abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha die-
cinueve de julio del mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. R. Antonio Jiménez D., abogado de la parte 
recurrida; 

Visto el escrito de ampliación notificado en fecha trein-
tiuno de octubre del mil novecientos cincuenta y siete, por 
el abogado de la recurrente; 

Visto el escrito de ampliación notificado en fecha doce 
de noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
- documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 

"que en fecha siete del mes d junio del año mil novecientos 
cincunta y seis, por acto del ministerial Luis Arvelo, Algua-
cil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, la Unique 
Optical Company, Inc., teniendo como apoderado especial al 
licenciado Herman Cruz Ayala, citó a Esther Betancourt 
de Del Rosario, para que el día catorce de ese mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta y seis, a las nueve horas 
de la mañana, compareciera a la audiencia pública que ce-
lebraría la Cámara de lo Civil y Comercial de: Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribucio-
nes comerciales, en su sala de audiencias, instalada en un 
departamento de la segunda planta del Palacio de Justicia 
de esta ciudad, a fin de que, 'Atendido: que la demandante, 
Unique Optical Company, Inc., vendió a la demandada, 
Esther Betancourt de Del Rosario, en el curso de los años 
mil novecientos cincuenta y dos y mil novecientos cincuen-
ta y tres, efectos de óptica para el negocio que dicha de-
mandada ejerce en esta ciudad, atendiendo a los pedidos 
hechos por ésta, por un valor de rail novecientos sesenta 
pesos con setenta y seis centavos oro (RD$1,960.76) ; que 
deducidos los pagos hechos por la demandada a cuenta de 
esa suma dicha demandada adeuda actualmente por esa cau-
sa la surnade novecientos sesenta pesos con setenta y seis 
centavos oro (RD$960.76); Atendido: que la deudora debe 
ser condenada a pagar la mencionada suma principal adeu-
dada e intereses sobre la misma al tipo legal, a partir de la 
fecha de esta demanda, como consecuencia del retardo en 
el cumplimiento de su obligación; atendido: que toda parte 
que sucumba debe ser codenada al pago de las costas; por 
tales motivos, oiga Esther Betancourt de Del Rosario pro-
nunciar por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones 
comerciales, su condenación a pagar inmediatamente a la 
Unique Optical Company, Ins., la suma principal de nove-
cientos sesenta pesos con setenta y seis centavos oro (RD 
$960.76), y los intereses de esa suma al tipo legal a partir 
de la fecha de la presente demanda; así como al pago de 
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ordinal cuarto del dispositivo de la sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo. en sus atri-
buciones comerciales, en fecha tres de abril del mil nove-
cientos cincuenta y siete, que se copian en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Cesáreo A. Contreras. cédula 4729, serie 

8, sello 23995, en representación del Lic. Herman Cruz 
Ayala, cédula 1567, serie P, sello 832, abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. R. Antonio Jiménez D , cédula 44776, serie 
1", sello 49377, abogado de la recurrida Esther Betancourt 
de Del Rosario, dominicana, casada, propietaria, cédula 
39730, serie P, sello 2907, de este domicilio y residencia, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistral., Procurador General 
de la Replit lica; 

Visto el Memorial de Casación depositado en fecha 
seis de junio del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Lic. Hermán Cruz Ayala, abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha die-
cinueve de julio del mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. R. Antonio Jiménez D., abogado de la parte 
recurrida; 

Visto el escrito de ampliación notificado en fecha trein-
tiuno de octubre del mil novecientos cincuenta y siete, por 
el abogado de la recurrente; 

Visto el escrito de ampliación notificado en fecha doce 
de noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
- documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
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•'que en fecha siete del mes d junio del año mil novecientos 
cincunta y seis, por acto del ministerial Luis Arvelo, Algua-
cil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, la Unique 
Optical Company, Inc., teniendo como apoderado especial al 
licenciado Herman Cruz Ayala, citó a Esther Betancourt 
de Del Rosario, para que el día catorce de ese mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta y seis, a las nueve horas 
de la mañana, compareciera a la audiencia pública que ce-
lebraría la Cámara de lo Civil y Comercial de: Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribucio-
nes comerciales, en su sala de audiencias, instalada en un 
departamento de la segunda planta del Palacio de Justicia 
de esta ciudad, a fin de que, 'Atendido: que la demandante, 
Unique Optical Company, Inc., vendió a la demandada, 
Esther Betancourt de Del Rosario, en el curso de los años 
mil novecientos cincuenta y dos y mil novecientos cincuen-
ta y tres, efectos de óptica para el negocio que dicha de-
mandada ejerce en esta ciudad, atendiendo a los pedidos 
hechos por ésta, por un valor de mil novecientos sesenta 
pesos con setenta y seis centavos oro (RD$1,960.76) ; que 
deducidos los pagos hechos por la demandada a cuenta de 
esa suma dicha demandada adeuda actualmente por esa cau-
sa la surnade novecientos sesenta pesos con setenta y seis 
centavos oro (RD$960.76); Atendido: que la deudora debe 
ser condenada a pagar la mencionada suma principal adeu-
dada e intereses sobre la misma al tipo legal, a partir de la 
fecha de esta demanda, como consecuencia del retardo en 
el cumplimiento de su obligación; atendido: que toda parte 
que sucumba debe ser codenada al pago de las costas; por 
tales motivos, oiga Esther Betancourt de Del Rosario pro-
nunciar por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones 
comerciales, su condenación a pagar inmediatamente a la 
Unique Optical Company, Ins., la suma principal de nove-
cientos sesenta pesos con setenta y seis centavos oro (RD 
$960.76), y los intereses de esa suma al tipo legal a partir 
de la fecha de la presente demanda; así como al pago de 
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las costas. Bajo toda clase de reservas"; b) "que a la au-
diencia pública celebrada por la referida Cámara de lo Civil 
y Comercial, en sus atribuciones comerciales, el día catorce 
del mes de junio del citado año mil novecientos cincuenta 
y seis, a las nueve horas de la mañana, previamente fijada 
para conocer de dicha demanda, comparecieron ambas par-
tes en causa, representadas por sus respectivos apoderados 
especiales y abogados constituidos, quienes concluyeron en 
In forma que se expresa al comienzo de la sentencia ape-
lada"; c) "que en fecha diecisiete del mes de septiembre del 
año mil novecientos cincuenta y seis, la Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó una sentencia en sus atribuciones comercia-
les, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA PRIMERO: 
Rechaza, por los motivos precedentemente expuestos, la 
excepción de incompetencia propuesta por Esther Betan-
court de Del Rosario en la demanda comercial en cobro de 
pesos interpuesta contra ella por la Unique Optical Compa-
ny, Inc.; SEGUNDO: Dispone, antes de hacer derecho sobre 
el fondo, acogiendo las conclusiones de la parte deman-
dante, la comparecencia personal de la demandada a los 
fines a que se refiere su pedimento en sus conclusiones, 
según se han transcrito en otra parte de este fallo, y Tija la 
audiencia pública del día veintidós (22) del mes de octubre 
próximo a las nueve (9) horas de la mañana para que ten-
gan efecto tales medidas; TERCERO: Reserva las costas"; 
d) "que contra la antes mencionada sentencia recurrió en 
apelación Esther Betancourt de Del Rosario, teniendo por 
abogado constituido al Dr. Rogelio Sánchez, según acto de 
fecha veintidós de octubre del año mil novecientos cin-
cuenta y seis, instrumentado y notificado por el ministerial 
Miguel A. Rodrigo, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte 
de Justicia; que por ese mismo acto citó y emplazó a la 
Optica Company, Inc., para que compareciera, por minis-
terio de abogado, en la octava franca, plazo de la ley, más 
el plazo en razón a la distancia, por ante dicha Corte, a 
la audiencia pública de las nueve horas de la mañana, para 

que: 'PRIMERO: Declarar bueno y válido, tanto en la for-
ma cuanto en el fondo, el presente recurso de apelación in-
terpuesto contra la sentencia arriba indicada; SEGUNDO: 
Revocar en todas sus partes la sentencia contra la cual se 
apela dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribu-
ciones comerciales, en fecha 17 de septiembre de 1956; TER-
CERO: Estatuyendo de nuevo y obrando por propia autori-
dad, declarar que el juez a quo era incompetente para cono-
cer de la demanda de que se trata y oue declinéis el cono-
cimiento cie este litigio por ante el tribunal competente en 
razón de que la apelante no era comerciante en la época 
en que fija la compañía intimada la venta de efectos ópticos 
cuyo pago reclama; CUARTO: Condenar a la intimada Uni-
que Optical Company, Inc., al pago de las costas causadas 
en primera instancia y a las que se causan en apelación"; 
e) que en fecha siete del mes de noviembre del año mil 
novecientos cincuenta y seis, por acto del ministerial Luis 
Arvelo, Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de Jus-
ticia, el licenciado Herman Cruz Ayala le participó al Dr. 
Rogelio Sánchez, abogado constituído y apoderado especial 
de Esther Betancourt de Del Rosario, que había recibido 
y aceptado mandato de Unique Optical Company, Inc., para 
defenderla y postular por ella en el referido recurso de 
apelación, y por el mismo acto se constituyó su abogado; 
y declarándole, además, que 'Atendido: que la referida sen-
tencia del diez y siete de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y seis contiene omisiones y errores de hecho y 
de derecho que perjudican a la Unique Optical Company, 
Inc., y que justifican que sea parcialmente reformada; por 
tales motivos, mi requeriente interpone apelación incidental 
contra la referida sentencia del diez y siete de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y seis, y pedirá a la honorable 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en su oportunidad, 
que dicha sentencia sea reformada en cuanto a las omisio-
nes y errores que contiene y que son perjudiciales a la 
Unique Optical Company, Inc., y que sea confirmada en 
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las costas. Bajo toda clase de reservas"; b) "que a la au-
diencia pública celebrada por la referida Cámara de lo Civil 
y Comercial, en sus atribuciones comerciales, el día catorce 
del mes de junio del citado año mil novecientos cincuenta 
y seis, a las nueve horas de la mañana, previamente fijada 
para conocer de dicha demanda, comparecieron ambas par-
tes en causa, representadas por sus respectivos apoderados 
especiales y abogados constituidos, quienes concluyeron en 
In forma que se expresa al comienzo de la sentencia ape-
lada"; e) "que en fecha diecisiete del mes de septiembre del 
año mil novecientos cincuenta y seis, la Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó una sentencia en sus atribuciones comercia-
les, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA PRIMERO: 
Rechaza, por los motivos precedentemente expuestos, la 
excepción de incompetencia propuesta por Esther Betan-
court de Del Rosario en la demanda comercial en cobro de 
pesos interpuesta contra ella por la Unique Optical Compa-
ny, Inc.; SEGUNDO: Dispone, antes de hacer derecho sobre 
el fondo, acogiendo las conclusiones de la parte deman-
dante, la comparecencia personal de la demandada a los 
fines a que se refiere su pedimento en sus conclusiones, 
según se han transcrito en otra parte de este fallo, y Tija la 
audiencia pública del día veintidós (22) del mes de octubre 
próximo a las nueve (9) horas de la mañana para que ten-
gan efecto tales medidas; TERCERO: Reserva las costas"; 
d) "que contra la antes mencionada sentencia recurrió en 
apelación Esther Betancourt de Del Rosario, teniendo por 
abogado constituido al Dr. Rogelio Sánchez, según acto de 
fecha veintidós de octubre del año mil novecientos cin-
cuenta y seis, instrumentado y notificado por el ministerial 
Miguel A. Rodrigo, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte 
de Justicia; que por ese mismo acto citó y emplazó a la 
Optica Company, Inc., para que compareciera, por minis-
terio de abogado, en la octava franca, plazo de la ley, más 
el plazo en razón a la distancia, por ante dicha Corte, a 
la audiencia pública de las nueve horas de la mañana, para 

que: 'PRIMERO: Declarar bueno y válido, tanto en la for-
ma cuanto en el fondo, el presente recurso de apelación in-
terpuesto contra la sentencia arriba indicada; SEGUNDO: 
Revocar en todas sus partes la sentencia contra la cual se 
apela dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribu-
ciones comerciales, en fecha 17 de septiembre de 1956; TER-
CERO: Estatuyendo de nuevo y obrando por propia autori-
dad, declarar que el juez a quo era incompetente para cono-
cer de la demanda de que se trata y oue declinéis el cono-
cimiento cie este litigio por ante el tribunal competente en 
razón de que la apelante no era comerciante en la época 
en que fija la compañía intimada la venta de efectos ópticos 
cuyo pago reclama; CUARTO: Condenar a la intimada Uni-
que Optical Company, Inc., al pago de las costas causadas 
en primera instancia y a las que se causan en apelación"; 
e) que en fecha siete del mes de noviembre del año mil 
novecientos cincuenta y seis, por acto del ministerial Luis 
Arvelo, Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de Jus-
ticia, el licenciado Herman Cruz Ayala le participó al Dr. 
Rogelio Sánchez, abogado constituído y apoderado especial 
de Esther Betancourt de Del Rosario, que había recibido 
y aceptado mandato de Unique Optical. Company, Inc., para 
defenderla y postular por ella en el referido recurso de 
apelación, y por el mismo acto se constituyó su abogado; 
y declarándole, además, que 'Atendido: que la referida sen-
tencia del diez y siete de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y seis contiene omisiones y errores de hecho y 
de derecho que perjudican a la Unique Optical Company, 
Inc., y que justifican que sea parcialmente reformada; por 
tales motivos, mi requeriente interpone apelación incidental 
contra la referida sentencia del diez y siete de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y seis, y pedirá a la honorable 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en su oportunidad, 
que dicha sentencia sea reformada en cuanto a las omisio-
nes y errores que contiene y que son perjudiciales a la 
Unique Optical Company, Inc., y que sea confirmada en 
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toda lo demás"; f) "que a diligencia del licenciado Herman 
Cruz Ayaia y previo auto del Presidente de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, se fijó la audiencia pública de 
las nueve horas de la mañana del día jueves veintinueve del 
mes de noviembre del año mil novecientos cincuenta y seis, 
para conocer de los referidos recursos de apelación"; g) 
"que en fecha veintiséis de ese mismo mes de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y seis, por acto del ministerial 
Luis Arvelo, Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de' 
Justicia, el licenciado Herman Cruz Ayala, en su expresada 
calidad, invitó al abogado de la apelante principal, señora 
Esther Betancourt de Del Rosario, para que compareciera 
a la audiencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
del día veintinueve de noviembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete, a las nueve horas de la mañana, previa-
mente fijada para conocer de los referidos recursos de ape-
lación"; h) "que a la audiencia pública celebrada por esta 
Corte en fecha arriba indicada, comparecieron ambas par-
tes en causa, representadas por sus respectivos abogados 
constituidos; que, la apelante principal solicitó en sus con-
clusiones eme antes de hacer derecho sobre el fondo del 
litigio, esta Corte ordenara a la intimada, Unique Optical 
Company, lnc., lo comunicara, por vía de Secretaría, todos 
los documentos que pensaba hacer valer en esta instancia; 
que, la parte intimada y apelante incidental no se opuso 
al anterior pedimento y, a su vez, pidió que, por la misma 
sentencia, se ordenara a la apelante principal que le diera 
comunicación, por la misma vía v en el mismo plazo, de los 
documentos que se propusiera hacer valer en apoyo de su 
recurso, y se señalara audiencia para conocer del fondo del 
asunto"; O "que en virtud de esas conclusiones, esta Corte 
dictó, en fecha treinta de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
:FALLA: PRIMERO: Ordena que, previamente a todo jui-
cio sobre el fondo, de los recursos de apelación de que se 
trata, la parte intimante en lo principal, Esther Betancourt 
de Del Rosario y la intimada y apelante incidental Unique 
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tica Company, Inc., se comuniquen, recíprocamente, por 
via de la Secretaría de esta Corte, en el plazo legal, todos 

y cada uno de los documentos que piensan utilizar en apo-
yo de sus pretensiones; SEGUNDO: Fija la audiencia pú-
blica que celebrará esta Corte el día jueves veinte del pró-
ximo mes de diciembre, a las nueve horas de la mañana, 
para conocer del fondo del asunto; y TERCERO: Reserva 
las costas"; j) "que en fecha siete del mes de diciembre 

'del año mil novecientos cincuenta y siete, por acto del mi-
nisterial Luis Arvelo, Alguacil de Estrados de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando a requerimiento de la Unique 
Optical Company, Inc., y su abogado constituido licenciado 
Herman Cruz Ayala, notificó la sentencia antes mencionada, 
dictada por esta Corte en fecha treinta de noviembre del 
mismo año mil novecientos cincuenta y seis, a Esther Betan-
court de Del Rosario y a su abogado Dr. Rogelio Sánchez, 
notificándole, además, en ejecución de la misma sentencia, 
el depósito hecho en la Secretaría de esta Corte, mediante 
inventario, de los documentos que har la valer en su defensa 
contra el recurso de apelación principal interpuesto por di-
cha señora Esther Betancourt de Del Rosario contra la 

. sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha die-
cisiete de septiembre del año mil novecientos cincuenta y 
seis, y en apoyo del recurso de apelación incidental inter-
puesto por la Unique Optical Company, Inc.; intimándoles 
para que en el plazo de tres días 'francos tomaran comuni-
cación de dichos documentos, y le comunicaran a su vez, 
por la misma vía, todos los documentos que la dicha apelan-
te principal, Esther Betancourt de Del Rosario, se proponía 
hacer valer en apoyo de sus pretensiones; que por ese mis-
mo acto invitó al Dr. Rogelio Sánchez, en su ya expresada 
calidad, para que asistiera a la audiencia pública que cele-
braría dicha Corte de Apelación, el día jueves veinte de 
diciembre del año mil novecientos cincuenta y seis, a las 
nueve horas de la mañana, señalada por la sentencia de esta 
Corte que le fué notificada para conocer del fondo del 
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toda lo demás"; f) "que a diligencia del licenciado Hermán 
Cruz Ayaia y previo auto del Presidente de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, se fijó la audiencia pública de 
las nueve horas de la mañana del día jueves veintinueve del 
mes de noviembre del año mil novecientos cincuenta y seis, 
para conocer de los referidos recursos de apelación"; g) 
"que en fecha veintiséis de ese mismo mes de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y seis, por acto del ministerial 
Luis Arve!o, Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de' 
Justicia, el licenciado Herman Cruz Ayala, en su expresada 
calidad, invitó al abogado de la apelante principal, señora 
Esther Betancourt de Del Rosario, para que compareciera 
a la audiencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
del día veintinueve de noviembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete, a las nueve horas de la mañana, previa-
mente fijada para conocer de los referidos recursos de ape-
lación"; h) "que a la audiencia pública celebrada por esta 
Corte en fecha arriba indicada, comparecieron ambas par-
tes en causa, representadas por sus respectivos abogados 
constituidos; que, la apelante principal solicitó en sus con-
clusiones aue antes de hacer derecho sobre el fondo del 
litigio, esta Corte ordenara a la intimada, Unique Optical 
Company, Inc., lo comunicara, por vía de Secretaría, todos 
los documentos que pensaba hacer valer en esta instancia; 
que, la parte intimada y apelante incidental no se opuso 
al anterior pedimento y, a su vez, pidió que, por la misma 
sentencia, se ordenara a la apelante principal que le diera 
comunicación, por la misma vía v en el mismo plazo, de los 
documentos que se propusiera hacer valer en apoyo de su 
recurso, y se señalara audiencia para conocer del fondo del 
asunto"; i) "que en virtud de esas conclusiones, esta Corte 
dictó, en fecha treinta de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
:FALLA: PRIMERO: Ordena que, previamente a todo jui-
cio sobre el fondo, de los recursos de apelación de que se 
trata, la parte intimante en lo principal, Esther Betancourt 
de Del Rosario y la intimada y apelante incidental Unique 

tica Company, Inc., se comuniquen, recíprocamente, por 
de la Secretaría de esta Corte, en el plazo legal, todos 

cada uno de los documentos que piensan utilizar en apo- 

o de sus pretensiones; SEGUNDO: Fija la audiencia pú- 
ica que celebrará esta Corte el día jueves veinte del pró- 
mo mes de diciembre, a las nueve horas de la mañana, 
ra conocer del fondo del asunto; y TERCERO: Reserva 

costas"; j) "que en fecha siete del mes de diciembre 
1 año mil novecientos cincuenta y siete, por acto del mi- 

nisterial Luis Arvelo, Alguacil de Estrados de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando a requerimiento de la Unique 
Optical Company, Inc., y su abogado constituido licenciado 
Herman Cruz Ayala, notificó la sentencia antes mencionada, 
dictada por esta Corte en fecha treinta de noviembre del 
Mismo año mil novecientos cincuenta y seis, a Esther Betan- 
court de Del Rosario y a su abogado Dr. Rogelio Sánchez, 
notificándole, además, en ejecución de la misma sentencia, 
el depósito hecho en la Secretaría de esta Corte, mediante 
inventario, de los documentos que haría valer en su defensa 
contra el recurso de apelación principal interpuesto por di- 
cha señora Esther Betancourt de Del Rosario contra la 
sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha die- 
cisiete de septiembre del año mil novecientos cincuenta y 
seis, y en apoyo del recurso de apelación incidental inter- 
puesto por la Unique Optical Company, Inc.; intimándoles 
para que en el plazo de tres días francos tomaran comuni- 
cación de dichos documentos, y le comunicaran a su vez, 
por la misma vía, todos los documentos que la dicha apelan- 
te principal, Esther Betancourt de Del Rosario, se proponía 
hacer valer en apoyo de sus pretensiones; que por ese mis- 
mo acto invitó al Dr. Rogelio Sánchez, en su ya expresada 
calidad, para que asistiera a la audiencia pública que cele- 
braría dicha Corte de Apelación, el día jueves veinte de 
diciembre del año mil novecientos cincuenta y seis, a las 
nueve horas de la mañana, señalada por la sentencia de esta 
Corte que le fué notificada para conocer del fondo del 
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asunto"; k) "que a la audiencia. pública celebrada por esta 
Corte el dia veinte del mes de diciembre del citado año de 
mil novecientos cincuenta y seis, a las nueve horas de la 
mañana, comparecieron ambas partes en causa, represen-- 
tadas por sus respectivos abogados constituídos, quienes 
concluyeron en la forma que se expresa al comienzo del 
presente fallo; que a solicitud de los abogados de las partes, 
la Corte concedió sendos planos de veinte días, a partir del 
día de la reapertura de los tribunales con motivo de las' 
vacaciones pascuales (10 de enero de 1957), para el abo-
gado de la apelante principal y, a partir del vencimiento del 
primer plazo, al abogado de la intimada y apelante inci-
dental; quienes lo hicieron dentro de los plazos que les fue-
ron otorgaaos"; 1) "que el expediente correspondiente fué 
pasado al Procurador General de dicha Corte, quien leyó 
su dictamen en la audiencia pública del día quince de marzo 
del año en curso, mil novecientos cincuenta y siete"; 

Considerando que en fecha tres de abril del mil nove-
cientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia a 
continuacbn: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido el acto recordatorio notificado por el abogado de la 
Unique Optical Company, Inc., el día siete de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y seis al abogado de la señora 
Esther Betancourt de Del Rosario, para que compareciera 
a la audiencia de esta Corte de Apelación del día veinte del 
mismo mes y año mencionados; SEGUNDO: Declara regula-
res y vállelos en la forma tanto la apelación principaall in-
coada por la señora Esther Betancourt de D'. Rosario, co-
mo la indicidental interpuesta por la Unique Optical Com-
pany, Inc., contra sentencia de la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones comerciales, de fecha 17 de 
septiembre, de 1956; TERCERO: Confirma, en todas sus 
partes, la sentencia apelada, anteriormente mencionada, del 
17 de septiembre de 1956, de cuyo dispositivo resulta: 'FA-
LLA: Pri-nero: Rechaza, por los motivos procedentemente  

expuestos, la excepción de incompetencia propuesta por 
Esther Betancourt de Del Rosario en la Demanda Comercial 

en cobro de pesos interpuesta contra ella por la Unique Op-
tical Company, Inc.; Segundo: Dispone, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, acogiendo las conclusiones de la parte de-
mandante, la comparecencia personal de la demandada a 
los fines a que se refiere su pedimentc en sus conclusiones, 
según se ha transcrito en otra parte de este fallo, y fija 
la audiencia pública del día veintidós (22) del mes de octu-
bre próximo a las nueve (9) horas de la mañana para que 
tengan efecto tales medidas; Tercero: Reserva las costas"; 
rechazando consecuentemente, las conclusiones de la apelan-
te principal; y las de la apelante incidental en cuanto solici-
tó que se agregara al dispositivo de la sentencia del 17 de 
septiembre, de 1956, "el rechazamiento del pedimento dé 
la apelante principal a que se rechace la demanda por no 
ser ella deudora personal de la Unique Optical Company, 
Inc."; CUARTO: Condena a la señora Esther Betancourt 
Del Rosario, apelante principal, al pago de las dos terceras 
partes de las costas, compensando la restante tercera par-
te"; y del cual han sido impugnada en casación la parte del 
ordinal tercero por la cual rechaza las conclusiones de la 
recurrente (entonces apelante incidental) en cuanto solicitó 
que se agregara al dispositivo de la sentencia de la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional del diez y siete de septiembre del 
mil novecientos cincuenta y seis el rechazamiento del pedi-
mento de la apelante principal tendiente a que se rechazara 
la demanda por no ser ella deudora personal de la Unique 
Optical Company, Inc.; y el ordinal cuarto del pispositivo 
de la misma sentencia, que condena a Esther Betancourt de 
Del Rosario, apelante principal, al pago de las dos terceras 
Partes, solamente, y compensa la tercera parte restante; 

En cuanto a la admisibilidad del recurso: 

Considerando que la parte recurrida invoca en su me-
orial de defensa, la inadmisibilldad del recurso del cual 
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asunto"; k) "que a la audiencia ,  pública celebrada por esta 
Corte el dia veinte del mes de diciembre del citado año de 
mil novecientos cincuenta y seis, a las nueve horas de la 
mañana, comparecieron ambas partes en causa, represen-
tadas por sus respectivos abogados constituidos, quienes 
concluyeron en la forma que se expresa al comienzo del 
presente fallo; que a solicitud de los abogados de las partes, 
la Corte concedió sendos plasos de veinte días, a partir del 
día de la reapertura de los tribunales con motivo de las 
vacaciones pascuales (10 de enero de 1957), para el abo-
gado de la apelante principal y, a partir del vencimiento de: 
primer plazo, al abogado de la intimada y apelante inci-
dental; quienes lo hicieron dentro de los plazos que les fue-
ron otorgaaos"; 1) "que el expediente correspondiente fué 
pasado al Procurador General de dicha Corte, quien leyó 
su dictamen en la audiencia pública del día quince de marzo 
del año en curso, mil novecientos cincuenta y siete"; 

Considerando que en fecha tres de abril del mil nove-
cientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido el acto recordatorio notificado por el abogado de la 
Unique Optical Company, Inc., el día siete de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y seis al abogado de la señora 
Esther Betancourt de Del Rosario, para que compareciera 
a la audiencia de esta Corte de Apelación del día veinte del 
mismo mes y año mencionados; SEGUNDO: Declara regula-
res y válidos en la forma tanto la apelación principaall in-
coada por la señora Esther Betancourt de Del Rosario, co-
mo la indicidental interpuesta por la Unique Optical Com-
pany, Inc., contra sentencia de la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones comerciales, de fecha 17 de 
septiembre, de 1956; TERCERO: Confirma, en todas sus 
partes, la sentencia apelada, anteriormente mencionada, del 
17 de septiembre de 1956, de cuyo dispositivo resulta: 'FA-
LLA: Primero: Rechaza, por los motivos procedentemente  

expuestos, la excepción de incompetencia propuesta por 
Esther Betancourt de Del Rosario en la Demanda Comercial 

en cobro de pesos interpuesta contra ella por la Unique Op-
tical Company, Inc.; Segundo: Dispone, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, acogiendo las conclusiones de la parte de-
mandante, la comparecencia personal de la demandada a 
los fines a que se refiere su pedimento en sus conclusiones, 
según se ha transcrito en otra parte de este fallo, y fija 
la audiencia pública del día veintidós (22) del mes de octu-
bre próximo a las nueve (9) horas de la mañana para que 
tengan efecto tales medidas; Tercero: Reserva las costas"; 
rechazando consecuentemente, las conclusiones de la apelan-
te principal; y las de la apelante incidental en cuanto solici-
tó que se agregara al dispositivo de ta sentencia del 17 de 
septiembre, de 1956, "el rechazamiento del pedimento de 
la apelante principal a que se rechace la demanda por no 
ser ella deudora personal de la Unique Optical Company, 
Inc."; CUARTO: Condena a la señora Esther Betancourt 
Del Rosario, apelante principal, al pago de las dos terceras 
partes de las costas, compensando la restante tercera par-
te"; y del cual han sido impugnada en casación la parte del 
ordinal tercero por la cual rechaza. fas conclusiones de la 
recurrente (entonces apelante incidental) en cuanto solicitó 
que se agregara al dispositivo de la sentencia de la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional del diez y siete de septiembre del 
mil novecientos cincuenta y seis el rechazamiento del pedi-
mento de la apelante principal tendiente a que se rechazara 
la demanda por no ser ella deudora personal de la Unique 
Optical Company, Inc.; y el ordinal cuarto del pispositivo 
de la misma sentencia, que condena a Esther Betancourt de 
Del Rosario, apelante principal, al pago de las dos terceras 
partes, solamente, y compensa la tercera parte restante; 

En cuanto a la admisibilidad del recurso: 

Considerando que la parte recurrida invoca en su me-
morial de defensa, la inadmisibilidad del recurso del cual 
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se trata, per falta de interés del recurrente, alegando, en 
 resumen, "que la apelación incidental de la compañía de-

mandante estuvo bien rechazada: a) porque la sentencia 
del primer grado (del 17 de septiembre de 1956) acogió 
las conclusiones de la Unique Optical Company; b) porqu e 

 esa sentencia se abstuvo de rechazar sus conclusiones sub-
sidiarias; c) porque la notificación y la ejecución de esa 
sentencia, sin reservas, constituían un asentimiento de la 
compañía demandante a esa sentencia de primera instan-
cia"; pero 

Considerando que, si biey el ejercicio de una vía de 
recurso cualquiera, como el de toda acción en justicia, no 
está abierto sino aquellos que justifican un interés, es 
interés esta justificado en la parte recurrente en casación 
que persigue la anulación de una sentencia en los puntos 
en que ésta le hace agravio; 

Considerando que, en la especie, es evidente que la sen-
tencia de la Corte qua, en los puntos impugnados por la 
recurrente, le hace agravio a ésta, puesto que, en la parte 
final del ordinal tercero de su dispositivo, rechaza un pedi-
mento suyo y por el ordinal cuarto, la condena "al pago de 
las dos terceras partes de las costas"; que, consecuentemen-
te, el interés de la recurrente está justificado, por ésto 
solo, sin que sea de lugar, como se pretende, examinar la 
justificación de ese interés en relación con la sentencia de 
primera instancia; que, por último, contrariamente a lo 
afirmado por la recurrida, en su escrito de ampliación, es 
constante que la recurrente notificó la sentencia objeto del 
recurso del cual se trata, "bajo la más amplia reserva de 
todos los derechos, acciones y vías de recurso" que le per-
tenecieran, "derechos, acciones y recursos a ios cuales se 
renuncia en manera alguna"; por lo cual no puede consi-
derarse, oue una notificación hecha bajo tan expresas y 
precisas reservas, conllevara adqiescencia tácita y renun-
cia de la Unique Optical Company, Inc.. al ejercicio de su 
recurso; que, en tales condiciones, el recurso de casación  

isible, y, consecuentemente, el medio de inadmisión 
sto por la parte recurrida, debe ser desestimado; 

En cuanto a los medios del recurso: 

considerando que la recurrente invoca, en apoyo de 

su recurso, los siguientes medios de casación: "Primer Me-
dio: Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, por omisión de los puntos de de hecho y de derecho; 
Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, por falla de motivos; Tercer Medio: 
Falta de base legal"; 

Considerando que el Primer Medio la recurrente alega, 
n síntesis, que la sentencia impugnada "no menciona ni 

uno sólo de los documentos ni de los puntos de hecho y de 
derecho" que le fueron sometidos, que "mucho menos los 
examina, ní deriva de ellos las consecuencias jurídicas que 
les son propias, a pesar de que esos documentos, esos pun-
tos de hecho y de derecho son los que determinan la natura-
leza y la extensión de la controversia que dicha Corte de 
Apelación estaba llamada a decidir"; que, "en efecto, una 
vez rechazada por improcedente e infundada la excepción 
de incompetencia que propuso la demandada, la cuestión de 
la cual quedaba apoderada la Corte a qua y sobre la cual 
estaba llamada a decidir era única y exclusivamente la 
cuestión planteada en los ordinales cuartos, quinto y sexto 
de las conclusiones que ante dicha Corte produjo la Unique 
Optical Cempany, Inc., como apelante incidental, o sea la 
cuestión de determinar si, en virtud de los documentos pre-
sentados en apoyo de la demanda, debía considerarse pro-
bada la existencia de una deuda a cargo de la demandada, 
Esther Betancourt de Del Rosario; si debía considerarse 
probado también que esa deuda había sido contraída por 
la demandada en su propio nombre, y no en nombre y repre-
sentación de Optica Santo Domingo, C. por A., y si en con-
secuencia debía desestimarse su pretensión de que se recha-
zara la demanda por no ser ella deudora personal; si debía 
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se trata, per falta de interés del recurrente, alegando, en 
 resumen, "que la apelación incidental de la compañía de . 

mandante estuvo bien rechazada: a) porque la sentencia 
del primer grado (del 17 de septiembre de 1956) acogió 
las conclusiones de la Unique Optical Company; b) porque 
esa sentencia se abstuvo de rechazar sus conclusiones sub-
sidiarias; c) porque la notificación y la ejecución de esa 
sentencia, sin reservas, constituían un asentimiento de la 
compañía demandante a esa sentencia de primera instan. 
cia"; pero 

Considerando que, si biey el ejercicio de una vía de 
recurso cualquiera, como el de toda acción en justicia, no 
está abierto sino aquellos que justifican un interés, este 
interés esta justificado en la parte recurrente en casación 
que persigue la anulación de una sentencia en los puntos 
en que ésta le hace agravio; 

Considerando que, en la especie, es evidente que la sen-
tencia de la Corte 3. qua, en los puntos impugnados por la 
recurrente, le hace agravio a ésta, puesto que, en la parte 
final del ordinal tercero de su dispositivo, rechaza un pedi-
mento suyo y por el ordinal cuarto, la condena "al pago de 
las dos terceras partes de las costas"; que, consecuentemen-
te, el interés de la recurrente está justificado, por ésto 
solo, sin que sea de lugar, como se pretende, examinar la 
justificación de ese interés en relación con la sentencia de 
primera instancia; que, por último, contrariamente a lo 
afirmado por la recurrida, en su escrito de ampliación, es 
constante que la recurrente notificó la sentencia objeto del 
recurso del cual se trata, "bajo la más amplia reserva de 
todos los derechos, acciones y vías de recurso" que le per-
tenecieran, "derechos, acciones y recursos a ios cuales se 
renuncia en manera alguna"; por lo cual no puede consi-
derarse, oue una notificación hecha bajo tan expresas y 
precisas reservas, conllevara adqiescencia tácita y renun-
cia de la Unique Optical Company, Inc.. al ejercicio de su 
recurso; que, en tales condiciones. el recurso de casación  

misible, y, consecuentemente, el medio de inadmisión 
esto por la parte recurrida, debe ser desestimado; 

En cuanto a los medios del recurso: 

Considerando que la recurrente invoca, en apoyo de 
su recurso, los siguientes medios de casación: "Primer Me- 
dio: Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 

vil, por omisión de los puntos de de hecho y de derecho; 
undo Medio: Violación del artículo 141 del Código de 
cedimiento Civil, por falta de motivos; Tercer Medio: 

alta de base legal"; 
Considerando que el Primer Medio la recurrente alega, 

n síntesis, que la sentencia impugnada "no menciona ni 
uno sólo de los documentos ni de los puntos de hecho y de 
derecho" que le fueron sometidos, que "mucho menos los 
examina, ni deriva de ellos las consecuencias jurídicas que 
les son propias, a pesar de que esos documentos, esos pun-
tos de hecho y de derecho son los que determinan la natura-
leza y la extensión de la controversia que dicha Corte de 
Apelación estaba llamada a decidir"; que, "en efecto, una 
vez rechazada por improcedente e infundada 3a excepción 
de incompetencia que propuso la demandada, la cuestión de 
la cual quedaba apoderada la Corte a qua y sobre la cual 
estaba llamada a decidir era única y exclusivamente la 
cuestión planteada en los ordinales cuartos, quinto y sexto 
de las conclusiones que ante dicha Corte produjo la Unique 
Optical Cempany, Inc., como apelante incidental, o sea la 
cuestión de determinar si, en virtud de los documentos pre-
sentados en apoyo de la demanda, debía considerarse pro-
bada la existencia de una deu.da a cargo de la demandada, 
Esther Betancourt de Del Rosario; si debía considerarse 
probado también que esa deuda había sido contraída por 
la demandada en su propio nombre, y no en nombre y repre-
sentación de Optica Santo Domingo, C. por A., y si en con-
secuencia debía desestimarse su pretensión de que se recha-
zara la demanda por no ser ella deudora personal; si debía 
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considerarse establecido que esa deuda es cierta y exigible 
faltando únicamente hacerla líquida mediante la deterroi. 
nación de su cuantía, y si, por consiguiente, la compar e

-cencia personal ordenada debía limitarse a determinar el 
monto a Que asciende dicha deuda, sin extenderse a hechos 
cuya prueba legal ya ha sido establecida; y finalmente, si 
al sucumbir la demandada en todas sus pretensiones debía 
ser condenada al pago total de las costas causadas"; pero 

Considerando que si, ciertamente, al tenor de lo dis-
puesto por el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, en combinación con el Párrafo II del artículo 40 de la 
Ley de Organización Judicial N^ 821, del 1927. y de acuerdo 
con la práctica constante de nuestros tribunales, los jueces 
están obligados a exponer sumariamente en sus sentencias 
los puntos de hecho y de derecho, esto es, a hacer una re-
lación de los hechos que constituyen la litis, su objeto y el 
procedimiento que ha sido seguido, y dar a conocer las 
cuestiones que han sido establecidas ante el tribunal y que 
éste ha tenido que resolver, no por esto tienen la obliga-
ción de mencionar todos los hechos y documentos invoca-
dos por cada parte en apoyo de sus alegatos; que, por otra 
parte, una omisión o insuficiencia en los puntos de hecho 
o de derecho puede ser reparada en íos motivos de la sen-
tencia; 

Considerando que, en la especie, en los resultas de la 
sentencia impugnada se hace una relación precisa de los 
hechos que constituyen la litis, de su objeto y del proce-
dimiento que ha sido seguido, y se dan a conocer los puntos 
en discusión entre las partes, con la reproducción de la 
demanda introductiva de instancia, del dispositivo de la 
sentencia de primera instancia, de las partes esenciales del 
acto de apelación principal y del acto de apelación inciden-
tal, y rebrencias a la persecución de la audiencia, al acto 
recordatorio, a la solicitud de comunicación de documentos 
hecha por la apelante principal, reproducción del dispositi-
vo de la sentencia que ordena esta medida; referencias a 
la notificación y ejecución de esa, sentencia, al depósito de 

documentos, e intimación para tomar comunicación y nue-
vo acto recordatorio para asistir a la audiencia en que se 
conocería el fondo, conclusiones, concesión de plazos y co-
municación del expediente al ministerio público; que, ade-
más, en os consider'utdos primero, segundo, tercero, cuar-
to, quinto, sexto, séptimo, noveno y décimo se completa y 
amplía la exposición de los puntos de hecho y de derecho; 

Considerando que, en tales condiciones, la sentencia 
la Corte a qua cumple el voto de la ley, puesto que la 

mple omisión de la mención de documentos o de hechos 
votados por la recurrente en sus alegatos, no constituye 
na violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 

Civil, en el aspecto señalado por ella en el Primer Medio de 
su recurso, por lo cual éste carece de fundamento y debe, 
por tanto, ser desestimado; 

Considerando que por el Segundo Medio se alega que 
la sentencia impugnada "tampoco contiene motivos para 
rechazar, como lo hizo, la apelación incidental interpuesta 
por la recurrente contra la sentencia de la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional del 17 de septiembre de 1956"; que, "en 
efecto, el único objeto de la apelación incidental de la recu-
rrente consistió, precisamente, en pedir a la Corte a qua que 
modificara la sentencia de primera instancia por haber ésta 
decidido injustificadamente que debía subordinar su deci-
sión acerca de si Esther Betancourt de Del Rosario era o 
no era deudora personal de la demandante, a la prueba que 
resultara eie la comparecencia personal que ordenó"; que 
''en apoyo de esa apelación se le demostró a la Corte de 
Apelación, como se le había demostrado ya al Juez de pri-
mer grado, que la calidad de deudora personal de la deman-
dada estaba ya probada legalmente y que no procedía remi-
tirla a nuevos medios de prueba"; que "para no recono-
cerlo así, tanto el Juez de Primera Instancia como la Corte 
de Apelación deberían haber expuesto en sus respectivos 
sentencias motivos idóneos para desconocer la eficacia de 
la prueba producida por la iecurrente"; que "en vez de 
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considerarse establecido que esa deuda es cierta y exigible 
faltando únicamente hacerla líquida mediante la determi-
nación de su cuantía, y si, por consiguiente, la compare. 
cencia personal ordenada debía limitarse a determinar el 
monto a Que asciende dicha deuda, sin extenderse a hechos 
cuya prueba legal ya ha sido establecida; y finalmente, si 
al sucumbir la demandada en todas sus pretensiones debía 
ser condenada al pago total de las costas causadas"; pero 

Considerando que si, ciertamente, al tenor de lo dis-
puesto por el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, en combinación con el Párrafo II del artículo 40 de la 
Ley de Organización Judicial N^ 821, del 1927, y de acuerdo 
con la práctica constante de nuestros tribunales, los jueces 
están obligados a exponer sumariamente en sus sentencias 
los puntos de hecho y de derecho, esto es, a hacer una re-
lación de los hechos que constituyen la litis, su objeto y el 
procedimiento que ha sido seguido, y dar a conocer las 
cuestiones que han sido establecidas ante el tribunal y que 
éste ha tenido que resolver, no por esto tienen la obliga-
ción de mencionar todos los hechos y documentos invoca-
dos por cada parte en apoyo de sus alegatos; que, por otra 
parte, una omisión o insuficiencia en los puntos de hecho 
o de derecho puede ser reparada en ios motivos de la sen-
tencia; 

Considerando que, en la especie, en los resultas de la 
sentencia impugnada se hace una relación precisa de los 
hechos que constituyen la litis, de su objeto y del proce-
dimiento (lile ha sido seguido, y se dan a conocer los puntos 
en discusión entre las partes, con la reproducción de la 
demanda introductiva de instancia, del dispositivo de la 
sentencia de primera instancia, de las partes esenciales del 
acto de apelación principal y del acto de apelación inciden-
tal, y referencias a la persecución de la audiencia, al acto 
recordatorio, a la solicitud de comunicación de documentos 
hecha por la apelante principal, reproducción del dispositi-
vo de la sentencia que ordena esta medida; referencias a 
la notificación y ejecución de esa , sentencia, al depósito de 
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documentos, e intimación para tomar comunicación y nue-
vo acto recordatorio para asistir a la audiencia en que se 
conocería el fondo, conclusiones, concesión de plazos y co-

unicación del expediente al ministerio público; que, ade-
ás, en os considerandos primero, segundo, tercero, cuar- 

quinto, sexto, séptimo, noveno y décimo se completa y 
mplía la exposición de los puntos de hecho y de derecho; 

Considerando que, en tales condiciones, la sentencia 
la Corte a qua cumple el voto de la ley, puesto que la 

imple omisión de la mención de documentos o de hechos 
vocados por la recurrente en sus alegatos, no constituye 
na violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 

Civil, en el aspecto señalado por ella en el Primer Medio de 
su recurso, por lo cual éste carece- de fundamento y debe, 
por tanto, ser desestimado; 

Considerando que por el Segundo Medio se alega que 
la sentencia impugnada "tampoco contiene motivos para 
rechazar, como lo hizo, la apelación incidental interpuesta 
por la recurrente contra la sentencia de la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional del 17 de septiembre de 1956"; que, "en 
efecto, el único objeto de la apelación incidental de la recu-
rrente consistió, precisamente, en pedir a la Corte a qua que 
modificara la sentencia de primera instancia por haber ésta 
decidido injustificadamente que debía subordinar su deci-
sión acerca de si Esther Betancourt de Del Rosario era o 
no era deudora personal de la demandante, a la prueba que 
resultara de la comparecencia personal que ordenó"; que 
"en apoyo de esa apelación se le demostró a la Corte de 
Apelación, como se le había demostrado ya al Juez de pri-
mer grado, que la calidad de deudora personal de la deman-
dada estaba ya probada legalmente y que no procedía remi-
tirla a nuevos medios de prueba"; que "para no recono-
cerlo así, tanto el Juez de Primera Instancia como la Corte 
de Apelación deberían haber expuesto en sus respectivos 
sentencias motivos idóneos para desconocer la eficacia de 
la prueba producida por la recurrente"; que "en vez de 
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proceder así, lo que ha hecho la Corte de Apelación 
simplemente declarar, sin justificación alguna, que "el J 
a quo hizo bien" al decidir lo que decidió"; pero 

Considerando que la Corte a qua estaba apoderada de 
dos recursos de apelación: uno principal, de carácter gene-
ral, interpuesto por la ahora intimada en casación, Esther 
Betancourt de Del Rosario, y otro, incidental, interpuesto 
por la ahora recurrente, la Unique Optical Company, Inc., 
contra una sentencia interlocutoria de la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, a la que ya se ha hecho referencia, la 
cual después de rechazar una excepción de incompeten-
cia propuesta por la demandada, dispuso, "antes de hacer 
derecho sobre el fondo, acogiendo las conclusiones de la 
parte demandante, la comparecencia personal de la deman-
dada a los fines a que se refiere su pedimento en sus con- . 
clusiones"; que, consecuentemente, en virtud del efecto de-
volutivo de esos recursos de apelación, la referida Corte, de-
bía examinar el asunto, como lo hizo en la medida que 
fué debalido ante el juez del primer grado; 

Considerando que es constante que ante el juez del 
primer grado la recurrente concluyó, después de solicitar el 
rechazamiento de las conclusiones de la demandada, en el 
sentido de que se acogieran sus propias conclusiones ten-
dientes a que se condenara "a la demandada, Esther Be-
tancourt .le Del Rosario, a pagar inmediatamente a la de-
mandante, Unique Optical Company, Inc.,. la suma princi-
pal de novecientos sesenta pesos con setenta y (seis centa-
vos oro (RD$960.76) que le adeuda por las causas ante-
riormente enunciadas, así como los intereses de esa suma 
principal al tipo establecido por la Ley, a partir de la fecha 
de la presente demanda, y al pago de los costos del proce-
dimiento: -- pero antes de hacer derecho sobre el fondo 
de dicho demanda.— Primero: Ordenar que la demandada, 
Esther Betancourt de Del Rosario, comparezca personal-
mente ante el honorable Juez Presidente de esta Cámara, 
a fin dé ser oída en relación con los hechos que motivan  

dicha demanda, y especialmente para que declare si reco-
noce como correctos los cargos y abonos enumerados en el 
árrafo 2 del presente escrito y si, en consecuencia, recono-

ce que adeuda a la demandante, Unique Optical Company, 
Inc., la suma de novecientos sesenta pesos con setenta 54 , 

 seis centavos oro (RD$960.76) a que asciende el balance 
resultante de esos cargos y abonos", etc.; 

Considerando que asimismo es constante que ante la 
Corte a qua la recurrente, después de solicitar el rechaza-
miento de un pedimento de la apelante principal en rela-
ción con la riulidad del acto recordatorio, el rechazamiento 
del recurso de apelación principal y la confirmación de la 

- sentencia apelada en cuanto rechaza la excepción de in-
competencia propuesta por Esther Betancourt de Del Ro-
sario, pidió que se le recibiera como apelante incidental y 
se modificara la sentencia apelada "en el sentido de agre-
gar a su dispositivo el rechazamiento del pedimento fo'r-
mulado por Esther Betancourt de Del Rosario tendiente a 
que se rechace la demanda por no ser ella deudora perso-
nal de la Unique Optical Company, Inc.", así como que se 
confirmara "el ordinal segundo del dispositivo de la sen-
tencia apelada, por el cual se dispone. antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, la comparecencia personal de Esther 

-Betancourt de Del Rosario, precisando que esa compare-
cencia personal se ordena a fin de que ella declare si reco-
noce como correctos y exactos los cargos y abonos a su 
cuenta que se enuncian en el párrafo 2 del presente escrito, 
y consecuentemente el balance que resulta de dichos car-
gos y abonos" etc.; 

Considerando que la Corte a qua al confirmar, en todas 
SUS partes, la sentencia apelada y rechazar las conclusiones 
de la apelante incidental (la ahora recurrente en casa-
ción), "adopta los motivos que sirvieron de base a la sen-
tencia apelada", por considerar que el juez del primer gra-
do "hizo u-ka. buena apreciación de los hechos y una correc-
ta aplicación del derecho"; que, al respecto, el juez del 
primer grado había considerado lo siguiente: "que la parte 
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proceder así, lo que ha hecho la Corte de Apelación es 
simplemente declarar, sin justificación alguna, que "el Juez 
a quo hizo bien" al decidir lo que decidió"; pero 

Considerando que la Corte a qua estaba apoderada de 
dos recursos de apelación: uno principal, de carácter gene-
ral, interpuesto por la ahora intimada en casación, Esther 
Betancourt de Del Rosario, y otro, incidental, interpuesto 
por la ahora recurrente, la Unique Optical Company, 
contra una sentencia interlocutoria de la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, a la que ya se ha hecho referencia, la 
cual despees de rechazar una excepción de incompeten-
cia propuesta por la demandada, dispuso, "antes de hacer 
derecho sobre el fondo, acogiendo las conclusiones de la 
parte demandante, la comparecencia personal de la deman-
dada a los fines a que se refiere su pedimento en sus con-
clusiones"; que, consecuentemente, en virtud del efecto de-
volutivo de esos recursos de apelación, la referida Corte, de-
bía examinar el asunto, como lo hizo en la medida que 
fué debatido ante el juez del primer grado; 

Considerando que es constante que ante el juez del 
primer grado la recurrente concluyó, después de solicitar el 
rechazamiento de las conclusiones de la demandada, en el 
sentido de que se acogieran sus propias conclusiones ten-
dientes a que se condenara "a la demandada, Esther Be-
tancourt de Del Rosario, a pagar inmediatamente a la de-
mandante, Unique Optical Company, Inc., la suma princi-
pal de novecientos sesenta pesos con setenta y «seis centa-
vos oro (RD$960.76) que le adeuda por las causas ante-
riormente enunciadas, así como los intereses de esa suma 
principal al tipo establecido por la Ley, a partir de la fecha 
de la presente demanda, y al pago de los costos del proce-
dimiento: -- pero antes de hacer derecho sobre el fondo 
de dicho demanda.— Primero: Ordenar que la demandada, 
Esther Betancourt de Del Rosario, comparezca personal-
mente ante el honorable Juez Presidente de esta Cámara, 
a fin dé ser oída en relación con los hechos que motivan 
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dicha demandA, y especialmente para que declare si reco-
noce como correctos los cargos y abonos enumerados en el 
párrafo 2 del presente escrito y si, en consecuencia, recono-
ce  que adeuda a la demandante, Unique Optical Company, 
Inc., la suma de novecientos sesenta pesos con setenta 3* 
seis centavos oro (RD$960.76) a que asciende el balance 
resultante de esos cargos y abonos", etc.; 

Considerando que asimismo es constante que ante la 
rte a qua la recurrente, después de solicitar el rechaza-
ento de un pedimento de la apelante principal en rela-

ón con la nulidad del acto recordatorio, el rechazamiento 
recurso de apelación principal y la confirmación de la 

ntencia apelada en cuanto rechaza la excepción de in-
mpetencia propuesta por Esther Betancourt de Del Ro-

o, pidió que se le recibiera como apelante incidental y 
modificara la sentencia apelada "en el sentido de agre-

ar a su dispositivo el rechazamiento del pedimento for-
ulado por Esther Betancourt de Del Rosario tendiente a 

ue se rechace la demanda por no ser ella deudora perso-
al de la Unique Optical Company, Inc.", así como que se 
nfirmara "el ordinal segundo del dispositivo de la sen-
ncia apeiada, por el cual se dispone, antes de hacer dere-
o sobre el fondo, la comparecencia personal de Esther 
tancourt de Del Rosario, precisando que esa compare-
ncia personal se ordena a fin de que ella declare si reco- 

como correctos y exactos los cargos y abonos a su 
enta que se enuncian en el párrafo 2 del presente escrito, 
consecuentemente el balance que resulta de dichos car-

os y abonos" etc.; 
Considerando que la Corte a qua al confirmar, en todas 

us partes, la sentencia apelada y rechazar las conclusiones 
e la apelante incidental (la ahora recurrente en casa-
*óri), "adopta los motivos que sirvieron de base a la sen-
ncia apelada", por considerar que el juez del primer gra-
"hizo u-ia buena apreciación de los hechos y una correc-
aplicación del derecho"; que, al respecto, el juez del 
mer grado había considerado lo siguiente: "que la parte 



BOLETIN JUDICIAL 

demandada (Esther Betancourt de Del Rosario), ha con. 
cluído, de modo subsidiario, pidiendo el rechazo de l a 

 demanda porque la demandada no ha sido ni es deudora 
personal de la Compañía demandante; pero, como la parte 

demandante (la Unique Optical Company, Inc.), a más de 
pedir el rechazo de estas conclusiones subsidiarias, ha con-
cluido también, como ya se ha visto, pidiendo que antes 
de haber derecho se ordene la comparecencia personal de 
dicha parte, el tribunal estima ser ello procedente"; 

Considerando que, además, la sentencia. Impugnada 
agrega el siguiente motivo: "que la intimada er1 lo principal 
e intimanie incidental, después de pedir la confirmación 
de la sentencia apelada, solicita que se le modifique el dis-
positivo en el sentido de "agregar el rechazamiento del 
pedimento formulado por Esther Betancourt de Del Rosa-
rio a que se rechace la demanda por no ser ella deudora 
personal cie la Unique Optical Company"; pero en atención 
a que al ordenarse la comparecencia personal de las partes, 
fuego de rechazar el pedimento sobre incompetencia, el 
Juez a quo hizo bien en abstenerse de decidir lo que es el 
fondo del asunto, y concierne a la prueba que del fondo ha 
de resultar, o no, precisamente de la comparecencia perso-
nal de los litigantes, por ante la jurisdicción comercial que 
por esta sentencia se reconoce que tiene competencia para 
ello; que, en tal viertud, procede desestimar esta parte de 
las conclusiones de la apelante incidental"; 

Considerando que es evidente que contrariamente a lo 
alegado en el medio que se examina, la Corte a gin. ha dado-
motivos pertinentes y suficientes para rechazar las conclu-
siones de :a recurrente; que, en efecto. al  estimar que lo 
que ésta solicitaba se refería al fondo del asunto, el cual 
no había sido fallado por el juez del primer grado, pen-
diente de la ordenada comparecencia personal de la de- 
mandada, a los fines a que se refiere el pedimento conte- 
nido en las conclusiones de la demandante, no podía ella, 
tampoco, haciendo uso del derecho de avocación, por no 
hallarse reunidas en la especie, las condiciones exigidas por 
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el artículo 473 del Código de Procedimiento Civil, decidir 
sobre una cuestión atinente al fondo mismo del asunto, 
motivos que por ser de puro derecho, suple esta Corte; que, 
en consecuencia, el Segundo Medio carece también de fun-
damento y debe, por tanto, ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal, ale-
gada en el Tercer Medio, que los desarrollos anteriores he-
chos con motivo del examen del primer medio, ponen de ma-
nifiesto que la sentencia impugnada contiene una exposi-
ción de los hechos y una descripción de las circunstancias 
de la causo, que han permitido verificar —que dicho fallo 
es el resultado de una correcta aplicación de la Ley; que 
consecuentemente, el Tercer Medio carece, como los ante-
riores de fundamento, y debe, por ello, ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Unique Optical Company, Inc., 
contra una parte del ordinal tercero y contra el ordinal 
cuarto del dispositivo de la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones 
comerciales, en fecha tres de abril del mil novecientos cin-
cuenta y siete, que han sido copiados en otro lugar del pre-
sente fallo, y Segundo: Condena a la recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados H. Herrera Billini— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis ogroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 

" 

Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, it ida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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demandada (Esther Betancourt de Del Rosario), ha con-
cluído, de modo subsidaario, pidiendo el rechazo de ta 
demanda porque la demandada no ha sido ni es deudora 
personal de la Compañía demandante; pero, como la parte 

demandante (la Unique Optical Company, Inc.), a más de 
pedir el rechazo de estas conclusiones subsidiarias, ha con-
cluido también, como ya se ha visto, pidiendo que antes 
de haber derecho se ordene la comparecencia personal de 
dicha parte, el tribunal estima ser ello procedente"; 

Considerando que, además, la sentencia /impugnada 
agrega el siguiente motivo: "que la intimada en lo principal 
e intimarte incidental, después de pedir la confirmación 
de la sentencia apelada, solicita que se le modifique el dis-
positivo en el sentido de "agregar el rechazamiento del 
pedimento formulado por Esther Betancourt de Del Rosa-
rio a que se rechace la demanda por no ser ella deudora 
personal cie la Unique Optical Company": perc en atención 
a que al ordenarse la comparecencia personal de las partes, 
ruego de rechazar el pedimento sobre incompetencia, el 
Juez a quo hizo bien en abstenerse de decidir lo que es el 
fondo del asunto, y concierne a la prueba que del fondo ha 
de resultar, o no, precisamente de la comparecencia perso-
nal de los litigantes, por ante la jurisdicción comercial que 
por esta sentencia se reconoce que tiene competencia para 
ello; que, en tal viertud, procede desestimar esta parte de 
las conclusiones de la apelante incidental"; 

Considerando que es evidente que contrariamente a lo 
alegado en el medio que se examina, la Corte a qua. ha dado-
motivos pertinentes y suficientes para rechazar las conclu-
siones de la recurrente; que, en efecto, al estimar que lo 
que ésta solicitaba se refería al fondo del asunto, el cual 
no había sido fallado por el juez del primer grado, pen-
diente de la ordenada comparecencia personal de la de-
mandada, a los fines a que se refiere el pedimento conte-
nido en las conclusiones de la demandante, no podía ella, 
tampoco, haciendo uso del derecho de avocación, por no 
hallarse reunidas en la especie, las condiciones exigidas por 

el artículo 473 del Código de Procedimiento Civil, decidir 
sobre una cuestión atinente al fondo mismo del asunto, 
motivos que por ser de puro derecho, suple esta Corte; que, 
en consecuencia, el Segundo Medio carece también de fun-
damento y debe, por tanto, ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal, ale-
gada en el Tercer Medio, que los desarrollos anteriores he-
chos con motivo del examen del primer medio, ponen de ma-
nifiesto que la sentencia impugnada contiene una exposi-
ción de los hechos y una descripción de las circunstancias 
de la causa, que han permitido verificar —que dicho fallo 
es el resultado de una correcta aplicación de la Ley; que 
consecuentemente, el Tercer Medio carece, como los ante-
dores de fundamento, y debe, por ello, ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Unique Optical Company, Inc., 
contra una parte del ordinal tercero y contra el ordinal 
cuarto del dispositivo de la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones 
comerciales, en fecha tres de abril del mil novecientos cin-
cuenta y siete, que han sido copiados en otro lugar del pre-
sente fallo, y Segundo: Condena a la recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados H. Herrera Billini— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis ogroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor • 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, lz ida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1.958 

unada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
Sentencia imp g  

fecha 14 de agosto de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José A. Ramírez hijo. 
Abogado: Dr. Fernando A. Silié Gatón. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblie% Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista •., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segunlo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez licenciados Fernando  
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confín Aybar y Cl  
Mateo-Fernández, asistidos del Secreta

udad Tru 
General, e la 

Sala donde celebra sus audiencias, en Cjillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen

- 

dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, sación 
dicta en audiencia pública, como corte de ca, la si-
guiente sentencia: so de casación interpuesto por José A. 

Sobre el recurso  
Ramírez 

hijo, dominicano, mayor de edad, casado, albañil, 
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 28898, Corte 

serie 

1, sello 188820, contra sentencia pronunciada por la  
de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha catorce de agosto 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 

go 

copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Revoca en todas 
sus partes la sentencia apelada, dictada en fecha 1.

9  de abril 

del año 1955, por la Primera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, y avocan- 

do el fondo, obrando por propia autoridad, descarga al pre-
venido Ing. César Augusto Romano Pou, del hecho que se 
le imputa de violación de la Ley N' 3143, en perjuicio de 
José Antonio Ramírez hijo, por no haberlo cometido; SE-
GUNDO: Declara su incompetencia para estatuir sobre las 
conclusiones formuladas por la parte civil; TERCERO: Con-
dena a la parte civil al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veinticinco de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimien-
to del Dr. Fernando A. Silié Gatón, cédula 26797, serie 1, 
sello 23925, abogado del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 37 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso 
de casacion sea interpuesto por el ministerio público, por 
la parte civil o por la persona civilmente responsable, el 
depósito de un memorial con la indicación de los medios de 
casación será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha 
motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente José 
Antonio Ramírez hijo, parte civil constituida, no invocó 
cuando declaró su recurso ningún medio determinado de 
casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado con 
posterioridad a la declaración del recurso el memorial con 
la exposición de los medios que le sirven de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
'casación interpuesto por José Antonio Ramírez hijo, contra 
Sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha catorce de agosto de mil novecientos cin- 
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soy  

49-  ,s 

,- 

,drez hijo. 
>.dó A. Silié Gatón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segunlo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez licenciados Fernando o 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodom 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen

- 

dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
"' dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

guiente sentencia: Sobre el recurso de casación interpuesto por José A. 
Ramírez hijo, dominicano, mayor de edad, casado, albañil, 
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 28898, serie 
1, sello 188820, contra sentencia pronunciada por Corte la 

de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha catorce de agosto 
siete, cuyo dispositivo se 

de mil novecientos cincuenta y  
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Revoca en tod abril

as 

sus partes la sentencia apelada, dictada en fecha V' de  
del año 1955, por la Primera Cámara de lo Penal del Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, y avocan

- 

do el fondo, obrando por propia autoridad, descarga al pre-
venido Ing. César Augusto Romano Pou, del hecho que se 
le  imputa de violación de la Ley N" 3143, en perjuicio de 
José Antonio Ramírez hijo, por no haberlo cometido; SE-
GUNDO: Declara su incompetencia para estatuir sobre las 
conclusiones formuladas por la parte TERCERO: Con-
dena a la parte civil al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veinticinco de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimien-
to del Dr. Fernando A. Silié Gatón, cédula 26797, serie 1, 
sello 23925, abogado del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y b5 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 37 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso 
de casacion sea interpuesto por el ministerio público, por 

• la parte civil o por la persona civilmente responsable, el 
depósito de un memorial con la indicación de los medios de 
casación será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha 
motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente José 
Antonio Ramírez hijo, parte civil constituida, no invocó 
cuando declaró su recurso ningún medio determinado de 
casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado con 
posterioridad a la declaración del recurso el memorial con 
la exposición de los medios que le sirven de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por José Antonio Ramírez hijo, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha catorce de agosto de mil novecientos cin- 
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cuenta y siete, cuyo dispositivo sa sido copiado en Parte 
anterior del presente 'fallo; y Segundo ., Condena al recurren- 

te al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R Batista C.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los: Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretarió General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

ntenela impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 27 de junio 
de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luis González Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por pos Jueces licenciados 
1-1. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Con tin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día' veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Gon-
zález Ortiz, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do-
miciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís, 
casa N" 158 de la calle General Duvergé, cédula 24376, serie 
23, sello 456876, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís ;  en fecha veintisiete de 
junio de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como en efecto declara, regular y válido en cuanto 
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cuenta y siete, cuyo dispositivo sa sido copiado en parte 
anterior del presente 'fallo; y Segundo; Condena al recurren- 
te al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los: Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretarió General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 27 de junio 
de 1957. 

►lgteria: Penal. 

pecurrente: Luis González Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por pos Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día' veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Gon- 
zález Ortiz, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do- 
miciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís, 
asa'N" 158 de la calle General Duvergé, cédula 24376, serie 

sello 456876, contra sentencia pronunciada en grado de 
gelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
udicial de San Pedro de Macorís, en fecha veintisiete de 
unio de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 

copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como en efecto declara, regular y válido en cuanto 
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a la forma los recursos de apelaciones interpuestos por el 
inculpado Luis González Ortiz, contra sentencia del Juzgado 
de Paz de este Municipio de fecha 7 de septiembre de 1956 
y 12 de febrero de 1957, que lo condenó en defecto a cinco 
días y tres meses, por los delitos de Violación a la Ley N^ 
4017 sobre tránsito de carreteras; SEGUNDO: Que debe 
ordenar, como en efecto ordena, la unión de dos expedien-
tes a cargo del nombrado Luis González Ortiz: TERCERO: 
Que debe Pronunciar, como en efecto pronuncia, el defecto 
contra el nombrado Luis González Ortiz, por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; CUARTO: Que en cuanto al fondo modificar 
y modifica, las sentencias apeladas y en consecuencia se 
condena al nombrado Luis González Ortiz, a sufrir la pena 
de tres meses de prisión correccional; QUINTO: Que debe 
condenar, y condena, al inculpado al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha treinta de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte' de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 187 del Código de 
Procedimiento Criminal; 1, 29, 30 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que las sentencias en defecto dictadas en 
última instancia no pueden ser impugnadas en casación 
mientras esté abierto el plazo de la oposición; aue, en efecto, 
al tenor del artículo 30 de la Ley sobre Procedimient0 de 
Casación, el plazo de diez días para interponer el recurso 
de casación, prescrito por el artículo 29, tiene por punto 
de partida el día en que la oposición no fuere admisible; 

Considerando, por otra parte, que de conformidad con 
el artículo 187 del Código de Procedimiento Criminal, si la 
notificación de la sentencia en defecto no se hubiese hecho 
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a  persona, se admitirá la oposición hasta el vencimiento de 
jos plazos de la prescripción de la pena, a menos que el pre-
venido haya tenido conocimiento personal de la notificación; 
que en este último caso, el plazo de cinco días impartido 
por el artículo 186 para la oposición tiene por punto de par-
tida el día en que el prevenido haya tenido personalmente 
conocimiento de la notificación; 

Considerando que en el expediente no hay constancia 
de que el prevenido tuviese conocimiento de las notificacio-
nes de la sentencia con anterioridad al treinta de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete, fecha en que interpuso 
su recurso de casación; que, por consiguiente, este recurso 
es prematuro, por haber sido forma& el mismo día en que 
se iniciaba el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis González Ortiz, con-
tra sentencia pronunciada en grado de apelación por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís, en fecha veintisiete de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Mbrel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. La marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dgda y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 
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a la forma los recursos de apelaciones interpuestos por el 
inculpado Luis González Ortiz, contra sentencia del Juzgado 
de Paz de este Municipio de fecha 7 de septiembre de 1956 
y 12 de febrero de 1957, que lo condenó en defecto a cinco 
días y tres meses, por los delitos de Violación a la Ley N' , 

 4017 sobre tránsito de carreteras; SEGUNDO: Que debe 
ordenar, como en efecto ordena, la unión de dos expedien-
tes a cargo del nombrado Luis González Ortiz: TERCERO: 
Que debe Pronunciar, como en efectr ■ pronuncia, el defecto 
contra el nombrado Luis González Ortiz, por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; CUARTO: Que en cuanto al fondo modificar 
y modifica, las sentencias apeladas y en consecuencia se 
condena al nombrado Luis González Ortiz, a sufrir la pena 
de tres meses de prisión correccional; QUINTO: Que debe 
condenar, y condena, al inculpado al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha treinta de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte' de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 187 del Código de 
Procedimiento Criminal; 1, 29, 30 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que las sentencias en defecto dictadas en 
última instancia no pueden ser impugnadas en casación 
mientras esté abierto el plazo de la oposición; aue, en efecto, 
al tenor del artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, el plazo de diez días para interponer el recurso 
de casación, prescrito por el artículo 29, tiene por punto 
de partida el día en que la oposicion no fuere admisible; 

Considerando, por otra parte, que de conformidad con 
el artículo 187 del Código de Procedimiento Criminal, si la 
notificación de la sentencia en defecto no se hubiese hecho 

a  persona, se admitirá la oposición hasta el vencimiento de 
los plazos de la prescripción de la pena, a menos que el pre-
venido haya tenido conocimiento personal de la notificación; 
que en este último caso, el plazo de cinco días impartido 
por el artículo 186 para la oposición tiene por punto de par-
tida el día en que el prevenido haya tenido personalmente 
conocimiento de la notificación; 

Considerando que en el expediente no hay constancia 
de que el prevenido tuviese conocimiento de las notificacio-
nes de la sentencia con anterioridad al treinta de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete, fecha en que interpuso 
su recurso de casación; que, por consiguiente, este recurso 
es prematuro, por haber sido formado el mismo día en que 
se iniciaba el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis González Ortiz, con-
tra sentencia pronunciada en grado de apelación por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís, en fecha veintisiete de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. La marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—: Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 21 

de noviembre de 1957. 

Materia Penal. 

Recurrente: Luz María Henríquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de mil nove- 

1,  cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luz Ma- 
ría Henríquez, cédula 24330, serie 54, sello 850988, (sin 
ninguna otra indicación con respecto a sus generales), con- 
tra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
veintiuno de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, en la causa seguida 
contra Inocencio Balbuena por violación a la Ley N °  2402, 
de 1950, en perjuicio de una menor de nombre Reyna, pro-
creada por la señora Regina Paulino, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE- 

GUNDO: Revoca la sentencia dictada el once de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y seis, por el Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, que con-
denó al prevenido y apelante Inocencio Balbuena, de gene-
rafes conocidas, a sufrir dos años de prisión correccional y 
al pago de las costas, por el delito de violación a la Ley N^ 
2402 en perjuicio de la menor Reyna. de tres años de edad, 
procreada por la querellante Regina Paulino, y fijó en ocho 
pesos oro la pensión mensual que el referido prevenido debe-
rá pasar en favor de la menor Indicada; y obrando por pro-
pia autoridad, descarga al inculpado Inocencio Balbuena del 
delito que se le imputa, por no ser el padre de la menor 
Reyna, hija de la querellante; TERCERO: Declara las costas 
de oficio"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiséis de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, § requerimiento 
de la recurrente Luz María Henríquez, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación, y se expresa: 
"que el presente recurso lo interpone por no estar conforme 
con dicho fallo"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 22 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 22 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, en materia crimi- 
al, correccional o de simple policía, solo pueden pedir la 
asación de una sentencia, el condenado, el Ministerio Pú 

blico, la parte civil, y las personas civilmente responsables; 
Considerando que en el presente caso, se trata de una 

sentencia dictada por la. Corte de Apelación de La Vega, 
en la causa seguida al procesado Inocencio Balbuena, por 
violación a la Ley N g  2402, de 1950, en perjuicio de la me- 
nor de nombre Reyna, de tres años de edad, procreada por 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 21 

de noviembre de 1957. 

Materia Penal. 

Recurrente: Luz Maria Henríquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luz Ma-
ría Henríquez, cédula 24330, serie 54, sello 850988, (sin 
ninguna otra indicación con respecto a sus generales), con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
veintiuno de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, en la causa seguida 
contra Inocencio Balbuena por violación a la Ley N" 2402, 
de 1950, en perjuicio de una menor de nombre Reyna, pro-
creada por la señora Regina Paulino, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE- 
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GUNDO: Revoca la sentencia dictada el once de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y seis, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, que con-
denó al prevenido y apelante Inocencio Balbuena, de gene-
rares conocidas, a sufrir dos años de prisión correccional y 
al pago de las costas, por el delito de violación a la Ley N" 
2402 en perjuicio de la menor Reyna. de tres años de edad, 
procreada por la querellante Regina Paulino, y fijó en ocho 
pesos oro la pensión mensual que el referido prevenido debe-
rá pasar en favor de la menor Indicada; y obrando por pro-
pia autoridad, descarga al inculpado Inocencio Balbuena del 
delito que se le imputa, por no ser el padre de la menor 
Reyna, hija de la querellante; TERCERO: Declara las costas 
de oficio"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiséis de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
de la recurrente Luz María Henríquez, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación, y se expresa: 
"que el presente recurso lo interpone por no estar conforme 
con dicho fallo"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 22 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 22 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, en materia crimi- 
nal, correccional o de simple policía, solo pueden pedir la 
casación de una sentencia, el condenado, el Ministerio Pú- 
blico, la parte civil, y las personas civilmente responsables; 

Considerando que en el presente caso, se trata de una 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en la causa seguida al procesado Inocencio Balbuena, por 
violación a la Ley N9 2402, de 1950, en perjuicio de la me- 
nor de nombre Reyna, de tres años de edad, procreada por 



BOLETÍN JUDICIAL 356 BOLETÍN JUDICIAL 	 357 

la querellante Regina Paulino, en la cual sólo estas perso. 
nas han figurado como partes; que, por tanto, la señora 
Luz María Henríquez, quien ha figurado en dicho proce. 
so, no puede pedir la casación y su recurso no puede ser ad- 
mitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luz María Henríquez, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
veintiuno de noviembre de mil novecientos cincuenta y sie-
te, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicha recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública ,del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. — 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 13 
de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Rel'IU• PIlte: Benigno Fernández Franco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituldá por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, ex Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Benigno 
Fernández Franco, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Bella Vista, de la Ciudad 
de Santiago de los Caballeros, cédula 2057, serie 45, sello 
32177, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santia-
go, de fecha trece de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Admite en la 
forma, los recursos de apelación; Segundo: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha treinta de septiembre del año en curso (1957), 
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la querellante Regina Paulino, en la cual sólo estas perso. 
nas han figurado como partes; que, por tanto, la señora 
Luz María Henríquez, quien ha figurado en dicho proce-
so, no puede pedir la casación y su recurso no puede ser ad-
mitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luz María Henríquez, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
veintiuno de noviembre de mil novecientos cincuenta y sie-
te, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicha recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública *del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. — 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

357 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

entencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 13 
de noviembre de 1957. 

ateria: Penal. 

FeGIIrTShtte: Benigno Fernández Franco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituídá por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Benigno 
Fernández Franco, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Bella Vista, de la Ciudad 
de Santiago de los Caballeros, cédula 2057, serie 45, sello 
32177, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santia-
go, de fecha trece de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Admite en la 
forma, los recursos de apelación; Segundo: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha treinta de septiembre del año en curso (1957), 
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por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de este Distrito Judicial de Santiago, mediante la 
cual condenó al nombrado Benigno Fernández Franco, a 
la pena de dos años de prisión correccional, y a las costas, 
por el delito de violación a la Ley N<' 2402 (de 1950), en 

 perjuicio de los menores Natividad y Bruno Antonio, pro-
creados por la señora María Alejandrina Peña, fijó en la 
cantidad de ocho pesos oro mensuales, la pensión que debe. 
rá pasar a la madre querellante en favor de dichos menores, 
pagaderos a partir de la fecha de la querella, ordenando la 
ejecución provisional de la sentencia ro obstante cualquier 
recurso; y Tercero: Condena al procesado al pago de las 
costas"; 

Oído cl alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha trece de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 36 y 65 de la Ley sobre 

IProcedirniento de Casación; 
Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-
pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley N 9  2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Benigno Fernández Fran-
co, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, 
de fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Blliini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

sk 
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por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de este Distrito Judicial de Santiago, mediante la 
cual condenó al nombrado Benigno Fernández Franco, a 
la pena de dos años de prisión correccional, y a las costas, 
por el delito de violación a la Ley N9 2402 (de 1950), e n 

 perjuicio de los menores Natividad y Bruno Antonio, pro-
creados por la señora María AlejanUrina Peña, fijó en la 
cantidad de ocho pesos oro mensuales, la pensión que debe-
rá pasar a la madre querellante en favor de dichos menores, 
pagaderos a partir de la fecha de la querella, ordenando la 
ejecución provisional de la sentencia no obstante cualquier 
recurso; y Tercero: Condena al procesado al pago de las 
costas"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha trece de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
,berado, y vistos los artículos 1, 36 y 65 de la Ley sobre 

rocedimiento de Casación; 
Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-
pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley NQ 2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Benigno Fernández Fran-
co, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, 
de fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Blliini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor 
Contin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-

cha 12 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal 

Recurrente: Juanita Báez Martínez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juanita 
Báez Martínez, dominicana, mayor de edad, soltera, de los 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la calle 
María Martínez NQ 24, de la ciudad de Baní, Provincia 
Trujillo Valdez, cuya cédula personal de identidad no se 
menciona en el expediente, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, de fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de 
la recui rente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedi- 
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sgbre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha veintisiete de mayo de mil novecientos cin- 
cuenta y siete, compareció por ante el Despacho de la Po- 
licía Nacional en la ciudad de Baní, Juanita Báez Martínez. 
de generales que constan, y presentó una querella contra 
Milton del Carmen Sánchez Herrera Arias, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, agricultor, domiciliado y residente en 
Escondido, Paraje de Mata Gorda, sección del Municipio de 
Baní, cédula 16345, serie 3, sello 2883285, por no querer 
éste atender con sus obligaciones de padre con respecto al 
niño Rafael Báez Martínez, de 15 días de nacido en el mo- 
mento de la querella, y que la exponente dijo haber pro- 
creado con él, solicitando que se le asignara una pensión 
de RD$6.00 oro mensuales, para las atenciones del referido 
menor; b) que en la misma fecha el Oficial de la Policía 
Nacional que actuó en la redacción de la querella, le hizo 
un requerimiento al presunto padre para que compareciera 
en fecha 3 de junio de 1957 ante el Juzgado de Paz del 
Municipio de Baní a fin de que allí se aviniera a cumplir 
con las indicadas obligaciones, advirtiéndole de que, en caso 
contrario, la parte interesada podría continuar el procedi-
miento establecido por la Ley; c) que el día y hora indicados 
en el requerimiento las partes comparecieron al Juzgado 
de Paz del dicho Municipio en donde la madre querellante 
ratificó el acta levantada por la Policía y a su vez, Milton 



360 BOLETÍN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 361 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-

cha 12 de noviembre de 1957. 

Materh: Penal 

Recurrente: Juanita Báez Martínez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel. Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juanita 
Báez Martínez, dominicana, mayor de edad, soltera, de los 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la calle 
María Martínez NQ 24, de la ciudad de Baní, Provincia 
Trujillo Valdez, cuya cédula personal de identidad no se 
menciona en el expediente, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, de fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente 'fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de 
la recua rente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha veintisiete de mayo de mil novecientos cin-
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del Carmen Sánchez Herrera Arias manifestó que no podí a 
 ofrecer ninguna suma para la manutención del referido 

meror en razón de que él no es el padre; d) que a solicitud 
de la interesada el Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez puso en movimiento la acción pública y 
citó a Milton del Carmen Sánchez Herrera Arias, por ante 
el Tribunal Correccional y luego de conocerse de la causa 
en fecha veintisiete de junio de mil novecientos cincuenta 
y siete, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Trujillo Valdez hizo un reenvío para fines de una 
mejor sustanciación, ordenando la citación de varios testi-
gos para la audiencia del diez de julio del mismo año; e) 
que al conocerse nuevamente de la causa en la indicada 
fecha se ordenó otro reenvío para citar a otros testigos y 
nuevamente, en la audiencia del veintitrés de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, dicho Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez dictó sen-
tencia de reenvío, para que se citaran otros testigos; f) que 
en lecha seis de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, 
al conocerse finalmente de la causa, el mencionado Juzgado 
de Primera Instancia, dictó una sentencia cuyo dispositivo 
dice a31: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto 
declaramos, al nombrado Milton del Carmen Sánchez He-
rrera Arias, de generales anotadas, no culpable de violación 
a la Ley 1\11' 2402, de 1950, en perjuicio de un menor de 
nombre Rafael, de 1 mes, y 19 días (sic) de edad que tiene 
procreado la señora Juanita Báez Martínez, y se descarga 
de dicho hecho (delito) por insuficiencia de pruebas; SE-
GUNDO: Declarar, como al efecto declaramos, las costas de 
oficio"; 

Considerando que sobre apelación, la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal dictó en fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA -  PRIMERO: 
Declara regular y válido es la forma, el recurso de apelación 
interpuesto por la querellante Juanita Báez Martínez, con-
tra sentencia de fecha 6 de agosto d& 1957, dictada por el 

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo Valdez, cuyo dispositivo aparece transcrito ,en otra 
parte de la presente sentencia; SEGUNDO: Descarga al pre-
venido Milton del Carmen Sánchez Herrera Arias, por insu-
ficiencia de pruebas de que sea el padre del menor Rafael, 
procreado por la querellante Juanita Báez Martínez: y TER-
CERO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
en la sentencia impugnada mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente aportados al 
debate, lo que sigue: que ninguno de ios testigos oídos en la 
causa es el primero como en el segundo grade de jurisdic-
ción corroboraron la declaración de 11; querellante tendiente 
a establecer que el prevenido es el padre del menor de que 
se trata; que el examen y estudio de los otros elementos de 
la causa, no arrojan pruebas decisivaQ para determinar que 
el menor de que se trata es hijo del inculpado 

Considerando que, en consecuencia ;  la referida Corte 
al descargar al prevenido Milton del Carmen Sánchez He-
rrera Arias del delito de violación a la Ley N9  2402, de 
1950, en perjuicio del menor Rafael Baez procreado por la 
señora Juanita Báez Martínez, por insuficiencia de pruebas 
de que él sea el padre de dicho menor, confirmando así la 
sentencia apelada en todos sus aspectos, hizo una correcta 
aplicación del artículo 191 del Código de Procedimiento 
Criminal; 

Considerando que examinada es :lus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio Que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juanita Báez Martínez, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 
doce de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en otro lugar dei presente fallo; y Se-
gundo: Declara las costas de oficio; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C.—. 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, D•cretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. -- 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 13 
de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Argentina Mercedes Peña.  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Argentina 
Mercedes Peña, dominicana, de diecinueve años de edad, 
soltera, domiciliada y residente en la calle Arté N9 5-A, de 
la ciudad de Santiago, (sin indicación de su cédula perso-
nal), contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago 
de fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C.—. 
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los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
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Recurrente: Argentina Mercedes Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Argentina 
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soltera, domiciliada y residente en la calle Arté NQ 5-A, de 
la ciudad de Santiago, (sin indicación de su cédula perso-
nal), contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago 
de fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua en fecha trece de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de la 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi- 

nado de casación; 
' La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 4 párrafo IV de la Ley NQ 
2402, de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de abril de mil novecientos cincuenta 
y cinco, compareció por ante el Oficial del Día del Cuartel 
General de la Policía Nacional en Santiago, la señora Ar-
gentina Mercedes Peña, cédula 49422, serie 31 y presentó 
una querella contra Tomás Ramírez Hernández, dominica-
no, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y residente 
en aquella ciudad, cédula 6499, serie 38, sello 212129, por 
no cumplir éste con sus obligaciones de padre de sus meno-
res hijos Leandra y Tomás Peña, de 3 y 1 año, 5 meses de 
edad, al momento de la querella, procreados con la quere-
llante, quien solicitó que se le fijara una pensión de RD 
$20.00 oro mensuales, para las atenciones de los referidos 
menores; b) que en fecha treinta de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete el Magistrado Juez de Paz de la 
Segunda Circunscripción del Municipio de Santiago levantó 
un acta de no conciliación en la que se expresa que la que-
rellante solicitó una pensión de RD$40.00 oro mensuales y 
que el señor Ramírez Hernández no compareció a pesar de 
haber sido legalmente requerido a ello; c) Que en fecha 
catorce de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago conoció de la causa y dictó 
ese mismo día una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra Tomás 
Ramírez Hernández, de generales ignoradas, por no haber 
comparecido a la audiencia a pesar de haber sido legalmente 

BOLETÍN JUDICIAL 	 367 

citado; SEGUNDO: Declara al mencionado prevenido, cul-
pable del delito de violación a la Ley N9  2402, de 1950, 
en perjuicio de los menores Leandra y Tomás Peña, de 6 
y 4 años de edad, respectivamente, procreados con la quere-
llante Argentina Mercedes Peña; y en consecuencia, lo 
condena a sufrir la pena de dos años de prisión correccional; 
TERCERO: Fija la suma de veinte pesos (RD$20.00) oro, 
como pensión mensual que deberá pasar el prevenido a la 
querellante en beneficio de los menores que tiene procrea-
dos, a partir de la fecha de la querella; CUARTO: Ordena 
la ejecución provisional de la sentencia; QUINTO: Lo con- 
dena en costas"; 

Considerando que sobre apelación del prevenido, la 
Corte de Apelación de Santiago dictó en fecha trece de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite en la forma, el recurso de apela-
ción; SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales, en fecha 14 de octubre de 
1957, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera instancia del Distrito Judicial de Santiago, mediante 
la cual condenó al nombrado Tomás Ramírez Hernández, 
a la pena cte dos años de prisión correccional y a las costas, 
por el delito de violación a la Ley N9  2402, de 1950, en 
perjuicio de los menores Leandra y Tomás Peña, de 6 y 4 
años de edad, respectivamente, procreados con la señora 
Argentina Mercedes Peña, fijó en la cantidad de veinte 
pesos (RD$20.00) oro como pensión que debía pasar a la 
madre querellante en favor de los referidos menores, a 
partir de la fecha de la querella, ordenando la ejecución 
provisional de la sentencia: en el sentido de rebajar la pen-
si'5n a la cantidad de doce pesos (RD$12.00) oro mensuales, 
confirmando dicha sentencia en sus demás aspectos; y TER-
CERO: Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión que le fué impuesta por la 
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sentencia apelada, el presente recurso de casación inter-
puesto por la madre querellante, queda necesariament e 

 restringido a lo relativo al monto de la pensión; 

Considerando que la Corte a qua para modificar la 
sentencia apelada, en el sentido de rebajar la pensión de 
veinte pesos que le impuso al prevenido el Juez de primer 
grado, a la suma de doce pesos oro mensuales, dió por 
establecido en la sentencia impugnada lo siguiente: "que 
el prevenido produce aproximadamente (viajando corno 
chófer de la Cervecería Nacional Dominicana). cincuenta a 
sesenta pesos oro mensuales, y que estos son los únicos re-
cursos de que puede disponer" y que, "reconociendo las 
necesidades que deben ser satisfechas en dos menores de 
4 y 6 años de edad, se debe reducir a I1D$12.00 oro men-
suales la pensión fijada por el Juez de primer grado para 
dichos menores, por ser ésta más proporcionada con las 
circunstancias señaladas"; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua hizo 
en la sentencia impugnada una correcta aplicación de los 
artículos 1 y 4, párrafo IV de la Ley N' 2402, de 1950: 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Argentina Mercedes Peña, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha 
trece de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Declara las costas de oficio; 

(Firmados) H. Herrera Billini — Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lainarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo — 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

29 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luz Maria Henríquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luz María 
Henríquez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en la calle Sabana Lar-
ga de la Ciudad de Moca, Provincia Espaillat, cédula 24330, 
serie 54, sello 830988, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de La Vega, de fecha veintinueve de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presenté fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera' 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha ocho de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de la 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado 

 Suprema Corte L 	Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 203 y 212 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de coCnassiadceiraónn; 

do que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres de mayo de mil novecientos cincuenta y siete 
compareW por ante el Oficial Comandante del Destaca-
mento de la Policía Nacional en la ciudad de Moca, la se-
ñora Luz María Henríquez, de generales que constan, y 
presentó una querella contra Antonio Guzmán o Antonio 
Eusebio Guzmán y Guzmán, dominicano, mayor de edad, 
soltero, comerciante, del domicilio y residencia de la misma 
ciudad de Moca, cédula 17897, serie 54, por no cumplir 
éste con sus obligaciones de padre de la menor Margarita 
que según alegó habían procreado entre ambos, de ocho 
meses de edad en el momento de la querella, y solicitó que 
se le asignara una pensión de RD$15.00 oro mensuales 
para las atenciones de dicha menor; b) que ante el Juez 
de Paz del Municipio de Moca, la tentativa de conciliación se 
realizó infructuosamente, porque Antonio Eusebio Guzmán 

s y Guzmán según consta en el acta levantada por el Juez de 
Paz asistido de su Secretario, negó la paternidad de la refe-
rida menor; c) que el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat, debidamente apoderado de 
la causa, conoció de ésta en audiencia pública del veinti-
nueve de mayo de mil novecientos cincuenta y siete y dictó 
ese mismo día una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara al procesado Antonio Eusebio 
Guzmán y Guzmán culpable del delito de Violación a la Ley 
N 2402, (de 1950), en perjuicio de la menor Margarita, 
de un mes de nacida, procreada con la señora Luz María 
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meses de edad en el momento de la querella, y solicitó que 
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Henríquez Gómez, y en consecuencia lo condena a dos 
años de prisión correccional y al pago de las costas; SEGUN.. 
DO: Fija una pensión mensual a cargo del procesado y en 

 favor de la referida menor, de RD$5.00 oro para su ma-
nutención: y TERCERO: Ordena la ejecución provisional 
de la sentencia no obstante cualquier recurso"; d) que de 
esta sentencia interpusieron apelación, tanto el prevenido

'  en fecha tres de junio de mil novecientos cincuenta y siete 
como la madre querellante en fecha once del mismo mes :, 
e) que en fecha siete de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y siete, la Corte de Apelación de La Vega, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Reenvía para una au-
diencia que se fijará oportunamente el conocimiento de 
la presente causa, por considerarla insuficientemente sus-
tanciada; TERCERO: Ordena un expedido médico para 
determinar por medio del examen la sangre del prevenido 
Antonio Eusebio Guzmán y Guzmán, de la madre quere-
llante Luz María Henríquez y de la menor Margarita, si 
es posible excluir a dicho prevenido como presunto padre 
de la menor indicada; CUARTO: Designa al señor Dr. José 
de Jesús Alvarez Perelló, médico de la ciudad de Santiago, 
para que realice el indicado experticia y al Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial. para recibirle ju-
ramento; QUINTO: Fija el término de un mes, a partir 
de hoy, para la realización de la medida ordenada, dispo- ' 
niendo que los gastos que ella implique sean avanzados por 
el prevenido Antonio Eusebio Guzmán y Guzmán; SEXTO: 
Ordena que al requerimiento del Magistrado Procurador 
General de la Corte, sean citados los testigos Julio Carva-
jal y Mercedes Cruceta, domiciliados y residentes en la 
ciudad de Moca; SEPTIMO: Reserva las costas"; f) que lue-
go de dos reenvíos sucesivos de las audiencias que siguie-
ron posteriormente, a los fines de una mejor sustanciación 
de la causa, y luego de haberse realizado la medida de ins-
trucción ordenada, la Corte a qua dictó la sentencia ahora 
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impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma - el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia dictada el veintinueve de mayo del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, que condenó al pre-
venido y apelante Antonio Eusebio Guzmán y Guzmán, de 
generales conocidas, a sufrir dos años de prisión correccio-
nal y al pago de las costas, por el delito de violación a la 
Ley N" 2402, de 1950, en perjuicio, de una menor procrea-
da por la señora Luz María Henríquez, fijando en la suma 
de cinco pesos oro, la pensión mensual que el indicado 
inculpado deberá pasar en beneficio de la citada menor; 
y obrando por propia autoridad, descarga al referido Anto-
nio Eusebio Guzmán y Guzmán del delito que se le imputa, 
por no ser el padre de la menor Margarita, procreada por 
la querellante Luz María Henríquez; TERCERO: Declara 
de oficio las costas de esta instancia"; 

Considerando en cuanto a la caducidad del recurso de 
apelación interpuesto por la madre querellante, que la Cor-
te a qua, en los motivos del fallo impugnado lo decidió aún 
cuando no en el dispositivo, en la siguiente forma: "que 
según se comprueba por el acta correspondiente a la au-
diencia del 29 de mayo del año 1957, celebrada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Es-
paillat, Luz María Henríquez estuvo presente en esa au-
diencia; que al haber sido pronunciada la sentencia apelada 
ese mismo día y haber interpuesto Luz María Henríquez 
su recurso de apelación el día 11 de junio de 1957, es decir, 
12 días después de haber sido pronunciada, dicho recurso 
ebe ser declarado caduco por tardío"; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua en el 
resente caso hizo una correcta aplicación del artículo 203 
el Código de Procedimiento Criminal, al tenor del cual, 
abrá caducidad de la apelación, si la declaración de ape-
r no se ha hecho en la Secretaría del Tribunal que ha pro- 
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Henríquez Gómez, y en consecuencia lo condena a dos 
años de prisión correccional y al pago de las costas; SEGUN'. 
DO: Fija una pensión mensual a cargo del procesado y en 

 favor de la referida menor, de RD$5.00 oro para su ma-
nutención; y TERCERO: Ordena la ejecución provisional 
de la sentencia no obstante cualquier recurso"; d) que de 
esta sentencia interpusieron apelación, tanto el prevenido

'  en fecha tres de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
como la madre querellante en fecha once del mismo mes: 
e) que en 'fecha siete de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y siete, la Corte de Apelación de La Vega, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Reenvía para una au-
diencia que se fijará oportunamente el conocimiento de 
la presente causa, por considerarla insuficientemente sus-
tanciada; TERCERO: Ordena un experticio médico para 
determinar por medio del examen la sangre del prevenido 
Antonio Eusebio Guzmán y Guzmán, de la madre quere-
llante Luz María Henríquez y de la menor Margarita, si 
es posible excluir a dicho prevenido como presunto padre 
de la menor indicada; CUARTO: Designa al señor Dr. José 
de Jesús Alvarez Perelló, médico de la ciudad de Santiago, 
para que realice el indicado experticio, y al Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial. para recibirle ju-
ramento; QUINTO: Fija el término de un mes, a partir 
de hoy, para la realización de la medida ordenada, dispo-
niendo que los gastos que ella implique sean avanzados por 
el prevenido Antonio Eusebio Guzmán y Guzmán; SEXTO: 
Ordena que al requerimiento del Magistrado Procurador 
General de la Corte, sean citados los testigos Julio Carva-
jal y Mercedes Cruceta, domiciliados y residentes en la 
ciudad de Moca; SEPTIMO: Reserva las costas"; f) que lue-
go de dos reenvíos sucesivos de las audiencias que siguie-
ron posteriormente, a los fines de una mejor sustanciación 
de la causa, y luego de haberse realizado la medida de ins-
trucción ordenada, la Corte a qua dictó la sentencia ahora 

. nipugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
ILLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma 'el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia dictada el veintinueve de mayo del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, que condenó al pre-
venido y apelante Antonio Eusebio Guzmán y Guzmán, de 
generales conocidas, a sufrir dos años de prisión correccio-
nal y al pago de las costas, por el delito de violación a la 
Ley N" 2402, de 1950, en perjuicio, de una menor procrea-
da por la señora Luz María Henríquez, fijando en la suma 
de cinco pesos oro, la pensión mensual que el indicado 
inculpado deberá pasar en beneficio de la citada menor; 
y obrando por propia autoridad, descarga al referido Anto-
nio Eusebio Guzmán y Guzmán del delito que se le imputa, 
por no ser el padre de la menor Margarita, procreada por 
la querellante Luz María Henríquez; TERCERO: Declara 
de oficio las costas de esta instancia"; 

Considerando en cuanto a la caducidad del recurso de 
apelación interpuesto por la madre querellante, que la Cor-
te a qua, en los motivos del fallo impugnado lo decidió aún 
cuando no en el dispositivo, en la siguiente forma: "que 
según se comprueba por el acta correspondiente a la au-
diencia del 29 de mayo del año 1957, celebrada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Es-
paillat, Luz María Henríquez estuvo presente en esa au-
diencia; que al haber sido pronunciada la sentencia apelada 
ese mismo día y haber interpuesto Luz María Henríquez 
su recurso de apelación el día 11 de junio de 1957, es decir, 
2 días después de haber sido pronunciada, dicho recurso 
ebe ser declarado caduco por tardío"; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua en el 
sente caso hizo una correcta aplicación del artículo 203 
Código de Procedimiento Criminal, al tenor del cual, 

brá caducidad de la apelación, si la declaración de ape-
no se ha hecho en la Secretaría del Tribunal que ha pro- 
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nunciado la sentencia, diez días a más tardar después de 
su pronunciamiento; 

Considerando en cuanto a lo decidido sobre la apelación 
del prevenido: que la Corte a qua en la sentencia impugnada, 
dió por establecido mediante la ponderación de los cier nen. 
tos de prueba que fueron regularmente aportados al debate,  
entre otros, los siguientes hechos: 1) que de los testigos  
oídos a cargo del prevenido, uno de ellos incurrió en con-
tradicción y su declaración, además, fué estimada como no 
sincera; y el otro, no hizo sino repetir lo que le dijo la 
querellante cuando estaba embarazada: "que la barriga 
era del prevenido"; 2) que el experticio médico afirmó "que 
la niña Margarita posee el aglutinógeno A, que no está 
presente en la sangre de su madre ni en la del prevenido, 
y que como existe una ley de herencia según la cual los 
aglutinógenos A y B, no pueden aparecer en la sangre de 
una persona a menos que no estén presentes en la sangre 
de uno o ambos padres, al aparecer este aglutinógeno en la 
sangre de dicha niña y estar ausente en la sangre de su 
madre es evidente que ella lo heredó de su padre, quien 
tiene que tener en su sangre dicho aglutinógeno", conclu-
yendo, que el prevenido "no es el padre de la niña Margarita 
Henríquez"; 3) "que aún cuando la menor de que se trata 
es blanca y de cabellos rubios como lo es el prevenido, la 
madre también es blanca y de pelo rubio, y comparados 
los rasgos fisonómicos de dicha menor con los del preve-
nido, no existe parecido físico ninguno"; y 4) "que las 
declaraciones de la querellante, en el sentido de que vivió 
nueve meses con el prevnido y a consecuencia de este con-
cubinato quedó embarazada dé la menor Margarita, se 
queda sola sin ningún indicio o testimonio que la corro-
bore"; 

Considerando que los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para la ponderación de las pruebas regular-
mente administradas en la instrucción de la causa; que, en 
consecuencia, la Corte a pm, al revocar la sentencia apelada 
y descargar al Prevenido Antonio Eusebio Guzmán y Guz- 
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mán del delito de violación a la Ley N9 2402, de 1950, que 
se le imputa, en perjuicio de la menor Margarita Henri-
quez procreada por la señora Luz María Henríquez, por no 
haberse probado que dicho prevenido sea el padre de la 
referida menor, hizo en el presente caso una correcta apli-
cación del artículo 212 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luz María Henríquez, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha vein-
tinueve de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Declara las costas de oficio; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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nunciado la sentencia, diez días a más tardar después de 
 su pronunciamiento; 

Considerando en cuanto a lo decidido sobre la apelación 
del prevenido: que la Corte a qua en la sentencia impugnada 
dió por establecido mediante la ponderación de los elemen-
tos de prueba que fueron regularmente aportados al debate, 

 entre otros, los siguientes hechos: 1) que de los testigos 
oídos a cargo del prevenido, uno de ellos incurrió en con-
tradicción y su declaración, además, fué estimada como no 
sincera; y el otro, no hizo sino repetir lo que le dijo la 
querellante cuando estaba embarazada: "que la barriga 
era del prevenido"; 2) que el experticio médico afirmó "que 
la niña Margarita posee el aglutinógeno A, que no está 
presente en la sangre de su madre ni en la del prevenido, 
y que como existe una ley de herencia según la cual los 
aglutinógenos A y B, no pueden aparecer en la sangre de 
una persona a menos que no estén presentes en la sangre 
de uno o ambos padres, al aparecer este aglutinógeno en la 
sangre de dicha niña y estar ausente en la sangre de su 
madre es evidente que ella lo heredó de su padre, quien 
tiene que tener en su sangre dicho aglutinógeno", conclu-
yendo, que el prevenido "no es el padre de la niña Margarita 
Henríquez"; 3) "que aún cuando la menor de que se trata 
es blanca y de cabellos rubios como lo es el prevenido, la 
madre también es blanca y de pelo rubio, y comparados 
los rasgos fisonómicos de dicha menor con los del preve-
nido, no existe parecido físico ninguno"; y 4) "que las 
declaraciones de la querellante, en el sentido de que vivió 
nueve meses con el prevnido y a consecuencia de este con-
cubinato quedó embarazada dé la menor Margarita, se 
queda sola sin ningún indicio o testimonio que la corro-
bore"; 

Considerando que los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para la ponderación de las pruebas regular-
mente administradas en la instrucción de la causa; que, en 
consecuencia, la Corte a que, al revocar la sentencia apelada 
y descargar al prevenido Antonio Eusebio Guzmán y Guz- 

mán del delito de violación a la Ley N9 2402. de 1950, que 
se le imputa, en perjuicio de la menor Margarita Henrí-
quez procreada por la señora Luz María Henríquez, por no 
haberse probado que dicho prevenido sea el padre de la 
referida menor, hizo en el presente caso una correcta apli-
cación del artículo 212 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 
. Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Luz María Henríquez, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha vein-
tinueve de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Declara las costas de oficio; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

374 



376 
	

BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 

	
377 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de pri• 
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 

25 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Mercedes Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nómbre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' 'de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Mer-
cedes Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliada y residente en Santiago, cédula 31128, serie 31, 
sello 261746, contra sentencia pronunciada en grado de ape-
lación por la Primera Cámara Penal del- Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 
veinticinco de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en a lectura .del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
Cíe 

la 
República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha veinticinco de octubre de mil novecientos 
cincuenta y siete, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, apartado a), párrafg IV, 
de la -Ley N9  2022, reformado por la Ley 3749, de 1954, 
sobre accidentes causados con vehículo de motor, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
por oficio N9  133 de 'fecha primero de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete; el Oficial Comandante de la 11 3  Cía. 
Policía Nacional, Capitán Vidal Rodríguez, sometió por an-
te el Fiscalizador del Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, a los prevenidos José 
Alejandro Bruno y José Mercedes Pérez como presuntos 
autores de haber originado un choque de vehículos de mo-
tor, resultando con golpes la nombrada Juana Francisca 
Santana, de acuerdo con un acta levantada por el ler. 
Teniente F. N. Gabriel Almánzar... ; 2) que el Juzgado 
de Paz de la Primdra Circunscrupción'dei Municipio de 
Santiago, conoció de la causa en fecha primero de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, y dictó ese mismo 
día una sentencia cuyo dispositivo se encuentra íntegra-
mente copiado en el fallo ahora impugnado; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
el prevenido José Mercedes Pérez, la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado da Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, dictó a sentenclia que motiva este recurso de 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el prevenido José Mercedes Pé-
rez, de generales anotadas, contra sentencia correccional 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DE 1958 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de pri• 
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 

25 de octubre de 1957. 

Recurrente: José Mercedes Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jusz 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de febrero de 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Mer-
cedes Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en Santiago, cédula 31128, serie 31, 
sello 261746, contra sentencia pronunciada en grado de ape-
lación por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 
veinticinco de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en a lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la  República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
nte, en fecha veinticinco de octubre de mil novecientos 

cincuenta y siete, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii-
berado, y vistos los artículos 3, apartado a), párrafo IV, 
de la -Ley N° 2022, reformado por la Ley 3749, de 1954, 
sobre accidentes causados con vehículo de motor, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando Que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
por oficio N° 133 de 'fecha primero de octubre de mil nove-

• cientos cincuenta y siete, el Oficial Comandante de la 11A Cía. 
9, Policía Nacional, Capitán Vidal Rodríguez, sometió por an-

te el Fiscalizador del Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, a los prevenidos José 
Alejandro Bruno y José Mercedes Pérez como presuntos 
autores de haber originado un choque de vehículos de mo-
tor, resultando con golpes la nombrada Juana Francisca 
Santana, de acuerdo con un acta levantada por el ler. 
Teniente P N. Gabriel Almánzar . . . ; 2) que el Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscrupción dei Municipio de 
Santiago, conoció de la causa en fecha primero de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, y dictó ese mismo 
día una sentencia cuyo dispositivo se encuentra íntegra-
mente copiado en el fallo ahora impugnado; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
el prevenido José Mercedes Pérez, la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, dictó a sentenclia que motiva este recurso de 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el prevenido José Mercedes Pé-
rez, de generales anotadas, contra sentencia correccional 
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N" 1815, del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción  
del Municipio de Santiago, cuyo dispositivo dice así: 'FA.. 
LLA: Primero: que debe declarar como al efecto declara 
al nornbraao José Alejandro Bruno, de generales que figu. 
ran en el expediente no culpable del hecho puesto a su cargo 
(violación de la Ley No 2022 sobre accidente ocasionados 
con vehículos de motor) y en consecuencia lo descarga de 
toda responsabilidad penal, por no haberlo cometido; Se_ 
gundo: Que debe declarar como al efecto declara al nom-
brado José Mercedes Pérez, de generales que figuran en el 
expediente, culpable de violar el artículo 3, apartado a) de 11,  
Ley No 2022, reformada, sobre accidentes ocasionados con 
vehículos de motor (golpes involuntarios) en perjuicio de la 
señora Juana Francisca Santana, y, en consecuencia, lo 
condena a sufrir seis días de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$10.00 (diez pesos oro dominicanos), 
compensable con prisión a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar; Tercero: Que debe ordenar como al efecto 
ordena la cancelación de la licencia NO 16353 que-para ma-
nejar vehículos de motor posee el precitado inculpado José 
Mercedes Pérez, por un período de dos meses, a partir de 
la extinción de la pena principal; y Cuarto: que debe con-
denar como al efecto condena al inculpado José Mercedes 
Pérez, al pago de las costas penales del presente procedi-
miento, a la vez que las declara de oficio, en cuanto al pre-

venido José Alejandro Bruno'; SEGUNDO: Confirma la 
sentencia expresada, en lo atinente al apelante, en todas 
sus partes; TERCERO: Condena al prevenido recurrente al 

pago de las costas"; 
Considerando que el Juzgado dió por establecido, me-

diante la ponderación de los elementos de prueba aportados 
en la instrucción de la causa, lo siguiente: "1) que siendo 
aproximadamente las diez de Id mañana del día 1 9  de octu-
bre 'del presente año de 1957, en un puente situado en las 
inmediaciones del kilómetro 51/2 de la carretera 'Duarte' 
(tramo Licey-Santiago) de este Municipio de Santiago, se 

originó un choque entre el camión placa No 19480, propie- 
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dad del señor Manuel González y González, el cual era con-
ducido por el chófer José Alejandro Bruno, portador de la 
licencia No 22099 para manejar vehículos de motor, debi-
damente renovada para 1957, que transitaba de Este a 
Oeste por la citada vía y la guagua placa N 9  6794, propiedad 
del señor Juan María Rodríguez que conducía el chófer 
José Mercedes Pérez, provisto de la licencia 1\19  16353 para 
manejar dicha clase de vehículos de motor, renovada para 
el cursante año, la cual transitaba Dor la referida carrete-
ra en dirección opuesta, es decir, de Oeste a Este; 2) que el 
choque en referencia, tuvo su causa en la circunstancia 
de que el chófer José Mercedes Pérez cruzaba el puente 
a una velocidad superior a 10 kilómetros por hora y conti-
nuó girando no obstante ver la proximidad del vehículo 
conducido por el coprevenido José Alejandro Bruno quien 
ya había detenido la marcha, conforme lo prevé la Ley N9  
4017, sobre Tránsito de Vehículos, y 3) que a consecuencia 
del impacto (choque) la pasajera de la guagua, señora Jua-
na Fraricisca Santana, recibió contusiones que curaron an-
tes de diez días"; 

Conskkrando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Tribunal a quo está caracterizado el delito 
de heridas por imprudencia, previsto por el articulo 3, inci-
so a), de la Ley No 2022, reformado por la numero 3749, 
sobre accidentes causados con el manejo de vehículos de 
motor, puesto a cargo del recurrente; que, en consecuencia, 
el Tribunal a quo atribuyó a los hecnos la calificación legal 
que les corresponde, y al condenar a dicho prevenido a las 
penas de seis días de prisión correccional y diez pesos de 
multa, y ordenar que sea mantenida por el término de dos 
meses la cancelación de la licencia que posee el prevenido 
para manejar vehículos d motor, a partir de la fecha de 
la extinción de la pena, le impuso la sanción ene está ajus-
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
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' 1815, del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
del Municipio de Santiago, cuyo dispositivo dice así: 'FA-
LLA: Primero: que debe declarar como al efecto declara 
al nortibraao José Alejandro Bruno, de generales que figu-
ran en el expediente no culpable del hecho puesto a su cargo 
(violación de la Ley N9 2022 sobre accidente ocasionados 
con vehículos de motor) y en consecuencia lo descarga de 
toda responsabilidad penal, por no haberlo cometido; Se-
gundo: Que debe declarar como al efecto declara al nom-
brado José Mercedes Pérez, de generales que figuran en el 
expediente, culpable de violar el artículo 3, apartado a) dell , 

 Ley N9  2022, reformada, sobre accidentes ocasionados con 
vehículos de motor (golpes involuntarios) en perjuicio de la 
señora Juana Francisca Santana, y, en consecuencia, lo 
condena a sufrir seis días de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$10.00 (diez pesos oro dominicanos), 
compensable con prisión a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar; Tercero: Que debe ordenar como al efecto 
ordena la cancelación de la licencia N 9  16353 que-para ma-
nejar vehículos de motor posee el precitado inculpado José 
Mercedes Pérez, por un período de dos meses, a partir de 
la extinción de la pena principal; y Cuarto: que debe con-

denar como al efecto condena al inculpado José Mercedes 
Pérez, al pago de las costas penales del presente procedi-
miento, a la vez que las declara de oficio, en cuanto al pre-
venido José Alejandro Bruno'; SEGUNDO: Confirma la 
sentencia expresada, en lo atinente al apelante, en todas 

sus partes; TERCERO: Condena al prevenido recurrente al 
pago de las costas"; 

Considerando que el Juzgado dió por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de prueba aportados 
en la instrucción de la causa, lo siguiente: "1) que siendo 
aproximadamente las diez de let mañana del día 1 9  de octu-
bre del presente año de 1957, en un puente situado en las 
inmediaciones del kilómetro 51/2 de la carretera 'Duarte' 
(tramo Licey-Santiago) de este Municipio de Santiago, se 

originó un choque entre el camión placa N 9  19480, propie- 
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dad del señor Manuel González y González, el cual era con-
ducido por el chófer José Alejandro Bruno, portador de la 
licencia N9 22099 para manejar vehículos de motor, debi-
damente renovada para 1957, que transitaba de Este a 
Oeste por la citada vía y la guagua placa N 9  6794, propiedad 

• del señor Juan María Rodríguez que conducía el chófer 
José Mercedes Pérez, provisto de la licencia 1\1 9  16353 para 
manejar dicha clase de vehículos de motor, renovada para 
el cursante año, la cual transitaba por la referida carrete-

, ra en dirección opuesta, es decir, de Oeste a Este; 2) que el 
choque en referencia, tuvo su causa en la circunstancia 
de que el chófer José Mercedes Pérez cruzaba el puente 
a una velocidad superior a 10 kilómetros por hora y conti-
nuó girando no obstante ver la proximidad del vehículo 
conducido por el coprevenido José Alejandro Bruno quien 
ya había detenido la marcha, conforme lo prevé la Ley N9  
4017, sobre Tránsito de Vehículos, y 3) que a consecuencia 
del impacto (choque) la pasajera de la guagua, señora Jua-
na Fraricisca Santana, recibió contusiones que curaron an-
tes de diez días"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Tribunal a quo está caracterizado el delito 
de heridas por imprudencia, previsto por el articulo 3, inci-
so a), de la Ley N9 2022, reformado por la numero 3749, 
sobre accidentes causados con el manejo de vehículos de 
motor, puesto a cargo del recurrente; que, en consecuencia, 
el Tribuna t a quo atribuyó a los hecnos la calificación legal 
que les corresponde, y al condenar a dicho prevenido a las 
penas de seis días de prisión correccional y diez pesos de 
multa, y ordenar que sea mantenida por el término de dos 
meses la cancelación de la licencia que posee el prevenido 
para manejar vehículos da. motor, a partir de la fecha de 
la extinción de la pena, le impuso la sanción aue está ajus-
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DE 1958 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-

sación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por José Mercedes Pérez, contra sen-
tencia de la Primera Cámara Penal del Juzgesio de Prim e.. 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, pronuncia-
da en fecha veinticinco de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo está copiado en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-- 
Juan A. Mcrel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— • Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 12 de agosto de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Castillo. 
Abogados: Dres. Manuel de Js. Vargas Polanco y Manuel de Js. 

Reyes Martínez. 

intervinienle: La Barceló & Co., C. por A. 
Abogado: D. Joaquín Ramírez de la Rocha. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernán-
dez, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad, Distrito Nacional, hoy día 
veintiséis del mes de febrero de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Castillo, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo cédula 13085, serie 
37 , sello 290485, parte civil constituida, contra la Barceló 
&Co., C. por A., puesta en causa como persona civilmente 
responsable en la causa seguida a cargo de Hornero María 
Mejía, inculpado del delito de golpes y heridas involuntarios, 
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interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca- 

sación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por José Mercedes Pérez, contra sen-
tencia de ia Primera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago. pronuncia-
da en fecha veinticinco de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo está copiado en otro' lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Mcrel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.—• Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 12 de agosto de 1957. 

Materia: Penal. 

Beculrente: Manuel Castillo. 

Abogados: Dres. Manuel de Js. Vargas Polanco y Manuel de Js. 
Reyes Martínez. 

Interviniente: La Barcelb & Co., C. por A. 
Abogado: D. Joaquín Ramírez de la Rocha. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrero Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernán-
dez, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad, Distrito Nacional, hoy día 
veintiséis del mes de febrero de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 114' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era deTrujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Castillo, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo cédula 13085, serie 
37, sello 290485, parte civil constituida, contra la Barceló 
&Co., C. por A., puesta en causa como persona civilmente 
responsable en la causa seguida a cargo de Homero María 
Mejía, inculpado del delito de golpes y heridas involuntarios, 
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contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, de fecha doce de agosto de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Manuel de Jesús Vargas Polanco, cédula 

323, serie 40, sello 49374, por sí y por el Dr. Manuel de 
Jesús Reyes Martínez, cédula 14310, serie 37, sello 49951, 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones: 

Oído el Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha, cédulla 
40345, serie la, sello 935, abogado de la parte interviniente 
Barceló & Co., C. por A., entidad comercial, con su domi-
cilio en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Ma-
nuel de Jesús Vargas Polanco, por sí y por el Dr. Manuel 
de Jesús Reyes Martínez, abogados del recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por los Dres. 
Manuel de Jesús Vargas Polanco y Manuel de Jesús Reyes 
Martínez, en el cual se invocan los medios que más adelante 
se indican; 

Visto el escrito de intervención suscrito por el Dr. 
Joaquín Ramírez de la Rocha; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1384, parte tercera, del Código 
Civil y 1,, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) aue Homero 
María Mejía fué sometido a la acción de la justicia inculpa-
do del delito de golpes involuntarios causados con el manejo 
de un vehículo de motor a los nombrados Manuel Castillo, 
Manuel Campagna y Charles Marshall; b) que la Barceló 
& Co., C. por A., fué citada por la parte civil constituida, 
Manuel Castillo, para que fuera condenada como persona 
civilmente responsable del prevenido al pago de una in- 

demnizaeión por los perjuicios sufridos; c) que la Tercera 
cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional apoderado del hecho, dictó sentencia en fe-
cha primero de abril de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia en el fallo ahora impugnado: 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puesto por el Magistrado Procurador General de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo y por Manuel Castillo, par-
te civil constituida, la mencionada Corte de Apelación de 

"Ciudad Trujillo dictó la sentencia impugnada por el pre-
sente recurso de casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares s -  válidos, en sus res-
pectivas formas, los presentes recursos de apelación; SE-
GUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en 
fecha primero del mes de abril del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo 'dispositivo copiado textualmente dice 
así: 'FALLA: Primero: Que debe declarar y declara regu-
lar, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil 
hecha por el señor Manuel Castillo, contra la "BARCELO 
& Co., C. Por A.", como persona civilmente responsable 
del delito, en el hecho 'de violación a la Ley N° 2022, golpes 
involuntarios que se imputan al prevenido Homero María 
Mejía, en las personas de Manuel Castillo, Manuel Cam-
pagna y Charles Marshall; Segundo: Que debe declarar y 
declara a: nombrado Homero María Mejía, de generales 
que constan, no culpable del hecho que se le imputa, heridas 
y contusiones involuntarias en perjuicio de Manuel Castillo, 
Manuel Campaña y Charles Marshall, (violación a la ley 
N° 2022, y en consecuencia, lo descarga por no haberse es-
tablecido que el prevenido cometiera, mientras conducía 
el vehículo con el cual se han ocasionado estas lesiones, 
alguna de las faltas que enuncia el artículo 3 de la Ley 
N° 2022 (lile fuera la causa del accidente; Tercero: Que 
debe rechazar y rechaza las conclusiones de la parte civil 
constituida por improcedentes; y Cuarto: Que debe decla- 

382 



BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 383 

contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji_ 
110, de fecha 'doce de agosto de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Manuel de Jesús Vargas Polanco, cédula 

323, serie 40, sello 49374, por sí y por el Dr. Manuel de 
Jesús Rey:s Martínez, cédula 14310, serie 37, sello 49951, 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Ofdo el Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha, cédilla 
40345, serie 111, sello 935, abogado de la parte interviniente 
Barceló & Co., C. por A., entidad comercial, con su domi-
cilio en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Ma-
nuel de Jesús Vargas Polanco, por sí y por el Dr. Manuel 
de Jesús Reyes Martínez, abogados del recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por los Dres. 
Manuel de Jesús Vargas Polanco y Manuel de Jesús Reyes 
Martínez, en el cual se invocan los medios que más adelante 
se indican; 

Visto el escrito de intervención suscrito por el Dr. 
Joaquín Ramírez de la Rocha; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1384, parte tercera, del Código 
Civil y II, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que Homero 
María Mejía fué sometido a la acción de la justicia inculpa-
do del delito de golpes involuntarios causados con el manejo 
de un vehículo de motor a los nombrados Manuel Castillo, 
Manuel Campagna y Charles Marshall; b) que la Barceló 
& Co., C. por A., fué citada por la parte civil constituida, 
Manuel Castillo, para que fuera condenada como persona 
civilmente responsable del prevenido al pago de una in- 

derrinizaeión por los perjuicios sufridos; c) que la Tercera 
Cámara Fenal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional apoderado del hecho, dictó sentencia en fe-
cha primero de abril de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia en el fallo ahora impugnado; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puesto por el Magistrado Procurador General de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo y por Manuel Castillo, par-
te civil constituida, la mencionada Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó la sentencia impugnada por el pre-
sente recurso de casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en sus res-
pectivas formas, los presentes recursos de apelación; SE-
GUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en 
fecha primero del mes de abril del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo 'dispositivo copiado textualmente dice 
así: 'FALLA: Primero: Que debe declarar y declara regu-
lar, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil 
hecha por el señor Manuel Castillo, contra la "BARCELO 
& Co., C. Por A.", como persona civilmente responsable 
del delito, en el hecho de violación a la Ley N° 2022, golpes 
involuntarios que se imputan al prevenido Homero María 
Mejía, en las personas de Manuel Castillo, Manuel Cam-
pagna y Charles Marshall; Segundo: Que debe declarar y 
declara al nombrado Homero María Mejía, de generales 
que constan, no culpable del hecho que se le imputa, heridas 
y contusimes involuntarias en perjuicio de Manuel Castillo, 
Manuel Campaña y Charles Marshall, (violación a la ley 
1\19 2022, y en consecuencia, lo descarga por no haberse es-
tablecido que el prevenido cometiera, mientras conducía 
el vehículo con el cual se han ocasionado estas lesiones, 
alguna de las faltas que enuncia el artículo 3 de la Ley 
N° 2022 cÁue fuera la causa del accidente; Tercero: Que 
debe rechazar y rechaza las conclusiones de la parte civil 
constituida por improcedentes; y Cuarto: Que debe decla- 
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rar y declara las costas penales de oficio y condena a l a 
 parte civil constituida, señor Manuel Castillo, al pago de 

las costas civiles'; TERCERO: Declara las costas pen ales 
 de oficio", 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Falsa apreciación y 
desnaturalización de los hechos de la causa, insuficiencia 
de motivos y falta de base legal; Segundo Medio: Violación 
de los artículos 3, letras B ye y párrafo IV de la Ley 
2022, reformado por la Ley 1\1 1  3749 de fecha 13 de 'febrero 
de 1954, y los artículos 171 párrafo segundo y 148 de la 
Ley N9  4C17, sobre tránsito de vehículos, del 28 de diciem-
bre de 1954; Tercer Medio: Falsa interpretación de la ju-
risprudencia de nuestra Suprema Corte de Justicia (B.J. 
533, página 2555 y consecuencialmente del artículo 1384, 
tercera parte del Código Civil"; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, que el recu-
rrente alega, en síntesis, que el "veintiocho de febrero de 
mil novecientos cincuenta y siete, a las cinco y media de 
la mañana mientras el chófer Homero María Mejía, mane-
jaba el carro placa N9  7631 por la autopista de Boca Chica 
a Ciudad Trujillo, se produjo un accidente en el kilómetro 
6, en el quc resultaron con golpes y heridas tres personas", 
entre ellas el mismo recurrente; que "el chófer Mejía con-
ducía a Manuel Campagna, Charles Marshall y a su repre-
sentado a un bautizo por orden del jefe de venta o propa-
ganda de .1¿: Barceló & Co., C. por A., José Joaquín Domín-
guez González"; y que "la víctima Castillo, sabía y así lo 
declaró, que era en su calidad de empleado de la Barceló & 
Co., C. por A., y realizando diligencias relacionadas con esa 
empresa que el chófer Homero María Mejía, manejaba el 
vehículo el día del accidente"; pero 

Considerando que por aplicación del artículo 1384, 3 1 
 parte del Código Civil el comitente es responsable del daño 

causado por su empleado, aún cuando éste haya abusado 
de sus funciones, salvo si la víctima sabía o debía saber que 
el empleado actuaba por su propia cuenta; 

Considerando que en virtud de este último tempera-
mento a la aplicación de ese texto legal, cuando la víctima 
de un accidente automovilístico se encontraba en el vehícu-
lo por haberla admitido el chófer habitual o el tercero a 
quien dicha chófer le había confiado la dirección del mis-
mo, el comitente queda liberado de responsabilidad, si la 
víctima sabía que se asociaba a un abuso de funciones y 
que el `preposé' accidental, al aceptarla en el vehículo lo 
hacía por su cuenta personal; 

Considerando que en el presente caso, por los hechos y 
circunstancias comprobados y admitidos por la Corte a qua, 
se pone de manifiesto; 1) que José Joaquín Domínguez, 
en su calidad de empleado como Jefe de Ventas de la Bar-
celó & Co., C. por A., tenía a su servicio un vehículo de 
motor de la propiedad de dicha casa, para lo cual lo condu-
cía habitualmente; 2) que dicho empleado le confió el men-
cionado vehículo y el manejo y dirección del mismo a su 
amigo Homero María Mejía para que se dirigiera a Boca 
Chica a buscarles dos personas, en compañía de quienes 
había de celebrar un bautizo; 3) que mientras Mejía se 
dirigía al expresado lugar de Boca Chica, conduciendo el 
vehículo y en la diligencia encomendádale por su amigo 
Domínguez, se encontró en el camino con Manuel Castillo 
persona ésta de su amistad, y a súplica de ella consintió en 
transportarlo gratuitamente a la Sección de "El Guano", 
y más luego, a su regreso de Boca Chica con las personas 
que había ido a buscar, transportó nuevamente a su amigo 
Castillo a esta Ciudad Trujillo, ocurriendo en el regreso el 
accidente de que se trata; 4) que la víctima de dicho acci-
dente Manuel Castillo, sabia que el vehlculc no estaba 
destinado al transporte de pasajeros y que Mejía, al trans-
portarlo en el vehículo, lo hacía por su propia cuenta; que, 
por consiguiente, en la especie la Corte a qua, al rechazar 
la acción ejercida por la mencionada víctima, constituida 
en parte civil contra la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, se ajustó a las condiciones que rigen la 
aplicación del artículo 1384, 3 8  parte, del Código Civil; que. 
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rar y declara las costas penales de oficio y condena a la 
parte civil' constituida, señor Manuel Castillo, al pago de 
las costas civiles'; TERCERO: Declara las costas pen ales 

 de oficio", 
Considerando que el recurrente invoca los siguientes 

medios de casación: "Primer Medio: Falsa apreciación y 
desnaturalización de los hechos de la causa, insuficiencia 
de motivos y falta de base legal; Segundo Medio: Violación 
de los artículos 3, letras B ye y párrafo IV de la Ley 
2022, reformado por la Ley N°  3749 de fecha 13 de febrero 
de 1954, y los artículos 171 párrafo segundo y 148 de la 
Ley I\T9  4C17, sobre tránsito de vehículos, del 28 de diciem-
bre de 1954; Tercer Medio: Falsa interpretación de la ju-
risprudencia de nuestra Suprema Corte de Justicia (B.J. 
533, página 2555 y consecuencialmente del artículo 1384, 
tercera parte del Código Civil"; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, que el recu-
rrente alega, en síntesis, que el "veintiocho de febrero de 
mil novecientos cincuenta y siete, a las cinco y media de 
la mañana mientras el chófer Homero María Mejía, mane-
jaba el carro placa N°  7631 por la autopista de Boca Chica 
a Ciudad Trujillo, se produjo un accidente en el kilómetro 
6, en el que resultaron con golpes y heridas tres personas", 
entre ellas el mismo recurrente; que "el chófer Mejía con-
ducía a Manuel Campagna, Charles Marshall y a su repre-
sentado a un bautizo por orden del jefe de venta o propa-
ganda de 1¿-. Barceló & Co., C. por A., José Joaquín Domín-
guez González"; y que "la víctima Castillo, sabía y así lo 
declaró, que era en su calidad de empleado de la Barceló & 
Co., C. por A., y realizando diligencias relacionadas con esa 
empresa que el chófer Homero María Mejía, manejaba el 
vehículo el día del accidente"; pero 

Considerando que por aplicación del artículo 1384, 3 1 
 parte del Código Civil el comitente es responsable del daño 

causado por su empleado, aún cuando éste haya abusado 
de sus funciones, salvo si la víctima sabía o debía saber que 
el empleado actuaba por su propia cuenta; 

Considerando que en virtud de este último tempera-
mento a la aplicación de ese texto legal, cuando la víctima 
de un accidente automovilístico se encontraba en el vehícu-
lo por haberla admitido el chófer habitual o el tercero a 
quien dicho chófer le había confiado la dirección del mis-
mo, el comitente queda liberado de responsabilidad, si la 
víctima sabía que se asociaba a un abuso de funciones y 
que el `preposé' accidental, al aceptarla en el vehículo lo 
hacía por su cuenta personal; 

Considerando que en el presente caso, por los hechos y 
circunstancias comprobados y admitidos por la Corte a qua, 
se pone de manifiesto; 1) que José Joaquín Domínguez, 
en su calidad de empleado como Jefe de Ventas de la Bar-
celó & Co., C. por A., tenía a su servicio un vehículo de 
motor de la propiedad de dicha casa, para lo cual lo condu-
cía habitualmente; 2) que dicho empleado le confió el men-
cionado vehículo y el manejo y dirección del mismo a su 
amigo Homero María Mejía para que se dirigiera a Boca 
Chica a buscarles dos personas, en compañía de quienes 
había de celebrar un bautizo; 3) que mientras Mejía se 
dirigía al expresado lugar de Boca Chica, conduciendo el 
vehículo y en la diligencia encomendádale por su amigo 
Domínguez, se encontró en el camino con Manuel Castillo 
persona ésta de su amistad, y a súplica de ella consintió en 
transportarlo gratuitamente a la Sección de "El Guano", 
y más luego, a su regreso de Boca Chica con las personas 
que había ido a buscar, transportó nuevamente a su amigo 
Castillo a esta Ciudad Trujillo, ocurriendo en el regreso el 
accidente de que se trata; 4) que la víctima de dicho acci-
dente Manuel Castillo, sabía que el vehjculc no estaba 
destinado al transporte de pasajeros y  que Mejía, al trans-
portarlo en el vehículo, lo hacía por su propia cuenta; que, 
por consiguiente, en la especie la Corte a qua, al rechazar 
la acción ejercida por la mencionada víctima, constituida 
en parte civil contra la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, se ajustó a las condiciones que rigen la 
aplicación del artículo 1384, 31  parte, del Código Civil; que. 
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por tanto, el presente medio de casación debe ser desesti-
mado; 

Considerando que en el desarrollo de los medios prime. 
ro y segundo del recurso, la parte civil recurrente se limita 
a censurar la sentencia impugnada porque en ella se h a 

 desconocido la existencia de la infracción puesta a cargo 
del prevenido; que, como la acción civil intentada contra el 
comitente se rechazó por un motivo que le sirve de sostén 
al fallo, no obstante la existencia de dicha infracción, re-
sulta innecesario el examen de estos dos medios; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la casa Barceló & Co., C. por A., parte en causa como 
persona civilmente responsable; Segundo: Rechaza el n?- 
curso de casación interpuesto por Manuel Castillo contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha doce de 
agosto de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Tercero: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R Batista C.—
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.– (Fdo.) Ernesto Curiel hijr 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DE 1958 

tendí), impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 28 de 
febrero de 1957. 

gatería: Trabajo. 

Recurrente: Miguel Alberto Román. 
Abogados: Dres. Feo. del Rosario Díaz y Pedro Fanduiz. 

Recurrido: Confederación Patronal de la Ilep. Dom. 
Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón v Ant. Martínez Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez. licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebre sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiocho de febrero de mit novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Alberto Román, dominicano, mayor de edad, casado, de este 
domicilio y residencia, cédula 1604, serie 31, sello 30404, 
contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
corno Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
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por tanto, el presente medio de casación debe ser desesti. 
mado; 

Considerando que en el desarrollo de los medios prime-
ro y segundo del recurso, la parte civil recurrente se limita 
a censurar la sentencia impugnada porque en ella se ha 
desconocido la existencia de la infracción puesta a cargo 
del prevenido; que, como la acción civil intentada contra el 
comitente se rechazó por un motivo que le sirve de sostén 
al fallo, no obstante la existencia de dicha infracción, re-
sulta innecesario el examen de estos dos medios; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la casa Barceló & Co., C. por A., parte en causa como 
persona civilmente responsable; Segundo: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por Manuel Castillo contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha doce de 
agosto de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Tercero: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R Batista C.—
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.– (Fdo.) Ernesto Curiel 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DE 1958 

tenia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 28 de 
febrero de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Miguel Alberto Román. 
Abogados: Dres. Feo. del Rosario Díaz y Pedro Fanduiz. 

Recurrido: Confederación Patronal de la Rep. Dom. 
Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón v Ant. Martínez Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez. licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebre sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiocho de febrero de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Alberto Román, dominicano, mayor de edad, casado, de este 
domicilio y residencia, cédula 1604, serie 31, sello 30404, 
contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
corno Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
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dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO : 

 Acoge, en parte, y por los motivos precedentemente expues-
tos, el recurso de apelación, principal, interpuesto por la 
Confederación Patronal de la República Dominicana contra 
la sentencia de trabajo de fecha trece (13) del mes de abril 
del año 1956, dictada por el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción de este Distrito Nacional, así como el recur-
so de apelación incidental interpuesto por Miguel Alberto 
Román, y, en consecuencia: a) Declara justificado el despido 
dado por el patrono a su trabajador, en el caso, y rescindido, 
por tanto, sin culpa de aquel, el contrato de trabajo existente 
entre dichas partes; y ,consecuentemente, revoca la senten-
cia recurrida; b) Admite el derecho que tiene el mencionado 
trabaj ► dor frente su patrono, por concepto de los servicios 
que le prestó en la redacción y publicación de su Boletín 
Patronal, reconociéndole el setenticinco por ciento (75% ) 
de los beneficios, pero no condena al patrono al pago de la 
suma reclamada por el trabajador de un mii treintiocho 
pesos oro y treinticinco centavos (RD$1,038.35)—por no 
estar comprobada—sino a la suma que debe ser probada 
por estado o por cualquier medio legal; y SEGUNDO: Com-
pensa los costos"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Miniato Coradín, cédula 51906, serie 1, sello 

50298, en representación de los Dres. Pedro Fanduiz, cédula 
932, serie 56, sello 49070, y Francisco del Rosario Díaz, 
cédula 46666, serie 1ra., sello 26273, abogados del recurren-
te en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón. cédula 1050, serie 
55, sello 4826, por sí y en representación del Dr. Antonio 
Martínez Ramírez, cédula 22494, serie 31, sello 49711, abo-
gados de la recurrida, la Confederación Patronal de la Re-
pública Dominicana, institución constituida y organizada de 
conformidad con las disposiciones del Código de Trabajo, 
con su domicilio y asiento social en la casa número 19 de la 
calle Las Damas, debidamente representada por su Presi-
dente, señor J. Joaquín Coceo hijo, dominicano, mayor de 

edad, casado, industrial, domiciliado y residente en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, portador de la cédula personal 
de identidad número 10161, serie 37, sello al día número 
101, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trein-
ta y uno de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por los Dres. Pedro Fanduiz y Francisco del Rosario 
Díaz abogados del recurrente, en el cual se invocan los si- 
guientes medios: "Primer Medio: Violación del artículo 80, • 
del Código de Trabajo; Segundo Medio: Falsa interpretación 
y aplicación de los artículos 78 y 81 del Código de Trabajo; 
desnaturalización de los hechos y documentos de la causa"; 

4w- Visto el memorial de defensa suscrito por los Dres. 
Pa: de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, abo- 
gados de la recurrida, notificado en fecha diez y nueve de 
agbsto de mil novecientos cincuenta y siete, a los abogados 
d reciirrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
bérado, y vistos los artículos 50 de la Ley 637, de 1944, so-
bre Contratos de Trabajo; 691 del Código de Trabajo; 133 
d& Código de Procedimiento Civil; 1, 5 y 65 de la Ley sobre 
Pro ,. oclimiento de Casación; 

Considerando que según lo prescribe el artículo 50 de 
la Ley N9  637, de 1944, sobre Contratos de Trabajo, vigente 
en virtud de las disposiciones del artículo 691 del Código 
Trujillo de Trabajo, mientras no estén funcionando los tri-
bunales de trabajo creados por dicho. Código, el recurso de 
casación queda sometido a las reglas establecidas en la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que según el artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, en los asuntos civiles y comer-
ciales el recurso de casación se interpondrá con un memorial 



388 	 BOLETÍN JUDICIAL 

BOLETÍN JUDICIAL 	 389 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO : 

 Acoge, en parte, y por los motivos precedentemente expues-
tos, el recurso de apelación, principal, interpuesto por la 
Confederación Patronal de la República Dominicana contra 
la sentencia de trabajo de fecha trece (13) del mes de abril 
del año 1956, dictada por el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción de este Distrito Nacional, así como el recur-
so de apelación incidental interpuesto por Miguel Alberto 
Román, y, en consecuencia: a) Declara justificado el despido 
dado por el patrono a su trabajador, en el caso, y rescindido, 
por tanto, sin culpa de aquel, el contrato de trabajo existente 
entre dichas partes; y ,consecuentemente, revoca la senten-
cia recurrida; b) Admite el derecho que tiene el mencionado 
trabajador frente al  su patrono, por concepto de los servicios 
que le prestó en la redacción y publicación de su Boletín 
Patronal, reconociéndole el setenticinco por ciento (75% ) 
de los beneficios, pero no condena al patrono al pago de la 
suma reclamada por el trabajador de un mii treintiocho 
pesos oro y treinticinco centavos (RD$1,038.35)—por no 
estar comprobada—sino a la suma que debe ser probada 
por estado o por cualquier medio legal; y SEGUNDO: Com-
pensa los costos"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Miniato Coradín, cédula 51906, serie 1, sello 

50298, en representación de los Ores. Pedro Fanduiz, cédula 
932, serie 56, sello 49070, y Francisco del Rosario Díaz, 
cédula 46666, serie 1ra., sello 26273, abogados del recurren-
te en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón. cédula 1050, serie 
56, sello 4826, por sí y en representación del Dr. Antonio 
Martínez Ramírez, cédula 22494, serie 31, sello 49711, abo-
gados de la recurrida, la Confederación Patronal de la Re-
pública Dominicana, institución constituida y organizada de 
conformidad con las disposiciones d€ 1  Código de Trabajo, 
con su domicilio y asiento social en la casa número 19 de la 
calle Las Damas, debidamente representada por su Presi-
dente, señor J. Joaquín Coceo hijo, dominicano, mayor de  

.edad, casado, industrial, domiciliado y residente en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, portador de la cédula personal 
de identidad número 10161, serie 37, sello al día número 
3101, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trein-
ta y uno de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por los Dres. Pedro Fanduiz y Francisco del Rosario 
Díaz abogados del recurrente, en el cual se invocan los si-
guientes medios: "Primer Medio: Violación del artículo 80, 
del Código de Trabajo; Segundo Medio: Falsa interpretación 
y aplicación de los artículos 78 y 81 del Código de Trabajo; 
desnaturalización de los hechos y documentos de la causa"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los Dres. 
P-,. :el de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, abo-

dos de la recurrida, notificado en fecha diez y nueve de 
osto de mil novecientos cincuenta y siete, a los abogados 

el recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
;)erado, y vistos los artículos 50 de la Ley 637, de 1944, so- 
bre Contratos de Trabajo; 691 del Código de Trabajo; 133 
del Código de Procedimiento Civil; 1, 5 y 65 de la Ley sobre 

,bProcedimiento de Casación; 

Considerando que según lo prescribe el artículo 50 de 
la Ley N9 637, de 1944, sobre Contratos de Trabajo, vigente 
en virtud de las disposiciones del artículo 691 del Código 
Trujillo de Trabajo, mientras no estén funcionando los tri-
bunales de trabajo creados por dicho: Código, el recurso de 
casación queda sometido a las reglas establecidas en la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que según el artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, en los asuntos civiles y comer-
ciales el recurso de casación se interpondrá con un memorial 
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suscrito por abogado, que contendrá todos los medios 
que se funda, y que deberá ser depositado en la Secretaría 
de la Suprema Corte de Justicia, en los dos meses de la noti-
ficación de la sentencia; 

Considerando que de acuerdo con los documentos del 
expediente, depositados por las partes. resulta que la noti-
ficación de la sentencia impugnada fué hecha al actual recu-
rrente en fecha diez y ocho de marzo de mil novecientos 
cincuenta y siete, a requerimiento de la Confederación Pa. 
tronal de la República Dominicana, según acto instrumen-
tado por el ministerial Aníbal Mordán Céspedes, alguacil 
de estrados de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, y 
el memorial de casación fué depositado en la Secretaría de'. 
la Suprema Corte de Justicia en fecha treinta y uno de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que en tales condiciones es evidente que 
el recurso de casación de que se trata es tardío, pues fué 
interpuesto después de vencido el plazo de dos meses otor-
gado por el citado artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Miguel Alberto Román 
contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fe-
cha veintiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas, cuya distracción se ordena en provecho de los Dres. 
Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, abo-
gados de la recurrida, quienes afirman haberlas avanzado -
en su mayor parte; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 

Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados,y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
ceri (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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suscrito por abogado, que contendrá todos los medios 
que se funda, y que deberá ser depositado en la Secretaría 
de la Suprema Corte de Justicia, en los dos meses de la noti-
ficación de la sentencia; 

Considerando que de acuerdo con los documentos del 
expediente, depositados por las partes. resulta que la noti-
ficación de la sentencia impugnada fué hecha al actual recu-
rrente en fecha diez y ocho de marzo de mil novecientos 
cincuenta y siete, a requerimiento de la Confederación Pa-
tronal de la República Dominicana, según acto instrumen-
tado por el ministerial Aníbal Mordán Céspedes, alguacil 
de estrados de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, y 
el memorial de casación fué depositado en la Secretaría de*. 
la Suprema Corte de Justicia en fecha treinta y uno de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que en tales condiciones es evidente que 
el recurso de casación de que se trata es tardío, pues fué 
interpuesto después de vencido el plazo de dos meses otor-
gado por el citado artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Miguel Alberto Román 
contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fe-
cha veintiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas, cuya distracción se ordena en provecho de los Dres. 
Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, abo-
gados de la recurrida, quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 

Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados,y fué 
filmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
ccri :21co.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DE 1958, • 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco 

rís, de fecha 7 de octubre de 1957. 

Ilateria: Penal. 

currente: Deyda Librada Sosa y Sosa. 
bogado:Dr. Jorge Martínez Lavandier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana- 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiocho de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Deyda 
Librada Sosa y Sosa, dominicana, mayor de edad, soltera, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Los 
Llanos, provincia de San Pedro de Macorís, cédula 5642, 
serie 24, sello 9328, contra sentencia pronunciada en sus 
atribuciones criminales, por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha siete de octubre del mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura dei rol;  

Oído el Doctor Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944„ 
serie primera, sello 47722, abogado de la recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistradc Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce de octubre 
del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Doctor Jorge Martínez Lavandier, abogado de la recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

Visto el memorial de casación de fecha treintiuno de 
enero de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
doctor Jorge Martínez LaVandier, abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382 del Código Civil, 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que por querella presentada en fecha veintiocho de marzo 
de mil novecientos cincuenta y siete, por Manueli-
co Sosa hijo, contra César Augusto Alvarez Valera, por "el 
hecho de éste haber estuprado, ejerciendo violencias y vías 
de hecho", a su hija Deida Librada Sosa y Sosa, de 21 
años de edad, el domingo veinticuatro de marzo de mil 
novecientos cincuenta y siete, el Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, requi-
rió del Magistrado Juez de Instrucción del mencionado Dis-
trito Judicial, la instrucción de la sumaria correspondiente, 
por tratarse de un hecho que según se desprendía. de los 
documentos constituía un crimen; b) que en fecha veinte 
de mayo del mil novecientos cincuenta y siete, el referido 
Magistrado Juez de Instrucción, dictó una Providencia Ca-
lificativa por la cual declaró la existencia de cargos e indi-
cios suficientes para inculpar a César Augusto Alvarez Va-
lera, •el crimen de estupro en perjuicio de Deida Librada 
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tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Deyda 
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Llanos, provincia de San Pedro de Macorís, cédula 5642, 
serie 24, sello 9328, contra sentencia pronunciada en sus 
atribuciones, criminales, por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha siete de octubre del mil nove- 
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el Doctor Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944„ 
serie primera, sello 47722, abogado de la recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistradc Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce de octubre 
del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Doctor Jorge Martínez Lavandier, abogado de la recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

Visto el memorial de casación de fecha treintiuno de 
enero de mil novecientos cinCuenta y ocho, suscrito por el 
doctor Jorge Martínez LaVandier, abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382 del Código Civil, 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que por querella presentada en fecha veintiocho de marzo 
de mil novecientos cincuenta y siete, por Manueli-
co Sosa hijo, contra César Augusto Alvarez Valera, por "el 
hecho de éste haber estuprado, ejerciendo violencias y vías 
de hecho", a su hija Deida Librada Sosa y Sosa, de 21 
arios de edad, el domingo veinticuatro de marzo de mil 
novecientos cincuenta y siete, el Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, requi-
rió del Magistrado Juez de Instrucción del mencionado Dis-
trito Judicial, la instrucción de la sumaria correspondiente, 
por tratarse de un hecho que según se desprendía. de los 
documentos constituía un crimen; b) que en fecha veinte 
de mayo del mil novecientos cincuenta y siete, el referido 
Magistrado Juez de Instrucción, dictó una Providencia Ca-
lificativa por la cual declaró la existencia de cargos e indi-
cios suficientes para inculpar a César Augusto Alvarez Va-
!era, 'lel crimen de estupro en perjuicio de Deida Librada 
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Sosa y Sosa y lo envió por ante el Tribunal Criminal para 
que respondiese de los hechos puestos a su cargo y se le 
juzgase de acuerdo con la ley, c) que así apoderado el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, dictó en fecha veinticuatro de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia con el si. 
guiente dispoSitivo: "FALLA: PRIMERO: Qué debe decla-
rar, como en efecto declara, regular y válido en cuanto a 
la forma la constitución en parte civil de la señora Deida Li-
brada Sosa y Sosa contra el inculpado; SEGUNDO: Que 
debe descargar, como en efecto descarga, al nombrado Cé-
sar Augusto Alvarez Valera del crimen de estupro en per-
juicio de la nombrada Deida Librada Sosa y Sosa por no 
existir los elementos constitutivosode dicho crimen; Terce-
ro: Que en cuanto al fondo de la parte civil, debe condenar 
como en electo condena, al nombrado César Augusto Alva-
rez Valera a pagar una indemnización ascendente a la su-
ma de SETECIENTOS PESOS ORO (RD$700.00) en favor 
de la agraviada Deida Librada Sosa y Sosa por los daños 
morales y materiales sufridos por ésta; CUARTO: Que debe 
declarar, como en efecto declara, las costas penales de 
oficio; QUINTO: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, al inculpado al pago de las costas civiles con distrac-
ción en provecho del Dr. Jorge Martínez Lavandier, abogado 
de la parte civil constituída, quien afirma haberlas avan-
7ado en su totalidad"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por la parte civil constituida; Deide Librada So-
sa y Sosa y por el acusado César Augusto Alvarez Valera, 
la Corte de Apelación de San Pecko de Macorís dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuackm: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y 
válidos, en cuanto a la forma, los presentes recursos de 
apelación, interpuestos, respectivamente por la señora Dei-
da Librada Sosa y Sosa y por el acusado César , Augusto 
Alvarez Valera en cuanto al aspecto civil de la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito  

judicial de San Pedro de Macorís. actuando en atribucio-
nes de carácter criminal, en fecha veinticuatro del mes de 
julio del corriente ario (1957), mediante la cual el nombrado 
César Augusto Alvarez Valera fué condenado a pagar una 
indemnización ascendente a la suma de setecientos pesos oro 
(RD$700.00) en beneficio de la parte civil constituida, seño-
ra Deida Librada Sosa y Sosa, por los daños morales y 
materiales que ella dijo haber sufrido en ocasión de las per-
secuciones penales puestas a cargo del mencionado César 
Augusto Alvarez Valera; siendo extensivo, además, el refe-
rido recurso de apelación formulado por el antedicho César 
Augusto Alvarez Valera, contra el quinto ordinal de la 
sentencia impugnada, a virtud del cual fué condenado al 
pago de las costas civiles, con distracción en provecho del 
Doctor Jorge Martínez Lavandier, abogado de la parte civil 
coastituída, quien afirmó haberlas avanzado en su totali-
dad; SEGUNDO: Revoca los ordinales tercero y quinto de 
la sentencia recurrida, y, en consecuencia, a.cogiendo las 
conclusiones presentadas por el abogado constituido del 
indicado César Augusto Alvarez Valera, descarga a éste, 
ror no haberse probado que haya cometido ninguna falta 
de carácter civil en perjuicio de la señora Deida Librada 
Sosa y Sosa, de las condenaciones civiles que a él le fueron 
'mpuestas. así como del pago de las costas civiles a que fué 
-20ndenado, sanciones ambas que figuran en los referidos 
ordinalés; TERCERO: Condena a la señora Deida Librada 
Sosa y Sosa, parte sucumbiente, al pago de las costas ci- 
viles"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Violación 
del artículo 1382 del Código Civil; Segundo Medio: Desna-
turalización de los hechos de la causa. Falta de motivos"; 

Considerando que la recurrente alega en los dos me-
dios de. su recurso, en síntesis, lo siguiente: que, no obstan-
le, la afirmación de la Corte A. qua de que no se probó 
que Alvarez Valera haya cometido ninguna falta de ca-

rácter civil" en su perjuicio, "es constante en la sentencia 
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Judicial de San Pedro de Macorís. actuando en atribucio- 
nes de carácter criminal, en fecha veinticuatro del mes de 
julio del corriente año (1957), mediante la cual el nombrado 
César Augusto Alvarez Valera fué condenado a pagar una 
indemnización ascendente a la suma de setecientos pesos oro 
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ra Deida Librada Sosa y Sosa, por los daños morales y 
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Augusto Alvarez Valera; siendo extensivo, además, el refe- 
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sentencia impugnada, a virtud del cual fué condenado al 
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Sosa y Sosa, de las condenaciones civiles que a él le fueron oillnipsiestas. así como del pago de las costas civiles a que fué 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 

Sosa y Sosa, parte sucumbiente, al pago de las costas ci- 
viles"; 

TERCERO: Condena a la señora Deida Librada 
condenado, sanciones ambas que figuran en los referidos 

de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Violación 
del artículo 1382 del Código Civil; Segundo Medio: Desna- 
turalización de los hechos de la causa. Falta de motivos"; 

Considerando que la recurrente alega en los dos me- 
dios de su recurso, en síntesis, lo siguiente: que, no obstan- 
le, la afirmación de la Corte ,11 qua de que no se probó 
que Alvarez Valera haya cometido ninguna falta de ca- 

rácter civil" en su perjuicio, "es constante en la sentencia 
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que César Alvarez Valera sostuvo contacto carnal" con ella 
"después de haberla llevado a la Sección de "Naranjo de 
China'', lejos de la población de San José de Los Llanos", • 
donde reside la recurrente, "para lo cual se valió de ma.. 
niobras dolosas y violencias materiales y morales, consis-
tentes en lesiones que están certificadas por los dos Médi-
cos Legistas que tuvieron oportunidad de examinar a la 
agraviada, y en las amenazas que le profirió Alvarez Valera, 
portando un revólver, y que sin lugar a dudas hicieron 
nacer en el ánimo" de la recurrente "el temor serio e in-
mediato de exponer su persona a un mal considerable y 
presente si no accedía los deseos de su agresor. y más aún, 
cuando como resultado de la urdimbre del acusado Alvarez 
Valera suben al vehículo de motor en que lleva a la agra-
viada, tres hombres, amigos y subalternas del acusado, que 
fueron tomados por la agraviada como supuestos cómplices 
de la maniobra de que estaba siendo víctima"; que "es ne: 
cesario ponderar que estos daños son la consecuencia direc-
ta de la falta cometida por César Augusto Alvarez Valera, 
al sostener los contactos carnales" con ella "eil las circuns-
tancias anotadas"; que "no ha querido la Corte a qua reco-

nocer al Certificado Médico-Legal, del Dr. Octavio A. Viñas, 
Médico Legista de Ciudad Trujillo, ningún valor jurídico"; 
que si ese Certificado Médico, "hubiera sido ponderado por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en todo su 
verdadero valor probatorio, es seguro que la suerte del fon-
do del proceso hubiera sido otra"; que, por último, "al no 
ponderarlo la Corte ha dejado su motivación insuficiente, 
por lo que procede ser casada la sentencia así dictada"; pero 

Considerando que corresponde a los jueces del fondo 
la apreciación del valor y de la fuerza de las pruebas y de 
los elementos de convicción; que, además, ellos aprecian, 
s'beranamente, en materia penal, los hechos constitutivos 
de la causa y de todas las circunstancias que los rodean; 

Considerando que, en la especie el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que la Corte a qua fundándo-

se en los documentos, la declaración de los testigos y los 

elementos y circunstancias del proceso, dió por comproba-
do y admitido lo siguiente: "que el acusado y la agraviacLa, 
hacía tiempo sostenían relaciones amorosas y aue ella sabía 
que el acusado era un hombre casado". .. "que no se ha 
probado, como alega la agraviada, que el acusado la obligó 
con violencias a fugarse con él, pues ha quedado estable-
cido que en el mismo vehículo en que iban ambos, también 
se encontraban tres personas más, que afirman que en nin-
gún momento ella hizo resistencia, ni manifestó disconfor-
midad"... "que el contacto carnal que sostuvieron el acu-
sado y la agraviada, fué sin ningún acto de violencia y sí 
con el consentimiento de ella; que, en la especie, se trata 
de una joven que por su gusto, una noche, se fuga con su 
novio"; . .. que "Deida Librada Sosa y Sosa, era mayor 
de veintiún arios en el momento del hecho; que, en conse-
cuencia, en el presente caso no puede haber tampoco el 
delito de sustracción". .. que "para la procedencia de la 
demanda de daños y perjuicios hubiera sido necesario que 
el acto carnal se realizara valiéndose de engaño o de cual-
quier otro medio doloso, lo que en el presente caso no ha 
quedado establecido"; que, por último, "aunaue el Certifi-
cado del Médico Legista de San Pedro de Macorís advierte 
que Deida Librada Sosa y Sosa sufrió lesiones" . la Corte 
"admite que esas lesiones no fueron por acto de violencia 
cie parte del acusado sino producto del acto carnal que se 
originó entre el acusado y dicha joven"; que, en tales 
condiciones, la Corte a quA no ha violado, como pretende 
la recurrente, el artículo 1382 del Código Civil, al no im-
poner una reparación a César Augusto Alvarez Valera, acu-
sado descargado del crimen de estupro en perjuicio de la 
recurrente, por considerar que "no existe falta penal ni ci-
vil, cometida por el acusado", ya que la simple relación 
sexual con una mujer no implica por sí solo la responsabi-
lidad civil del seductor, siendo necesario e indispensable 
que la seducción vaya acompañada de dolo, circunstancia 
ésta, descartada en la especie, de modo expreso por los 

dei fondo; y que, por otra parte, la Corte ha admití- 
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que César Alvarez Valera sostuvo contacto carnal" con ella 
"después de haberla llevado a la Sección de "Naranjo de 
China", lejos de la población de San José de Los Llanos", 
donde reside la recurrente, "para lo cual se valió de ma-
niobras dolosas y violencias materiales y morales, consis-
tentes en lesiones que están certificadas por los dos Médi-
cos Legistas que tuvieron oportunidad de examinar a la 
agraviada, y en las amenazas que le profirió Alvarez Valera, 
portando un revólver, y que sin lugar a dudas hicieron 
nacer en el ánimo" de la recurrente "el temor serio e in-
mediato de exponer su persona a un mal considerable y 
presente si no accedía los deseos de su agresor. y más aún, 
cuando como resultado de la urdimbre del acusado Alvarez 
Valera suben al vehículo de motor en que lleva a la agra-
viada, tres hombres, amigos y subalternos del acusado, que 
fueron tomados por la agraviada como supuestos cómplices 
de la maniobra de que estaba siendo víctima"; que "es ne-
cesario ponderar que estos daños son la consecuencia direc-
ta de la falta cometida por César Augusto Alvarez Valera; 
al sostener los contactos carnales" con ella "er: las circuns-
tancias anotadas"; que "no ha querido la Corte a qua reco-

nocer al Certificado Médico-Legal, del Dr. Octavio A. Viñas, 
Médico Legista de Ciudad Trujillo, ningún valor jurídico"; 
que si ese Certificado Médico, "hubiera sido ponderado por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en todo su 
verdadero valor probatorio, es seguro que la suerte del fon-
do del proceso hubiera sido otra"; que, por último, "al no 
ponderarlo la Corte ha dejado su motivación insuficiente, 
por lo que procede ser casada la sentencia así dictada"; pero 

Considerando que corresponde a los jueces del fondo 
la apreciación del valor y de la fuerza de las pruebas y de 
los elementos de convicción; que, además, ellos aprecian, 
s.iberanamente, en materia penal, los hechos constitutivos 
de la causa y de todas las circunstancias que los rodean; 

Considerando que, en la especie el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que la Corte a qua fundándo- 

se en los documentos, la declaración de los testigos y los  

elementos y circunstancias del proceso, dió por comproba-
do y admitido lo siguiente: "que el acusado y la agraviada, 
hacía tiempo sostenían relaciones amorosas y aue ella sabía 
que el acusado era un hombre casado". .. "que no se ha 
probado, como alega la agraviada, que el acusado la obligó 
con violencias a fugarse con él, pues ha quedado estable-
cido que en el mismo vehículo en que iban ambos, también 
se encontraban tres personas más, que afirman que en nin-
gún momento ella hizo resistencia, ni manifestó disconfor-
midad"... "que el contacto carnal que sostuvieron el acu-
sado y la agraviada, fué sin ningún acto de violencia y sí 
con el consentimiento de ella; que, en la especie, se trata 
de una joven que por su gusto, una noche, se fuga con su 
novio";.., que "Deida Librada Sosa y Sosa, era mayor 
de veintiún años en el momento del hecho; que, en conse-
cuencia, en el presente caso no puede haber tampoco el 
delito de sustracción". .. que "para la procedencia de la 
demanda de daños y perjuicios hubiera sido necesario que 
el acto carnal se realizara valiéndose de engaño o de cual-
quier otro medio doloso, lo que en el presente caso no ha 
quedado establecido"; que, por último, "aunque el Certifi-
cado del Médico Legista de San Pedro de Macorís advierte 
que Deida Librada Sosa y Sosa sufrió lesiones" ... la Corte 
"admite que esas lesiones no fueron por acto de violencia 
de parte del acusado sino producto del acto carnal que se 
originó entre el acusado y dicha joven"; que, en tales 
condiciones, la Corte a gin no ha violado, como pretende 
la recurrente, el artículo 1382 del Código Civil, al no im-
poner una reparación a César Augusto Alvarez Valera, acu-
sado descargado del crimen de estupro en perjuicio de la 
recurrente, por considerar que "no existe falta penal ni ci-
vil, cometida por el acusado", ya que la simple relación 
sexual con una mujer no implica por sí solo la responsabi-
lidad civil del seductor, siendo necesario e indispensable 
que la seducción vaya acompañada de dolo, circunstancia 
esta, descartada en la especie, de modo exores° por los 
jueces del fondo; y que, por otra parte, la Corte ha admiti- 

	- 
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do que las pequeñas lesiones recibidas por la recurrente 
son productos del acto carnal voluntario realindo entre ella' 
y el acusado; 

Considerando en cuanto, a la desnaturalización de los 
hechos de la causa alegada por la recurrente, que la Corte 
a qua pudo correctamente restar valor probatorio al Cer-
tificado del Médico Legista y de la Cárcel Pública del Dis-
trito Nacional, expedido a requerimiento de "parte intere-
sada'', y en el cual consta que examinó a la recurrente "en 
su Consultorio Médico Privado", y estimar que el expedido 
a requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís "es el que tiene 
verdadero valor jurídico", sin que por ello desnaturalizara 
los hechos de la causa, ya que con ésto lo que hizo la Corte 
a qua fué tan solo apreciar el valor probatorio de los ele-
mentos de convicción, sin que, por otra parte, pueda admi-
tirse, como pretende la recurrente, que de haberse ponde-
rado el referido Certificado del Médico Legista del Distrito 
Nacional otra hubieran sido la suerte del proceso, ya que 
si en éste se certifican signos de violencias externas, consis-
tentes en "rasguños", "contusiones", "equimosis" y una 
"quemadura de cigarrillo", en el del Médico Legista de San 
Pedro de Macorís, se comprueban también "equimosis" y 
una "pequeña quemadura", y se certifica que estas "lesio-
nes son curables en menos de diez días, salvo complicación"; 
que, finalmente, tampoco, la circunstancia anotada puede 
constituir una insuficiencia de motivos de la sentencia im-
pugnada, ya que la Corte a qua, da motivos suficientes acer-
ca del valor probatorio de ambos certificados médicos; que, 
por todo lo precedentemente expuesto es evidente que los 
dos medio:. del recurso carecen de fundamento y deben, 
por tanto, ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Deida Librada Sosa y Sosa, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha  

siete de octubre del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
segundo: Condena a dicha recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo — 
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do que las pequeñas lesiones recibidas por la recurrente, 
son productos del acto carnal voluntario realizado entre ella 
y el acusado; 

Considerando en cuanto, a la desnaturalización de los 
hechos de la causa alegada por la recurrente, que la Corte 
a qua, pudo correctamente restar valor probatorio al Cer-
tificado del Médico Legista y de la Cárcel Pública del Dis-
trito Nacional, expedido a requerimiento de "parte intere-
sada", y en el cual consta que examinó a la recurrente "en 
su Consultorio Médico Privado", y estimar que el expedido 
a requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís "es el que tiene 
verdadero valor jurídico", sin que por ello desnaturalizara 
los hechos de la causa, ya que con ésto lo que hizo la Corte 
a qua fué tan solo apreciar el valor probatorio de los ele-
mentos de convicción, sin que, por otra parte, pueda admi-
tirse, como pretende la recurrente, que de haberse ponde-
rado el referido Certificado del Médico Legista del Distrito 
Nacional otra hubieran sido la suerte del proceso, ya que 
si en éste se certifican signos de violencias externas, consis-
tentes en "rasguños", "contusiones", "equimosis" y una 
"quemadura de cigarrillo", en el del Médico Legista de San 
Pedro de Macorís, se comprueban también "equimosis" y 
una "pequeña quemadura", y se certifica que estas "lesio-
nes son curables en menos de diez días, salvo complicación"; 
que, finalmente, tampoco, la circunstancia anotada puede 
constituir una insuficiencia de motivos de la sentencia im-
pugnada, ya que la Corte a qua, da motivos suficientes acer-
ca del valor probatorio de ambos certificados médicos; que, 
por todo lo precedentemente expuesto es evidente que los 
dos medio:, del recurso carecen de fundamento y deben, 
por tanto, ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Deida Librada Sosa y Sosa, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha  

siete de octubre del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicha recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo — 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 modificado por la Ley N9  
3774, de 1954, y 6 de la Ley sobre Libertad Provisional Ba-
jo Fianza; 

RESUELVE: 

Primero: Que debe confirmar y confirma la sentencia 
apelada, dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha veinte de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
Segundo: Que debe ordenar y ordena que la presente sen-
tencia sea anexada al proceso, y notificada ay Magistrado 
Procurador General de la República, para los fines pro-
cedentes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el día, mes y año en él expresados, lo que yo 
Secretario General certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Labor de la Suprema Corte de Justicia durante el 
mes de febrero de 1958. 

A S ABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 9 
Recursos de casación civiles fallados 	 9 
Recursos de casación penales conocidos 	 17 
Recursos de casación penales fallados 	 23 
Recursos de casación en materia contencioso-

administrativa fallados 	  1 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos 	  1 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados  	 1 
Causas disciplinarias falladas 	  1 
Defectos 	  3 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 5 
Juramentación de Abogados 	  6 
Resoluciones administrativas 	  17 
Autos autorizando emplazamientos 	  8 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 35 
Autos fijando causas    	34 

Total de asuntos 	170 

Ciudad Trujillo, 28 de febrero de 1958, 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 
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